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FORO INTERNACIONAL
 
“LA SOBERANÍA DE LOS ESTADOS
 

Y LA CORTE PENAL INTERNACIONAL”*
 

Dr. José Luis Soberanes Fernández, 
Presidente de la Comisión Nacional 

de los Derechos Humanos 

Hablar de la Corte Penal Internacional, como se hará en este Foro, conlleva necesariamente a disertar 
sobre diversos temas implícitos en la existencia de dicha instancia jurisdiccional internacional, entre 
los que mencionamos, por citar sólo algunos, los Derechos Humanos, la justicia internacional y la sobe­
ranía nacional. Lo anterior no podría ser de otra manera, pues desde hace más de un siglo se encuentra 
vigente el criterio de la jurisdicción universal, aquel que lleva como premisa la existencia de deter­
minados bienes jurídicos que, por su importancia para los individuos, precisan de protección supra­
nacional, es decir, bienes cuya tutela pertenece a la comunidad internacional en su conjunto. 

Representantes plenipotenciarios de distintos Estados aprobaron en la ciudad de Roma, durante 
julio de 1998, el Estatuto de la Corte Penal Internacional, también llamado Estatuto de Roma, creándose 
dicho órgano jurisdiccional con la finalidad, entre otras, de complementar el trabajo de los tribuna­
les nacionales, cuidando en todo momento que su competencia se limitara a aquellos casos que los 
tribunales nacionales no estuvieran en posibilidad de conocer por determinadas causas, de tal forma 
que no fuera probable entrar en conflicto con la competencia de estos últimos, puesto que su obje­
tivo es convertirse en un complemento de las justicias nacionales. 

Aun cuando el Estatuto de Roma contempla aspectos del derecho humanitario, no podemos per­
der de vista que la idea subyacía en la concepción de una Corte Penal Internacional, a partir del 
antecedente de los Tribunales de Nuremberg y Tokio de 1945, y, más recientemente, con los crea­

* Palabras del doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
durante el acto inaugural del Foro Internacional “La Soberanía de los Estados y la Corte Penal Internacional”, celebrado 
en la ciudad de Toluca, Estado de México, el 10 de septiembre de 2001. 
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dos ad hoc para juzgar los crímenes contra las poblaciones de la ex Yugoslavia y Ruanda, para 
fortalecer el andamiaje jurídico internacional y de esa manera tutelar adecuadamente los derechos 
fundamentales de las personas. En tal sentido, podemos afirmar que el Estatuto de Roma deja de prefi­
gurar la noción de la protección de los Derechos Humanos como un concepto de realización deseable y 
concreta su aspecto positivo y universal en el entorno de las naciones, incorporando de esa manera 
nuevas tendencias en las relaciones internacionales. 

Es muy probable que algunos de los efectos más importantes, resultado de la adopción de dicho 
instrumento jurídico por el concierto de las naciones, sean la posibilidad inmediata de lograr un meca­
nismo de justicia global, así como incrementar la influencia de la dimensión internacional en la evolu­
ción de los Derechos Humanos y repercutir favorablemente en la transformación del derecho inter­
nacional de los tratados. 

La evolución del derecho internacional humanitario ha llegado a un punto que no admite vuelta; 
un punto en el que lo más importante es encontrar formas valederas para lograr el cumplimiento de las 
obligaciones contraídas en los instrumentos convencionales. La razón fundamental de esta situación 
reside en que los Derechos Humanos han dejado de ser un asunto interno de los Estados, transfor­
mándose en materia de responsabilidad internacional. 

Creemos que la Corte Penal Internacional será, debido a sus peculiares características, una no­
vedosa expresión de la justicia internacional efectiva; se convertirá en uno de los pocos organismos 
internacionales posibilitados para ejercer un control eficaz sobre sus actividades y, por supuesto, 
en el único órgano internacional con competencia generalizada para juzgar a individuos. Por ello, el 
papel que jugará, tanto en el desarrollo del derecho internacional como en el objetivo de lograr una 
justicia internacional que no deje sin castigo las violaciones a los Derechos Humanos, así como en 
la construcción de la ruta hacia la justicia universal es, desde luego, fundamental. 

Nuestro país no puede permitirse permanecer ajeno al debate sobre la Corte Penal Internacional. 
Existe una corriente de opinión generalizada, a la que se han sumado estudiosos del derecho de gentes y 
especialistas en derecho internacional humanitario, en el sentido de que el Estado mexicano no puede ni 
debe permanecer ajeno a la aprobación del Estatuto de Roma. La decisión adoptada en el año 2000 
por el Gobierno Federal para proceder a su firma tomó en consideración que el fin de dicho Estatuto y 
su valor como instrumento de protección resulta significativo en la búsqueda por erradicar la impu­
nidad en la violación a los derechos esenciales del hombre, dondequiera que esto pueda ocurrir. 

Entre las actividades de los organismos públicos de protección y defensa de los Derechos Huma­
nos se encuentran impulsar su observancia y promover su estudio, enseñanza y divulgación. En 
virtud de ello, cualquier forma de colaboración interinstitucional que conlleve la realización coordinada 
de eventos en los cuales se difunda el conocimiento de los instrumentos internacionales relaciona­
dos con los derechos fundamentales y se robustezca la cultura del respeto a los mismos, la obser­
vancia de la ley y, por supuesto, se fortalezca el Estado democrático de Derecho, forma parte fun­
damental de su quehacer cotidiano. 
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Así, el encuentro internacional que en esta ocasión nos congrega, organizado con la entusiasta parti­
cipación de la Honorable LIV Legislatura del Estado de México y la Comisión de Derechos Human­
os del Estado de México, habrá de formar parte de las acciones en materia de fomento a la cultura 
del respeto a los derechos inherentes a la persona humana y, seguramente, sus conclusiones serán toma­
das en cuenta justo en estos momentos en los que la aprobación del Estatuto de Roma se encuentra 
próxima a discusión en el Senado de la República. 

La realización de reuniones internacionales abiertas al público, como el Foro Internacional “La 
Soberanía de los Estados y la Corte Penal Internacional”, propicia la difusión del Estatuto de Roma 
y el intercambio de experiencias entre los estudiosos del tema y las instancias legislativas encarga­
das de su discusión y aprobación; mueven a la interacción entre los órganos del Estado y las defen­
sorías de habitantes; pero, sobre todo, permiten seguir realizando las tareas esenciales de promo­
ción, difusión, estudio y enseñanza de los Derechos Humanos. 

Concluyo expresando mi reconocimiento a la Honorable LIV Legislatura del Congreso Local y 
a la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México por su permanente preocupación por las 
causas del respeto a los Derechos Humanos, así como por su bienvenida al proyecto de realizar este 
evento conjuntamente con la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, reconocimiento que 
extiendo a quienes, como el señor gobernador de la Entidad mexiquense, están convencidos de que la 
realización de acciones de naturaleza similar a la que ahora nos convoca no sólo fortalece al sistema 
no jurisdiccional de protección de tales derechos y fomenta la cultura del respeto, sino que conso­
lida al Estado democrático de Derecho que es el mexicano. 
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Recomendación 18/2001
 

Síntesis: El 12 de enero de 2001 esta Comisión Nacional radicó el recurso de impugnación que presen­
taron los señores Severiano Lucas Petra, Francisco Prisciliano Josefa, Juan Santiago García, Felipe 
Rufina Celestino, Sabino Francisco Pedro, Miguel Ángel Lauro de la Cruz, Antonio Francisco Leobar­
do, Vicente Lauro Catarino e Hilario García de los Santos, en contra del cumplimiento insatisfactorio 
de la Recomendación 041/99, emitida el 17 de diciembre de 1999 por la Comisión de Defensa de los 
Derechos Humanos del Estado de Guerrero, dentro del expediente CODDEHUM/VG/143/99/III y 
sus acumulados CODDEHUM/VG/144/99/IV y CODDEHUM/VG/145/99/V, al entonces titular de 
la Secretaría de Salud en dicha Entidad Federativa. 

Del análisis conjunto de los hechos y las evidencias mencionadas, y de conformidad con lo esta­
blecido por los artículos 137, segundo párrafo, y 138 del Reglamento Interno de la Comisión Nacional 
de Derechos Humanos, esta Institución emitió la presente resolución en virtud de que la Secretaría de 
Salud en el Estado de Guerrero ha incumplido la Recomendación 041/99, que el 17 de diciembre 
de 1999 le formuló la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos de la citada Entidad Federa­
tiva, por la violación a los Derechos Humanos en agravio de habitantes de las comunidades indí­
genas La Fátima, Ojo de Agua y Ocotlán, Municipio de Ayutla de los Libres, Guerrero, consistente en 
la contracepción forzada. 

En consecuencia, este Organismo Nacional emitió la Recomendación 18/2001, dirigida al Goberna­
dor del Estado de Guerrero, para que gire las instrucciones necesarias para que el titular de la Secre­
taría de Salud en ese Estado cumpla en sus términos la Recomendación 041/99, con la salvedad a la que 
se refiere el apartado B del capítulo de observaciones y el segundo punto subsecuente, por las violacio­
nes a los Derechos Humanos en que incurrió el personal de dicha dependencia en agravio de los señores 
José Toribio Cornelio, Severiano Lucas Petra, Felipe de Jesús Morales, Sabino Francisco Pedro, Bar­
tolo Gutiérrez Fidel, Antonio Francisco Leobardo, Vicente Lauro Catarino, Miguel Ángel Lauro de 
la Cruz, Martín García Benito, Alejandro Cristino Meza, Juan Santiago García, Felipe Rufina Celesti­
no, Rutilo Juárez Feliciano, Alfonso Reyes Victoriano, Hilario García de los Santos y Francisco Prisci­
liano Josefa, en virtud de que con su conducta los señores Ernesto Guzmán León, Mayra Ramos Benito 
y Rafael Almazán Solís, médico general operativo, enfermera y promotor, respectivamente, de la Bri­
gada de Salud Tres de la Jurisdicción Sanitaria Número 6 de los entonces Servicios Estatales de Salud 
de Guerrero, incurrieron en violaciones a los Derechos Humanos en perjuicio de los agraviados citados, 
con lo que ocasionaron daños y perjuicios de necesaria restitución; se recomienda realizar los trámites 
correspondientes para que la Institución de Salud determine conforme a Derecho y proceda al pago de 
una indemnización para la reparación de dicha afectación; asimismo, se le instruya a efecto de que se 
tomen las medidas necesarias para que, en lo sucesivo, las políticas de planificación familiar que 
se implementen cumplan con la norma mexicana sobre consentimiento informado. 
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México, D. F., 11 de septiembre de 2001 

Caso del recurso de impugnación 
de habitantes de las comunidades 
indígenas La Fátima, Ojo de Agua 
y Ocotlán, Municipio de Ayutla 
de los Libres, Guerrero 

Lic. René Juárez Cisneros, 
Gobernador del Estado de Guerrero, 
Chilpancingo, Gro. 

Distinguido Gobernador: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
con fundamento en los artículos 102, apartado B, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 1o.; 6o., fracciones IV y V; 15, frac­
ción VII; 55; 61; 62; 63; 64; 65, y 66, inciso d, 
de la Ley de la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos, y 158, fracción III, y 166 de su Re­
glamento Interno, ha procedido a examinar los 
elementos contenidos en el expediente 2001/9/1/I, 
relacionado con el caso de los habitantes de las 
comunidades indígenas La Fátima, Ojo de Agua 
y Ocotlán, Municipio de Ayutla de los Libres, 
Guerrero, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 12 de enero de 2001 esta Comisión Nacio­
nal radicó el recurso de impugnación presentado 
por los señores Severiano Lucas Petra, Francisco 
Prisciliano Josefa, Juan Santiago García, Felipe 
Rufina Celestino, Sabino Francisco Pedro, Mi­
guel Ángel Lauro de la Cruz, Antonio Francisco 
Leobardo, Vicente Lauro Catarino e Hilario Gar­
cía de los Santos, en contra del cumplimiento in­
satisfactorio de la Recomendación 041/99, emiti­
da el 17 de diciembre de 1999 por la Comisión de 
Defensa de los Derechos Humanos del Estado 

de Guerrero, dentro del expediente CODDE­
HUM/VG/143/99/III y sus acumulados COD­
DEHUM/VG/144/99/IV y CODDEHUM/VG/ 
145/99/V, dirigida al entonces titular de la Se­
cretaría de Salud en dicha Entidad Federativa. 

B. La Recomendación 041/99, que el 17 de di­
ciembre de 1999 emitió el citado Organismo Lo­
cal protector de los Derechos Humanos, contiene 
como puntos recomendatorios los siguientes: 

1. En el primer punto, al entonces titular de la Se­
cretaría de Salud en el Estado de Guerrero se le 
recomendó que girara sus instrucciones para ini­
ciar un procedimiento administrativo interno de 
investigación en contra de los señores Ernesto 
Guzmán León, Mayra Ramos Benito y Rafael Al­
mazán Solís, médico general operativo, enferme­
ra y promotor, respectivamente, adscritos a la 
Brigada de Salud Tres de la Jurisdicción Sani­
taria Número 6 de los entonces Servicios Estata­
les de Salud, por incurrir en violaciones a los 
Derechos Humanos en agravio de los quejosos, 
consistentes en la contracepción forzada a la que 
se les sometió y por los daños derivados de ello. 

2. En el segundo punto se estableció que, al ha­
berse causado un daño patrimonial y moral a los 
agraviados, se proveyera lo necesario, por con­
ducto de la citada Secretaría de Salud, a fin de que 
se cumpliera con lo convenido por el personal mé­
dico involucrado, consistente en la entrega de las 
cantidades de dinero y bienes materiales ofreci­
dos a cambio de que permitieran que se les prac­
ticara la vasectomía. 

3. En el punto tercero se recomendó que, con la 
finalidad de respetar la autonomía y dignidad de 
los pueblos indígenas, se instruyera a los servi­
dores públicos que laboran en las comunidades a 
fin de que pusieran inexcusablemente a consi­
deración de dichos pueblos las prácticas y ser­
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vicios de salud que brinda la dependencia, con 
objeto de que su actuación se realice de acuer­
do con lo previsto en el artículo cuarto de nues­
tra Carta Magna y en el Convenio Número 169 
de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en 
Países Independientes, vigente en México des­
de el 5 de septiembre de 1990. 

4. Como cuarto y último punto se recomendó al 
entonces titular de la Secretaría de Salud en el Es­
tado de Guerrero que, a fin de garantizar el ac­
ceso y protección de la salud a las comunidades 
indígenas, se intensificaran dichos servicios, am­
pliando su cobertura y mejorando su calidad, con 
base en el Plan Estatal de Desarrollo 1999-2005. 

C. Por medio del oficio 209/99, del 17 diciem­
bre de 1999, el Presidente de la Comisión Esta­
tal, con fundamento en lo dispuesto por el artícu­
lo 30 de la Ley de la Comisión de Defensa de los 
Derechos Humanos del Estado de Guerrero, dio 
a conocer al entonces titular de la Secretaría de 
Salud de esa Entidad Federativa el contenido de la 
Recomendación 041/99, anexando a dicho oficio 
un tanto de la misma. Cabe hacer mención de que 
en la Recomendación emitida se hizo saber a la 
autoridad recomendada que, en términos de los 
artículos 29 y 30 de la Ley que rige a ese Organis­
mo Local, en relación con los artículos 31 y 36 de 
su Reglamento Interno, contaba con ocho días 
naturales, a partir de la notificación, para pronun­
ciarse sobre la aceptación, en su caso, de esa re­
solución, y así informarlo a la citada Comisión 
Estatal. La notificación de referencia fue reali­
zada el 28 de enero de 2000, según el dicho de 
la propia autoridad de salud. 

D. Mediante un oficio sin número, del 29 de di­
ciembre de 1999, emitido por el doctor Carlos de 
la Peña Pintos, en ese entonces titular de la Secre­
taría de Salud en el Estado de Guerrero, dirigido 
al licenciado Juan Alarcón Hernández, Presi­

dente de la Comisión de Defensa de los Derechos 
Humanos de la citada Entidad Federativa, pre­
sentado dentro del término señalado en la Reco­
mendación referida, la mencionada autoridad, en 
contestación al oficio indicado en el inciso pre­
cedente, manifestó expresamente la aceptación 
a la Recomendación 041/99, y señaló que, den­
tro del plazo de 20 días hábiles remitiría las cons­
tancias de su cumplimiento. 

E. Por medio del oficio 0696, del 20 de enero de 
2000, el mismo servidor público a que se hace 
referencia en el párrafo precedente comunicó al 
titular del Organismo Local que, en relación con 
el oficio 209/99, del 17 de diciembre de 1999, 
recibido el 28 del mes y año mencionados, por 
el cual se le notificó la Recomendación 041/99, 
ésta se aceptaba bajo ciertas precisiones en lo re­
lativo a los puntos primero y cuarto, mientras que 
los puntos segundo y tercero eran rechazados. 

En el documento en cuestión la autoridad reco­
mendada sostuvo que no se acreditó que las este­
rilizaciones hayan sido forzadas, ya que, según 
se asienta, los agraviados otorgaron su consen­
timiento, aunque éste fuera motivado por las su­
puestas promesas que les hicieron; de igual ma­
nera, la autoridad argumentó que la queja se basó 
en el incumplimiento de dichas promesas y no en 
la falta del consentimiento para la práctica de la 
vasectomía que finalmente se les realizó. 

Asimismo, precisó que en relación con el pago 
de las indemnizaciones en favor de los agraviados, 
al que se refiere el segundo punto de la Recomen­
dación, no existen elementos jurídicos que per­
mitan aceptarla o cumplirla, en virtud de que esa 
dependencia en ningún momento convino con los 
afectados el pago de los conceptos invocados, por 
lo que la autoridad recomendada concluyó que no 
existe ninguna obligación derivada de una rela­
ción contractual. 
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F. Por medio del oficio 57/2000, del 28 de enero 
de 2000, dirigido al doctor Carlos de la Peña Pin­
tos, en ese entonces titular de la Secretaría de Sa­
lud en el Estado de Guerrero, el licenciado Juan 
Alarcón Hernández, Presidente del Organismo 
Local protector de los Derechos Humanos, en se­
guimiento a la Recomendación 041/99, hizo sa­
ber a la autoridad que en tanto no se tuviera el 
resultado del cumplimiento de lo recomendado se 
le seguiría considerando como aceptada sin cons­
tancia de cumplimiento. 

G. Por medio del oficio 350/2000, del 7 de febre­
ro de 2000, dirigido al doctor Carlos de la Peña 
Pintos, en ese entonces titular de la Secretaría de 
Salud en el Estado de Guerrero, el licenciado Juan 
Alarcón Hernández, Presidente de la Comisión de 
Defensa de los Derechos Humanos de la citada 
Entidad Federativa, dio respuesta al similar des­
crito en el inciso E precedente, manifestando que 
las consideraciones y los argumentos esgrimidos 
por la autoridad recomendada en el oficio al que 
se daba contestación resultaban irrelevantes e 
inoperantes, amén de que se exponían de manera 
extemporánea, habida cuenta que la Recomen­
dación citada fue recibida por esa autoridad el 
28 de diciembre de 1999 y aceptada en todos sus 
términos por medio de un oficio sin número, del 
29 del mes y año mencionados. 

H. Mediante el oficio 361/2000, del 24 de febre­
ro de 2000, dirigido al doctor Carlos de la Peña 
Pintos, entonces titular de la Secretaría de Sa­
lud en el Estado de Guerrero, el Presidente de la 
Comisión Local le manifestó, en relación con el 
informe que esa autoridad había rendido sobre 
el cumplimiento de la Recomendación 041/99, 
que no era posible tenerla por totalmente cum­
plida porque en el caso del primer punto de la 
misma no se acreditaba que se hubiera iniciado 
el procedimiento administrativo interno de in­
vestigación; en cuanto al segundo punto de la Re­

comendación se le indicó que las manifestacio­
nes expresadas en el sentido de que no existían 
mecanismos jurídicos que permitieran cumplirlo 
eran irrelevantes e inoperantes por extemporá­
neas, además de que la resolución fue aceptada 
en su totalidad por la autoridad recomendada; en 
relación con el punto tercero el Organismo Local 
indicó a la autoridad que tampoco éste era posi­
ble tenerlo por totalmente cumplido, toda vez que 
no existían pruebas de cumplimiento que acre­
ditaran que los servidores públicos que laboran 
en las comunidades hubieran sido instruidos en 
términos de lo recomendado; finalmente, por lo 
que respecta al punto cuarto, se indicó a la auto­
ridad que dicha Comisión Estatal lo tendría por 
cumplido una vez que enviaran las pruebas que 
así lo demostraran, por lo que se insistió en el 
cumplimiento de lo recomendado, por tratarse de 
una resolución aceptada. 

I. El 20 de octubre de 2000 la Comisión de De­
fensa de los Derechos Humanos del Estado de 
Guerrero notificó a los quejosos el “cumplimien­
to parcial” de la Recomendación por parte de la 
autoridad destinataria, por lo que el 8 de no­
viembre del año citado los agraviados presenta­
ron un recurso de inconformidad ante la Comi­
sión Local, en el que expresaron como agravio 
que no obstante los argumentos y pruebas con­
tenidas en el expediente CODDEHUM/VG/143/ 
99/III, la autoridad responsable “inexplicable­
mente” ha sido omisa en dar cumplimiento a la 
Recomendación 041/99. 

J. Por medio del oficio 1095, del 14 de febrero de 
2001, la doctora Verónica Muñoz Parra, Secreta­
ria de Salud en esa Entidad Federativa, atendien­
do la solicitud de información de esta Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, formuló un 
informe, en el cual, con diversos argumentos, 
ratificó lo expresado por su antecesor en el ofi­
cio 0696, del 20 de enero de 2000. 
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II. EVIDENCIAS 

En este caso las constituyen: 

A. El escrito de impugnación del 8 de noviem­
bre de 2000, presentado ante la Comisión de De­
fensa de los Derechos Humanos del Estado de 
Guerrero por los señores Severiano Lucas Pe­
tra, Francisco Prisciliano Josefa, Juan Santiago 
García, Felipe Rufina Celestino, Sabino Francis­
co Pedro, Miguel Ángel Lauro de la Cruz, Anto­
nio Francisco Leobardo, Vicente Lauro Catarino 
e Hilario García de los Santos. 

B. Las documentales contenidas en el expediente 
de queja CODDEHUM/VG/143/99/III de la Co­
misión Estatal de Derechos Humanos, de las que 
destaca la Recomendación 041/99. 

C. Las actas de asambleas realizadas el 5 y 12 
de mayo, y 27 de septiembre de 1998, a través de 
las cuales autoridades, agraviados y habitantes 
de las comunidades indígenas La Fátima, Ojo de 
Agua y Ocotlán, Municipio de Ayutla de los Li­
bres, Guerrero, expresaron su rechazo a las prác­
ticas del personal de la Brigada de Salud Tres 
de la Jurisdicción Sanitaria Número 6 de los en­
tonces Servicios Estatales de Salud de Guerrero, 
consistente en la presión ejercida sobre la volun­
tad de la población masculina, cuyos miembros, 
además de la promesa de recibir bienes materia­
les, fueron amenazados con ser excluidos de pro­
gramas gubernamentales de apoyo económico 
(como Progresa y Procampo, entre otros), si no 
se practicaban la vasectomía. 

D. El oficio 209/99, del 17 diciembre de 1999, 
mediante el cual el Presidente de la citada Co­
misión Estatal dio a conocer al entonces titular 
de la Secretaría de Salud en el Estado de Gue­
rrero el contenido de la Recomendación 041/99, 
acompañándolo con un tanto de la misma. 

E. Un oficio sin número, del 29 de diciembre de 
1999, mediante el cual el doctor Carlos de la Peña 
Pintos, entonces titular de la Secretaría de Salud 
en la referida Entidad Federativa, comunicó al 
licenciado Juan Alarcón Hernández, Presidente 
del Organismo Local protector de los Derechos 
Humanos, la aceptación de la Recomendación 
041/99. 

F. El oficio 0696, del 20 de enero de 2000, diri­
gido al Presidente de la Comisión de Defensa de 
los Derechos Humanos del Estado de Guerrero, 
mediante el cual el doctor Carlos de la Peña Pin­
tos, entonces titular de la mencionada Secreta­
ría de Salud, emitió un segundo pronunciamiento 
respecto de la Recomendación 041/99. 

G. Los oficios 57/2000, 350/2000 y 361/2000, 
del 28 de enero, y 7 y 24 de febrero de 2000, res­
pectivamente, que el licenciado Juan Alarcón Her­
nández, Presidente de la institución defensora de 
los Derechos Humanos de m‚rito, dirigió al seña­
lado titular de la Secretaría de Salud, todos ellos 
relativos al cumplimiento de la Recomendación 
041/99, aceptada en su totalidad por la autori­
dad recomendada. 

H. El oficio 1156/2000, del 20 de octubre de 
2000, mediante el cual el licenciado Ángel Mi­
guel Sebastián Ríos, Secretario Ejecutivo de la 
Comisión de Defensa de los Derechos Humanos 
del Estado de Guerrero, notificó a los quejosos de 
la retractación a la aceptación total que inicial­
mente había emitido la autoridad recomendada, 
informándoles del estado que guardaba el cum­
plimiento de la Recomendación 041/99, así como 
del recurso de impugnación que podrían formu­
lar en contra del incumplimiento. 

I. El oficio 1095, del 14 de febrero de 2001, a 
través del cual la doctora Verónica Muñoz Parra, 
titular de la Secretaría de Salud en la Entidad 
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Federativa citada, dio respuesta a la solicitud de 
información de esta Comisión Nacional, anexan­
do al mismo una copia del dictamen emitido el 28 
de abril de 2000, dentro del procedimiento admi­
nistrativo 080/99, por la Subdirección Jurídica de 
la Secretaría de Salud. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 3 de junio de 1999 la Comisión de Defensa de 
los Derechos Humanos del Estado de Guerrero 
radicó el expediente CODDEHUM/VG/143/99/ 
III, con motivo de los escritos de queja suscri­
tos por los señores Sabino Francisco Pedro, Feli­
pe de Jesús Morales, Antonio Francisco Leobar­
do, Vicente Lauro Catarino y Fernando Gallardo 
Catarino, los cuatro primeros por su propio dere­
cho y todos ellos en representación de los señores 
Rutilo Juárez Feliciano, Alfonso Reyes Victo­
riano, Bartolo Gutiérrez Fidel, Hilario García de 
los Santos, Miguel Ángel Lauro de la Cruz, Ale­
jandro Cristino Meza, Francisco Prisciliano Jo­
sefa, Felipe Rufina Celestino, Juan Santiago Gar­
cía, Martín García Benito, José Toribio Cornelio 
y Severiano Lucas Petra, varios de ellos indíge­
nas monolingües, por la violación a sus Derechos 
Humanos, consistente en la contracepción forza­
da en la que participaron los señores Ernesto 
Guzmán León, Mayra Ramos Benito y Rafael 
Almazán Solís, médico general operativo, enfer­
mera y promotor, respectivamente, de la Brigada 
de Salud Tres de la Jurisdicción Sanitaria Nú­
mero 6 de los entonces Servicios Estatales de 
Salud de dicha Entidad Federativa. 

Por tales hechos, el 17 de diciembre de 1999, 
una vez concluida su investigación, la Comisión 
Estatal emitió la Recomendación 041/99, diri­
gida al doctor Carlos de la Peña Pintos, enton­
ces titular de la Secretaría de Salud en el Estado 
de Guerrero. 

El 29 del mes y año citados la Secretaría de 
Salud aceptó en sus términos la Recomendación 
041/99 de la Comisión de Defensa de los Dere­
chos Humanos del Estado de Guerrero. El 20 de 
octubre de 2000 el Organismo Local enteró a los 
quejosos que la Recomendación registraba prue­
bas de cumplimiento parcial y, dentro del plazo 
de 30 días a partir de su notificación, los afecta­
dos interpusieron el recurso de impugnación ante 
esta Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos, el cual ahora se resuelve. 

IV. OBSERVACIONES 

A. Del análisis conjunto de los hechos y las evi­
dencias mencionadas, y de conformidad con lo 
establecido por los artículos 137, segundo pá­
rrafo, y 138 del Reglamento Interno de la Co­
misión Nacional de Derechos Humanos, esta Ins­
titución emite la presente resolución, en virtud 
de que la Secretaría de Salud en el Estado de Gue­
rrero ha incumplido la Recomendación 041/99, 
que el 17 de diciembre de 1999 le formuló la Co­
misión de Defensa de los Derechos Humanos de 
la citada Entidad Federativa, por la violación a 
los Derechos Humanos en agravio de habitantes 
de las comunidades indígenas La Fátima, Ojo de 
Agua y Ocotlán, Municipio de Ayutla de los Li­
bres, Guerrero, consistente en la contracepción 
forzada, con base en las siguientes consideracio­
nes lógicas y jurídicas: 

1. El 29 de diciembre de 1999, por medio de un 
oficio sin número, dirigido al Presidente de la 
Comisión de Defensa de los Derechos Huma­
nos del Estado de Guerrero, el doctor Carlos de 
la Peña Pintos, entonces Secretario de Salud en 
dicha Entidad Federativa, aceptó la Recomenda­
ción 041/99, que el Organismo Local le formu­
ló el 17 del mes y año mencionados, conforme lo 
disponen los artículos 29 y 30 de la Ley de la 
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citada Comisión, así como 31 y 36 de su Regla­
mento Interno, comprometiéndose a acreditar su 
cumplimiento dentro de los 20 días hábiles si­
guientes a esa aceptación, sin que a la fecha la 
autoridad recomendada haya dado cumplimiento 
total a la misma. 

2. Por lo que se refiere a la modificación de la 
aceptación que el entonces Secretario de Salud 
expresó posteriormente, es de mencionarse que 
no existe sustento jurídico para ese acto, y la afir­
mación de la doctora Verónica Muñoz Parra, ac­
tual titular de esa dependencia, resulta equívoca 
en el sentido de que no se trató de una retracta­
ción, y que es una “reconsideración” de su an­
tecesor, con fundamento en los artículos 14 y 16 
constitucionales, según su apreciación; dicha ob­
servación carece de validez, toda vez que el acto 
citado en el párrafo anterior se encontraba debi­
damente fundado y motivado, tal como el propio 
Secretario de Salud lo expresó en el documento 
del 29 de diciembre de 1999; en consecuencia, 
los argumentos vertidos posteriormente son irre­
levantes, por lo que no pueden ser atendidos, 
máxime que la aceptación se expresó de forma 
libre, clara y contundente, sin que cualquier otro 
argumento en contrario resulte válido, ya que la 
Ley que rige a la Comisión de Defensa de los De­
rechos Humanos del Estado de Guerrero no con­
templa la revocación o modificación de la acepta­
ción de una Recomendación y, por el contrario, 
aceptar su pretendida modificación o reconside­
ración contravendría los principios de legalidad y 
de seguridad jurídica. 

En este orden de ideas, de igual forma resulta 
importante señalar que, conforme al principio de 
concentración procesal que rige las actuaciones 
de los organismos no jurisdiccionales de defen­
sa de los Derechos Humanos, una Recomenda­
ción o se acepta en su totalidad o no se acepta, no 
admitiéndose aceptaciones parciales a la misma. 

Para esta Comisión Nacional no pasa inad­
vertido que la autoridad recomendada ha lleva­
do a cabo diversos actos encaminados al cum­
plimiento de la Recomendación que formuló el 
Organismo Local, como en la especie lo es el ini­
cio y determinación del procedimiento adminis­
trativo 080/99, tramitado ante la Subdirección 
Jurídica de la Secretaría de Salud en el Estado de 
Guerrero, en contra de los señores Ernesto Guz­
mán León, Mayra Ramos Benito y Rafael Alma­
zán Solís, médico general operativo, enfermera y 
promotor, respectivamente, de la Brigada de Sa­
lud Tres de la Jurisdicción Sanitaria Número 6 
de los entonces Servicios Estatales de Salud de 
Guerrero, al que se refiere el primer punto de la 
Recomendación formulada a la autoridad; asi­
mismo, se advierte que se giraron instrucciones re­
lativas al cumplimiento de lo indicado en el punto 
tercero, como las contenidas en el oficio 1501, 
del 11 de febrero de 2000, dirigido por el Secre­
tario de Salud en el Estado de Guerrero al sub­
secretario de Coordinación Sectorial, por el cual le 
solicita que supervise que en la planeación e im­
plantación de las actividades relacionadas con la 
prestación de servicios de salud para las comuni­
dades indígenas se fortalezcan las acciones ten­
dentes a garantizar el respeto a la autonomía y dig­
nidad de estas comunidades, y que debería ponerse 
a disposición de su población toda la información 
sobre los servicios de salud, contenido que no sa­
tisface evidentemente los extremos que consti­
tuyen el tercer punto de la Recomendación, pues 
no se indica la forma por la cual se instruyó a los 
servidores públicos que laboran en esas comu­
nidades que, a fin de respetar la autonomía y dig­
nidad de los pueblos indígenas, pusieran inexcu­
sablemente a consideración de éstos las prácticas 
y servicios de salud de acuerdo con lo establecido 
en la Constitución General de la República. 

De la misma manera, por lo que respecta a los 
actos desplegados por la autoridad recomenda­
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da tendentes al cumplimiento del punto cuarto es­
pecífico, los mismos resultan insuficientes en su 
esencia, para considerar que con ellos se ha dado 
cumplimiento cabal al cuarto punto recomenda­
torio, toda vez que si bien la Secretaría de Salud 
manifiesta que ha ampliado la cobertura y cali­
dad de los servicios de salud en el Estado, por 
ser una de las actividades fundamentales de esa 
dependencia, dicha afirmación en nada deja acre­
ditado el punto en referencia de la Recomenda­
ción 041/99, habida cuenta que éste recomienda 
intensificar los servicios de salud en las comu­
nidades indígenas, ampliando su cobertura y me­
jorando la calidad de los mismos, y hasta en tanto 
se cuente con pruebas que acrediten haberse lle­
vado a cabo las acciones correspondientes a este 
punto, la exposición programática del mismo no 
puede tenerse como prueba de su cumplimiento. 

En resumen, los actos que hace valer la Secre­
taría de Salud en el Estado de Guerrero respecto 
del cumplimiento de la Recomendación por sí 
mismos no constituyen el cumplimiento total y 
cabal de la resolución, que fue aceptada sin re­
serva alguna mediante un oficio sin número, del 
29 de diciembre de 1999, por lo cual, y sólo cuan­
do se haya atendido lo recomendado, con las ob­
servaciones contenidas en el inciso subsecuente, 
podrá considerarse que la Recomendación 041/ 
99 se encuentra totalmente cumplida. 

B. Ahora bien, respecto del incumplimiento del 
segundo punto específico de la Recomendación, 
por parte de la autoridad estatal, es pertinente ha­
cer un análisis muy particular, a fin de valorar lo 
relativo a su procedencia jurídica. 

La Comisión de Defensa de los Derechos Hu­
manos del Estado de Guerrero, al advertir en su 
investigación que los servidores públicos invo­
lucrados incurrieron en violaciones a los Dere­
chos Humanos de los agraviados, con lo que pro­

dujeron daños irreversibles, determinó recomen­
dar al Secretario de Salud en la Entidad Fede­
rativa citada, en el segundo punto específico de 
la Recomendación 041/99, que realizara los trá­
mites inherentes para que esa Secretaría, por los 
conductos adecuados, proveyera lo necesario para 
que se diera cumplimiento a lo convenido por el 
personal médico señalado como responsable en 
favor de los indígenas afectados. 

Este punto específico de la Recomendación ca­
rece de sustento jurídico en virtud de tener apoyo 
en una convención cuyo objeto es ilícito; en efec­
to, en sus escritos de queja los agraviados preci­
saron que el médico general operativo, la enfer­
mera y el promotor que integraban la Brigada de 
Salud Tres de la Jurisdicción Sanitaria Número 6 
de los entonces Servicios Estatales de Salud de 
Guerrero, se presentaron en sus respectivas co­
munidades a fin de ofrecerles, a cambio de que 
les fuera practicada la vasectomía, bienes ma­
teriales y recursos económicos. Para asegurarse 
de la aceptación de lo “convenido”, los servido­
res públicos mencionados coaccionaron la vo­
luntad de los agraviados bajo los argumentos de 
que, de no acceder a la vasectomía, perderían los 
beneficios de programas sociales gubernamen­
tales con los que ya contaban. 

Por su parte, la autoridad estatal, a fin de justi­
ficar el incumplimiento de la Recomendación 041/ 
99, argumentó que el consentimiento expresado 
por los agraviados en ningún momento se obtu­
vo a cambio del ofrecimiento de bienes materia­
les y recursos económicos, y fundamentó su di­
cho en las “hojas de autorización del paciente” 
de cada uno de ellos, en las que se advierte que 
estamparon su firma o su huella dactilar, auto­
rizando la práctica de la vasectomía. 

El argumento que se invoca para justificar el 
consentimiento en cuestión resulta inoperante, 
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e incluso contrario a los intereses de la autoridad 
local; en efecto, la Norma Oficial Mexicana 
NOM-005-SSA2-1993 de los Servicios de Pla­
nificación Familiar establece, entre otros dere­
chos, el relativo a la información sobre los mé­
todos anticonceptivos disponibles para hombres 
y mujeres, su presentación, efectividad anticon­
ceptiva, indicaciones, contraindicaciones, venta­
jas y desventajas, efectos colaterales e instruccio­
nes sobre su uso y, si procede, información sobre 
su costo, precisándose que la aceptación de mé­
todos anticonceptivos permanentes, como la va­
sectomía, debe ir precedida por consejería y ra­
tificarse por escrito por el usuario, documento 
en el que se ha de describir el conocimiento del 
aceptante sobre la irreversibilidad del procedi­
miento. 

Así las cosas, de la simple lectura de la hoja de 
autorización del paciente, así como de las auto­
rizaciones emitidas de puño y letra por los agra­
viados José Toribio Cornelio y Severiano Lu­
cas Petra, se puede desprender que los miembros 
integrantes de la brigada de salud incumplieron 
con la obligación que ha quedado precisada en 
el párrafo anterior, por lo que ninguno de esos 
documentos puede considerarse como un consen­
timiento informado, y menos aún si de dichas 
documentales se observa que esta información 
no se proporcionó con el apoyo de un traductor; 
en tal virtud, el procedimiento llevado a cabo 
por las autoridades responsables, que culminó 
con la vasectomía de los quejosos, evidentemen­
te constituye una afectación a sus derechos fun­
damentales, pues transgrede el derecho que se 
consagra en el segundo párrafo del artículo 4o. 
de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, relativo al derecho que toda persona 
tiene a decidir de manera libre, responsable e in­
formada, sobre el número y el espaciamiento de 
sus hijos, con lo que se ocasionó un daño moral y 
físico, por lo que es inatendible el argumento de 

la autoridad recomendada que se viene anali­
zando. 

Tal y como consta en el expediente del Or­
ganismo Local, la convención a la que llegaron 
los servidores públicos de la brigada de salud 
mencionada con los agraviados tuvo un obje­
tivo ilegal de origen, pues, a cambio de bienes 
materiales y recursos económicos, los hoy re­
currentes deberían acceder a que se llevaran a 
cabo alteraciones a su organismo, así como a una 
de sus funciones de vida, lo que evidentemente 
no puede ser objeto de negociación alguna; asi­
mismo, es de observarse que los miembros de la 
brigada de salud señalados como responsables 
carecían de la facultad para suscribir o celebrar 
algún tipo de acuerdo con los agraviados, así 
como el hecho de que el consentimiento expresa­
do por ellos adoleció de vicios, por lo que dicho 
pacto carece de toda validez; en virtud de ello, 
la Recomendación que se comenta no encuen­
tra sustento jurídico en lo relativo a recomendar 
que se cumpla con lo convenido por el personal 
precitado para resarcir el daño causado. No obs­
tante lo anterior, esta Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos se pronuncia respecto de que 
la conducta desplegada por los miembros inte­
grantes de la brigada de salud mencionada afectó 
los derechos fundamentales de los agraviados, 
situación que provocó un daño moral y físico, 
el cual, en términos de lo dispuesto por el artículo 
44 de la Ley de la Comisión Nacional de Dere­
chos Humanos, deberá ser reparado mediante 
la indemnización correspondiente. 

En vista de lo anteriormente analizado pro­
cede que el segundo punto de la Recomendación 
041/99, emitida por la Comisión de Defensa de 
los Derechos Humanos del Estado de Guerre­
ro, dirigida a la Secretaría de Salud de esa Enti­
dad Federativa, se considere en el sentido de 
que se realicen los trámites necesarios para que se 
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determine y cubra, conforme a Derecho corres­
ponda, el pago de una indemnización en favor 
de los agraviados, para la reparación de los da­
ños y perjuicios que por la afectación a sus de­
rechos fundamentales les ocasionó la conducta 
de los servidores públicos responsables. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional re­
mite respetuosamente a usted, Gobernador del 
Estado de Guerrero, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Gire las instrucciones necesarias para 
que el titular de la Secretaría de Salud en ese Es­
tado cumpla en sus términos la Recomendación 
041/99, con la salvedad a que se refiere el apar­
tado B del capítulo de observaciones y el segundo 
punto subsecuente, por las violaciones a los De­
rechos Humanos en que incurrió el personal de 
dicha dependencia en agravio de los señores José 
Toribio Cornelio, Severiano Lucas Petra, Felipe 
de Jesús Morales, Sabino Francisco Pedro, Bar­
tolo Gutiérrez Fidel, Antonio Francisco Leobar­
do, Vicente Lauro Catarino, Miguel Ángel Lau­
ro de la Cruz, Martín García Benito, Alejandro 
Cristino Meza, Juan Santiago García, Felipe Ru­
fina Celestino, Rutilo Juárez Feliciano, Alfonso 
Reyes Victoriano, Hilario García de los Santos 
y Francisco Prisciliano Josefa. 

SEGUNDA. En virtud de que con su conducta los 
señores Ernesto Guzmán León, Mayra Ramos 
Benito y Rafael Almazán Solís, médico general 
operativo, enfermera y promotor, respectivamen­
te, de la Brigada de Salud Tres de la Jurisdicción 
Sanitaria Número 6 de los entonces Servicios Es­
tatales de Salud de Guerrero, incurrieron en vio­
laciones a los Derechos Humanos en perjuicio 
de los agraviados citados en el punto precedente, 
con lo que ocasionaron daños y perjuicios de ne­

cesaria restitución, se recomienda realizar los 
trámites correspondientes para que la Secreta­
ría de Salud determine conforme a Derecho y 
proceda al pago de una indemnización para la 
reparación de dicha afectación. 

TERCERA. Se giren instrucciones al titular de la 
Secretaría de Salud en la citada Entidad Federati­
va, a efecto de que se tomen las medidas necesa­
rias para que, en lo sucesivo, las políticas de pla­
nificación familiar que se implementen cumplan 
con la norma mexicana sobre consentimiento in­
formado. 

La presente Recomendación, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 102, apartado B, 
de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos, tiene el carácter de pública y se 
emite con el propósito fundamental tanto de 
hacer una declaración respecto de una conducta 
irregular por parte de servidores públicos en el 
ejercicio de las facultades que expresamente les 
confiere la ley como de obtener la investigación 
que proceda por parte de las dependencias admi­
nistrativas o cualesquiera otras autoridades com­
petentes para que, dentro de sus atribuciones, 
apliquen las sanciones conducentes y se subsa­
ne la irregularidad cometida. 

De conformidad con el artículo 46 de la Ley de 
la Comisión Nacional de Derechos Humanos so­
licito a usted que la respuesta sobre la aceptación 
de esta Recomendación, en su caso, se informe 
dentro del término de 15 días hábiles siguientes 
a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídi­
co, solicito a usted que, en su caso, las pruebas co­
rrespondientes al cumplimiento de la Recomen­
dación que se le dirige se envíen a esta Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos dentro de 
un término de 15 días hábiles siguientes a la fe­
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cha en que haya concluido el plazo para infor­
mar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar 
a que se interprete que la presente Recomenda­
ción no fue aceptada, por lo que la Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos quedará en 
libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
 

Rúbrica
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Recomendación 19/2001
 

Síntesis: El 15 de noviembre de 2000 esta Comisión Nacional recibió el escrito del 9 del mes y año 
citados, mediante el cual la señora Lucía Leos Parga interpuso un recurso de impugnación en contra 
de la Recomendación 218/2000 que el 17 de octubre del año mencionado dirigió la Procuraduría de 
Protección Ciudadana en el Estado de Aguascalientes al licenciado Roberto Macías Macías, Pro­
curador General de Justicia en esa Entidad Federativa. La recurrente expresó su inconformidad al 
señalar que la resolución de la referida Procuraduría de Protección Ciudadana le causa agravio, ya que 
no obstante que el 10 de septiembre de 2000 su hijo menor de edad, quien en vida llevó el nombre de 
José Enrique Guerrero Leos, falleció a consecuencia de un disparo de arma de fuego (por la espalda) 
realizado por uno de los elementos de la Policía Judicial del Estado de Aguascalientes, dicha Procura­
duría solamente se concretó a emitir seis recomendaciones superficiales, sin llegar al fondo del asunto. 
Esta Comisión Nacional radicó el recurso de impugnación con el número 2000/308/1/I, y una vez 
valorados los requisitos de procedibilidad que establece su legislación calificó la inconformidad el 
6 de diciembre del año citado y lo admitió el 21 de mayo de 2001. 

Del análisis y de las evidencias que obran en el expediente esta Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos contó con elementos que acreditaron violaciones a los Derechos Humanos del menor José 
Enrique Guerrero Leos, hoy fallecido, consistentes en violación del derecho a la vida y del derecho a 
que se proteja su integridad y seguridad personal, al efectuarse, por parte de servidores públicos del 
gobierno del Estado de Aguascalientes, conductas relativas al delito de homicidio, ejercicio inde­
bido de la función pública, uso arbitrario de arma de fuego, así como incumplimiento de la función 
pública en la procuración de justicia. 

De acuerdo con los artículos 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 60 
de la Constitución del Estado de Aguascalientes; 21, párrafo cuarto, de la Ley Orgánica de la Procura­
duría General de Justicia del Estado, así como 125 del Código de Procedimientos Penales para 
Aguascalientes, al momento en que la Policía Judicial tuvo conocimiento de los hechos delictivos que 
estaban ocurriendo en la colonia Gremial de la ciudad de Aguascalientes, debió hacerlo del cono­
cimiento del representante social, y éste, tras el inicio del acta circunstanciada o de la averiguación 
previa respectiva, debió girar sus instrucciones a sus auxiliares a fin de que se dieran a la tarea 
única y exclusivamente de efectuar las investigaciones que el propio Ministerio Público determina­
ra; en el presente caso, la competencia para atender eventualidades como la que ocurrió en la madru­
gada del 10 de septiembre de 2000, de conformidad con lo establecido por los artículos 2o., 6o., 
7o., 8o. y 9o. de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Aguascalientes, corresponde al gobier­
no de la Entidad, a través de la Secretaría General de Gobierno, por intermedio de la Dirección 
General de Seguridad Pública y Vialidad y, concretamente, al Director de Seguridad Pública esta­
tal. Los servidores públicos involucrados faltaron al deber que su cargo les imponía y que protes­
taron cumplir cuando lo asumieron, en términos de lo establecido por el artículo 55 de la Ley de 
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Responsabilidades de los Servidores Públicos en el Estado de Aguascalientes, respecto de la obli­
gación para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ser 
observadas en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, y de observar buena conducta en los 
mismos, tratando con respeto, diligencia, imparcialidad y rectitud a las personas con las que ten­
gan relación con motivo del desempeño de sus funciones. Además de que, de conformidad con lo 
establecido por la fracción XI del artículo 13 del Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuradu­
ría General de Justicia del Estado, la investigación policiaca deberá realizarse apegándose en todo 
momento al respeto a los derechos de los individuos y a la legalidad. 

Por lo que se refiere a la actuación del agente del Ministerio Público adscrito a la Dirección General 
de la Policía Judicial del Estado, quien efectuó las primeras diligencias de la integración de la averi­
guación previa 6692/00, y giró oficios a la Dirección General de Servicios Periciales en el Estado 
para la realización de los dictámenes correspondientes, éste omitió dar cabal cumplimiento a lo esta­
blecido por el artículo 137 del Código de Procedimientos Penales para el Estado, en cuanto a la obliga­
ción de que inmediatamente que tuviera conocimiento de la existencia de un hecho posiblemente 
delictivo dictara las medidas y providencias necesarias para impedir que se pierdan, destruyan o 
alteren las huellas o vestigios del hecho, así como por el artículo 3o., fracción III, de la Ley Orgá­
nica de la Procuraduría General de Justicia de la Entidad, en cuanto a practicar las diligencias 
necesarias para la comprobación de los hechos constitutivos del tipo penal y de la probable responsa­
bilidad de quienes en ellos hubieran intervenido. 

Por lo que corresponde a la conducta desplegada por el agente del Misterio Público Número 5, 
encargado de integrar y determinar la averiguación previa 6692/00, igualmente resultó conculca­
toria de los Derechos Humanos, ya que a pesar de que contaba con todos los dictámenes necesarios, de 
los que se desprende que los siete elementos de la Policía Judicial estatal que intervinieron en los 
hechos dispararon sus armas de fuego; que resultaba por demás inverosímil el hecho de que el proyectil 
que privó de la vida al menor hubiera sido disparado desde el interior del vehículo en el que se 
transportaban los elementos de la Policía Judicial estatal y, además, sin tomar en cuenta el dicta­
men de criminalística, determinó ejercitar acción penal en contra del agente Héctor Castañeda Prieto 
por la comisión del delito de homicidio culposo, no obstante que evidentemente existían dudas más 
que razonables sobre las circunstancias en las que se produjo la muerte del menor, y que contaba con 
los elementos suficientes para haber consignado por el mismo delito por el que se inició la investi­
gación, es decir, el homicidio doloso, o cuando menos considerar el dolo eventual o indirecto. 

Con su actuación, los servidores públicos del gobierno del Estado de Aguascalientes señalados en el 
presente documento transgredieron los artículos 14, 16 y 21 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en cuanto a que nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propie­
dades, posesiones o derechos, sino mediante un juicio seguido ante los tribunales previamente estable­
cidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas 
con anterioridad al hecho; tampoco debe ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 
posesiones, sino en virtud de un mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la 
causa legal del procedimiento, y, por lo que corresponde a la actuación de las instituciones policiales, 
ésta se regirá por los principios de legalidad, eficiencia, profesionalismo y honradez. También se vio­
lentaron tratados internacionales que, dado que han sido firmados y ratificados por México, son norma 
vigente en nuestro país, de conformidad con lo establecido por el artículo 133 constitucional. 
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Respecto de la integridad física de José Enrique Guerrero Leos, hoy fallecido, se violentó, por des­
conocimiento e incumplimiento, lo ordenado, entre otros, por los artículos 6.1., 7 y 10.1 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que disponen que el derecho a la vida es inherente a la 
persona humana, que este derecho está protegido por la ley y que nadie podrá ser privado de la vida 
arbitrariamente; que nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradan­
tes, y que toda persona privada de la libertad será tratada humanamente y con el respeto debido a 
la dignidad inherente al ser humano; 4.1, 5.1 y 5.2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, que se refiere a que toda persona tiene derecho a que se respete su vida y está protegido por 
la ley, en general a partir del momento de la concepción; que toda persona tiene derecho a que se respete 
su integridad física y psíquica, y que nadie puede ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles. 

Con base en lo señalado, esta Comisión Nacional consideró que en el caso del recurso de impug­
nación de la señora Lucía Leos Parga existió violación a los Derechos Humanos, por lo que reco­
mendó al Gobernador del Estado de Aguascalientes que se sirva girar sus instrucciones a efecto de que 
el Procurador General de Justicia del Estado ordene la revisión de las constancias contenidas en la 
causa penal 257/2000 que se instruye al señor Héctor Castañeda Prieto, para que, en ejercicio de sus 
atribuciones, aporte los elementos, practique las diligencias necesarias y determine lo que conforme a 
Derecho proceda al momento en que el agente del Ministerio Público adscrito al Juzgado Tercero 
Penal de esa Entidad Federativa formule las conclusiones en el proceso penal de referencia. Además, 
para que dicho servidor público ordene el inicio y determinación tanto del procedimiento administra­
tivo como de la averiguación previa en contra de los servidores públicos Luis Moreno Delgado y 
Lorenzo Ruiz Esparza Dueñas, adscritos a la Policía Judicial estatal, por las conductas que desple­
garon durante su intervención en la averiguación previa 6692/00, consistentes en la falsedad en que 
incurrieron en dicha indagatoria. Igualmente, para que inicien el procedimiento administrativo de 
investigación en contra del licenciado Fernando Lomelí Pérez, agente del Ministerio Público adscrito 
a la Policía Judicial estatal, para determinar la posible responsabilidad en que pudiera haber in­
currido durante su intervención en las diligencias iniciales de la averiguación previa 6692/00. Final­
mente, para que, con base en sus atribuciones, ordene, en los términos establecidos por los artículos 55 
y demás relativos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Aguas-
calientes, que se inicie el procedimiento administrativo de investigación en contra del licenciado 
Victoriano Mejía Valadez, para determinar las responsabilidades en que pudiera haber incurrido 
durante la integración y determinación de la averiguación previa 6692/00, así como el inicio de la 
averiguación previa por la posible comisión de ilícitos en la referida indagatoria. 

México, D. F., 17 de septiembre de 2001 Distinguido Gobernador: 

Caso del recurso de impugnación La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
de la señora Lucía Leos Parga con fundamento en lo dispuesto por los artículos 

102, apartado B, de la Constitución Política de 
Sr. Felipe González González, los Estados Unidos Mexicanos, 1o.; 6o., fraccio-
Gobernador del Estado de Aguascalientes, nes IV y V; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 55; 
Aguascalientes, Ags. 61; 62; 65, y 66, de la Ley de la Comisión Na­
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cional de Derechos Humanos, y 158 de su Re­
glamento Interno, ha examinado los elementos 
contenidos en el expediente 2000/308/1/I, re­
lacionado con el recurso de impugnación inter­
puesto por la señora Lucía Leos Parga, y vistos 
los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 15 de noviembre de 2000 esta Comisión 
Nacional recibió el escrito del 9 del mes y año 
mencionados, mediante el cual la señora Lucía 
Leos Parga interpuso un recurso de impugnación 
en contra de la Recomendación 218/2000 que 
el 17 de octubre del año citado dirigió la Procu­
raduría de Protección Ciudadana en el Estado 
de Aguascalientes al licenciado Roberto Macías 
Macías, Procurador General de Justicia en esa 
Entidad Federativa. 

La recurrente expresó su inconformidad al se­
ñalar que la resolución de la referida Procuradu­
ría de Protección Ciudadana le causa agravio, ya 
que no obstante que el 10 de septiembre de 2000 
su hijo menor de edad, quien en vida llevó el 
nombre de José Enrique Guerrero Leos, falleció 
a consecuencia de un disparo de arma de fuego 
(por la espalda) realizado por uno de los elemen­
tos de la Policía Judicial del Estado de Aguas-
calientes, dicha Procuraduría solamente se con­
cretó a emitir seis recomendaciones superficiales, 
sin llegar al fondo del asunto. 

Manifestó que de la investigación realizada por 
el Organismo Estatal defensor de los Derechos 
Humanos se destaca lo siguiente: a) sobre la base 
de los dictámenes periciales se concluyó que los 
siete elementos de la Policía Judicial estatal in­
volucrados en los hechos dispararon sus armas 
de fuego; b) en su comparecencia ante la Procu­
raduría de Protección Ciudadana, dos de ellos 

negaron haber disparado, por lo que a criterio de 
la hoy recurrente incurrieron en la comisión del 
supuesto previsto en el artículo 174 del Código 
Penal para el Estado de Aguascalientes, relativo 
a falsedad de declaraciones ante la autoridad o fe­
datario público; c) de sus declaraciones se des­
prende que en ningún momento los agentes de 
la Policía Judicial estatal emplearon otra técni­
ca para la solución pacífica de la encomienda que 
se les había dado, ya que únicamente, y de mane­
ra inmediata, emplearon sus armas de fuego dis­
parándolas en contra de las personas que se en­
contraban en el lugar de los hechos. 

Agregó que no acudió al Consejo Consultivo 
del Organismo Local para formular el recurso de 
reconsideración, contemplado en el artículo 50 
de la Ley que lo rige, en virtud de que “el am­
biente se ha tornado contrario a sus intereses y 
los de su representante legal”, ya que, según el 
dicho de la recurrente, ella ha recibido humilla­
ciones y amenazas por parte del Gobierno del 
Estado, e inclusive la propia Comisión Local le 
negó la expedición de copias del expediente, mis­
mas que requería para exhibirlas como prueba 
en la causa penal 257/00, que se sigue ante el Juz­
gado Tercero Penal en la ciudad de Aguascalien­
tes, en contra del agente de la Policía Judicial es­
tatal Héctor Castañeda Prieto, por su probable 
responsabilidad en la comisión del delito de ho­
micidio culposo en agravio de su hijo José En­
rique Guerrero Leos. 

B. Esta Comisión Nacional radicó el recurso de 
impugnación con el número 2000/308/1/I, y una 
vez valorados los requisitos de procedibilidad que 
establece su legislación, calificó la inconformi­
dad el 6 de diciembre del año citado y lo admitió 
el 21 de mayo de 2001. 

Con objeto de integrar debidamente el expe­
diente, y durante el proceso para su integración, 
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se enviaron oficios a los licenciados José Luis 
Reynoso Chequi, entonces Procurador de Protec­
ción Ciudadana; Roberto Macías Macías, Pro­
curador General de Justicia de ese Estado; en 
colaboración, al Magistrado y licenciado Cleto 
Humberto Reyes Neri, Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia, y al doctor Rodolfo Gon­
zález Farías, Director del Hospital “Miguel Hi­
dalgo” del Instituto de Salud, todos del Estado 
de Aguascalientes. 

Sobre el particular, las autoridades citadas die­
ron respuesta a las solicitudes de esta Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos proporcio­
nando la información y la documentación co­
rrespondiente, cuya valoración será precisada 
en el capítulo de observaciones del presente do­
cumento. 

C. El 5 de enero del año en curso el visitador 
adjunto encargado del trámite del expediente acu­
dió a la ciudad de Aguascalientes con el propó­
sito de allegarse mayores elementos para la deter­
minación del caso. En la fecha mencionada se 
entrevistó con el licenciado Roberto Macías Ma­
cías, Procurador General de Justicia del Estado, 
quien, a manera de información, señaló que ya 
se había emitido la amonestación privada al ma­
yor I. I. Verulo Hernández González, Director 
de la Policía Judicial del Estado; que ya se esta­
ban llevando a cabo los trámites necesarios para 
que la dependencia a su cargo, en coordinación 
con el Instituto de Seguridad Pública de Aguas-
calientes, desarrollaran las acciones necesarias 
para la capacitación y profesionalización de la 
Policía Judicial estatal; que, igualmente, ya se 
había iniciado el procedimiento interno de inves­
tigación en contra de los siete agentes judiciales 
implicados en los hechos, e, inclusive, durante el 
desarrollo de la entrevista, dichos servidores pú­
blicos estaban rindiendo sus declaraciones ante 
el Órgano de Control Interno de la Representación 

Social estatal, por lo que una vez que fuera de­
terminado el procedimiento y emitida la reso­
lución que conforme a Derecho procediera, a 
través de la Procuraduría de Protección Ciuda­
dana en el Estado de Aguascalientes remitiría una 
copia de la misma, ya que tal determinación era 
el único punto pendiente de cumplir de la Reco­
mendación. Precisó que, en su criterio, todo se 
debió a un lamentable error y estuvo de acuer­
do en que a la Policía Judicial estatal no le co­
rrespondía intervenir en los hechos, ya que ello 
era competencia de Seguridad Pública del Es­
tado. Asimismo, reconoció la falta de prepara­
ción de los cuerpos policiacos y, en particular, 
del elemento involucrado en el homicidio cul­
poso, quien actuó con descuido y negligencia. 
Añadió que en virtud de que hasta esa fecha no 
se había determinado la causa penal que se le si­
gue al agente Héctor Castañeda Prieto ante el ór­
gano jurisdiccional, a su consideración no exis­
tía ningún impedimento legal para que ese policía 
continuara laborando para la corporación poli­
ciaca, al igual que los demás agentes involucra­
dos en los hechos. Finalmente, expresó la vo­
luntad política de la dependencia a su cargo para 
acatar cabalmente la determinación a la que lle­
gara la Comisión Nacional de los Derechos Hu­
manos. 

El visitador adjunto también acudió a las ins­
talaciones de la Procuraduría de Protección Ciu­
dadana en el Estado de Aguascalientes, en donde 
fue atendido por el entonces titular y la Visita­
dora General, encargada de integrar y resolver 
el expediente de queja a través de la Recomenda­
ción del 17 de octubre del año próximo pasado. 
Ambos servidores públicos confirmaron lo ex­
presado por el Procurador General de Justicia es­
tatal, en el sentido de que en ese momento sola­
mente quedaba por resolverse el procedimiento 
administrativo en contra de los elementos poli­
ciacos. 
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II. EVIDENCIAS 

En este caso las constituyen: 

A. El escrito del 9 de noviembre de 2000, pre­
sentado en esta Comisión Nacional el 15 del mes 
y año mencionados, mediante el cual la señora 
Lucía Leos Parga interpuso un recurso de im­
pugnación en contra de la Recomendación dic­
tada en el expediente 218/00/G, emitida por la 
Procuraduría de Protección Ciudadana en el Esta­
do de Aguascalientes. 

B. Los oficios AGS/2000/1620/R, SM/200/00, 
04210/2000, 957, 00199/2001, VG/61/2001, VG/ 
140/01, 2480/2001 y 2482/2001, recibidos en es­
ta Comisión Nacional el 22 de noviembre, 20 de 
diciembre y 21 de diciembre de 2000, así como 
del 24 de enero, 2 de febrero, 5 de marzo y 9 de 
julio de 2001, por medio de los cuales la Procu­
raduría de Protección Ciudadana, la Procura­
duría General de Justicia, el Tribunal Superior 
de Justicia y el Hospital “Miguel Hidalgo” del 
Estado de Aguascalientes rindieron los infor­
mes y remitieron los documentos solicitados. 

C. El informe remitido por el licenciado José 
Luis Reynoso Chequi, entonces titular de la Pro­
curaduría de Protección Ciudadana en el Estado 
de Aguascalientes, respecto de la inconformi­
dad formulada, en los siguientes términos: 

Que el 11 de septiembre de 2000 recibió el 
escrito de queja presentado por la señora Lucía 
Leos Parga, al cual le fue asignado el expediente 
218/00/G; hechos que fueron calificados como 
presuntamente violatorios a Derechos Humanos. 

Después de iniciar las investigaciones, soli­
citar los informes correspondientes y desaho­
gar las probanzas necesarias para la debida in­
tegración del procedimiento, el 17 de octubre 

del año citado se emitió la Recomendación res­
pectiva, por considerar debidamente acredita­
da la responsabilidad administrativa por viola­
ción a los Derechos Humanos de protección a la 
integridad y seguridad personal, por el incum­
plimiento de la función pública en la adminis­
tración de justicia, uso arbitrario de armas de 
fuego y a los Principios Básicos para el Empleo 
y Fuerza de Armas de Fuego, por parte de los ele­
mentos de la Policía Judicial estatal involucra­
dos en los hechos; asimismo, del mayor I. I. Ve-
rulo Hernández González, Director General de 
la Policía Judicial, toda vez que no tomó las pre­
cauciones necesarias para dar cumplimiento a 
lo ordenado por los referidos principios básicos, 
a fin de evitar situaciones tan lamentables como 
la ocurrida. 

La Recomendación fue notificada mediante el 
oficio BG/744/00, del 26 de octubre de 2000, a 
la señora Lucía Leos Parga, haciendo de su co­
nocimiento el derecho que le asistía para recu­
rrir la mencionada Recomendación en caso de 
causarle agravios. Ninguna de las partes intere­
sadas interpuso un recurso de reconsideración, 
por lo que la mencionada resolución se hizo de­
finitiva el 3 de noviembre del año mencionado. 

El 13 del mes y año citados, mediante el ofi­
cio BG/806/00, se le remitieron a la hoy recu­
rrente los documentos enviados por el Procura­
dor General de Justicia en dicho Estado, donde 
acepta y cumple de manera parcial la Recomen­
dación. Por lo que se refiere a que no se le au­
torizó la expedición de copias certificadas de lo 
actuado por ese Organismo Local protector de 
Derechos Humanos, ello no fue posible ya que, 
con fundamento en lo dispuesto por el artículo 
43 del Reglamento Interno de la Procuraduría de 
Protección Ciudadana en el Estado de Aguas-
calientes, en la ‚poca de la solicitud no se trata­
ba todavía de una resolución definitiva. 
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D. El expediente 218/2000/G, iniciado por la 
Procuraduría de Protección Ciudadana en el Es­
tado de Aguascalientes con motivo de la queja 
interpuesta por la señora Lucía Leos Parga, de 
cuyo contenido destaca lo siguiente: 

1. La comparecencia del 11 de septiembre de 
2000, mediante la cual la quejosa señaló que el 
10 de septiembre de 2000 a las 04:00 horas se 
presentaron en su domicilio unas personas para 
avisarle que su hijo, de nombre José Enrique Gue­
rrero Leos, apodado “el Gonzo”, había sido ba­
leado por la espalda y que se encontraba en el 
Hospital “Hidalgo” de la ciudad de Aguascalien­
tes; dada la gravedad de su estado, se trasladó de 
inmediato a dicho nosocomio y al llegar para pre­
guntar por la salud de su hijo se le informó del 
fallecimiento de éste, en virtud de que la bala con 
la que fue lesionado le entró por la espalda y le 
perforó un pulmón. Agregó que, por comenta­
rios de testigos presenciales, considera que la 
muerte de su hijo fue injusta y sin razón de ser, 
por lo que solicitó la investigación de los hechos 
y la sanción de quien resulte responsable, ya que 
la Policía nunca debió haber actuado de esa for­
ma, y pidió que cuando menos le ayudaran a pa­
gar los gastos funerarios. 

2. Las comparecencias ante la Procuraduría de 
Protección Ciudadana del 21 de septiembre y 2 
de octubre de 2000, de los elementos de la Policía 
Judicial del Estado Luis Moreno Delgado, Mi­
guel Ángel Romero Chávez, Héctor Castañeda 
Prieto, Antonio Correa Cortés, Lorenzo Ruiz Es­
parza Dueñas, Ezequiel Rodríguez Rivera y Ri­
cardo Alonso Orozco Miranda. 

3. La Recomendación emitida el 17 de octubre 
de 2000 por la Procuraduría de Protección Ciu­
dadana en el Estado de Aguascalientes, dirigida 
al licenciado Roberto Macías Macías, Procura­
dor General de Justicia de la mencionada Enti­

dad Federativa, cuyos puntos resolutivos son los 
siguientes: 

Primero. Se amoneste en privado al C. mayor 
I. I. Verulo Hernández González, Director 
General de Policía Judicial en el Estado. 

Segundo. Se lleven a cabo los trámites nece­
sarios para que en coordinación con el Institu­
to Estatal de Seguridad Pública se desarrollen 
acciones para la capacitación y profesiona­
lización de los servidores públicos adscritos 
a la Dirección General de Policía Judicial, 
responsables de ejercer funciones de preven­
ción y persecución del delito, a fin de que 
sean profesionalizados, prestando especial 
atención a las cuestiones de ética policial y 
Derechos Humanos. A los medios que pue­
dan sustituir el empleo de la fuerza y de armas 
de fuego, por ejemplo, la solución pacífica de 
los conflictos, el estudio del comportamiento 
de las multitudes y las técnicas de persua­
sión, negociación y mediación, así como a los 
medios técnicos, con miras a limitar el em­
pleo de la fuerza y armas de fuego. 

Tercero. Iniciar un procedimiento interno de 
investigación a los C. C. Héctor Castañeda 
Prieto, Luis Moreno Delgado, Ezequiel Ro­
dríguez Rivera, Antonio Correa Cortés, Ri­
cardo Orozco Miranda, Miguel Ángel Rome­
ro Chávez y Lorenzo Ruiz Esparza Dueñas, 
agentes de la Policía Judicial, y con pleni­
tud de jurisdicción se impongan las medidas 
correctivas y/o disciplinarias en beneficio 
del buen funcionamiento e imagen de la cor­
poración, así como de la quejosa Lucía Leos 
Parga. 

Cuarto. Girar instrucciones a quien corres­
ponda a fin de que los agentes arriba señala­
dos dejen de ser parte del grupo de vigilancia, 
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y en su lugar se lleve a cabo una minuciosa 
revaloración respecto del personal que será 
asignado a dicho grupo, tomando en cuenta 
lo establecido por los principios 19 y 20 so­
bre el empleo de la fuerza y armas de fue­
go, que ha sido transcrito. 

Quinto. Agregar en el expediente personal de 
los servidores públicos responsables una co­
pia de la presente resolución, a fin de que 
obre como antecedente de haber cometido 
violaciones a Derechos Humanos. 

Sexto. Apercibirlos de que si incurren de nue­
va cuenta en actos violatorios de Derechos 
Humanos se les impondrá una sanción de ma­
yor severidad. 

4. El oficio 02876/2000, del 1 de noviembre de 
2000, por medio del cual el licenciado Roberto 
Macías Macías, Procurador General de Justicia 
del Estado de Aguascalientes, informó a la Pro­
curaduría de Protección Ciudadana la acepta­
ción de la Recomendación emitida, así como el en­
vío de constancias que acreditan el cumplimiento 
que se está dando a la referida Recomendación. 

E. El expediente clínico del menor, que en vida 
llevó el nombre de José Enrique Guerrero Leos, 
en el Hospital “Miguel Hidalgo” de la ciudad 
de Aguascalientes, del que destaca la nota mé­
dica que refiere que el paciente llegó al área de 
Urgencias a las 02:30 horas del 10 de septiem­
bre de 2000 clínicamente muerto, se realizaron 
maniobras de reanimación cardiorrespiratoria 
sin resultados positivos, teniendo un choque hi­
povolémico secundario a herida por arma de fue­
go, señalándose como hora de su defunción las 
02:50 horas de la fecha mencionada. 

F. La copia certificada de la averiguación pre­
via 6692/00, integrada en la Agencia del Mi­

nisterio Público 5 de la Dirección General de 
Averiguaciones Previas, así como el informe que 
rindieron los licenciados Fernando Lomelí Pé­
rez, agente del Ministerio Público adscrito a la 
Dirección General de la Policía Judicial del Es­
tado, y Victoriano Mejía Valadez, agente del Mi­
nisterio Público titular de la Agencia Integradora 
5, en relación con su intervención en la indaga­
toria de referencia. Constancias entre las que des­
tacan las siguientes: 

1. La determinación de inicio, a las 03:15 horas 
del 10 de septiembre de 2000, de la averiguación 
previa 6692/00 por el licenciado Fernando Lo­
melí Pérez, agente del Ministerio Público ads­
crito a la Policía Judicial. 

2. La inspección ocular de lugar y objetos, de 
las 04:50 horas del 10 de septiembre de 2000, 
por el representante social con testigos de asis­
tencia. 

3. La determinación, a las 11:06 horas del 10 de 
septiembre de 2000, emitida por el licenciado 
Victoriano Mejía Valadez, mediante la cual de­
cretó la legal detención de los señores José Luis 
Delgadillo Serna, Filiberto López Flores y Ju­
lio Ricardo Tabares López, que al parecer inter­
vinieron en la riña suscitada entre pandillas, así 
como de los siete elementos de la Policía Judi­
cial del Estado que llevaron a cabo la detención de 
éstos, por su participación en la comisión del 
delito de homicidio doloso, previsto en los artícu­
los 96, en relación con el 17, inciso a), y 22, 
fracción I, del Código Penal de Aguascalientes, y 
por tratarse de un delito considerado como grave, 
conforme a los artículos 16 y 21 constituciona­
les, así como con apego a lo contemplado por el 
artículo 213, fracción III, del Código de Procedi­
mientos Penales de la Entidad, ya que consideró 
que la muerte del menor se produjo como conse­
cuencia de una herida por proyectil de arma de 
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fuego accionada probablemente por alguno de 
los detenidos. 

4. Los dictámenes de rodizonato de sodio y prue­
bas de Walker: 

a) Con base en las pruebas de rodizonato de so­
dio, elaboradas por el laboratorio de química de 
la Dirección General de Servicios Periciales de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de 
Aguascalientes, se determinó que los agentes Luis 
Moreno Delgado, Miguel Ángel Romero Chá­
vez y Héctor Castañeda Prieto presentan macu­
laciones producidas por disparo de proyectil de 
arma de fuego en ambas manos; que los agentes 
Lorenzo Ruiz Esparza Dueñas, Ezequiel Rodrí­
guez Rivera y Antonio Correa Cortés presentan 
maculaciones producidas por disparo de proyec­
til de arma de fuego en mano derecha, y negativo 
en mano izquierda, y que el agente Ricardo Alon­
so Orozco Miranda presenta maculaciones pro­
ducidas por disparo de proyectil de arma de fuego 
en mano izquierda. 

b) Con base en las pruebas de Walker, elaboradas 
por el laboratorio de química de la Dirección Ge­
neral de Servicios Periciales de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Aguascalien­
tes, se determinó que los agentes Miguel Ángel 
Romero Chávez, Héctor Castañeda Prieto, Ri­
cardo Alonso Orozco Miranda, Ezequiel Rodrí­
guez Rivera y Antonio Correa Cortés presentan 
maculaciones producidas por disparo de proyec­
til de arma de fuego en sus ropas en zonas sus­
ceptibles de estar en contacto con los elementos 
encontrados. 

5. La determinación, a las 20:05 horas del 10 de 
septiembre de 2000, del licenciado Victoriano 
Mejía Valadez, en la que, tomando en cuenta las 
testimoniales recibidas hasta ese momento, las de­
claraciones de los tres jóvenes probables res­

ponsables y lo sostenido por los peritos oficiales 
dentro del peritaje de rodizonato de sodio prac­
ticado a estos últimos, mismo que resultó nega­
tivo, ordenó la inmediata libertad de éstos con 
las reservas de ley. 

6. El acta de las 11:20 horas del 11 de septiem­
bre de 2000, del licenciado Victoriano Mejía Va­
ladez en la que hace constar que por medio de 
una comunicación verbal que tuvo con el perito 
en criminalística José Adolfo Hernández Rivas, 
le manifestó que respecto del diagnóstico sobre 
cuál fue el arma que disparó la ojiva que se en­
contró en el interior del cuerpo del menor, ésta 
fue la pistola semiautomática calibre .38, auto, 
y/o conocida como 38 súper, con número de se­
rie 99567, de la marca Colt, asignada al agente 
Héctor Castañeda Prieto. 

7. El dictamen de necropsia de las 05:00 horas 
del 10 de septiembre de 2000, en el que se de­
terminó como causa de la muerte del menor José 
Enrique Guerrero Leos choque hipovolémico, 
laceración de arteria aorta e hígado, herida por 
proyectil de arma de fuego penetrante de abdo­
men, lesiones clasificadas como mortales; tra­
yecto del proyectil: de atrás hacia adelante y de 
abajo hacia arriba; distancia del disparo mayor a 
70 centímetros, basados en la ausencia de carac­
terísticas circunstanciales del orificio de entrada 
y en la prueba de Walker. Firmado por los peritos 
médico-legistas doctores José Tomás Chávez Me­
jía y Marco A. Morones Castro. 

8. Un oficio sin número, del 10 de septiembre 
de 2000, de los peritos químicos Q. B. Yolanda 
R. Delgado Tavera y Q. F. B. Juana María Mo­
reno Zúñiga, que determinó que las siete armas 
a cargo de los agentes de la Policía Judicial es­
tatal involucrados en los hechos fueron dispa­
radas recientemente y no se encontró en ellas la 
presencia de sangre. 
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9. La determinación de las 11:30 horas del 11 
de septiembre de 2000, del licenciado Victoria­
no Mejía Valadez, en la que, con base en la in­
formación del perito en criminalística José Adol­
fo Hernández Rivas, en el sentido de que la bala 
que privó de la vida al menor provino del arma 
asignada al agente Héctor Castañeda Prieto, ya 
que hasta ese momento no existían elementos de 
prueba para que siguieran detenidos los otros 
seis elementos policiacos, se decretó la libertad 
de éstos, por lo que la declaración que rindan 
ante el representante social será en calidad de 
testigos de los hechos materia de la indagatoria. 

10. El dictamen de balística forense identificati­
va, emitido el 11 de septiembre de 2000, suscri­
to por los peritos Manuel Martínez Mata y José 
Adolfo Hernández Rivas, mediante el cual con­
cluyeron que el arma de fuego tipo semiautomáti­
ca, marca Colt, calibre .38 auto, serie o matrícu­
la número 99567, asignada a Héctor Castañeda 
Prieto, agente de la Policía Judicial estatal, fue 
el arma de fuego que disparó el proyectil que se 
encontró en el interior del cuerpo de quien en vida 
respondiera al nombre de José Enrique Guerrero 
Leos. 

11. La determinación de las 21:37 horas del 11 de 
septiembre de 2000, mediante la cual el licencia­
do Victoriano Mejía Valadez concedió la libertad 
provisional bajo caución al inculpado Héctor Cas­
tañeda Prieto, mediante el otorgamiento de una 
fianza por la cantidad de $100,000.00 (Cien mil 
pesos 00/100 M. N.). 

12. Un dictamen de criminalística, sin fecha, for­
mulado por el perito criminalista Manuel Mar­
tínez Mata y el fotógrafo Gabino Moreno Reyes 
de la Procuraduría General de Justicia del Estado, 
en el que concluyeron que existe un alto grado 
de probabilidad de que el proyectil que infirió 
la lesión al hoy occiso haya sido disparado por 

un arma de fuego accionada desde un plano ho­
rizontal en relación con la víctima, cuando ésta 
efectuaba una acción de desplazamiento rápi­
do, por lo que su cuerpo estaba ligeramente en­
corvado hacia adelante (posición de corredor), 
motivo por el cual el proyectil impactó sobre la 
región anatómica vulnerada con un ángulo de in­
clinación y no en forma perpendicular, dando la 
característica como si el disparo hubiese sido de 
abajo hacia arriba, como se describe en el orificio 
de entrada en la necropsia médico-legal. La dis­
tancia del disparo, con base en la ausencia de ca­
racterísticas circunstanciales y la prueba de Wal­
ker, es de más de 70 centímetros. Muerte violenta 
por herida producida por una arma de fuego, pe­
netrante de abdomen. 

13. La determinación del 19 de septiembre de 
2000, emitida por el licenciado Victoriano Me­
jía Valadez, en la que consideró que no existe 
duda de que Héctor Castañeda Prieto haya pro­
vocado la muerte del menor ofendido; sin em­
bargo, ésta se debió a la falta de cuidado e impru­
dencia del agente policiaco que actuó de forma 
culposa. 

Y no obstante que de las declaraciones testi­
moniales de los últimos comparecientes pudiera 
derivarse que el hoy fallecido hubiere sido per­
seguido y lesionado por el elemento policiaco, es­
timó que existen serias contradicciones en las tes­
timoniales mencionadas respecto de cuál de los 
policías efectuó el disparo al menor, partiendo 
sobre todo de lo concerniente a la vestimenta que 
llevaba el agente judicial, ya que unos testigos di­
cen que llevaba playera negra y otros, por el con­
trario, que ésta era blanca, por lo que a su criterio 
no se pudo acreditar que el activo obró de forma 
dolosa para privar de la vida al menor. 

Que ejercitó acción penal en contra del agen­
te Héctor Castañeda Prieto por la comisión de 
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delito de homicidio culposo previsto en los ar­
tículos 96, en relación con el 17, inciso b), de 
la ley sustantiva de la materia. 

G. El oficio 17648, del 20 de diciembre de 2000, 
con el informe del licenciado Fernando Lomelí 
Pérez a esta Comisión Nacional, quien refiere 
que el 10 de septiembre de 2000, en el desempeño 
de su cargo, recibió un reporte por la vía telefó­
nica, por parte del personal de trabajo social del 
Hospital “Miguel Hidalgo” de la ciudad de Aguas-
calientes, en el sentido de que en dicho nosoco­
mio se encontraba el cuerpo sin vida de una per­
sona del sexo masculino, por lo que se trasladó a 
dicho lugar con elementos de Servicios Pericia­
les, así como del Grupo de Homicidios de la Po­
licía Judicial del Estado, a efecto de realizar la 
inspección ocular de cadáver, de lo que dio fe 
aproximadamente a las 03:00 horas del mismo 
día 10; conoció de la intervención en los hechos 
de siete agentes de la Policía Judicial estatal; giró 
oficios a la Dirección General de Servicios Pe­
riciales para la realización de los dictámenes co­
rrespondientes: práctica de autopsia, pericial de 
muerte, alcoholemias, toxicológicos y rodizona­
to de sodio. Asimismo, realizó la inspección ocu­
lar del lugar y objetos donde se efectuaron los he­
chos, en donde se encontraron casquillos de armas 
de fuego y un lago hemático. Igualmente, reali­
zó la inspección ocular de armas de fuego y gafe­
tes, y la remisión de las armas a Servicios Peri­
ciales para determinar si habían sido disparadas 
recientemente. Finalmente, recibió la declaración 
de los testigos de identidad del cadáver. 

H. El oficio 17892, del 20 de diciembre de 2000, 
por medio del cual el licenciado Victoriano Mejía 
Valadez rindió su informe a esta Comisión Na­
cional, en el cual señaló que procedía la libertad 
caucional de Héctor Castañeda Prieto, ya que 
si bien su responsabilidad en la comisión del ilíci­
to de homicidio quedó plenamente acreditada con 

el dictamen de balística, también es cierto que 
en su apreciación la muerte del menor se debió a 
la falta de cuidado e imprudencia del policía al 
disparar encontrándose en el interior del vehículo 
en el que viajaba, estando éste en movimiento y al 
estar agachado y sacar la mano por la ventanilla 
sin percatarse de la dirección en que efectuó los 
mismos, por lo que, como representante social, 
estimó que el activo obró culposamente, por lo 
que alcanzó el beneficio de la libertad caucional. 

I. La copia certificada de lo actuado hasta el 20 
de diciembre de 2000, dentro de la causa penal 
0257/2000 del índice del Juzgado Tercero Pe­
nal de esa Entidad Federativa. 

J. Los originales de 31 fotografías a color que 
ilustran el dictamen de necropsia practicado al 
menor fallecido por la Dirección de Servicios Pe­
riciales, Departamento de Medicina Forense, del 
Estado de Aguascalientes. 

K. Las pruebas de cumplimiento de la Recomen­
dación, enviadas por la Procuraduría General 
de Justicia del Estado de Aguascalientes al Or­
ganismo Local protector de los Derechos Hu­
manos. 

L. El dictamen pericial emitido y ratificado por el 
licenciado Rubén López Landeros, adscrito a la 
Procuraduría de Protección Ciudadana en el Esta­
do de Aguascalientes, respecto de la descripción 
del lugar de los hechos, las fotografías ilustra­
tivas correspondientes, así como la descripción 
del vehículo señalado, conteniendo las medidas de 
la camioneta y anexando las fotografías y los 
diagramas para una mejor ilustración. 

M. La opinión técnica, del 17 de mayo de 2001, 
emitida por la Coordinación de Servicios Peri­
ciales de esta Comisión Nacional, de cuyos pun­
tos destacan los siguientes: 
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1. El menor de edad José Enrique Guerrero Leos 
fue lesionado por un proyectil de arma de fuego 
en la región lumbar sobre la línea media poste­
rior, penetrando el abdomen; en su trayecto le­
sionó sistemas y órganos que le causaron la muer­
te. Con base en los hallazgos de la necropsia se 
pudo establecer que el proyectil de arma de fuego 
que lesionó al citado menor de edad siguió una 
dirección de atrás hacia adelante y de abajo hacia 
arriba en un plano casi horizontal. En relación con 
la descripción de las lesiones en el dorso de am­
bas manos se puede establecer que éstas fueron 
producidas al momento de estar en contacto con 
una superficie de consistencia firme y forma irre­
gular, es decir, en una caída. Respecto de la nega­
tividad de la prueba de rodizonato de sodio en 
las manos del menor occiso se puede determinar 
que el mismo no manipuló armas de fuego mo­
mentos previos a su muerte. 

2. Se puede establecer, de acuerdo con las prue­
bas de rodizonato de sodio que les fueron reali­
zadas a los agentes de la Policía Judicial del Es­
tado de Aguascalientes, que manipularon armas 
de fuego, las que macularon sus manos. Con base 
en las declaraciones ministeriales del personal de 
la Policía Judicial del Estado de Aguascalientes, 
relacionados con el expediente respectivo, se pue­
de determinar que no había personas civiles, en 
ambos lados, próximo al vehículo oficial (camio­
neta Dodge Ram) al momento que los mismos ac­
cionaron sus armas de fuego, estando en el inte­
rior de la cabina y caja de la camioneta. 

3. Se puede determinar, derivado de las declara­
ciones ministeriales de Miguel Ángel Romero 
Chávez y Héctor Castañeda Prieto, que acciona­
ron sus armas de fuego desde el interior del ve­
hículo, haciéndolo hacia su derecha y hacia un 
plano superior, lo que es corroborado con la de­
claración ministerial de Lorenzo Ruiz Esparza 
Dueñas cuando mencionó haber observado, al 

momento de los disparos, que del lado del co­
piloto de la patrulla salían dos pistolas de las 
cuales apreció la flama de los disparos orienta­
da hacia arriba. Asimismo, se puede establecer 
que el proyectil de arma de fuego que lesionó y 
fue extraído del cuerpo del menor José Enrique 
Guerrero Leos, corresponde al arma de fuego 
que el día de los hechos portaba el oficial Héc­
tor Castañeda Prieto. 

4. Asimismo, no existe concordancia respecto 
de la lesión por proyectil de arma de fuego del 
menor occiso José Enrique Guerrero Leos, ya 
que si se considera la hipótesis de que efectiva­
mente el arma hubiera sido accionada desde el 
interior del vehículo oficial, aparecerían incon­
gruencias, debido a que la altura que presenta la 
ventanilla de la puerta derecha en su marco in­
ferior corresponde a 137 centímetros por arriba 
del piso, estando el disparador en proximidad o 
junto a la puerta derecha y el orificio de entrada 
en el cuerpo del menor se ubica a 106 centíme­
tros por arriba del plano de sustentación; aunado 
a ello, medida la altura de la banqueta, que es 
de 15 centímetros, daría un total de 121 centíme­
tros; en consecuencia, resultaría una diferencia 
inexplicable de 16 centímetros, lo que no corres­
ponde al orificio de entrada que presentó el me­
nor occiso. 

5. Para que exista concordancia entre la lesión que 
produjo el proyectil de arma de fuego y la per­
sona que la accionó para que impactara en la re­
gión lumbar del menor occiso, debieron encon­
trarse ambos actores en un mismo plano o nivel, 
que en el presente caso sería la banqueta y no 
desde el interior de un vehículo; situación que nos 
daría variación importante en cuanto al nivel y 
ángulo del orificio de entrada del proyectil. Con 
respecto de la posición víctima-victimario, en el 
presente caso se puede determinar que el victima­
rio se encontraba por detrás y el arma de fuego 
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presentaba una posición horizontal al momento 
de inferir la lesión, y la víctima al frente del mis­
mo, encontrándose en una posición de pie y li­
geramente el tronco inclinado hacia su frente. 

N. El oficio 2482/2001, del 4 de julio de 2001, 
mediante el cual el licenciado Roberto Macías Ma­
cías, Procurador General de Justicia de Aguasca­
lientes, informó a esta Comisión Nacional la san­
ción impuesta el 29 de junio pasado, consistente 
en la destitución de su cargo como agente de la 
Policía Ministerial estatal del servidor público 
Héctor Castañeda Prieto, actualmente procesa­
do por su probable responsabilidad en la comi­
sión del delito de homicidio culposo en agravio 
de quien en vida respondiera al nombre de José 
Enrique Guerrero Leos, por haber faltado a sus 
labores, sin haber justificado dicha ausencia, los 
días 18 y 21 de junio del año en curso. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 11 de septiembre de 2000 la Procuraduría de 
Protección Ciudadana en el Estado de Aguasca­
lientes inició el expediente 218/00/G, con motivo 
de la queja interpuesta por la señora Lucía Leos 
Parga por violaciones a los Derechos Humanos 
de su menor hijo José Enrique Guerrero Leos, 
hoy fallecido, consistente en violaciones al de­
recho a la vida, a la integridad y seguridad per­
sonal, incumplimiento de la función pública en 
la administración de justicia y uso arbitrario de 
arma de fuego, cometidas por policías judiciales 
del Estado, que privaron de la vida a su hijo. 

Una vez integrado el expediente de queja, el 17 
de octubre de 2000 el Organismo protector de 
los Derechos Humanos de la referida Entidad 
emitió la Recomendación 218/2000, dirigida al 
licenciado Roberto Macías Macías, Procurador 
General de Justicia de Aguascalientes. El 1 de no­

viembre del año mencionado el titular de la ci­
tada dependencia informó que esa Representa­
ción Social aceptaba todos los puntos de la Re­
comendación y remitió copias certificadas con 
las pruebas, mediante las cuales acreditaba que se 
estaban dando cumplimiento a las mismas. Una 
vez enterada la quejosa del contenido de la Re­
comendación, el 15 de noviembre del año citado 
se inconformó mediante un recurso de impugna­
ción en contra de la Recomendación dictada den­
tro del expediente 218/00/G por la Procuraduría 
de Protección Ciudadana en el Estado de Aguas-
calientes, presentado directamente ante esta Co­
misión Nacional, que fue registrado con el ex­
pediente 2000/308/1/I. 

Por lo que se refiere al aspecto procesal, el 19 
de septiembre de 2000 el licenciado Victoriano 
Mejía Valadez, agente del Ministerio Público ti­
tular de la Agencia Integradora Número 5, dentro 
de la averiguación previa 6692/00, determinó 
ejercitar acción penal en contra del agente Héc­
tor Castañeda Prieto como probable responsa­
ble de la comisión de delito de homicidio culposo 
en agravio del menor José Enrique Guerrero Leos. 
El 3 de noviembre del año en cita la licenciada 
Laura Silvia Sánchez García, Juez Tercero Penal 
en el Estado, dictó auto de formal prisión den­
tro de la causa 257/2000, en contra del señalado 
probable responsable por la comisión del delito 
referido; actualmente el proceso penal se encuen­
tra en periodo de instrucción. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis y de las evidencias que obran en el 
expediente 2000/308/1/I, esta Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos cuenta con elemen­
tos que acreditan violaciones a los Derechos Hu­
manos del menor José Enrique Guerrero Leos, 
hoy fallecido, consistentes en violación del de­
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recho a la vida y del derecho a que se proteja su 
integridad y seguridad personal, al efectuarse, 
por parte de servidores públicos del Gobierno 
del Estado de Aguascalientes, conductas relati­
vas al delito de homicidio, ejercicio indebido 
de la función pública, uso arbitrario de arma de 
fuego, así como incumplimiento de la función 
pública en la procuración de justicia. 

De conformidad con lo establecido por el ar­
tículo 41 de la Ley de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, este Organismo Nacional 
estima que los agravios hechos valer por la re­
currente Lucía Leos Parga son procedentes, de 
acuerdo con los siguientes razonamientos y con­
sideraciones lógico-jurídicas. 

A. El 10 de septiembre de 2000, aproximada­
mente a las 02:00 horas, se suscitó una riña en­
tre jóvenes miembros de pandillas antagónicas 
en la calle Félix de la Paz, colonia Gremial, en la 
ciudad de Aguascalientes. 

En virtud de tal confrontación, en la guardia de 
agentes de la Policía Judicial estatal se recibió un 
reporte, por parte de una persona del sexo feme­
nino, quien no proporcionó sus generales y que 
solicitó su intervención por la gravedad de los 
acontecimientos, inclusive afirmó que se habían 
producido disparos de arma de fuego y que ya ha­
bían resultado varios lesionados, así como múlti­
ples daños en bienes propiedad de terceros. 

Es de señalarse que, de acuerdo con los artícu­
los 21 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 60 de la Constitución del Es­
tado de Aguascalientes; 21, párrafo cuarto, de la 
Ley Orgánica de la Procuraduría General de Jus­
ticia del Estado, así como 125 del Código de Pro­
cedimientos Penales para Aguascalientes, al mo­
mento en que la Policía Judicial tuvo conocimien­
to de los hechos delictivos que estaban ocurrien­

do en la colonia Gremial de la ciudad de Aguas-
calientes, debió hacerlo del conocimiento del re­
presentante social, y éste, tras el inicio del acta 
circunstanciada o de la averiguación previa res­
pectiva, debió girar sus instrucciones a sus auxi­
liares a fin de que se dieran a la tarea única y ex­
clusivamente de efectuar las investigaciones que 
el propio Ministerio Público determinara; en el 
presente caso la competencia para atender even­
tualidades como la que ocurrió en la madrugada 
del 10 de septiembre de 2000, de conformidad 
con lo establecido por los artículos 2o., 6o., 7o., 
8o. y 9o. de la Ley de Seguridad Pública del Es­
tado de Aguascalientes, corresponde al gobierno 
de la Entidad, a través de la Secretaría General de 
Gobierno, por intermedio de la Dirección Gene­
ral de Seguridad Pública y Vialidad y, concreta­
mente, al Director de Seguridad Pública estatal. 

Por lo señalado, resulta evidente que los ele­
mentos de la Policía Judicial del Estado, así como 
los integrantes del cuerpo directivo de dicha cor­
poración, dejaron de cumplir con su obligación 
de informar al Ministerio Público acerca de actos 
probablemente delictivos que estaban ocurrien­
do, además de realizar conductas para las que en 
principio no tenían facultades ni atribuciones. 

Por otro lado, si bien es cierto que tales hechos 
se refirieron a una confrontación de grandes di­
mensiones, ello no es óbice para señalar que los 
servidores públicos responsables del operativo 
policiaco fueron incapaces para controlar la si­
tuación de violencia que se suscitó, con lo cual 
conculcaron los Derechos Humanos no sólo del 
hoy fallecido José Enrique Guerrero Leos, sino 
de todas las demás personas que se encontraban 
en el lugar de los hechos, a quienes con su ac­
tuación pusieron en grave riesgo. 

Los servidores públicos involucrados faltaron 
al deber que su cargo les imponía y que protes­
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taron cumplir cuando lo asumieron, en términos 
de lo establecido por el artículo 55 de la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos en 
el Estado de Aguascalientes, respecto de la obli­
gación para salvaguardar la legalidad, honradez, 
lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ser 
observadas en el desempeño de su empleo, car­
go o comisión, y de observar buena conducta en 
los mismos, tratando con respeto, diligencia, im­
parcialidad y rectitud a las personas con las que 
tengan relación con motivo del desempeño de 
sus funciones. Además de que, de conformidad 
con lo establecido por la fracción XI del artículo 
13 del Reglamento de la Ley Orgánica de la Pro­
curaduría General de Justicia del Estado, la in­
vestigación policiaca deberá realizarse apegán­
dose en todo momento al respeto a los derechos 
de los individuos y con estricto apego a la lega­
lidad. 

Para esta Comisión Nacional quedó acreditado 
que los elementos de la Policía Judicial que inter­
vinieron en los hechos no sólo fueron incapaces 
de adoptar medidas que, en términos de los pro­
cedimientos operativos establecidos para tales ca­
sos, deben tener previamente diseñadas, sino que, 
además, injustificadamente recurrieron al uso ex­
cesivo de la fuerza para reprimir a quienes, se­
gún su dicho, los agredieron. 

El uso ilegal de las armas de fuego quedó acre­
ditado con las declaraciones rendidas por los pro­
pios policías ante el agente del Ministerio Pú­
blico, en las que aceptaron expresamente haber 
realizado disparos en el lugar de los hechos, y, si 
bien señalaron como justificación haberlo hecho 
para defenderse y dirigir sus disparos hacía arri­
ba, es decir, al aire, con el propósito de repeler la 
agresión, tales afirmaciones no corresponden, de 
ninguna manera, a los daños producidos por el 
proyectil de arma de fuego que hirió y causó la 
muerte a José Enrique Guerrero Leos. 

Por lo que se refiere a las declaraciones que 
los siete elementos de la Policía Judicial estatal 
rindieron ante el agente del Ministerio Público, 
tanto el subcomandante Luis Moreno Delgado 
como el agente Lorenzo Ruiz Esparza Dueñas 
manifestaron no haber efectuado ningún disparo 
de arma de fuego durante los hechos; sin embar­
go, al realizarles las pruebas de rodizonato de so­
dio y de Walker no sólo les resultaron positivas 
a ambos, al igual que a todos los demás elemen­
tos, sino que, al primero de ellos, además de que 
la prueba se determinó positiva en ambas manos, 
su arma de cargo fue accionada en seis ocasio­
nes, con lo cual, evidentemente, ambos falsearon 
los hechos al deponer ante una autoridad o fedata­
rio público, teniendo la obligación de manifes­
tarse con la verdad, y por lo que probablemente 
incurrieron en la conducta tipificada por el artícu­
lo 174 del Código Penal para el Estado de Aguas-
calientes, ya que la falsedad ante la autoridad o 
fedatario público consiste en el ocultamiento que 
se haga de la verdad por parte del que tiene la 
obligación legal de manifestarla en un acto ante 
dichos servidores, o proporcionar información 
que no concuerde con la realidad, conociendo el 
sujeto activo tal situación. 

Los servidores públicos de la Policía Judicial 
del Estado de Aguascalientes, como lo establece 
la Procuraduría de Protección Ciudadana, pasa­
ron por alto el contenido del documento titulado 
“Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza 
y de Armas de Fuego por los Funcionarios En­
cargados de Hacer Cumplir la Ley”, firmado en 
el Octavo Congreso de las Naciones Unidas so­
bre Prevención del Delito y Tratamiento del De­
lincuente, celebrado en la ciudad de La Haba­
na, Cuba, del 27 de agosto al 7 de septiembre 
de 1990. 

En efecto, con su actuación quedó acreditada 
su responsabilidad por el uso arbitrario de ar­
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mas de fuego al incumplir los principios 4 y 5 del 
referido ordenamiento, toda vez que no utilizaron 
medios conciliatorios antes de recurrir al em­
pleo de la fuerza y de las armas de fuego. Asi­
mismo, no ejercieron moderación ni actuaron en 
proporción a la gravedad de la situación y al ob­
jetivo legítimo que se perseguía, en cuanto a de­
tener la violencia que se había desatado entre las 
bandas rivales; no redujeron al mínimo los da­
ños y lesiones, y no respetaron ni protegieron la 
vida humana. Igualmente, incumplieron el prin­
cipio número 9 del mismo documento, toda vez 
que en su participación en la “riña” no se reque­
ría que todos hubieran accionado sus armas de 
fuego, lo cual sólo pudo haber sido válido cuando 
resultara estrictamente inevitable hacerlo para 
proteger sus vidas o las de terceros, lo que en el 
presente caso evidentemente no era necesario, 
ya que no existe prueba alguna que acredite que 
los elementos policiacos estuvieron en peligro 
inminente de perder la vida. 

Igualmente, fue desatendido el principio 14 del 
documento en cuestión, en virtud de que quedó de 
manifiesto que los elementos policiacos que acu­
dieron a atender los hechos motivo del presente 
asunto no cuentan con la capacitación necesaria 
para dispersar reuniones violentas. En este con­
texto, la Procuraduría de Protección Ciudadana 
en el Estado de Aguascalientes acreditó plena­
mente que los agentes involucrados no contaban 
con la capacitación suficiente para el empleo de 
la fuerza y armas de fuego. 

Para esta Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos no pasa desapercibido que el licenciado 
Roberto Macías Macías, Procurador General de 
Justicia de la Entidad, inició y determinó un pro­
cedimiento administrativo de investigación en el 
que se resolvió que los servidores públicos sí in­
currieron en responsabilidad administrativa, im­
poniéndoseles una sanción consistente en suspen­

sión en el empleo, cargo o comisión sin goce de 
sueldo por un término de cinco días; sin embar­
go, se considera que tal procedimiento y san­
ción fueron exclusivamente con motivo de la ac­
tuación de los agentes durante los hechos del 10 
de septiembre del año próximo pasado. Como fue 
señalado en párrafos anteriores, la conducta des­
plegada por los siete agentes policiacos dentro 
de la integración de la averiguación previa es­
tuvo plagada de evidentes irregularidades y con­
tradicciones, así como la posible comisión de 
falsedad en declaraciones rendidas ante la auto­
ridad o el fedatario público, ya que al rendir su 
declaración testimonial ante el agente del Mi­
nisterio Público se les protestó para que se con­
dujeran con la verdad en sus declaraciones y se 
les advirtió de las penas en que incurren las per­
sonas que declaran con falsedad ante la autori­
dad en el ejercicio de sus funciones, en los térmi­
nos del artículo 265 del Código de Procedimien­
tos Penales para el Estado de Aguascalientes, las 
cuales dan lugar a que sea necesario el inicio, 
por parte de la Procuraduría General de Justicia, 
de un procedimiento en el que se investiguen las 
circunstancias mencionadas, así como a una ave­
riguación previa por la posible comisión de ilíci­
tos en los que pudieron haber incurrido. 

B. Por lo que se refiere a la actuación del licen­
ciado Fernando Lomelí Pérez, agente del Minis­
terio Público adscrito a la Dirección General de 
Policía Judicial del Estado, quien efectuó las pri­
meras diligencias de la integración de la averi­
guación previa 6692/00 y giró oficios a la Direc­
ción General de Servicios Periciales en el Estado 
para la realización de los dictámenes correspon­
dientes, éste omitió dar cabal cumplimiento a lo 
establecido por el artículo 137 del Código de Pro­
cedimientos Penales para el Estado, en cuanto a 
la obligación de que inmediatamente que tuviera 
conocimiento de la existencia de un hecho posi­
blemente delictivo dictara las medidas y provi­
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dencias necesarias para impedir que se pierdan, 
destruyan o alteren las huellas o vestigios del he­
cho, así como el artículo 3o., fracción III, de la 
Ley Orgánica de la Procuraduría General de Jus­
ticia de la Entidad, en cuanto a practicar las dili­
gencias necesarias para la comprobación de los 
hechos constitutivos del tipo penal, así como de 
la probable responsabilidad de quienes en ellos 
hubieran intervenido. 

En efecto, de las constancias que integran la 
averiguación previa levantada con motivo de los 
hechos, el referido representante social acordó 
el inicio de las investigaciones a las 03:15 horas 
del 10 de septiembre de 2000, y no fue sino hasta 
las 04:50 horas de la fecha mencionada cuando 
practicó la diligencia de inspección ocular en el 
lugar de los hechos; durante ese lapso el lugar 
debió resguardarse por elementos de la Policía 
Judicial estatal, lo cual no se realizó y no fue de­
bidamente preservado, como puede apreciarse 
de las declaraciones emitidas por el señor Fran­
cisco Javier Rodríguez Ibarra, uno de los testi­
gos presenciales, quien refirió que los elemen­
tos policiacos involucrados en los hechos, con 
posterioridad a la lesión que sufrió el menor, reti­
raron casquillos resultado de los disparos de arma 
de fuego. Por tal razón se evidenciaron incon­
gruencias entre la posición que guardaron la ca­
mioneta, el agente que disparó el proyectil de 
arma de fuego y el agraviado de tal acción, si­
tuación que sin duda dificultó que el representante 
social determinara los hechos circunstanciales del 
presente caso y con ello se entorpeció la procura­
ción de justicia y dejó, indudablemente, de cum­
plir con la máxima diligencia el servicio enco­
mendado. 

Por lo antes señalado, esta Comisión Nacio­
nal solicita al Procurador General de Justicia de 
Aguascalientes, con fundamento en lo estableci­
do por el artículo 6o., fracción XIII, del Regla­

mento de la Ley Orgánica de la Procuraduría Ge­
neral de Justicia del Estado, que, en ejercicio de 
sus atribuciones, se sirva ordenar el inicio de un 
procedimiento interno de investigación para de­
terminar la posible responsabilidad en que pu­
diera haber incurrido el licenciado Fernando Lo­
melí Pérez, agente del Ministerio Público adscri­
to a la Dirección General de Policía Judicial del 
Estado. 

C. Por lo que corresponde a la conducta desple­
gada por el licenciado Victoriano Mejía Valadez, 
agente del Misterio Público Número 5, encarga­
do de integrar y determinar la averiguación pre­
via 6692/00, igualmente resultó conculcatoria de 
los Derechos Humanos por las siguientes razones: 

1. Una vez que decretó la legal detención de to­
dos los involucrados en los hechos motivo de la 
investigación, por razones que se desconocen 
omitió remitir a los detenidos a los servicios mé­
dicos de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado, a efecto de que se dictaminara legalmente 
el estado físico que presentaban. Esto es más gra­
ve si se considera que el señor Julio Ricardo Ta­
bares López, uno de los jóvenes presuntamente 
responsables de los hechos, al momento de rendir 
su declaración ministerial manifestó que había 
sido detenido de forma violenta por sus agentes 
aprehensores, quienes, según su dicho, llegaron a 
golpearlo. Sobre el particular, el Código de Pro­
cedimientos Penales para Aguascalientes esta­
blece, en su artículo 184, que cuando se trate de 
lesiones externas éstas serán objeto de inspección 
con asistencia de peritos médicos, describiéndo­
las pormenorizadamente y se recabará el dicta­
men de dichos peritos; también establece que las 
describan y las clasifiquen en orden a su natura­
leza, gravedad, consecuencias y cualquier otra 
circunstancia atendible para ese fin. En el presen­
te caso, el representante social no ordenó que los 
detenidos fueran revisados por un médico. 
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2. Una vez que el agente del Ministerio Público 
tuvo conocimiento, por parte del perito crimi­
nalista, respecto del arma con la que se disparó 
el proyectil que privó de la vida al menor de 14 
años José Enrique Guerrero Leos, emitió una de­
terminación lisa y llana en el sentido de que, salvo 
el caso del señor Héctor Castañeda Prieto, quien 
quedó como presunto responsable del homicidio, 
los restantes seis agentes de la Policía Judicial del 
Estado quedaran en libertad con las reservas de 
ley, sin preocuparse por realizar un desglose de la 
indagatoria por la posible comisión de otros de­
litos, por el uso excesivo y abusivo de sus ar­
mas en contra de los supuestos agresores. 

Además, el citado representante social, no obs­
tante las contradicciones e irregularidades que 
aparecen en las constancias que integran la ave­
riguación previa 6692/00, no dio vista a su supe­
rior jerárquico de tales faltas cometidas por los 
servidores públicos sujetos a su dirección. 

Por lo anterior, el agente del Ministerio Públi­
co, no obstante que en ningún momento fue infor­
mado de los hechos posiblemente constitutivos 
de delito por sus auxiliares, y que estos iniciaron 
una investigación por su cuenta, y no bajo sus ins­
trucciones, no dio vista de tales irregularidades 
al Órgano de Control Interno en el Estado, o bien, 
a su superior, tal y como lo establece el artículo 
55, fracción XIX, de la Ley de Responsabilida­
des de los Servidores Públicos en el Estado, con­
traviniendo con ello la fracción primera del re­
ferido precepto legal, respecto de cumplir con la 
máxima diligencia al servicio encomendado. 

3. El agente del Ministerio Público del conoci­
miento, exclusivamente con las declaraciones de 
los elementos policiacos, en las cuáles pretendían 
justificar su actuación, y sin considerar las decla­
raciones del señor Fernando Reyes, testigo pre­
sencial de los hechos, quien señaló que al menos 

un elemento de la Policía Judicial estatal persi­
guió al menor, y sin tener aún en su poder el dic­
tamen de criminalística, en el cual se precisó la 
trayectoria del proyectil de arma de fuego que 
privó de la vida al menor José Enrique Guerre­
ro Leos, estimó que la muerte de éste se debió a la 
falta de cuidado e imprudencia del inculpado, por 
lo que calificó el delito cometido como homicidio 
culposo, omitiendo nuevamente tomar en con­
sideración la existencia de graves contradiccio­
nes entre el dicho de los policías y de quienes se 
vieron involucrados en los hechos. 

Sobre el particular, el licenciado Victoriano 
Mejía Valadez debió ordenar la práctica de la re­
construcción de los hechos, a la que se refieren 
los artículos 233, 234, 235, 236 y 237 del Có­
digo de Procedimientos Penales de Aguascalien­
tes, ya que, como refiere el último precepto cita­
do, cuando hubiere versiones distintas acerca de 
la forma en que ocurrieron los hechos, se practi­
quen para el esclarecimiento de los mismos las 
reconstrucciones relativas a cada una de las ver­
siones, y en caso de que se haga necesaria la inter­
vención de peritos, éstos dictaminen sobre cuál 
de ellas será la que se acerque más a la verdad. 

Asimismo, en virtud de que según se estableció 
en las declaraciones de los señores María Magda­
lena Reyes y Ricardo Salas Aguilar, testigos pre­
senciales, éstos podrían identificar al agente de la 
Policía Judicial que, según su dicho, persiguió y 
eventualmente disparó lesionando al menor, el 
agente investigador debió ordenar la confronta­
ción entre los siete elementos involucrados y los 
testigos, para que los declarantes pudieran tener 
oportunidad de identificar a quien reiteradamente 
señalaron en sus declaraciones como el respon­
sable de la comisión de los actos ilícitos en agra­
vio del menor fallecido, en los términos previstos 
por los artículos 276, 277 y 281 del propio orde­
namiento procesal. 
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4. De conformidad con las conclusiones a las que 
llegó la Coordinación de Servicios Periciales de 
esta Comisión Nacional, para que exista concor­
dancia entre la lesión producida al menor por un 
proyectil de arma de fuego, debieron encontrarse 
ambos actores en un mismo plano y nivel, en el 
presente caso la banqueta, y no desde el interior 
del vehículo en el que se transportaban los servi­
dores públicos, ya que si esto fuese verídico, es 
decir, que el disparo se hubiese producido desde 
el interior de la camioneta, se hubiera dado una 
variación importante en cuanto al nivel y ángulo 
del orificio de entrada del proyectil. En el presen­
te caso se puede considerar que el victimario se 
encontraba por detrás y el arma de fuego presentó 
una posición horizontal al momento de inferir 
la lesión, y la víctima al frente del mismo, encon­
trándose en una posición de pie y ligeramente 
con el tronco inclinado hacia el frente. 

A mayor abundamiento, el dictamen en crimi­
nalística emitido por la Dirección General de Ser­
vicios Periciales de la Procuraduría General de 
Justicia, así como el diagrama anexo al mismo, 
coincidió con lo vertido en el párrafo precedente, 
en el sentido de que existe un alto grado de proba­
bilidad de que el proyectil que infirió la lesión 
al hoy occiso haya sido disparado por un arma 
de fuego accionada desde un plano horizontal 
en relación con la víctima, cuando ésta efectua­
ba una acción de desplazamiento rápido, por lo 
que su cuerpo estaba ligeramente encorvado ha­
cia adelante (posición de corredor). 

Las anteriores opiniones técnicas son coinci­
dentes en cuanto a que el disparo difícilmente 
pudo haber sido efectuado desde el interior del 
vehículo, con lo cual podría presumirse que éste 
se produjo cuando el menor iba corriendo para 
alejarse de los policías, siendo alcanzado por un 
proyectil de arma de fuego disparado por un 
tercero. 

5. A pesar de que el agente del Ministerio Pú­
blico contaba con todos los dictámenes necesa­
rios, de los que se desprende que los siete elemen­
tos de la Policía Judicial estatal que intervinieron 
en los hechos dispararon sus armas de fuego; 
que a varios de ellos les resultó positiva la pre­
sencia de los elementos de plomo y bario en am­
bas manos; que resultaba por demás inverosí­
mil el hecho de que el proyectil que privó de la 
vida al menor hubiera sido disparado desde el 
interior del vehículo en el que se transportaban los 
elementos de la Policía Judicial estatal y, ade­
más, sin tomar en cuenta el propio dictamen de 
criminalística a que se hizo referencia en el punto 
anterior, determinó ejercitar acción penal en con­
tra del agente Héctor Castañeda Prieto por la co­
misión del delito de homicidio culposo, previsto 
por los artículos 96, en relación con el 17, inciso 
b, de la ley sustantiva de la materia, no obstante 
que evidentemente existían dudas más que razo­
nables sobre las circunstancias en las que se produ­
jo la muerte del menor, y que contaba con los ele­
mentos suficientes para haber consignado por el 
mismo delito por el que se inició la investigación, 
es decir, el homicidio doloso, previsto por los ar­
tículos 96, en relación con el 17, inciso a, y 22 del 
Código Penal del Estado, o cuando menos consi­
derar el dolo eventual o indirecto, establecido en 
el artículo 18 del propio ordenamiento, relativo al 
caso de que el sujeto activo que, queriendo pro­
ducir un resultado produce otro, por error en la 
persona o en el objeto; ya que, como se desprende 
de la declaración ministerial del probable respon­
sable Héctor Castañeda Prieto, en el momento de 
la agresión al vehículo en el que se transporta­
ban sacó su arma por la ventanilla con la mano 
derecha y efectuó dos disparos, y con el movi­
miento de la camioneta al acelerar no supo la di­
rección que hubieran tomado éstos. 

Con esa determinación, el agente del Minis­
terio Público dejó de cumplir con la máxima di­
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ligencia el servicio que tenía encomendado, al 
dictar una resolución contraria al contenido de 
las actuaciones seguidas en la integración de la 
indagatoria, incurriendo probablemente con ello 
en las conductas previstas por el artículo 211 del 
Código Penal estatal, relativas al ejercicio indebi­
do del servicio público, situación que debe hacer­
se del conocimiento del Procurador General de 
Justicia de la Entidad, para que, en los términos 
establecidos por los artículos 6o., fracción XIII, 
del Reglamento de la Procuraduría General de 
Justicia del Estado, así como 55 y demás relati­
vos de la Ley de Responsabilidades de los Servi­
dores Públicos del Estado de Aguascalientes, se 
inicie el procedimiento administrativo de investi­
gación para determinar las responsabilidades en 
que pudiera haber incurrido el referido servidor 
público, así como de una averiguación previa para 
establecer la posible comisión de ilícitos derivada 
de la actuación del citado representante social en 
la integración y determinación de la indagato­
ria relativa al homicidio del agraviado. 

En este sentido, y tomando en consideración 
que la institución del Ministerio Público, en su 
carácter de representante social, con las funcio­
nes de perseguir los delitos del orden común co­
metidos en el Estado, de velar por la legalidad en 
la esfera de su competencia, promoviendo la de­
bida procuración de justicia y proteger los in­
tereses de los menores, así como los individua­
les y sociales en general, de insistir y vigilar las 
medidas necesarias para el estricto cumplimiento 
y respeto de los Derechos Humanos, con base 
en lo señalado en párrafos anteriores y con fun­
damento en lo establecido por el artículo 7o., 
fracción VII, inciso b), del Reglamento de la 
Ley Orgánica de la Procuraduría General de Jus­
ticia de Aguascalientes, esta Comisión Nacional 
solicita que se sirva ordenar la revisión de las 
constancias contenidas en la causa penal 257/ 
2000, que se instruye al señor Héctor Castañe­

da Prieto, la cual se encuentra en etapa de ins­
trucción, para que en ejercicio de sus atribucio­
nes determine lo que conforme a Derecho proce­
da al momento en el que el agente del Ministerio 
Público adscrito al Juzgado Tercero Penal de esa 
Entidad Federativa formule las conclusiones en 
el proceso penal de referencia. 

D. Con su actuación, los servidores públicos del 
gobierno del Estado de Aguascalientes, señalados 
en el presente documento, transgredieron los ar­
tículos 14, 16 y 21 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en cuanto a que 
nadie puede ser privado de la vida, de la libertad 
o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino 
mediante un juicio seguido ante los tribunales pre­
viamente establecidos, en el que se cumplan las 
formalidades esenciales del procedimiento y con­
forme a las leyes expedidas con anterioridad al 
hecho; tampoco debe ser molestado en su perso­
na, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino 
en virtud de un mandamiento escrito de la auto­
ridad competente, que funde y motive la causa le­
gal del procedimiento, y, por lo que correspon­
de a la actuación de las instituciones policiales, 
ésta se regirá por los principios de legalidad, efi­
ciencia, profesionalismo y honradez. 

También se violentaron tratados internaciona­
les que, dado que han sido firmados y ratificados 
por México, son norma vigente en nuestro país, 
de conformidad con lo establecido por el artículo 
133 constitucional. Asimismo, las mencionadas 
conductas resultan contradictorias de otros ins­
trumentos internacionales de carácter declara­
tivo, o incluso de tratados que, si bien no han 
sido aún ratificados, al haber sido firmados por 
México se adquiere la obligación de actuar con­
forme a ellos. 

En cuanto a la integridad física del hoy falle­
cido José Enrique Guerrero Leos, se violentaron, 
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por desconocimiento e incumplimiento, lo orde­
nado por los artículos 6.1., 7 y 10.1 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
que disponen que el derecho a la vida es inhe­
rente a la persona humana, que este derecho está 
protegido por la ley y que nadie podrá ser pri­
vado de la vida arbitrariamente; que nadie será 
sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, y que toda persona pri­
vada de la libertad será tratada humanamente y 
con el respeto debido a la dignidad inherente al 
ser humano; 4.1, 5.1 y 5.2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, que se re­
fieren a que toda persona tiene derecho a que se 
respete su vida y está protegido por la ley, en 
general a partir del momento de la concepción; 
que toda persona tiene derecho a que se respete su 
integridad física y psíquica y que nadie puede ser 
sometido a torturas ni a penas o tratos crueles; 1, 
2, 3, 5 y 8 del Código de Conducta para los Fun­
cionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, 
que establecen que los funcionarios cumplirán en 
todo momento los deberes que les impone la ley, 
sirviendo a su comunidad y protegiendo a todas 
las personas contra actos ilegales; respetarán y 
protegerán la dignidad humana y mantendrán 
y defenderán los Derechos Humanos de todas las 
personas; sólo podrán usar la fuerza cuando sea 
estrictamente necesario y en la medida que lo re­
quiera el desempeño de sus tareas; que ningún fun­
cionario podrá infligir, instigar o tolerar ningún 
acto de tortura u otros tratos o penas crueles, in­
humanos o degradantes, ni invocar la orden de un 
superior o circunstancias especiales como justifi­
cación de tales conductas, y deberán hacer cuanto 
esté a su alcance por impedir toda violación a De­
rechos Humanos y por oponerse a tal violación; 
y los numerales 4, 5, 9, 14, 19 y 20, contenidos 
en los Principios Básicos sobre el Empleo de la 
Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios 
Encargados de Hacer Cumplir la Ley, que ya fue­
ron referidos. 

E. Por lo que se refiere a la actuación de la Pro­
curaduría de Protección Ciudadana en el Estado 
de Aguascalientes, esta Comisión Nacional apre­
ció que, no obstante que recibió la queja, integró 
el expediente iniciado con motivo de la misma, 
realizó diversas diligencias y, finalmente, deter­
minó la responsabilidad del personal adscrito a la 
Policía Judicial estatal, existieron diversas omi­
siones por parte de dicha institución defensora 
de los Derechos Humanos al no advertir la res­
ponsabilidad en que incurrieron los servidores 
públicos de la Procuraduría General de Justicia 
de esa Entidad, particularmente por las irregu­
laridades que se han reseñado en este apartado, 
respecto de la integración y determinación de la 
averiguación previa 6692/00. 

Por razones que se desconocen, el Organismo 
Local protector de los Derechos Humanos, si 
bien es cierto que solicitó a la Dirección General 
de Control de Procesos de la Procuraduría Gene­
ral de Justicia estatal una copia certificada de la 
citada averiguación previa, y que tal petición fue 
obsequiada por la autoridad requerida, también lo 
es que inexplicablemente la información y docu­
mentación no fue debidamente revisada, ni mucho 
menos actualizada por el personal encargado del 
trámite del expediente, ya que de la copia remiti­
da a esta Comisión Nacional claramente se apre­
cia que las constancias de la indagatoria estaban 
incompletas. 

Efectivamente, de acuerdo con el cotejo reali­
zado, dentro de la documentación hicieron falta 
las evidencias más importantes que hubieran per­
mitido que, además de las violaciones que fueron 
acreditadas, se observaran las demás irregulari­
dades, que como se ha precisado en los puntos B 
y C del presente capítulo, resultan graves y vio­
latorias a los Derechos Humanos de los agra­
viados: el menor José Enrique Guerrero Leos y 
sus familiares. Por lo mismo, contrario a lo 
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afirmado en el informe remitido el 23 de noviem­
bre de 2000 por el Organismo Local de Dere­
chos Humanos, éste no estudió a profundidad los 
hechos, ni llevó a cabo una investigación com­
pleta de lo sucedido. 

Por lo anterior, la Procuraduría de Protección 
Ciudadana no dio cabal cumplimiento a lo esta­
blecido por los artículos 37 y 47 de la Ley que 
rige su funcionamiento, así como 86 y 87 de su 
Reglamento Interno, ya que las conclusiones a las 
que llegó, y que fueron la base de la Recomenda­
ción que emitió y que necesariamente debieron 
estar fundamentadas en toda la documentación 
y demás constancias que obran en el expedien­
te, careció del estudio completo de la averigua­
ción previa, además de que no se verificó que tal 
documentación estuviera completa, ni tampoco 
buscó actualizar la misma. 

Por lo anteriormente señalado, y tomando en 
consideración que los agravios expresados por la 
señora Lucía Leos Parga en el recurso de impug­
nación que se resuelve han resultado fundados en 
los términos expuestos, esta Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos se permite formular a 
usted, gobernador del Estado de Aguascalientes, 
las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Con base en lo señalado en la parte 
final del apartado C de Observaciones, que el Pro­
curador General de Justicia del Estado se sirva 
ordenar la revisión de las constancias contenidas 
en la causa penal 257/2000 que se instruye al se­
ñor Héctor Castañeda Prieto, para que, en ejerci­
cio de sus atribuciones, aporte los elementos, 
practique las diligencias necesarias y determi­
ne lo que conforme a Derecho proceda al mo­
mento en que el agente del Ministerio Público 

adscrito al Juzgado Tercero Penal de esa Entidad 
Federativa formule las conclusiones en el pro­
ceso penal de referencia. 

SEGUNDA. Con base en los razonamientos ver­
tidos en el inciso A del capítulo de observaciones 
del presente documento, gire sus instrucciones 
al titular de la Procuraduría General de Justicia 
de esa Entidad Federativa, con objeto de que se 
inicien y determinen conforme a Derecho tanto 
el procedimiento administrativo como la averi­
guación previa en contra de los servidores públi­
cos adscritos a la Policía Judicial estatal Luis 
Moreno Delgado y Lorenzo Ruiz Esparza Due­
ñas, por las conductas que se precisaron en su 
intervención en la averiguación previa 6692/00, 
consistentes en la falsedad en que incurrieron en 
dicha indagatoria. 

TERCERA. Envíe igualmente sus instrucciones 
al Procurador General de Justicia del Estado, a 
efecto de que, con base en los razonamientos 
señalados en la letra B del mismo capítulo, se ini­
cie el procedimiento administrativo de investiga­
ción en contra del licenciado Fernando Lomelí 
Pérez, agente del Ministerio Público adscrito a la 
Policía Judicial estatal, para determinar la po­
sible responsabilidad en que pudiera haber incu­
rrido durante su intervención en las diligencias 
iniciales de la averiguación previa 6692/00. 

CUARTA. En atención a los razonamientos se­
ñalados en el punto C del citado capítulo de obser­
vaciones del presente documento, se sirva girar 
sus instrucciones al propio titular de la Procura­
duría General de Justicia del Estado, a fin de que, 
con base en sus atribuciones, ordene en los térmi­
nos establecidos por los artículos 55 y demás re­
lativos de la Ley de Responsabilidades de los Ser­
vidores Públicos del Estado de Aguascalientes, 
que se inicie el procedimiento administrativo de 
investigación en contra del licenciado Victoriano 
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Mejía Valadez, para determinar las responsabi­
lidades en que pudiera haber incurrido durante 
la integración y determinación de la averiguación 
previa 6692/00, así como el inicio de la averi­
guación previa por la posible comisión de ilícitos 
en la referida indagatoria. 

La presente Recomendación, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 102, apartado B, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, tiene el carácter de pública y se emite 
con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular 
por parte de servidores públicos en el ejercicio 
de las facultades que expresamente les confiere 
la ley, así como de obtener la investigación que 
proceda por parte de las dependencias adminis­
trativas o cualesquiera otras autoridades compe­
tentes para que, dentro de sus atribuciones, apli­
quen las sanciones conducentes y se de subsane 
la irregularidad cometida. 

De conformidad con el artículo 46 de la Ley de 
la Comisión Nacional de Derechos Humanos, so­

licito a usted que la respuesta sobre la aceptación 
de esta Recomendación, en su caso, se informe 
dentro del término de 15 días hábiles siguientes 
a esta notificación. 

Igualmente, con base en el mismo fundamento 
jurídico, solicito a usted que, en su caso, las prue­
bas correspondientes al cumplimiento de la Reco­
mendación que se le dirige se envíen a esta Comi­
sión Nacional dentro de un término de 15 días 
hábiles siguientes a la fecha en que haya conclui­
do el plazo para informar sobre la aceptación de 
la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar 
a que se interprete que la presente Recomenda­
ción no fue aceptada, por lo que la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos quedará en 
libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente
 

El Presidente de la Comisión Nacional
 
Rúbrica
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Recomendación 20/2001
 

Síntesis: En los meses de enero y febrero de 2001 esta Comisión Nacional recibió los recursos de 
queja interpuestos por el señor Juan Manuel Estrada Juárez, en representación de Martha Alicia 
González Cisneros, en agravio del menor Federico de Jesús Navarro Hernández, así como en repre­
sentación de María de los Ángeles Orta Molina, en perjuicio de la menor Diana Jazmín Álvarez Gon­
zález; por la señora María del Rocío Lara Godínez, en agravio de las menores Yajaira Monserrat y 
María Guadalupe Lara Godínez; por la señora Elsa Stettner Terrazas, en representación del señor Mar­
celino Sánchez González, en perjuicio de los menores Diego Alejandro y Abraham de Jesús Sánchez 
Ruvalcaba; por el licenciado Luis Guillermo Álvarez del Castillo, en representación del señor José En­
rique de Jesús Séptimo y de la señora María Ignacia Amezcua Reynoso, en agravio del menor Álvaro 
Germán de Jesús Amezcua (Álvaro Germán Amezcua Reynoso o Germán de Jesús Amezcua); por la 
señora Estela Rodríguez Rivas, en perjuicio del menor Gilberto Ávalos Rodríguez, y por la señora María 
Elena Alvarado Rodríguez, en agravio del menor Jaime Jonathan Alvarado Rodríguez, instaurándose 
los expedientes 2001/58/Q, 2001/57/Q, 2001/55/Q, 2001/68/Q, 2001/6/Q, 2001/54/Q y 2001/56/Q, res­
pectivamente. 

En virtud de que los hechos contenidos en el expediente 2001/58/Q guardan íntima relación con los 
demás expedientes de recurso de queja sustanciados ante esta Comisión Nacional, en los cuales in­
tervinieron de manera directa y activa los servidores públicos de la Procuraduría General de Justi­
cia, del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y del Registro Civil del Estado de Jalisco, 
así como del Consejo Estatal de Familia, en su carácter de órgano encargado de coordinar, con las 
instituciones públicas y privadas, la guarda y cuidado de los menores cuyos padres, por alguna razón, 
se encuentren involucrados en algún procedimiento legal ante diversas autoridades administrativas o 
judiciales de esa Entidad Federativa, los recursos de queja fueron acumulados al expediente 2001/1143, 
originado por la atracción que del recurso de queja 2001/58/Q realizó esta Comisión Nacional. 

Del análisis que esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos practicó a las constancias que 
integran el expediente de queja 2001/1143 y sus acumulados, se advirtió violación a los derechos fun­
damentales de seguridad jurídica, legalidad y procuración de justicia, previstos en los artículos 14, 
16 y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en contra de los menores Gilberto 
Ávalos Rodríguez, Jaime Jonathan Alvarado Rodríguez, Yajaira Montserrat y María Guadalupe Lara 
Godínez, y Diego Alejandro y Abraham de Jesús Sánchez Ruvalcaba, ya que sin mediar orden de auto­
ridad judicial competente fueron retirados de la custodia de sus padres para ser sujetos a juicios de 
adopción internacional, en los cuales no se cumplieron las formalidades ni los requisitos señalados por 
la legislación aplicable. 

Asimismo, esta Comisión Nacional constató que los niños Diego Alejandro y Abraham de Jesús Sán­
chez Ruvalcaba, María Guadalupe y Yajaira Montserrat Lara Godínez y Federico de Jesús Navarro 
Hernández fueron registrados de manera indebida, sin cumplir con los requisitos mínimos que esta­
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blece la Ley del Registro Civil para el Estado de Jalisco, y advirtió que el menor Álvaro Germán de Jesús 
Amezcua fue trasladado por el Consejo Estatal de Familia de manera indistinta a diversos albergues 
del Estado de Jalisco, ocasionando con ello un desequilibrio emocional al mantenerlo alejado de sus 
padres. 

Respecto de la menor Diana Jazmín Álvarez González se corroboró que ésta fue indebidamente 
registrada por la licenciada María de Lourdes Álvarez González, entonces agente del Ministerio Pú­
blico en Yahualica, Jalisco, quien, aprovechándose del cargo que le fue conferido, se apoderó de la menor 
para registrarla como hija suya, contando con la participación de la actuaria y la secretaria de dicha 
Agencia, utilizando para tal efecto una constancia falsa de nacimiento. 

En los casos de los menores María Guadalupe y Yajaira Montserrat Lara Godínez, Diana Jazmín 
Álvarez González, Álvaro Germán de Jesús Amezcua, Gilberto Ávalos Rodríguez, Jaime Jonathan Al-
varado Rodríguez, Abraham de Jesús y Diego Alejandro Sánchez Ruvalcaba, esta Comisión Nacional 
se percató de que la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco, sin considerar la gravedad 
de los hechos, sometió a las autoridades responsables de la violación a Derechos Humanos diversos 
proyectos de conciliación, mismos que a pesar de ser aceptados no lograron restablecer los Dere­
chos Humanos de los quejosos ni de los menores afectados, ni cesar las violaciones de éstos. 

Por tal motivo, al considerar que las autoridades señaladas como presuntas responsables incurrie­
ron en un ejercicio indebido del cargo que les fue conferido y con ello violentaron los derechos fun­
damentales de seguridad jurídica, legalidad y procuración de justicia, esta Comisión Nacional emi­
tió, el 17 de septiembre de 2001, la Recomendación 20/2001, dirigida al Gobernador, así como al 
Presidente del H. Congreso, ambos del Estado de Jalisco. Lo anterior, a fin de que el Gobernador 
solicite al H. Congreso del Estado la constitución de una Comisión Especial dentro de la Comisión de 
Derechos Humanos del Poder Legislativo, para que vigile y supervise las actuaciones de las depen­
dencias administrativas de esa Entidad Federativa relacionadas con los trámites de adopción, así como 
con la guarda y custodia de los menores cuyos padres estén involucrados en procedimientos adminis­
trativos y judiciales que les impidan la atención y asistencia inmediata de sus hijos. 

Por otra parte, se le solicitó girar sus instrucciones al Procurador General de Justicia en esa Enti­
dad Federativa a efecto de que ordene que se inicie una línea de investigación en contra de los servido­
res públicos involucrados en la Recomendación, a efecto de que si se determinan responsabilidades 
de carácter penal dé inicio la averiguación previa correspondiente y se determine conforme a Dere­
cho; de igual manera, que se dé vista al Órgano de Control Interno que corresponda, a fin de que inicie 
y determine conforme a Derecho un procedimiento administrativo de investigación en contra de los 
servidores públicos involucrados en el presente caso, que incurrieron en las acciones y omisiones preci­
sadas; asimismo, que gire sus instrucciones tanto al Procurador General de Justicia del Estado como al 
Órgano de Control Interno correspondiente con la finalidad de que se determinen conforme a Derecho 
la averiguación previa 121/2000/V, así como el procedimiento administrativo de investigación 53/2001.B, 
abiertos en contra de la licenciada María de Lourdes Álvarez González, por su presunta responsa­
bilidad en el caso de la menor Diana Jazmín Álvarez González, y que de todo lo antes señalado dé 
cuenta a esta Comisión Nacional sobre las actuaciones que se practiquen por las citadas autorida­
des, desde el inicio de su intervención hasta la conclusión de la misma; igualmente, que se dicten las 
medidas pertinentes para que los menores de edad relacionados con la presente Recomendación sean 
reintegrados a su seno familiar, atendiendo al interés superior de éstos, previa la resolución del trámite 
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legal correspondiente, y, para lo anterior, que se proporcione la asesoría jurídica adecuada a los pa­
dres o familiares biológicos. 

Finalmente, al Presidente del H. Congreso del Estado de Jalisco se le solicitó que, en razón de la grave­
dad de los hechos en que se encuentran involucrados el Consejo Estatal de Familia, el Registro Civil y 
la Procuraduría General de Justicia del Estado de Jalisco, que lesionaron los Derechos Humanos de los 
menores y de sus familiares, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 24, fracción XIV; 29; 31; 
48, y 49, de la Ley Orgánica del Congreso de esa Entidad Federativa, se sirva girar sus instrucciones 
a efecto de que puedan tomarse las medidas correspondientes por esa H. Legislatura, a fin de realizar una 
investigación con plena independencia y autonomía por los actos que dieron origen a la presente Reco­
mendación y que se establezcan las acciones legales pertinentes para evitar, en lo sucesivo, la realización 
de actos que vulneren los Derechos Humanos de los menores de edad y de sus familiares. 

México, D. F., 17 de septiembre de 2001 

Sobre la queja presentada por Martha 
Alicia González Cisneros y acumuladas 

Lic. Francisco Javier Ramírez Acuña,
 
Gobernador Constitucional del Estado
 
de Jalisco;
 
Dip. Lázaro Arias Martínez,
 
Presidente del H. Congreso del Estado
 
de Jalisco,
 
Guadalajara, Jal.
 

Distinguidos señores:
 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
 
con fundamento en lo dispuesto por los artículos
 
102, apartado B, de la Constitución Política de
 
los Estados Unidos Mexicanos, y 1o.; 6o., frac­
ciones II, III, IV y V; 15, fracción VII; 24, fracción
 
IV; 44; 46; 51, y 55 al 59, de la Ley de la Comi­
sión Nacional de Derechos Humanos, ha exami­
nado los elementos de prueba que integran los
 
expedientes 2001/6/Q, 2001/54/Q, 2001/55/Q,
 
2001/56/Q, 2001/57/Q y 2001/68/Q, relacionados,
 
respectivamente, con las quejas presentadas por
 
los señores Luis Guillermo Álvarez del Castillo,
 
Estela Rodríguez Rivas, María del Rocío Lara Go­

dínez, María Elena Alvarado Rodríguez, María de 
los Ángeles Orta Molina, Martha Alicia González 
Cisneros y Marcelino Sánchez González, acumu­
lados al expediente 2001/1143, en virtud de la na­
turaleza de los hechos y al existir similitud en las 
acciones u omisiones atribuidas a los servidores 
públicos de la Procuraduría General de Justicia, 
del Sistema para el Desarrollo Integral de la Fa­
milia, del Consejo Estatal de Familia y del Re­
gistro Civil, todos del Estado de Jalisco, así como 
de la Presidencia Municipal de Arandas, Jalisco, 
y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. En fechas 11 de enero, y 26 y 27 de febrero de 
2001, la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos recibió los escritos de los señores Luis 
Guillermo Álvarez del Castillo, Estela Rodríguez 
Rivas, María del Rocío Lara Godínez, María Ele­
na Alvarado Rodríguez, María de los Ángeles Orta 
Molina, Martha Alicia González Cisneros y Mar­
celino Sánchez González, a través de los cuales 
refirieron su inconformidad al seguimiento de las 
quejas que presentaron ante la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Jalisco y que se encon­
traban siendo sustanciadas en los expedientes 47/ 
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00/IV, 653/00/IV, 996/00/IV, 1163/00/III, 2131/00/ 
IV, 2307/00/IV, 2426/00/IV y 2535/00/IV, en la 
Tercera y Cuarta Visitadurías, respectivamente. 

B. Con motivo de las referidas promociones, esta 
Comisión Nacional inició los expedientes 2001/ 
6/Q, 2001/54/Q, 2001/55/Q, 2001/56/Q, 2001/57/Q, 
2001/58/Q y 2001/68/Q, a los que se agregaron 
los informes y las constancias que se les requi­
rieron a las licenciadas María Guadalupe Ramos 
Ponce y María Teresa Medina Villalobos, Tercera 
y Cuarta Visitadoras Generales de la menciona­
da Comisión Estatal, documentos que se valora­
rán en el capítulo de observaciones de la presen­
te Recomendación. 

C. En virtud de que los hechos contenidos en el 
expediente 2001/58/Q guardan íntima relación 
con los expedientes sustanciados ante esta Comi­
sión Nacional, en los cuales intervinieron de ma­
nera directa y activa los servidores públicos de 
la Procuraduría General de Justicia, del Sistema 
para el Desarrollo Integral de la Familia y del Re­
gistro Civil del Estado de Jalisco, así como del 
Consejo Estatal de Familia, en su carácter de ór­
gano encargado de coordinar, con las institucio­
nes públicas y privadas, la guarda y cuidado de los 
menores cuyos padres, por alguna razón, se en­
cuentren involucrados en algún procedimiento 
legal ante diversas autoridades administrativas o 
jurisdiccionales de esa Entidad Federativa, lo cual 
permitió calificar de grave el referido expediente, 
debido a la forma reiterada en que se condujeron 
las citadas autoridades, esta Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos determinó procedente, 
con fundamento en los artículos 60 de la Ley de 
la Comisión Nacional de Derechos Humanos y 
156 de su Reglamento Interno, ejercitar la facul­
tad de atracción para continuar con su sustancia­
ción, ya que los actos constitutivos de la queja 
contenidos en dicho expediente trascienden el 
interés de esa Entidad Federativa e inciden en la 

opinión pública nacional, registrándose la queja 
con el número 2001/1143. 

D. Cabe mencionar que la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, con base en la valoración 
practicada a las constancias contenidas en los re­
cursos de queja 2001/06/Q, 2001/54/Q, 2001/55/Q, 
2001/56/Q, 2001/57/Q y 2001/68/Q, así como en 
el expediente de queja 2001/1143, observó que los 
actos referidos se encuentran estrechamente rela­
cionados, por lo cual, al existir conexidad entre 
los hechos e identidad en las autoridades respon­
sables en las irregularidades cometidas en agra­
vio de los menores Federico de Jesús Navarro Her­
nández, Álvaro Germán de Jesús Amezcua (Álvaro 
Germán Amezcua Reynoso o Germán de Jesús 
Amezcua o Jesús Amezcua), Gilberto Ávalos Ro­
dríguez, Yajaira Montserrat y María Guadalupe 
Lara Godínez, Jaime Jonathan Alvarado Rodrí­
guez, Diana Jazmín Álvarez González y Diego 
Alejandro y Abraham de Jesús Sánchez Ruvalca­
ba, y que tales hechos versan sobre los derechos 
fundamentales reconocidos tanto por ordenamien­
tos jurídicos nacionales como internacionales, de 
conformidad con el artículo 82 del Reglamento In­
terno de esta Comisión Nacional, acordó la acumu­
lación de los expedientes de queja al 2001/1143. 

II. EVIDENCIAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. El expediente 2001/1143 

1. El escrito del recurso de queja presentado ante 
esta Comisión Nacional por el señor Juan Ma­
nuel Estrada Juárez el 27 de febrero de 2001. 

2. El oficio CEDH/783/01/IV, del 20 de marzo 
de 2001, suscrito por la licenciada María Teresa 
Medina Villalobos, Cuarta Visitadora General de 
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la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Ja­
lisco, mediante el cual remitió el informe sobre el 
trámite de la queja 47/00/IV, acompañando el ex­
pediente original, en donde consta una copia de 
la averiguación previa 581/99, iniciada el 23 de no­
viembre de 1999 por la denuncia de hechos pre­
sentada por la señora Martha Alicia González Cis­
neros, resaltando por su importancia las siguientes 
constancias: 

a) La comparecencia del 21 de enero de 2000, de 
la señora Martha Alicia González Cisneros ante la 
licenciada Rosa María Medina Enríquez, Coor­
dinadora de Oficinas Regionales de la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco. 

b) El oficio 86/2000, del 21 de enero de 2000, sus­
crito por la señora María Angélica Alvizo Loza­
no, oficial del Registro Civil en Arandas, Jalis­
co, mediante el cual remitió el informe requerido 
por la Comisión Estatal de Derechos Humanos 
de Jalisco. 

c) El diverso 162/2000, del 21 de enero de 2000, 
signado por el señor Eduardo López Camarena, 
Presidente Municipal de Arandas, Jalisco, por me­
dio del cual obsequió el informe requerido por el 
Organismo Estatal. 

d) El escrito del 25 de enero de 2000, firmado 
por la señora Martha Alicia González Cisneros, 
mediante el cual amplió su queja ante la Comi­
sión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco. 

e) Los escritos del 28 de enero, 17 de febrero y 
17 de marzo de 2000, suscritos por el ingeniero 
Juan Manuel Estrada Juárez, Presidente de la 
Fundación de Niños Robados y Desaparecidos 
(Find), A. C., a través de los cuales le entregó a 
la Presidenta de la Comisión Estatal de Dere­
chos Humanos de Jalisco la copia de un video en 
el que constan los atropellos cometidos por las 

autoridades municipales de Arandas, Jalisco, 
en contra de la señora Martha Alicia González 
Cisneros. 

f) Las actas circunstanciadas del 28, 29 y 30 de 
mayo de 2001, suscritas por visitadores adjun­
tos de la Segunda Visitaduría General de la Co­
misión Nacional de los Derechos Humanos. 

g) Un diverso sin número, del 30 de mayo de 
2001, signado por el doctor Alejandro Martínez 
Gómez, Director General del Sistema para el 
Desarrollo Integral de la Familia para el Estado 
de Jalisco, por medio del cual informó a esta Co­
misión Nacional que el menor Federico de Jesús 
Navarro Hernández se encontraba en la casa ho­
gar “El Portal de Belén del Niño Jesús”, en el Mu­
nicipio de Arandas, Jalisco, bajo la custodia del 
Consejo Estatal de Familia. 

h) Un oficio sin número y sin fecha, suscrito por 
el Presidente Municipal de Arandas, Jalisco, 
por medio del cual informó a esta Comisión Na­
cional que en el Registro Civil de Arandas, Jalis­
co, se registró al menor Federico de Jesús Navarro 
Hernández. 

B. El expediente 2001/57/Q 

1. El escrito del recurso de queja presentado ante 
esta Comisión Nacional por el señor Juan Manuel 
Estrada Juárez en representación de María de los 
Ángeles Orta Molina, el 27 de febrero de 2001. 

2. Los oficios 707/01/IV y 784/00/IV, del 6 y 20 
de marzo de 2001, respectivamente, suscritos por 
la licenciada María Teresa Medina Villalobos, 
Cuarta Visitadora General de la Comisión Esta­
tal de Derechos Humanos de Jalisco, mediante 
el cual remitió el original del expediente 653/00/ 
IV, al que acompañó con una copia de la averi­
guación previa 121/00/V. 
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3. El acta circunstanciada del 30 de mayo de 
2001, suscrita por visitadores adjuntos de la Se­
gunda Visitaduría General de la Comisión Na­
cional de los Derechos Humanos. 

C. El expediente 2001/55/Q 

1. El escrito del recurso de queja presentado el 
26 de febrero de 2001 ante esta Comisión Nacio­
nal por la señora María del Rocío Lara Godínez. 

2. El oficio CEDHJ/789/00/IV, del 22 de marzo 
de 2001, suscrito por la licenciada María Teresa 
Medina Villalobos, Cuarta Visitadora General de 
la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Ja­
lisco, mediante el cual remitió el informe, así como 
el expediente original de la queja 2535/00/IV, al 
que acompañó con una copia de la causa penal 
148/2000. 

3. El acuerdo del 15 de marzo de 2001, suscrito 
por la licenciada María Teresa Medina Villalo­
bos, Cuarta Visitadora General de la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco, en el 
cual ordenó acumular las constancias de la queja 
2535/00/IV a la 2426/00/IV, en virtud de que los 
actos y autoridades que señaló la quejosa Rocío 
Lara Godínez tienen relación con los que se ven­
tilan en la queja presentada ante esa Comisión 
Estatal por el señor Marcelino Sánchez González. 

D. El expediente 2001/68/Q 

1. El escrito del recurso de queja presentado el 
26 de febrero de 2001 ante esta Comisión Nacio­
nal por la señora Elsa Stettner Terrazas, en repre­
sentación del señor Marcelino Sánchez González 
y de sus hijos Diego Alejandro y Abraham de Je­
sús Sánchez Ruvalcaba, a través del cual se in-
conformó con la actuación del personal de la 
Cuarta Visitaduría de la Comisión Estatal de De­
rechos Humanos de Jalisco. 

2. El oficio CEDHJ/788/00/IV, del 22 de marzo 
de 2001, suscrito por la licenciada María Teresa 
Medina Villalobos, Cuarta Visitadora General de 
la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Ja­
lisco, mediante el cual remitió el informe y el ex­
pediente original de la queja 2426/00/IV, al que 
acompañó con una copia de la averiguación pre­
via 4729/98. 

3. El acuerdo del 15 de marzo de 2001, suscrito 
por la licenciada María Teresa Medina Villalo­
bos, Cuarta Visitadora General de la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco, en el 
cual ordenó acumular las constancias de la queja 
2535/00/IV a la 2426/00/IV, en virtud de que los 
actos y autoridades que señaló la quejosa Ro­
cío Lara Godínez tienen relación con los que se 
ventilan en la queja presentada ante esa Co­
misión Estatal por el señor Marcelino Sánchez 
González. 

E. El expediente 2001/6/Q 

1. El escrito recibido por esta Comisión Nacio­
nal el 11 de enero de 2001, suscrito por el licen­
ciado Luis Guillermo Álvarez del Castillo. 

2. El oficio 1214/01/III, del 22 de marzo de 2001, 
suscrito por la licenciada María Guadalupe Ra­
mos Ponce, Tercera Visitadora General de la Comi­
sión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco, a 
través del cual rindió el informe que le solicitó 
esta Comisión Nacional y al que anexó el origi­
nal del expediente de queja 1163/00/III. 

3. El oficio CEDHJ/787/00/IV, del 22 de marzo 
de 2001, suscrito por la licenciada María Teresa 
Medina Villalobos, Cuarta Visitadora General de 
la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Ja­
lisco, a través del cual rindió el informe que le 
solicitó esta Comisión Nacional, al que anexó 
el original del expediente de queja 2307/00/IV, el 
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cual contiene una copia de las averiguaciones pre­
vias 144/99/II y 356/99/I. 

4. Los reportes psicológicos del 12 de febrero de 
2001 y sin fecha, que presentó a esta Comisión 
Nacional el licenciado Luis Guillermo Álvarez 
del Castillo, suscritos por los psicólogos Elsie 
Campos, Rebeca L. Pérez y Juan Carlos Múgica 
F., quienes recomendaron tratamiento psicotera­
péutico y terapia familiar al menor Álvaro Ger­
mán de Jesús Amezcua. 

F. El expediente 2001/54/Q 

1. El escrito del recurso de queja presentado ante 
esta Comisión Nacional por la señora Estela Ro­
dríguez Rivas el 26 de febrero de 2001. 

2. El oficio CEDHJ/786/00/IV, del 22 de marzo 
de 2001, mediante el cual la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de Jalisco remitió a esta Co­
misión Nacional un informe, al que anexó el ori­
ginal del expediente de queja 2131/00/IV, el cual 
contiene una copia de las averiguaciones previas 
22258/98 y 23470/98. 

3. Las comparecencias del 8 y 19 de mayo de 
2000, de los señores Jaime Barbosa Gutiérrez y 
María Carolina Padilla Flores ante la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos, para interponer una 
queja en contra de la licenciada Eurídice Pare­
des y de la psicóloga Eva Sánchez, del Consejo 
Estatal de Familia. 

G. El expediente 2001/56/Q 

1. El escrito del recurso de queja presentado ante 
esta Comisión Nacional por la señora María Ele­
na Alvarado Rodríguez, el 26 de febrero de 2001. 

2. El oficio CEDHJ/785/00/IV, del 22 de marzo 
de 2001, mediante el cual la Comisión Estatal de 

Derechos Humanos de Jalisco remitió a esta Co­
misión Nacional un informe, así como el original 
del expediente de queja 996/00/IV y su acumu­
lado 930/00/IV, al cual acompañó con una copia 
de la averiguación previa 19096/98/E. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

Los días 6 de enero, 2 de marzo, 17 de mayo, 7 
de junio, 11 de septiembre, 9 y 27 de octubre y 
8 de noviembre de 2000, los señores Martha Ali­
cia González Cisneros, María de los Ángeles Orta 
Molina, María Elena Alvarado Rodríguez y Luis 
Guillermo Álvarez del Castillo, en representa­
ción de María Ignacia Amezcua Reynoso, José 
Enrique de Jesús Séptimo, Estela Rodríguez 
Rivas, Marcelino Sánchez González y María del 
Rocío Lara Godínez, respectivamente, presen­
taron ante la Comisión Estatal de Derechos Hu­
manos de Jalisco escritos de queja en los que 
señalaron diversas conductas violatorias a los De­
rechos Humanos, cometidas por servidores pú­
blicos de la Procuraduría General de Justicia, del 
Sistema para el Desarrollo Integral de la Fami­
lia, del Consejo Estatal de Familia y del Regis­
tro Civil del Estado de Jalisco, quienes sin man­
damiento de autoridad legalmente facultada para 
ello les privaron del derecho a la custodia sobre 
los menores Federico de Jesús Navarro Her­
nández, Álvaro Germán de Jesús Amezcua (Ál­
varo Germán Amezcua Reynoso o Germán de 
Jesús Amezcua o Jesús Amezcua), Gilberto Áva­
los Rodríguez, Yajaira Montserrat y María Gua­
dalupe Lara Godínez, Jaime Jonathan Alvarado 
Rodríguez, Diana Jazmín Álvarez González y 
Diego Alejandro y Abraham de Jesús Sánchez 
Ruvalcaba, quienes conculcaron sus Derechos 
Humanos, y, por lo cual, se iniciaron los expe­
dientes de queja 47/00/IV, 653/00/IV, 996/00/ 
IV, 1163/00/III, 2131/00/IV, 2307/00/IV, 2426/ 
00/IV y 2535/00/IV. 
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Con sus acciones, dichas autoridades impidie­
ron que los menores en cita disfrutaran de las prerro­
gativas más elementales a que tienen derecho, como 
lo son permanecer en su entorno familiar, recibir 
un nombre y obtener su identidad, mismas que 
se encuentran reconocidas por el sistema jurídico 
mexicano, tanto a nivel interno como en los com­
promisos de carácter internacional que nuestro país 
ha suscrito en materia de los derechos del menor. 

Derivado de las inconformidades citadas, esta 
Comisión Nacional conoció del expediente de que­
ja 2001/1143 y de los recursos de queja 2001/6/ 
Q, 2001/54/Q, 2001/55/Q, 2001/56/Q, 2001/57/Q 
y 2001/68/Q, interpuestos por los quejosos en co­
mento, en los cuales señalaron las irregularidades 
en que incurrieron dichas autoridades locales, re­
sultando afectadas no solamente las personas que 
acudieron ante dicha Comisión Estatal a denun­
ciar las arbitrariedades realizadas en su contra, sino 
también fueron lesionados los intereses de los me­
nores, pues con las conductas desplegadas por 
los servidores públicos del Consejo Estatal de Fa­
milia y de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado de Jalisco a los menores Álvaro Germán 
de Jesús Amezcua, Diego Alejandro y Abraham de 
Jesús Sánchez Ruvalcaba se les mantuvo lejos del 
entorno familiar, en tanto que a los menores Fede­
rico de Jesús Navarro Hernández, Gilberto Áva­
los Rodríguez, Yajaira Montserrat y María Gua­
dalupe Lara Godínez, Jaime Jonathan Alvarado 
Rodríguez y Diana Jazmín Álvarez González se 
les ha mantenido alejados de sus progenitores. 

En virtud de que las autoridades señaladas como 
responsables ejercieron indebidamente el cargo 
que tenían conferido y, por lo tanto, con sus con­
ductas vulneraron los derechos de los quejosos, 
así como de los menores antes mencionados, lo 
que conlleva una violación a los derechos funda­
mentales de legalidad, seguridad jurídica y pro­
curación de justicia, previstos en los artículos 16 

y 21 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como a la violación de di­
versas normas de carácter nacional e internacio­
nal, esta Comisión Nacional procedió a la in­
vestigación de los hechos denunciados, lo que 
permitió la comprobación de las violaciones an­
tes señaladas, mismas que serán analizadas en 
el capítulo de observaciones del presente docu­
mento. 

IV. OBSERVACIONES 

Antes de entrar al estudio de las constancias que 
integran los expedientes de queja, es oportuno se­
ñalar que en nuestro país el Estado de Derecho 
sienta sus bases en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en cuyo texto se re­
conoce un catálogo de Derechos Humanos que 
otorgan y garantizan seguridad jurídica a los go­
bernados mediante el principio de legalidad. 

De igual forma, el reconocimiento de los de­
rechos del individuo frente al Estado también se 
encuentra consagrado en las leyes aprobadas por 
el Congreso de la Unión, en las leyes aprobadas 
por los Congresos locales de las Entidades Fede­
rativas y por los diversos ordenamientos interna­
cionales de los que el Estado mexicano es parte, 
entre los cuales están la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacio­
nal de Derechos Civiles y Políticos, que son re­
conocidos en el artículo 133 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos como 
ley suprema. 

Lo anterior permite concluir que en el texto 
de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, como ley suprema en el orden jurí­
dico mexicano, se establece el marco jurídico que 
siempre debe respetar la autoridad en sus actua­
ciones. 
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Con base en lo anterior y en virtud del análisis 
lógico-jurídico que se realizó sobre las constancias 
que integran el expediente de queja 2001/1143 y 
sus acumulados 2001/6/Q, 2001/54/Q, 2001/55/ 
Q, 2001/56/Q, 2001/57/Q y 2001/68/Q, para esta 
Comisión Nacional quedó acreditada la violación 
a los derechos de legalidad, seguridad jurídica y 
debida procuración de justicia de los señores Mar­
tha Alicia González Cisneros, José Enrique de Je­
sús Séptimo, María Ignacia Amezcua Reynoso, 
Estela Rodríguez Rivas, María del Rocío Lara 
Godínez, María Elena Alvarado Rodríguez, Ma­
ría de los Ángeles Orta Molina y Marcelino Sán­
chez González, así como de los menores Federi­
co de Jesús Navarro Hernández, Álvaro Germán de 
Jesús Amezcua (Álvaro Germán Amezcua Rey­
noso o Germán de Jesús Amezcua), Gilberto Áva­
los Rodríguez, Yajaira Montserrat y María Gua­
dalupe Lara Godínez, Jaime Jonathan Alvarado 
Rodríguez, Diana Jazmín Álvarez González y 
Diego Alejandro y Abraham de Jesús Sánchez 
Ruvalcaba, con base en las siguientes considera­
ciones: 

A. Por cuanto hace a la señora Martha Alicia Gon­
zález Cisneros y a su hijo recién nacido Federico 
de Jesús Navarro Hernández, está acreditada la 
violación a sus derechos fundamentales, ya que 
el 9 de octubre de 1998 el Presidente Municipal 
de Arandas, Jalisco, en funciones de oficial del 
Registro Civil, registró al menor Federico de Je­
sús Navarro Hernández como hijo de los seño­
res Federico Navarro Díaz y Angelina Hernández 
Orozco, sin que verificara la veracidad de la in­
formación que le fue proporcionada al expedir el 
acta correspondiente, situación que fue consen­
tida por el titular del Registro Civil de esa mu­
nicipalidad, y sin que el agente del Ministerio 
Público de Arandas, Jalisco, quien conocía de 
estos hechos, actuara conforme a sus atribucio­
nes legales, en atención a los siguientes razona­
mientos: 

1. Por medio de un escrito del 16 de noviembre 
de 1999, la señora Martha Alicia González Cis­
neros denunció ante el Procurador de Justicia en 
el Estado el robo de infante del que había sido 
objeto, señalando que el 29 de septiembre de 1998 
dio a luz a un niño, mismo que al día siguiente 
fue entregado por su concubinario, el señor An­
drés González Galindo, a los señores Federico Na­
varro Díaz y Angelina Hernández Orozco; que 
tales hechos también los hizo del conocimiento 
del agente del Ministerio Público de Arandas, Ja­
lisco, el 23 de septiembre de 1999, quien solamen­
te se limitó a citar a los denunciados, a quienes 
les hizo saber el delito en que habían incurrido, 
invitándolos a que le regresaran a su hijo. 

Posteriormente, el 7 de enero de 2000 la seño­
ra Martha Alicia González Cisneros amplió su 
escrito de denuncia en contra del Presidente Mu­
nicipal de Arandas, Jalisco, por haber autoriza­
do, sin su consentimiento, el registro de su menor 
hijo en favor de terceras personas, reiterando, asi­
mismo, que la licenciada María de Lourdes Ál­
varez González, agente del Ministerio Público de 
dicha municipalidad, no obstante conocer los ac­
tos perpetrados en su contra, omitió actuar con­
forme a sus atribuciones. 

2. Por medio de un escrito del 6 de enero de 2000 
la señora Martha Alicia González Cisneros hizo 
del conocimiento de la Comisión Estatal de De­
rechos Humanos de Jalisco los hechos denuncia­
dos ante la Procuraduría General de Justicia de 
la Entidad Federativa citada, abriéndose el expe­
diente de queja 47/00/IV, donde se solicitaron, 
tanto al Presidente Municipal como al oficial del 
Registro Civil de Arandas, Jalisco, los informes co­
rrespondientes. 

En tal virtud, mediante el oficio 162/2000, del 
21 de enero de 2000, el señor Eduardo López Ca­
marena, Presidente Municipal de Arandas, Jalisco, 
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manifestó que el 9 de octubre de 1998, de acuer­
do con lo establecido por la Ley del Registro Civil 
del Estado, y cumpliendo los requisitos que la ley 
marca para ese tipo de actos, llevó a cabo un regis­
tro bajo la clave número 140080198010433, de la 
Oficina Número 1, del libro 6, del acta 01043, de 
esa localidad, sin conocer ni tomar en considera­
ción los datos sobre los antecedentes del menor 
en mención, información que en los mismos tér­
minos rindió María Angélica Alvizo Lozano, ofi­
cial del Registro Civil en Arandas, Jalisco, me­
diante el oficio 86/2000, de la fecha citada. 

3. El 27 de febrero de 2001 el señor Juan Manuel 
Estrada Juárez y la licenciada Cristina Sttener, in­
tegrantes de la Fundación Nacional de Niños Ro­
bados y Desaparecidos, A. C., presentaron ante 
esta Comisión Nacional un recurso de queja en 
representación de la señora Martha Alicia Gon­
zález Cisneros, con motivo de las irregularida­
des en que incurrieron las autoridades adminis­
trativas señaladas con antelación, al autorizar un 
acta de nacimiento con el propósito de quitarle a 
su hijo a la señora González Cisneros; dicho recur­
so fue registrado con el número 2001/58/Q, y, 
en virtud de la dilación en que incurrió la Comi­
sión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco en 
su tratamiento, el 10 de abril de 2001 se acordó su 
atracción hacia esta Comisión Nacional de los De­
rechos Humanos, donde quedó registrado con el 
número de expediente 2001/1143, en el cual se so­
licitaron los informes correspondientes. 

Con objeto de allegarse de mayores elementos 
de prueba, visitadores adjuntos de esta Comisión 
Nacional acudieron el 28 de mayo de 2001 a la ciu­
dad de Arandas, Jalisco, lugar en donde se entre­
vistaron con los señores Federico Navarro Díaz 
y Angelina Hernández Orozco, quienes manifes­
taron que la oficial del Registro Civil de esa muni­
cipalidad, aun sabiendo que el menor presentado 
no era hijo de ellos, se los registró como suyo. 

4. Ahora bien, respecto de la actuación de la li­
cenciada María de Lourdes Álvarez González, 
agente del Ministerio Público de Arandas, Jalis­
co, en torno a los hechos contenidos en el expe­
diente de queja, esta Comisión Nacional pudo 
constatar, del estudio de las constancias que obran 
en el mismo, que si bien dicha funcionaria aten­
dió la denuncia que presentó la señora Martha 
Alicia González Cisneros el 16 de noviembre de 
1999 ante el Procurador General de Justicia de ese 
Estado, y por lo cual se inició, el 23 del mes y año 
citados, la averiguación previa 581/99, de la revi­
sión practicada a la citada indagatoria no se es­
tablece que dicha agente del Ministerio Público 
hubiera agotado las líneas de investigación en re­
lación con los hechos en los cuales estaba invo­
lucrado el menor Federico de Jesús Navarro Her­
nández, pues no obra constancia alguna en la que 
se haya ordenado la comparecencia del Presidente 
Municipal ni de los funcionarios del Registro Ci­
vil de Arandas, Jalisco, quienes de manera irregu­
lar procedieron al registro del menor de referen­
cia, para que rindieran su declaración en torno a 
los hechos señalados. 

No es óbice para arribar a esta conclusión el 
hecho de que, el 12 de enero de 2000 la agente 
del Ministerio Público, al momento de ejercitar la 
acción penal ante el Juez Mixto de Primera Ins­
tancia del Séptimo Partido Judicial en el Estado, 
en contra de Martha Alicia González Cisneros, 
Federico Navarro Díaz y Angelina Hernández 
Orozco, haya dejado abierta la causa para seguir 
investigando respecto de los diversos delitos y pro­
bables responsables que pudieran resultar de la 
secuela de la averiguación previa 581/99, pues de 
las actuaciones practicadas por visitadores ad­
juntos de esta Comisión Nacional, el 29 de mayo 
del año en curso en la ciudad de Tepatitlán, Jalis­
co, al entrevistarse con el licenciado Carlos Za­
mudio Grave, Delegado Regional de la Procuradu­
ría General de Justicia en esa municipalidad, les 
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manifestó que esa Delegación Regional no tenía 
conocimiento de la existencia de investigación al­
guna en contra de los servidores públicos de Aran-
das, Jalisco, con motivo de los hechos relacio­
nados con el robo del menor Federico de Jesús 
Navarro Hernández. 

De las consideraciones expuestas se despren­
de que tanto el Presidente Municipal de Arandas, 
Jalisco, como la oficial del Registro Civil de la mis­
ma municipalidad indebidamente realizaron las 
funciones que como servidores públicos tenían 
conferidas, pues si bien los artículos 18 y 22 de la 
Ley del Registro Civil del Estado de Jalisco esta­
blecen que el Presidente Municipal puede realizar 
las labores encomendadas al oficial del Registro 
Civil, así como suplir sus faltas temporales, tam­
bién lo es que omitieron solicitar a los presentan­
tes del menor la información requerida por el se­
gundo párrafo del artículo 41 del ordenamiento 
mencionado, consistente en la manifestación que 
debieron rendir dos testigos, vecinos o conoci­
dos de la madre, quienes supieran y les constara 
la gravidez y la fecha de nacimiento, teniendo la 
obligación de cerciorarse de la información ver­
tida ante ellos. 

Asimismo, se llega a la conclusión de que la 
licenciada María de Lourdes Álvarez González, 
agente del Ministerio Público de Arandas, Jalis­
co, de la Procuraduría General de Justicia en el 
Estado, dejó de observar las obligaciones que su 
cargo le confería, al no haber realizado en su to­
talidad las diligencias necesarias para el esclare­
cimiento de los hechos en los cuales se encontró 
involucrado el menor Federico de Jesús Navarro 
Hernández, pues a pesar de que para la debida in­
tegración de la averiguación previa número 581/ 
99 eran necesarias las declaraciones tanto del Pre­
sidente Municipal como del oficial del Registro 
Civil de Arandas, Jalisco, dicha funcionaria omi­
tió girar los oficios de comparecencia respectivos, 

que de la propia indagatoria resultaban, con lo 
cual dejó de observar las obligaciones que le se­
ñala el artículo 6o. transitorio de la Ley Orgáni­
ca de la Procuraduría General de Justicia del Es­
tado de Jalisco. 

De todo lo anterior esta Comisión Nacional ad­
vierte que los servidores públicos, tanto del Mu­
nicipio de Arandas, Jalisco, como de la Procu­
raduría General de Justicia en ese Estado, que 
participaron en los hechos materia de la presente 
queja, que dio origen al expediente 2001/1143 y 
acumulados, ejercieron indebidamente el cargo 
que tenían conferido y, por lo tanto, violaron el de­
recho a la legalidad, a la seguridad jurídica y a la 
procuración de justicia, en agravio de la señora 
Martha Alicia González Cisneros y de su hijo Fe­
derico de Jesús Navarro Hernández, lo cual con­
lleva una violación a los derechos fundamenta­
les que imperan en un Estado de Derecho y que 
se encuentran consagrados en los artículos 16 y 
21 de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos, así como en los numerales 3.1, 
8.1, 9.1, 16.1 y 27.1 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño; 3o. y 4o. de la Declaración 
sobre los Principios Sociales y Jurídicos relati­
vos a la Protección y el Bienestar de los Niños; 
16 del Protocolo Adicional a la Convención Ame­
ricana sobre Derechos Humanos en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
“Protocolo de San Salvador”; 2o. de la Declara­
ción Universal de Derechos Humanos, así como 
4o.; 7o.; 9o.; 23, párrafo segundo, y 44, de la Ley 
para la Protección de los Derechos de Niñas, Ni­
ños y Adolescentes, que en lo sustancial estable­
cen que el niño gozará de una protección espe­
cial y dispondrá de oportunidades y servicios para 
que pueda desarrollarse física, mental, moral, es­
piritual y socialmente en forma saludable y nor­
mal, así como en condiciones de libertad y dig­
nidad, atendiendo siempre al interés superior de 
la infancia; asimismo, que el niño, para el pleno y 
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armonioso desarrollo de su personalidad, necesi­
ta amor y comprensión, y siempre que sea posible 
deberá crecer al amparo y bajo la responsabilidad 
de sus padres y, salvo circunstancias excepciona­
les o por determinación judicial de autoridad com­
petente, no deberá separase al niño de corta edad 
de su madre. 

B. Por cuanto hace a la señora María de los Án­
geles Orta Molina y a su hija recién nacida Dia­
na Jazmín Álvarez González está acreditada la 
violación a sus derechos fundamentales, ya que, 
el 22 de septiembre de 1997, la licenciada María 
de Lourdes Álvarez González, agente del Ministe­
rio Público en Yahualica, Jalisco, sin mandamien­
to legal alguno que la autorizara al efecto, se apo­
deró de su hija, a quien registró a su nombre el 29 
del mes y año mencionados, en atención a los si­
guientes razonamientos: 

1. Por medio de un escrito del 24 de febrero de 
2000, el ingeniero Juan Manuel Estrada Juárez, 
Presidente de la Fundación Nacional de Niños Ro­
bados y Desaparecidos, A. C., denunció ante el 
Procurador General de Justicia del Estado de Ja­
lisco que el 19 de septiembre de 1997 la señora 
María de los Ángeles Orta Molina dio a luz a una 
menor en el Hospital Regional de Yahualica, a la 
que dejó encargada con la señora María Esquivias 
Saldaña, vecina de esa población, quien, aconse­
jada por unos policías municipales, presentó a la 
menor en la Presidencia Municipal el 22 del mes 
y año mencionados, siendo interceptada por la li­
cenciada María de Lourdes Álvarez González, 
agente del Ministerio Público de la población de 
Yahualica, a quien le informó de los hechos, y 
ésta, aprovechándose de la situación, con amena­
zas de remitirla a la cárcel, se apoderó de la re­
cién nacida, a quien registró el 29 de septiembre de 
1997 como hija suya ante el oficial del Registro Ci­
vil de Yahualica, Jalisco, con el nombre de Dia­
na Jazmín Álvarez González, y fungieron como 

testigos de dicho acto las servidoras públicas Al­
tagracia Hernández Galván y María Edelmira Va­
llarta Gómez, utilizando para tal efecto una cons­
tancia de nacimiento falsa, que le fue otorgada por 
la doctora María Guadalupe Sánchez Loredo. 

Por lo anterior, el 1 de marzo de 2000 se inició 
la indagatoria 5031/2000 ante el licenciado José 
Ángel López Sánchez, agente del Ministerio Pú­
blico de Guadalajara, Jalisco, y el 28 de agosto 
del año en cita las actuaciones que conformaban 
dicha indagatoria fueron remitidas al conocimien­
to del licenciado Ricardo Zárate Solís, agente del 
Ministerio Público Visitador, quien, a su vez, ini­
ció la averiguación previa 121/2000. 

Cabe mencionar que el 24 del mes y año en cita 
la agraviada María de los Ángeles Orta Molina 
se presentó ante la licenciada Álvarez González 
para que le entregara a su hija, a lo cual, sin fun­
damento legal alguno, se negó y bajo amenazas 
de remitirla a la cárcel la obligó a retirarse. 

2. En virtud de la nota periodística publicada en 
el diario El Occidental, el 25 del mes y año en cita, 
en el cual se señaló que “funcionarios de la Pro­
curaduría General de Justicia del Estado de Ja­
lisco se apoderaron de una niña”, la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco inició, 
el 29 de febrero de 2000, el acta de investiga­
ción 77/00/II/A, por la cual se le solicitó la in­
formación relativa al licenciado Roberto Aguilera 
Hernández, encargado del Despacho de la Pro­
curaduría General de Justicia en esa Entidad Fe­
derativa. 

En este sentido, el 24 de marzo de 2000, me­
diante el oficio 464/2000, el licenciado Manuel Dá­
vila Flores, Director de Supervisión de Derechos 
Humanos de la Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Jalisco, remitió una copia certifi­
cada de la averiguación previa 5031/2000, abierta 
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con motivo de los hechos materia de la presente 
queja. 

Asimismo, por medio de un escrito del 2 de mar­
zo de 2000, el ingeniero Juan Manuel Estrada 
Juárez, Presidente de la Fundación Nacional de 
Niños Robados y Desaparecidos, A. C., hizo del 
conocimiento de la Comisión Estatal de Dere­
chos Humanos de Jalisco los hechos denunciados 
ante la Procuraduría General de Justicia de la 
misma Entidad Federativa, abriéndose el expe­
diente de queja 653/00/IV, al cual se acumuló el 
acta de investigación 77/00/II/A, del 9 de mayo 
del año en cita, solicitándose a la licenciada Ma­
ría de Lourdes Álvarez González, agente del Mi­
nisterio Público de Arandas, Jalisco, y a las se­
ñoras Altagracia Hernández Galván, actuaria, y 
María Edelmira Vallarta Gómez, secretaria, am­
bas adscritas a la Agencia del Ministerio Público 
en Yahualica, en esa Entidad Federativa, los in­
formes correspondientes. 

El 13 de junio de 2000, mediante los oficios 360/ 
2000 y 361/2000, las señoras María Edelmira 
Vallarta Gómez y Altagracia Hernández Galván, 
respectivamente, remitieron los informes reque­
ridos por la Comisión Estatal de Derechos Hu­
manos, en los que señalaron que firmaron el acta 
de nacimiento de la menor en el lugar donde se 
encontraban laborando, a petición de la licencia­
da María de Lourdes Álvarez González, sin sa­
ber lo que contenía dicho documento, y, a través 
de un escrito del 11 de noviembre del año citado, 
la licenciada María de Lourdes Álvarez González 
informó a la Comisión Estatal no ser ciertos ta­
les hechos. 

Con objeto de conocer el trámite de la averi­
guación previa 121/2000, visitadores adjuntos de 
esta Comisión Nacional acudieron a la ciudad 
de Guadalajara, Jalisco, en donde el 30 de mayo de 
2001 fueron informados, por el licenciado Feli­

pe García Bajonero, Director General de Visita­
duría de la Procuraduría General de Justicia en el 
Estado, que la citada indagatoria, relacionada con 
el caso de la señora María de los Ángeles Orta Mo­
lina, se encontraba en trámite, agregando que exis­
tía un procedimiento administrativo instaurado en 
contra de la entonces titular del Ministerio Públi­
co en Arandas, Jalisco, en el expediente 53/2001/B. 

3. El 27 de febrero de 2001 esta Comisión Na­
cional recibió el escrito de queja suscrito por Juan 
Manuel Estrada Juárez, en representación de la 
señora María de los Ángeles Orta Molina, en el 
que señaló que la queja instaurada en la Comi­
sión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco en 
contra de las autoridades de la Procuraduría de 
Justicia de esa Entidad Federativa en Yahualica, 
no ha presentado avances significativos; dicho es­
crito fue registrado con el número de expediente 
2001/57/Q, solicitándose los informes correspon­
dientes. 

4. Del análisis efectuado a las constancias remi­
tidas por las autoridades señaladas como respon­
sables se advierte lo siguiente: 

a) El 19 de septiembre de 1997 la señora María 
de los Ángeles Orta Molina dio a luz a una me­
nor, a quien dejó encargada con la señora María 
Esquivias Saldaña, quien fue interceptada por la 
licenciada María de Lourdes Álvarez González, 
agente del Ministerio Público de la población de 
Yahualica, y ésta, con amenazas de remitirla a la 
cárcel, le quitó a la menor para registrarla como 
hija suya el 29 de septiembre de 1997 ante el ofi­
cial del Registro Civil de la misma población. 

Cabe precisar que la representante social, para 
obtener el registro de la menor, presentó ante el 
Registro Civil de Yahualica una constancia de 
nacimiento que le fue otorgada por la pediatra 
María Guadalupe Sánchez Loredo, empleada del 
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Hospital de Jesús de Yahualica, S. A. de C. V., en 
la que se asentó que ella era la madre de la me­
nor, y la registró ante el ingeniero J. Guadalupe 
Ruvalcaba R., oficial número uno del Registro 
Civil de Yahualica, Jalisco, con el nombre de 
Diana Jazmín Álvarez González, fungiendo 
como testigos de dicho acto las servidoras públi­
cas Altagracia Hernández Galván y María Edel­
mira Vallarta Gómez, quienes, sin embargo, no 
comparecieron en dicho acto, ya que la licencia­
da María de Lourdes Álvarez González les pre­
sentó en el lugar de su trabajo el acta de registro 
para su firma. 

b) Al escrito de denuncia el ingeniero Juan Ma­
nuel Estrada Juárez acompañó diversas documen­
tales, dentro de las cuales, por su importancia, re­
salta la carta responsiva del 24 de octubre de 1997, 
suscrita por la doctora María Guadalupe Sánchez 
Loredo, en la que manifestó que bajo su estricta res­
ponsabilidad extendió a la señora María de Lour­
des Álvarez González una constancia de nacimien­
to en hojas membretadas propiedad del Hospital 
de Jesús de Yahualica, S. A. de C. V., sellada, sin 
contar con autorización alguna para ello, lo que 
se corroboró con el escrito firmado por el doctor 
Raúl Bracamontes P., Director del hospital, en 
el que hizo constar que en los archivos de esa clí­
nica no existen antecedentes de haber atendido a 
la señora Álvarez González de parto en ninguna 
fecha, además de que la doctora María Guadalupe 
Sánchez nunca atendió dicho parto en esa institu­
ción, así como la constancia de nacimiento del 21 
de febrero de 2000, expedida por el doctor Luis 
Alfonso E. Partida Sánchez, Director del Hospi­
tal Regional de Yahualica, Jalisco, en la cual certi­
ficó que en esa unidad nació la bebé de apellidos 
Orta Molina el 19 de septiembre de 1997 a las 
18:05 horas. 

Por las consideraciones vertidas con anteriori­
dad, esta Comisión Nacional advierte que la licen­

ciada María de Lourdes Álvarez González, agente 
del Ministerio Público de la Procuraduría Gene­
ral de Justicia en el Estado de Jalisco, dejó de ob­
servar las obligaciones que su cargo le confería 
y, en un ejercicio abusivo de la autoridad que le 
otorgaba la función que desempeñaba, satisfizo in­
debidamente un interés personal, apoderándose 
sin mandato legítimo de una recién nacida, segre­
gándola del medio familiar que le es propio, para 
presentarla ante el Registro Civil y registrarla co­
mo hija suya, contraviniendo así lo dispuesto por 
el artículo 61, fracciones I, III, VI y XVII, de la 
Ley de Responsabilidades de los Servidores Pú­
blicos del Estado de Jalisco, y utilizando de ma­
nera indebida las facultades que le confería su 
cargo. 

Para esta Comisión Nacional no pasa desa­
percibido que con su actuación las servidoras 
públicas Altagracia Hernández Galván y María 
Edelmira Vallarta Gómez, actuaria y secretaria, 
respectivamente, de la agencia del Ministerio Pú­
blico de Yahualica, Jalisco, también violentaron 
lo dispuesto por el artículo 61, fracciones I, VII, 
VIII y XX, del ordenamiento legal antes citado, 
pues sin que existiera mandato legítimo apoyaron 
el acto indebido de registro de la recién nacida 
en favor de la licenciada María de Lourdes Ál­
varez González, y omitieron denunciar ante la au­
toridad administrativa interna competente las irre­
gularidades cometidas por la licenciada Álvarez 
González. 

Finalmente, del estudio de las constancias esta 
Comisión Nacional pudo constatar que no se han 
agotado de manera completa las líneas de inves­
tigación en relación con los hechos en los cuales 
está involucrada la menor Diana Jazmín Álvarez 
González, pues no obra constancia alguna en la 
que se haya ordenado la comparecencia de los 
servidores públicos involucrados, ni se han reca­
bado las pruebas que permitan determinar lo que 
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conforme a Derecho corresponda en la indaga­
toria de mérito, con lo cual, igualmente, el Mi­
nisterio Público que conoce de los mismos dejó 
de observar las obligaciones que le señala el ar­
tículo 6o. transitorio de la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de 
Jalisco, y con ello vulneró en perjuicio de la se­
ñora María de los Ángeles Orta Molina y de su 
menor hija, Diana Jazmín Álvarez González, el 
derecho a la procuración de justicia que les reco­
noce el artículo 21 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 

De todo lo anterior, esta Comisión Nacional ad­
vierte que los servidores públicos de la Procuradu­
ría General de Justicia en el Estado, que participa­
ron en los hechos materia de la presente queja, que 
dio origen al expediente 653/00/IV, ejercieron inde­
bidamente el cargo que tenían conferido y, por lo 
tanto, violaron el derecho a la legalidad, a la se­
guridad jurídica y a la procuración de justicia, 
respectivamente, en agravio de la señora María 
de los Ángeles Orta Molina y de su hija Diana Jaz­
mín Álvarez González, lo cual conlleva una vio­
lación a los derechos fundamentales que impe­
ran en un Estado de Derecho y que se encuentran 
consagrados en los artículos 16 y 21 de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
así como en los numerales 4o.; 7o.; 9o.; 23, párra­
fo segundo, y 44, de la Ley para la Protección de 
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; 3.1, 
8.1, 9.1, 16.1 y 27.1 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño; 16 del Protocolo Adicional 
a la Convención Americana sobre Derechos Hu­
manos en Materia de Derechos Económicos, So­
ciales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”; 
3o. y 4o. de la Declaración sobre los Principios 
Sociales y Jurídicos relativos a la Protección y el 
Bienestar de los Niños, y 2o. de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, que en lo sus­
tancial establecen que el niño gozará de una pro­
tección especial y dispondrá de oportunidades y 

servicios para que pueda desarrollarse física, men­
tal, moral, espiritual y socialmente, en forma salu­
dable y normal, así como en condiciones de liber­
tad y dignidad, siendo la consideración fundamental 
que siempre se atenderá el interés superior de la 
infancia; asimismo, que el niño, para el pleno y 
armonioso desarrollo de su personalidad, necesita 
amor y comprensión y, siempre que sea posible, de­
berá crecer al amparo y bajo la responsabilidad 
de sus padres y, salvo circunstancias excepciona­
les o por determinación judicial de autoridad com­
petente, no deberá separarse al niño de corta edad 
de su madre. 

5. Asimismo, la revisión de las constancias que 
integran el expediente 653/00/IV, permitió a esta 
Comisión Nacional observar que el trámite rea­
lizado por la Comisión Estatal de Derechos Hu­
manos de Jalisco no procuró resarcir los Dere­
chos Humanos de la menor Diana Jazmín Álvarez 
González, de las cuales destacan, por su grave­
dad e impacto, las siguientes: 

El 1 de marzo de 2000 la Segunda Visitaduría 
General de la Comisión Estatal de Derechos Hu­
manos de Jalisco inició el acta de investigación 
077/2000/II, motivada por una nota periodística 
publicada en El Occidental en donde se señaló 
que funcionarios de la Procuraduría General de 
Justicia se apoderaron de una recién nacida; acta 
que fue remitida el 16 del mayo del año en cita a 
la Cuarta Visitaduría General. 

Por su parte, la Cuarta Visitaduría General ini­
ció el expediente 653/00/IV, con motivo de la que­
ja presentada, el 3 de marzo de 2000, por el in­
geniero Juan Manuel Estrada Juárez, Presidente 
de la Fundación Nacional de Niños Robados y De­
saparecidos, S. A. de C. V., en representación de 
la señora María de los Ángeles Orta Molina y su 
menor hija Diana Jazmín Álvarez González, en 
contra de la Procuraduría General de Justicia del 

71 



 

 

Gaceta de la CNDH 

Estado de Jalisco, y la admitió hasta el 10 de ma­
yo del año citado, contraviniendo así lo dispuesto 
por los artículos 48 de la Ley de la Comisión Es­
tatal de Derechos Humanos de Jalisco, así como 
6o. de su Reglamento Interno de Trabajo, pues 
el procedimiento que se siguió no fue breve ni 
sencillo, y, en consecuencia, no se aplicaron los 
principios de inmediatez, concentración y rapi­
dez, lo cual motivó, además, un retraso en las 
investigaciones del presente asunto. 

Cabe mencionar que, derivada de la admisión 
de la queja antes mencionada, esa Comisión Es­
tatal solicitó información relativa al caso que nos 
ocupa a la Procuraduría General de Justicia, rin­
diendo el informe requerido las servidores pú­
blicas involucradas en el asunto de mérito, pero 
negando los hechos señalados por el quejoso; asi­
mismo, se remitió una copia certificada de la ave­
riguación previa 121/00/V. 

Posteriormente, el 22 de febrero de 2001 la 
Cuarta Visitaduría General emitió un acuerdo de 
conciliación a la Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Jalisco, en el cual indicó que la con­
ducta de la licenciada María de Lourdes Álvarez 
González presumiblemente incurrió en la hipó­
tesis delictiva de abuso de autoridad, aunado a 
que vulneró lo previsto por el artículo 61, fracción 
I, de la Ley de Responsabilidades de los Servi­
dores Públicos del Estado de Jalisco, por lo cual 
solicitó que se iniciara un procedimiento admi­
nistrativo de investigación en contra de la licen­
ciada Álvarez González, agente del Ministerio 
Público en Mazamitla, Jalisco, así como de María 
Edelmira Vallarta Gómez y Altagracia Hernán­
dez Galván, ambas adscritas a la Agencia del 
Ministerio Público de Yahualica, en esa Entidad 
Federativa; asimismo, solicitó que se concluye­
ra a la brevedad la averiguación previa 121/00/ 
V, que se tramita en la Dirección General de Vi­
sitaduría de dicha dependencia. 

Del análisis practicado al proyecto de conci­
liación antes señalado pudo establecerse que si 
bien dichas determinaciones fueron notificadas 
al quejoso, esa Comisión Estatal omitió cubrir las 
formalidades exigidas por los artículos 67, se­
gundo párrafo, de la Ley de la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Jalisco, así como 84, 
párrafos segundo y tercero, y 86 de su Reglamen­
to Interior de Trabajo, en virtud de que dicha 
notificación tuvo verificativo al mismo tiempo 
en que se hizo del conocimiento de dichas auto­
ridades, con lo cual a los quejosos se les privó de 
ser informados en qué consistía el procedimiento 
de conciliación y sus posibles ventajas. 

En el mismo sentido, resulta oportuno señalar 
que, no obstante que dicha autoridad aceptó la 
propuesta de conciliación el 9 de marzo de 2001, 
no existe constancia dentro del expediente remi­
tido a esta Comisión Nacional, el 23 del mes y 
año citados, que acredite haber dado cumplimiento 
a la misma, con lo cual la Comisión Estatal no 
procuró que los derechos vulnerados de la me­
nor de edad fueran resarcidos, pues hasta la fe­
cha del presente documento ese Organismo Es­
tatal no ha manifestado a esta Comisión Nacional 
si dicha autoridad cumplió con la propuesta de 
conciliación formulada. 

C. Por cuanto hace a la señora María del Rocío 
Lara Godínez y sus menores hijas, María Guada­
lupe y Yajaira Montserrat Lara Godínez, de uno 
y cinco años de edad respectivamente, está acre­
ditada la violación a sus derechos fundamenta­
les, ya que sin su consentimiento y a pedimento 
del Consejo Estatal de Familia, el Registro Civil 
en Guadalajara, Jalisco, registró a las menores 
de edad con apellidos distintos a los que origi­
nalmente les correspondían, contando con la par­
ticipación del Ministerio Público, quien ordenó 
dicho registro para que con posterioridad el Con­
sejo Estatal de Familia iniciara los trámites para 
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su adopción internacional; lo anterior, en aten­
ción a los siguientes razonamientos: 

1. Mediante las denuncias presentadas los días 9 
de diciembre de 1998 y 26 de enero de 1999 por el 
licenciado Jorge Arias Íñiguez, Director del Siste­
ma para el Desarrollo Integral de la Familia del Mu­
nicipio de Ocotlán, Jalisco, ante el licenciado Pa­
blo Javier Castillo Castillo, agente del Ministerio 
Público de la misma municipalidad, en contra de 
la señora María del Rocío Lara Godínez, por el deli­
to de abandono de persona en agravio de sus meno­
res hijas María Guadalupe y Yajaira Montserrat 
Lara Godínez, éstas fueron puestas a disposición 
de dicho representante social, quien inició las 
averiguaciones previas 1271/98 y su acumulada 
85/99, ordenando el traslado de las menores al 
albergue “Villa Infantil de Nuestra Señora de Gua­
dalupe y Señor San José”, en Guadalajara, Jalis­
co, con la finalidad de que el Consejo Estatal de 
Familia resolviera su “situación jurídica”. 

En tal virtud, el Consejo Estatal de Familia, me­
diante los oficios 73/003/98 y 74/003/98, del 15 
de febrero de 1999, solicitó al licenciado Pablo 
Javier Castillo Castillo que girara un oficio al 
Director del Registro Civil para que procediera 
al registro de las menores Montse “N” “N” y 
Lupita “N” “N”, petición que fue acordada de 
conformidad el 15 de octubre del año citado por el 
representante social, dentro de los autos de la ave­
riguación previa 1271/98, por lo cual ordenó gi­
rar un oficio al Director del Registro Civil para que 
realizara el registro de las menores, mismas que ha­
bían sido “abandonadas” por su progenitora. 

Por lo anterior, el 21 de octubre de 1999 el li­
cenciado Gabriel Márquez Torres, oficial del Re­
gistro Civil del Ayuntamiento Constitucional de 
Guadalajara, Jalisco, mediante las actas 5941 y 
5942 del libro 824, procedió al registro de las me­
nores, quienes quedaron registradas bajo los nom­

bres de Montserrat y María Guadalupe, de ape­
llidos Guevara del Valle. 

Mediante un escrito del 19 de junio de 2000, 
el Consejo Estatal de Familia solicitó, por la vía 
de jurisdicción voluntaria, al Juez Primero de lo 
Familiar en el Estado de Jalisco que se declara­
ra el estado de minoría de edad de las menores, 
así como la tutela institucional en favor de dicho 
Consejo, tomando en consideración que, de acuer­
do con las denuncias 1271/98 y 85/99, abiertas 
ante el agente del Ministerio Público adscrito a 
Ocotlán, Jalisco, la señora Rocío Lara Godínez 
“abandonó” a las menores Montserrat y María 
Guadalupe, quien durante la integración de las 
averiguaciones previas respectivas no acreditó la 
maternidad respecto de las mismas, por lo cual, 
y en consideración de que ninguna persona ha­
bía justificado ser familiar de las menores, dispu­
so solicitar al Registro Civil, por intermediación 
del agente del Ministerio Público, el registro de 
las menores antes mencionadas. 

Asimismo, señaló que de las actas respectivas 
se desprende que no existe quien ejerza la patria 
potestad ni la tutela legítima sobre las referidas 
menores, pues en ellas no se mencionan los nom­
bres de sus padres ni de sus abuelos, por lo que 
correspondía al Consejo Estatal de Familia de­
sempeñar la tutela legítima de dichas menores, 
conforme a lo dispuesto por el artículo 776 del 
Código Civil para el Estado de Jalisco, agregando 
que en virtud de que las citadas menores tenían 
incapacidad legal y natural conforme a la ley y 
no se encontraban sujetas a la patria potestad de 
nadie, ni existía quien ejerciera tutela legítima 
sobre ellas, de acuerdo con los dispositivos le­
gales citados le competía a dicho Consejo la tu­
tela legítima de las menores “abandonadas”. 

Posteriormente, mediante un escrito del 25 de 
septiembre de 2000, los señores Ricardo Montalt 
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Olle y Nuria Tubau Gonzalvo, de nacionalidad 
española, promovieron ante el Juez Segundo de 
lo Familiar en esa ciudad una solicitud de adop­
ción plena de las menores de referencia, solicitan­
do la declaración de su estado de minoridad, así 
como el reconocimiento del Consejo Estatal de 
Familia, quien otorgaba su consentimiento en la 
adopción, en la calidad de tutor legítimo, acredi­
tando con las copias certificadas expedidas por 
el Registro Civil de Guadalajara, Jalisco, de las 
actas de nacimiento de las menores María Guada­
lupe y Montserrat de apellidos Guevara del Va­
lle, que las mismas no tenían quien ejerciera la cus­
todia, documento que igualmente fue suscrito por 
el Consejo Estatal de Familia y, sin embargo, no 
se tomó en consideración que contaban con ma­
dre biológica conocida. 

Mediante una sentencia interlocutoria del 30 de 
octubre de 2000, dictada por el Juzgado Segundo 
Familiar dentro del expediente 2065/00, el juez 
del conocimiento autorizó a Ricardo Montalt Olle 
y Nuria Tubau Gonzalvo la adopción plena de las 
menores Montserrat y María Guadalupe Guevara 
del Valle, quienes en lo sucesivo llevarían los ape­
llidos Montalt Tubau y el nombre de pila que di­
chas personas les impusieran; sin embargo, el 2 
de febrero de 2001, al resolver el toca 1809/2000, 
formado con motivo del recurso de apelación in­
terpuesto por el agente del Ministerio Público ads­
crito en contra de la sentencia del 30 de octubre de 
2000, la Séptima Sala del Supremo Tribunal de Jus­
ticia del Estado de Jalisco revocó dicha sentencia. 

2. El 8 de noviembre de 2000 la señora María 
del Rocío Lara Godínez presentó un escrito de 
queja ante la Comisión Estatal de Derechos Hu­
manos de Jalisco, en el cual denunció actos que con­
sideró violatorios a sus Derechos Humanos, en 
agravio de sus menores hijas María Guadalupe y 
Yajaira Montserrat Lara Godínez, cometidos por 
la Procuraduría General de Justicia, el Consejo 

Estatal de Familia y el Registro Civil en el Estado 
de Jalisco, por lo cual se inició el expediente 2535/ 
00/IV, solicitando los informes correspondientes. 

En tal virtud, mediante un oficio sin número, 
del 11 de diciembre de 2000, el licenciado Gabriel 
Márquez Torres, entonces Director del Registro 
Civil de Guadalajara, Jalisco, manifestó que para 
los registros de las menores Montserrat y María 
Guadalupe de apellidos Guevara del Valle se to­
maron en cuenta los siguientes documentos: 

a) El oficio 1926/99, del 15 de octubre de 1999, 
mediante el cual el agente del Ministerio Público 
en Ocotlán, Jalisco, solicitó el registro de las me­
nores en cita, quienes se encontraban deposita­
das en el albergue “Villa Infantil de Nuestra Se­
ñora de Guadalupe y Señor San José”. 

b) La constancia de inexistencia de registro de na­
cimiento número 634/99, del 1 de diciembre de 
1999, expedida por el oficial del Registro Civil 
de Ocotlán, Jalisco, a nombre de Montserrat y Ma­
ría Guadalupe Guevara del Valle. 

c) Los oficios 1699/98 bis y 174/99, del 9 de di­
ciembre de 1998 y 28 de enero de 1999, respecti­
vamente, signados por el licenciado Pablo Javier 
Castillo Castillo, agente del Ministerio Público 
Investigador, mediante el cual puso bajo el cuida­
do del Consejo Estatal de Familia a las menores 
Montserrat y Lupita “N” “N”. 

3. Por su parte, la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Jalisco recibió un oficio, sin núme­
ro ni fecha, del Consejo Estatal de Familia, me­
diante el cual informó que conoció del asunto de 
mérito a petición del agente del Ministerio Pú­
blico de Ocotlán, Jalisco, a efecto de que resol­
viera la situación jurídica de las menores Lupita 
“N” “N” y Montse “N” “N”, por lo cual solici­
tó al oficial del Registro Civil que informara si 
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las menores contaban o no con registro, remitién­
dole las constancias de inexistencia, por lo que el 
21 de octubre de 1999 se procedió a su registro. 

Asimismo, indicó que al no haber acreditado 
persona alguna el entroncamiento con las meno­
res de referencia y con los datos asentados en las 
actas de nacimiento, en la vía de jurisdicción 
voluntaria solicitó al Juez de lo Familiar en tur­
no la declaratoria de estado de minoridad de és­
tas; sin embargo, no se continuó con dicho trá­
mite en virtud de que en el juicio de adopción de 
las menores que se seguía ante el Juzgado Se­
gundo de lo Familiar se le reconoció el carácter 
de tutor institucional sobre ellas. 

Ahora bien, mediante el oficio 2142/2000, del 
14 de diciembre de 2000, el licenciado Juan Bel­
trán Alatorre, agente del Ministerio Público en 
Ocotlán, Jalisco, remitió el informe solicitado por 
la Comisión Estatal, en el que señaló que, efectiva­
mente, en esa Representación Social se integra­
ron las averiguaciones previas 1271/98 y 85/99, 
acumuladas la segunda a la primera, ejercitán­
dose acción penal en contra de la señora María 
del Rocío Lara Godínez, por su probable respon­
sabilidad en la comisión del delito de abandono 
de persona en agravio de las menores María Gua­
dalupe y Yajaira Montserrat Lara Godínez, ha­
biéndose negado la orden de aprehensión soli­
citada. 

Por otra parte, el 16 de febrero de 2001 el licen­
ciado José Hernández Godínez, Director del Re­
gistro Civil de Guadalajara, Jalisco, obsequió el 
informe solicitado por la Comisión Estatal, en 
el que señaló los términos y el fundamento para 
realizar los registros extemporáneos. 

Asimismo, el licenciado Francisco López La-
rios, visitador adjunto de la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de Jalisco, en una entrevista 

que sostuvo con el licenciado Juan Beltrán 
Alatorre, agente del Ministerio Público Investi­
gador en Ocotlán, Jalisco, obtuvo una copia cer­
tificada de la causa penal 148/00. 

4. El 26 de febrero de 2001 en esta Comisión Na­
cional se recibió el escrito de queja de la señora 
Rocío Lara Godínez, en el cual señaló la inacti­
vidad en la integración del expediente 2535/00/ 
IV, al cual esta Comisión Nacional registró con 
el número de expediente 2001/55/Q, solicitán­
dose los informes correspondientes. 

5. Del análisis efectuado a las constancias remi­
tidas por las autoridades señaladas como respon­
sables se advierte lo siguiente: 

a) El 9 de diciembre de 1998 el licenciado Jorge 
Arias Íñiguez, Director del Sistema para el Desa­
rrollo Integral de la Familia del Municipio de Oco­
tlán, Jalisco, puso a disposición del licenciado Pa­
blo Javier Castillo Castillo, agente del Ministerio 
Público en ese ayuntamiento, a las menores Lara 
Godínez, denunciando su aparente abandono, mis­
mas que le fueron entregadas por sus tíos Este­
ban Godínez González y María del Socorro, y por 
la señora María Anaya López, por lo cual el cita­
do representante social inició la averiguación pre­
via 1271/98 en contra de la señora María del Ro­
cío Lara Godínez, como probable responsable del 
delito de abandono de persona, ordenando el tras­
lado de las menores al albergue “Villa Infantil de 
Nuestra Señora de Guadalupe y Señor San José”, 
en Guadalajara, Jalisco, con la finalidad de que 
el Consejo Estatal de Familia resolviera su “si­
tuación jurídica”; por ello, mediante los oficios 
1699/98/B y 174/99, del 9 de diciembre de 1998 
y 28 de enero de 1999, respectivamente, fueron 
puestas a disposición de dicho Consejo. 

En tal virtud, el 15 de febrero de 1999, a tra­
vés del diverso 73/003/98, el Consejo Estatal de 
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Familia solicitó, a través del agente del Ministe­
rio Público Investigador, que el oficial del Regis­
tro Civil Número 1 en Guadalajara, Jalisco, re­
gistrara a las menores con los nombres de María 
Guadalupe y Montserrat Guevara del Valle, res­
pectivamente, sirviendo de base para su registro 
los documentos referidos en las páginas 27 y 28 
del presente documento. 

Es importante señalar que el Consejo Estatal 
de Familia, no obstante conocer que las menores 
tenían una madre biológica, quien tenía el dere­
cho de otorgarles su nombre, solicitó a través del 
Ministerio Público su registro, por lo que el 21 de 
octubre de 1999 el oficial número uno del Re­
gistro Civil en Guadalajara, Jalisco, procedió a regis­
trarlas, asignándoles unos apellidos que no les co­
rrespondían, y sin que se asentara en su contenido 
los nombres y datos de los progenitores o familiares. 

La anterior aseveración se sustenta con el pe­
dimento de las copias certificadas de las averi­
guaciones previas 1271/98 y 85/99, que realizó 
el Consejo Estatal de Familia, mediante un es­
crito dirigido al agente del Ministerio Público de 
Ocotlán, Jalisco, del 22 de noviembre de 1999, y 
que se le instruyeron a María del Rocío Lara Go­
dínez, en las cuales quedó manifestado por los 
señores Esteban González Godínez y María del 
Socorro Navarro, tíos de la señora María del Ro­
cío Lara Godínez, así como por María Anaya Ló­
pez, amiga de esta última, que las menores de 
edad eran hijas de María del Rocío Lara Godínez, 
quien se las entregó para su cuidado, lo cual era 
del conocimiento de dicho Consejo, quien omi­
tió realizar las investigaciones respectivas para 
determinar fehacientemente que las menores se­
ñaladas carecían de ascendientes legitimados para 
ejercer la patria potestad o la custodia. 

b) En este orden de ideas pudo establecerse que 
el Consejo Estatal de Familia, sin contar con la 

resolución judicial correspondiente, en la que se 
decretara la pérdida de la patria potestad que la 
señora María del Rocío Lara Godínez ejercía le­
galmente sobre las menores, solicitó el registro ex­
temporáneo de éstas, omitiendo señalar como dato 
relevante que tenían una madre biológica, a quien 
correspondía el derecho de otorgarles su nom­
bre, e indebidamente solicitó la tutela institucio­
nal de las menores de referencia, lo cual no se 
justificaba, ya que si bien es cierto que el artícu­
lo 639 del Código Civil del Estado de Jalisco se­
ñala que el Consejo Estatal de Familia desempeña­
rá el cargo de tutor sin necesidad de discernimiento 
del cargo, también lo es que las menores María 
Guadalupe y Yajaira Montserrat Lara Godínez no 
estaban en los supuestos señalados por dicho nu­
meral; es decir, no se encontraban en estado de 
abandono, pues el mismo fue desestimado por el 
juez que conoció de la consignación del asunto 
y, no obstante que estaban internadas en una casa 
de asistencia, existía quien ejerciera la patria po­
testad sobre ellas. 

Asimismo, de las constancias que obran en el 
expediente de queja pudo acreditarse que al mo­
mento de otorgar su consentimiento en el juicio 
de adopción plena, promovido por los señores Ri­
cardo Montalt Olle y Nuria Tubau Gonzalvo, de 
nacionalidad española, el Consejo Estatal de Fa­
milia omitió considerar en el mismo el cumpli­
miento total de los requisitos contemplados por 
el artículo 4o. del Convenio Relativo a la Protec­
ción del Niño y a la Cooperación en Materia de 
Adopción Internacional, limitándose solamente 
a manifestar que el consentimiento no había sido 
obtenido mediante pago o compensación de cla­
se alguna, sin constatar si las menores resulta­
ban adoptables, ni las posibilidades de su coloca­
ción en su Estado de origen, sin acreditar que la 
adopción internacional respondía al interés su­
perior de las menores y que no existía consenti­
miento de su madre para tales efectos. 
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c) Asimismo, se aprecia la irregular actuación de 
los agentes del Ministerio Público de la Procura­
duría General de Justicia de ese Estado, quienes 
tenían a su cargo la integración de las indagatorias 
relacionadas con las menores María Guadalupe 
y Yajaira Montserrat Lara Godínez, al no opo­
nerse a la adopción que se ventilaba en el juicio 
de adopción internacional, en perjuicio de las me­
nores y de sus familiares, pues éstas no se encon­
traban huérfanas de madre y existían, en términos 
de la legislación civil local, personas que podían 
ejercer la custodia sobre ellas, y por tales consi­
deraciones no resultaba procedente que el Conse­
jo Estatal de Familia asumiera el carácter de tutor 
institucional, ni promoviera la adopción interna­
cional de las menores, ya que la indagatoria res­
pectiva no había sido resuelta y por lo tanto no 
se encontraba definida su situación jurídica, con­
traviniendo así lo dispuesto por el artículo 6o. 
transitorio de la Ley Orgánica de la Procuradu­
ría General de Justicia en el Estado, lesionando con 
ello los intereses de las menores y de sus fami­
liares, pues no consideró que la afectación a los 
derechos más esenciales de éstas, como son los re­
lativos a su permanencia en su entorno familiar, 
a recibir un nombre, a su identidad y a su seguri­
dad jurídica, se encuentran reconocidos por el 
sistema jurídico mexicano, cuyo objetivo princi­
pal es asegurarles un desarrollo pleno e integral, 
lo que implica la oportunidad de formarse físi­
ca, mental, emocional, social y moralmente en 
condiciones de igualdad, bajo los principios rec­
tores de vivir en familia como espacio primor­
dial de desarrollo, así como el de la tutela plena 
e igualitaria de los Derechos Humanos y de las 
garantías constitucionales. 

En este contexto, de las constancias que obran 
agregadas al expediente de queja pudo establecer-
se que las menores no se encontraban en calidad 
de abandono, pues en términos del artículo 582 
del Código Civil del Estado de Jalisco existían per­

sonas que ejercieran la custodia de éstas, sin que 
dicha circunstancia tampoco fuera debidamente 
investigada por el Ministerio Público, cobrando 
especial relevancia que el Juez del Sexto Partido 
Judicial en Ocotlán, Jalisco, resolvió el 3 de julio 
de 2000, dentro de la causa penal 148/2000, ne­
gar la orden de aprehensión en contra de María 
del Rocío Lara Godínez, al no haberse acredita­
do la corporeidad del delito de abandono de per­
sona y, por ende, al no acreditarse su responsa­
bilidad en la comisión de dicho ilícito en agravio 
de sus menores hijas Yajaira Montserrat y María 
Guadalupe Lara Godínez; en ese sentido, el Conse­
jo Estatal de Familia no debió asumir el carácter 
de tutor institucional y, en cambio, debió oponer­
se a la adopción de las menores que se ventilaba 
en el juicio de adopción internacional en perjui­
cio de éstas y de sus familiares, en virtud de haber­
se resuelto un día antes de la promoción de pe­
dimento de adopción la situación jurídica de la 
señora María del Rocío Lara Godínez. 

De todo lo anterior esta Comisión Nacional ad­
vierte que los servidores públicos de la Procu­
raduría General de Justicia del Estado de Jalis­
co, del Sistema para el Desarrollo Integral de la 
Familia y del Consejo Estatal de Familia que par­
ticiparon en los hechos materia de la presente que­
ja, que dieron origen al expediente 2535/00/IV, 
ejercieron indebidamente el cargo que tenían 
conferido y, por lo tanto, violaron el derecho a la 
legalidad, a la seguridad jurídica y a la procura­
ción de justicia, en agravio de las menores María 
Guadalupe y Yajaira Montserrat Lara Godínez, 
lo cual conlleva una violación a los derechos que 
se encuentran consagrados en los artículos 16 y 
21 de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos, así como en los numerales 44 de 
la Ley para la Protección de los Derechos de Ni­
ñas, Niños y Adolescentes; 3.1, 3.2, 7.1, 8.1, 9.1, 
9.3, 9.4, 16.1, 21 y 27.1 de la Convención sobre 
los Derechos del Niño; 1o., inciso a); 3o., inciso 
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a); 8o.; 10; 12, y 29, de la Convención sobre los 
Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional 
de Menores; 16 del Protocolo Adicional a la Con­
vención Americana sobre Derechos Humanos en 
Materia de Derechos Económicos, Sociales y Cul­
turales “Protocolo de San Salvador”; 1o., inciso 
a); 4o.; 16; 29, y 33, del Convenio Relativo a la 
Protección del Niño y a la Cooperación en Ma­
teria de Adopción Internacional; 6o., parte ini­
cial, de la Declaración de los Derechos del Niño; 
3o., incisos a), d) y g); 4o.; 5o.; 7o.; 11; 12; 23, y 
24, de la Declaración sobre los Principios Socia­
les y Jurídicos Relativos a la Protección y el Bie­
nestar de los Niños, con particular referencia a la 
adopción y la colocación en hogares de guarda, 
en los planos nacional e internacional, que en lo 
sustancial establecen que el niño gozará de una 
protección especial y dispondrá de oportunidades 
y servicios para que pueda desarrollarse física, 
mental, moral, espiritual y socialmente en forma 
saludable y normal, así como en condiciones de 
libertad y dignidad, siendo la consideración fun­
damental que se atenderá siempre el interés su­
perior de la infancia; asimismo, que el niño, para 
el pleno y armonioso desarrollo de su personali­
dad, necesita amor y comprensión y, siempre que 
sea posible, deberá crecer al amparo y bajo la res­
ponsabilidad de sus padres y, salvo circunstan­
cias excepcionales o por determinación judicial de 
autoridad competente, no deberá separase al niño 
de corta edad de su madre. 

6. Por otra parte, del estudio de las constancias 
que conforman el expediente 2535/00/IV, esta 
Comisión Nacional pudo observar que el trámi­
te efectuado por la Comisión Estatal de Dere­
chos Humanos de Jalisco desatendió implantar 
las medidas necesarias para lograr el resarci­
miento de los Derechos Humanos de las meno­
res María Guadalupe y Yajaira Montserrat Lara 
Godínez, atendiendo a las siguientes conside­
raciones: 

Como quedó asentado, el 8 de noviembre de 
2000 la señora María del Rocío Lara Godínez 
presentó una queja en contra de la Procuraduría 
General de Justicia, el Consejo Estatal de Fami­
lia y el Registro Civil, en agravio de sus menores 
hijas María Guadalupe y Yajaira Montserrat Lara 
Godínez, toda vez que éstas fueron aseguradas 
por el agente del Ministerio Público en Ocotlán, 
Jalisco, quienes fueron puestas a disposición del 
Consejo Estatal de Familia; cabe mencionar que 
ante el representante social acreditó el entronca-
miento con las menores, y sin embargo, a petición 
de dicho Consejo, éste solicitó el registro de las 
menores al oficial del Registro Civil, lo que per­
mitió que el Consejo en comento iniciará los trami­
tes de adopción internacional de las menores. 

Con motivo de tales hechos, el 18 de noviem­
bre de 2000 la Comisión Estatal dio inicio  al ex­
pediente 2535/00/IV, solicitándole a la Procura­
duría General de Justicia, al Consejo Estatal de 
Familia y al Registro Civil información relativa 
al caso que nos ocupa. 

El Registro Civil, al rendir su informe, señaló 
que para el registro de las menores se basó en la 
documentación que el agente del Ministerio Pú­
blico le otorgó para tal efecto; por su parte, el 
Consejo Estatal de Familia indicó que esa insti­
tución conoció del presente asunto a petición del 
agente del Ministerio Público de Ocotlán, Jalis­
co, con objeto de que resolviera la “situación ju­
rídica” de las menores, por lo cual solicitó infor­
mación al oficial del Registro Civil, con objeto 
de saber si éstas estaban registradas, y dicho fun­
cionario público otorgó las constancias de inexis­
tencia, motivo por el cual, a través del represen­
tante social, se le solicitó que las registrara, lo 
que se verificó el 21 de octubre de 1999, y, toda 
vez que ninguna persona acreditó el entronca-
miento con las menores, se iniciaron los trámites 
correspondientes para la adopción internacional 
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de las niñas; finalmente, la Procuraduría Gene­
ral de Justicia del Estado remitió una copia cer­
tificada de la averiguación previa 1271/98. 

El 15 de marzo de 2001 esa Comisión Estatal 
determinó acumular los expedientes 2426/00/IV 
y 2535/00/IV al primero de los citados, toda vez 
que los actos y las autoridades que se señalan en 
los mismos tienen relación entre ellos, aclarando 
que el 2426/00/IV es relativo al caso de los meno­
res Diego Alejandro y Abraham de Jesús Sánchez 
Rubalcava. 

Posteriormente, el 15 y 20 de marzo de 2001 
emitió dos proyectos de conciliación, dirigidos 
al Consejo Estatal de Familia y al Registro Ci­
vil, respectivamente, en los cuales determinó que 
a pesar de que dicho Consejo había considerado 
viable conseguirle una familia adoptiva a las me­
nores María Guadalupe y Yajaira Montserrat Lara 
Godínez, buscando el interés superior de éstas, 
su situación jurídica no podía estar resuelta si 
ningún procedimiento legal se había llevado a 
cabo hasta su culminación, donde se investiga­
ra, citara y gozara del derecho de audiencia quien 
tenía la presunción de ser la madre en la averi­
guación previa, por lo cual la adopción solamente 
debía ser admisible en vista de la situación jurí­
dica de los menores en relación con sus padres, 
parientes y representantes legales, sobre la base 
de toda la información pertinente y fidedigna; 
por lo anterior, se propuso que se vigilara la ac­
tuación del Ministerio Público, así como los da­
tos que proporcionara la averiguación previa como 
requisito previo para iniciar procedimientos de 
adopción, aclarando el origen del niño y si con­
taba o no con familia y si ésta podía ser respon­
sable de su cuidado y desarrollo. 

Por su parte, en relación con la actuación del 
Registro Civil, indicó que si bien era cierto que 
no existió dolo en los registros efectuados por el 

oficial del Registro Civil, también lo era que exis­
tieron ciertas omisiones en las que debió tener 
cuidado, como el caso de la duplicidad de actas 
de nacimiento de los niños Sánchez Ruvalcaba y 
en el de las niñas “Guevara del Valle”, por la falta 
de firma de la empleada del Consejo Estatal de 
Familia, situaciones que pueden ser subsanadas 
mediante la solicitud de nulidad de las mismas; 
sin embargo, ya que dicha dependencia no pue­
de ir más allá de sus funciones y sólo puede rea­
lizar ciertos trámites mediante la resolución de la 
autoridad judicial correspondiente, propuso que 
al efectuar los registros de los menores, proceden­
tes de averiguaciones previas, a los que al oficial 
del Registro Civil les asignara los apellidos, por 
no constar quiénes eran el padre, la madre o am­
bos, se les diera preferencia a los datos de identi­
dad que aparecen en la indagatoria para realizar 
la asignación de éstos, pero siempre con la ano­
tación de que sea registrado conforme al artículo 
62 del Código Civil del Estado y haciendo las co­
rrespondientes testaduras a los espacios de los pro­
genitores; asimismo, que se tuviera el debido cui­
dado de que todas las constancias que obren en 
el expediente que se integrara con motivo del regis­
tro extemporáneo contara con todos los requisi­
tos de forma que de manera general prevé la ley. 

Del análisis practicado al proyecto de conci­
liación antes señalado pudo establecerse que si 
bien dichas determinaciones fueron notificadas 
a los quejosos, esa Comisión Estatal omitió cu­
brir las formalidades exigidas por los artículos 
67, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión Esta­
tal de Derechos Humanos de Jalisco, así como 
84, párrafos segundo y tercero, y 86 de su Re­
glamento Interior de Trabajo, en virtud de que 
su notificación a los quejosos tuvo verificativo des­
pués de la fecha en que se hizo del conocimiento 
de dichas autoridades, con lo cual se les privó de 
ser informados en qué consistía el procedimien­
to de conciliación y sus posibles ventajas. 
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En el mismo sentido, resulta oportuno señalar 
que, no obstante que se venció a ambas autorida­
des el término concedido para que informaran a 
la Comisión Estatal la aceptación de las propues­
tas de conciliación, no existe constancia dentro 
del expediente remitido a esta Comisión Nacio­
nal el 23 de marzo de 2001 que acredite la nega­
tiva o aceptación de las mismas, con lo cual resul­
ta evidente que la Comisión Estatal no implantó 
los mecanismos necesarios para que las viola­
ciones a los Derechos Humanos de la quejosa y 
de sus menores hijas fueran resarcidos, pues hasta 
la fecha del presente documento ese Organismo 
Estatal no ha manifestado a esta Comisión Na­
cional si dichas autoridades cumplieron con la pro­
puesta de conciliación formulada. 

D. Por último, por cuanto hace al señor Marcelino 
Sánchez González y sus menores hijos Diego 
Alejandro y Abraham de Jesús Sánchez Ruval­
caba, de cinco y un años de edad, respectivamen­
te, está acreditada la violación a sus derechos 
fundamentales, ya que sin su consentimiento y a 
pedimento del Consejo Estatal de Familia, el Re­
gistro Civil en Guadalajara, Jalisco, registró a los 
menores de edad con el propósito de iniciar los trá­
mites para su adopción internacional en atención 
a los siguientes razonamientos: 

1. Mediante una comparecencia, del 3 de marzo 
de 1998, la licenciada Carmen Gallegos Espino­
sa, servidora pública adscrita al Programa de Pre­
vención al Menor Maltratado, denunció ante la 
licenciada Adriana Margarita Hernández Gu­
tiérrez, agente del Ministerio Público en Guada­
lajara, Jalisco, a la señora Blanca Estela Ruval­
caba por el delito de abandono de persona en 
agravio de sus menores hijos Diego Alejandro y 
Abraham de Jesús Sánchez Ruvalcaba, quienes 
fueron puestos a disposición del representante 
social, iniciándose la averiguación previa 4729/ 
98, en la cual ordenó su traslado al Instituto Ca­

bañas, con la finalidad de que el Consejo Estatal 
de Familia resolviera su “situación jurídica”. 

Posteriormente, el 21 de abril de 1998, el se­
ñor Marcelino Sánchez González compareció ante 
la representante social a fin de solicitar la custo­
dia de los menores de referencia, acreditando el 
entroncamiento que tenía con éstos; sin embar­
go, el 19 de junio del año citado el Consejo Esta­
tal de Familia le notificó a la licenciada María 
Laura Michel Esparza, agente del Ministerio Pú­
blico de la Dirección de Averiguaciones Previas, 
que ese Consejo autorizó la custodia temporal de 
los menores a los señores Enrique Sánchez Gon­
zález y Sandra Leticia Ríos Ávalos, quienes en 
julio del año en cita nuevamente pusieron a dis­
posición del Consejo Estatal de Familia a los me­
nores Diego Alejandro y Abraham de Jesús Sán­
chez Ruvalcaba. 

Por lo anterior, el Consejo Estatal de Familia, 
solicitó, a través del representante social, que se 
requiriera al oficial del Registro Civil que efec­
tuara el registro de los menores, lo que se llevó a 
cabo el 31 de enero de 2000, y posteriormente so­
licitó, vía jurisdicción voluntaria, al Juez Prime­
ro de lo Familiar en el Estado de Jalisco, que se 
declarara el estado de minoridad, así como la tu­
tela institucional en favor de dicho Consejo. 

Cabe mencionar que, por medio del acuerdo del 
21 de diciembre de 2000, la licenciada Adriana 
Margarita Hernández Gutiérrez, agente del Minis­
terio Público en Guadalajara, Jalisco, determinó 
entregar a los menores de apellidos Sánchez Ru­
valcaba al señor Marcelino Sánchez González, 
por haber acreditado su legal entroncamiento me­
diante sus respectivas actas de nacimiento. 

2. El 27 de octubre de 2000 el señor Marcelino 
Sánchez González presentó un escrito de queja an­
te la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
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Jalisco, en el cual denunció actos que conside­
ró violatorios a sus Derechos Humanos y en agra­
vio de sus menores hijos Diego Alejandro y 
Abraham de Jesús Sánchez Ruvalcaba, cometi­
dos por la Procuraduría General de Justicia, el 
Consejo Estatal de Familia y el Registro Civil en 
esa Entidad Federativa, por lo cual se inició el ex­
pediente 2426/00/IV, donde se solicitaron los in­
formes correspondientes. 

En ese sentido, mediante un oficio sin número 
y sin fecha, el Consejo Estatal de Familia remitió 
el informe requerido por la Comisión Estatal, del 
que se desprende que el registro de los menores 
se efectuó a petición del agente del Ministerio 
Público, en virtud de las constancias de inexisten­
cia de registro expedidas el 25 de agosto de 1999 
por la Subdirección del Archivo del Registro Ci­
vil y, posteriormente, se tramitó ante el Juzgado 
Primero de lo Familiar la declaratoria de minori­
dad, y al publicarse los edictos correspondientes 
se apersonó el señor Marcelino Sánchez Gonzá­
lez, padre de los menores, ante el juzgado de méri­
to, por lo cual se suspendió el juicio de referencia, 
concluyendo la intervención del Consejo, toda vez 
que el 22 de diciembre de 2000 el agente del Mi­
nisterio Público de la Agencia Especial para Meno­
res ordenó la entrega de éstos al señor Sánchez 
González. 

El 19 de enero de 2001, a través de un diverso 
sin número, el licenciado José Hernández Go­
dínez, oficial del Registro Civil Número 1 en Gua­
dalajara, Jalisco, obsequió el informe solicitado 
por el Organismo Estatal, en el cual señaló que 
los documentos que sirvieron de base para el re­
gistro de los menores Sánchez Ruvalcaba fueron 
los siguientes: 

a) Las constancias de inexistencia de registro ex­
pedidas por la Dirección Estatal del Registro Ci­
vil del Estado de Jalisco, con fechas de registro 

24 de junio y 25 de agosto de 1999, relativas a los 
menores Abraham de Jesús y Diego Alejandro 
Sánchez Ruvalcaba, respectivamente. 

b) La copia certificada del acuerdo del 17 de no­
viembre de 1999, recaído en la averiguación pre­
via 4729/99, mediante el cual el agente del Mi­
nisterio Público ordenó girar un oficio al Registro 
Civil a efecto de que se levantaran las actas de 
nacimiento de los menores de referencia. 

c) El oficio 1527/99, del 13 de diciembre de 1999, 
mediante el cual el agente del Ministerio Públi­
co adscrito a la Agencia Número 1 solicitó el re­
gistro de los menores en cita. 

El 22 de enero de 2001, por medio del oficio 
119/01, la licenciada Adriana Margarita Hernán­
dez Gutiérrez, agente del Ministerio Público ads­
crita a la Agencia de Menores, rindió el informe 
ante la Comisión Estatal, del que se infiere que 
se aseguró a los menores con fundamento en lo 
dispuesto por el artículo 93 del Código de Proce­
dimientos Penales del Estado de Jalisco, toda vez 
que era obligación del Ministerio Público brin­
dar seguridad y auxilio a las víctimas del delito, 
y aunado a lo anterior, en los casos de abandono 
o exposición de infantes, iniciadas las actuacio­
nes que correspondan, debería ordenarse como 
medida urgente en favor de los menores dejados 
a través de los conductos debidos, bajo la custo­
dia del Instituto Cabañas para su internamiento, 
cuidado y protección. 

3. El 26 de febrero de 2001 la señora Elsa Sttener, 
en representación de Marcelino Sánchez Gon­
zález y de sus menores hijos Diego Alejandro y 
Abraham de Jesús Sánchez Rubalcava, presentó 
un recurso de queja ante esta Comisión Nacio­
nal, por las violaciones y atropellos perpetrados 
por funcionarios del Consejo Estatal de Familia, 
la Procuraduría General de Justicia y el Registro 
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Civil del Estado de Jalisco, al cual le correspon­
dió el número de expediente 2001/68/Q, solici­
tándose los informes correspondientes. 

4. Del análisis efectuado a las constancias remi­
tidas por las autoridades señaladas como respon­
sables se advierte lo siguiente: 

a) El 3 de marzo de 1998 la licenciada Carmen 
Gallegos Espinosa, adscrita al Programa de Pre­
vención al Menor Maltratado, puso a disposición 
de la licenciada Adriana Margarita Hernández 
Gutiérrez, agente del Ministerio Público en Gua­
dalajara, Jalisco, a los menores Diego Alejandro 
y Abraham de Jesús Sánchez Ruvalcaba, denun­
ciando su aparente abandono, mismos que le fue­
ron entregados por sus tíos, los señores Francisco 
Javier Sánchez González y María Irasema Torres 
de Sánchez, por lo cual la citada representante so­
cial inició la averiguación previa número 4729/98 
en contra de la señora Blanca Estela Ruvalcaba, 
como probable responsable del delito de abando­
no de persona, ordenando, el 3 de marzo de 1998, 
el traslado de ambos menores al Instituto Cabañas 
en Guadalajara, Jalisco, con la finalidad de que el 
Consejo Estatal de Familia resolviera su “situa­
ción jurídica”. 

El 21 de abril de 1998 compareció ante el repre­
sentante social el señor Enrique Sánchez Gonzá­
lez, hermano del padre de los menores, para so­
licitar la custodia de los mismos, por lo cual el 
agente del Ministerio Público solicitó una inves­
tigación de campo a efecto de determinar si el se­
ñor Sánchez González era idóneo para obtener la 
custodia de los menores, y, posteriormente, con el 
resultado de la investigación, dicho agente del Mi­
nisterio Público dio vista, con el informe, al Con­
sejo Estatal de Familia para que resolviera sobre 
la “situación jurídica” de éstos, siendo hasta el 19 
de junio del año citado, mediante el oficio 29/98, 
cuando dicho Consejo Estatal de Familia infor­

mó a la licenciada María Laura Michel Esparza, 
agente del Ministerio Público de la Dirección 
General de Averiguaciones Previas, que se auto­
rizaba la custodia temporal de los menores en 
favor del señor Enrique Sánchez González y de 
su esposa Sandra Leticia Ríos Ávalos. 

Sin embargo, en julio de 1998 el señor Enrique 
Sánchez González puso a disposición del Consejo 
Estatal de Familia a los citados menores, por lo 
cual el 7 de septiembre de 1999, a través del di­
verso 358/99, dicho Consejo solicitó, por conducto 
de la licenciada Adriana Margarita Hernández 
Gutiérrez, agente del Ministerio Público Investi­
gador, que el Director del Registro Civil en Gua­
dalajara, Jalisco, registrara a los menores Abraham 
de Jesús y Diego Alejandro Sánchez Ruvalcaba, 
solicitud a la que se anexaron las constancias de 
inexistencia de registro de nacimiento, del 24 de ju­
nio y 25 de agosto de 1999, relativas a los menores 
Abraham de Jesús y Diego Alejandro Sánchez Ru­
valcaba, respectivamente, suscritas por la licen­
ciada María Agustina Landeros Martínez, Sub­
directora del Archivo del Registro Civil en el 
Estado. 

Es importante señalar que el Consejo Estatal 
de Familia, no obstante que conocía los antece­
dentes del caso relativo a los menores, de los cua­
les se desprendía que éstos contaban con padres 
biológicos, quienes tenían el derecho de otor­
garles su nombre, solicitó su registro, a través del 
agente del Ministerio Público, por lo que el 25 
de agosto de 1999 el oficial del Registro Civil en 
Guadalajara, Jalisco, procedió a registrarlos sin 
que se asentaran en su contenido los nombres y 
datos de los progenitores. 

En este contexto, es pertinente señalar que, ade­
más de la irregularidad antes mencionada, el ofi­
cial del Registro Civil no comprobó la veracidad 
de la información ante él vertida, así como tampo­
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co la identidad de los interesados, la vecindad de 
los mismos y el cumplimiento de los requisitos 
que para el registro del nacimiento establecen los 
artículos 40 a 42 de la Ley del Registro Civil del 
Estado de Jalisco, contraviniendo con ello lo dis­
puesto por los artículos 57 y 58 del citado ordena­
miento. 

No es óbice para arribar a dicha conclusión el 
hecho de que, el 17 de noviembre de 1999 la agen­
te del Ministerio Público adscrita a la Agencia Nú­
mero 1 solicitara al Director del Registro Civil 
el registro de los menores, pues para llevar a cabo 
dicho acto el oficial del Registro Civil debía ob­
servar el cumplimiento de los artículos señalados 
en el párrafo que antecede, pues su incumplimien­
to tendría como consecuencia su destitución, en 
términos de lo dispuesto por las fracciones segun­
da y octava del artículo 146 de la Ley del Regis­
tro Civil del Estado de Jalisco. 

Sin embargo, no escapa a la atención de esta Co­
misión Nacional que, si bien el registro de los me­
nores se llevó a cabo tomando en cuenta las cons­
tancias de inexistencia de registro de nacimiento 
expedidas por la licenciada María Agustina Lan­
deros Martínez, Subdirectora del Archivo del Re­
gistro Civil en el Estado, los días 24 de junio y 
25 de agosto de 1999, en las que se hizo constar 
que no se encontró registro alguno de los meno­
res de edad, también lo es que dicha información 
es carente de veracidad, en virtud de que los me­
nores Abraham de Jesús y Diego Alejandro Sán­
chez Ruvalcaba ya habían sido registrados en las 
actas 3761, del libro 235, y 4288, del libro 667, de 
fechas 23 de julio de 1992 y 23 de mayo de 1996, 
ante el Registro Civil de Guadalajara, respecti­
vamente; por lo tanto, con su conducta inobservó 
lo establecido por el artículo 25 del Reglamento 
del Registro Civil del Estado de Jalisco, pues, si 
bien las constancias de inexistencia establecen 
el año durante el cual fue efectuada la búsqueda de 

antecedentes, en la misma no se señalan los años 
y los libros en los cuales debió realizarse dicha 
búsqueda, lo cual no le permitió verificar feha­
cientemente que dichos menores habían sido re­
gistrados ante el Registro Civil de esa munici­
palidad. 

b) El 20 de junio de 2000 el Consejo Estatal de 
Familia solicitó, por la vía de la jurisdicción vo­
luntaria, al Juez Primero de lo Familiar en el Esta­
do de Jalisco que declarara el estado de minoría, 
así como la tutela institucional en favor de dicho 
Consejo, iniciándose el expediente 2043/00. 

Al respecto, es oportuno señalar que el Conse­
jo Estatal de Familia, sin contar con la resolución 
judicial correspondiente, en la que se decretara la 
pérdida de la patria potestad que sus padres ejer­
cían sobre los menores, omitió considerar que és­
tos contaban con padres biológicos, por lo que 
indebidamente solicitó la tutela institucional de 
los menores de referencia, lo cual no se justifica­
ba, ya que si bien es cierto que el artículo 639 del 
Código Civil señala que el Consejo Estatal de Fa­
milia desempeñará el cargo de tutor sin necesi­
dad de discernimiento del cargo, también lo es que 
los menores Diego Alejandro y Abraham de Je­
sús Sánchez Ruvalcaba no se encontraban en los 
supuestos señalados por dicho numeral; es decir, 
no se encontraban en estado de abandono y, no 
obstante que estaban internados en una casa de 
asistencia, existía quien ejerciera la patria potes­
tad sobre ellos. 

En este contexto tiene relevancia el hecho de 
que los menores tampoco se encontraban en cali­
dad de huérfanos y que existían, en términos del 
Código Civil del Estado de Jalisco, personas que 
ejercieran la custodia sobre ellos; asimismo, que la 
indagatoria respectiva no había sido resuelta y 
por lo tanto no se había definido la situación ju­
rídica de los menores, por lo cual no resultaba 
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procedente que el Consejo Estatal de Familia pro­
moviera ante la autoridad jurisdiccional que se 
le otorgara el carácter de tutor institucional. 

c) Finalmente, para esta Comisión Nacional no 
pasa desapercibido que el 27 de octubre de 2000 
el señor Marcelino Sánchez González solicitó la 
intervención del Gobernador constitucional del 
Estado de Jalisco, así como del Presidente del Po­
der Judicial en esa Entidad Federativa, con el pro­
pósito de que se suspendiera el trámite de la adop­
ción internacional de sus hijos Abraham de Jesús 
y Diego Alejandro Sánchez Ruvalcaba, que trami­
taba el Consejo Estatal de Familia sin su consen­
timiento y sin notificar al agente del Ministerio 
Público para el ejercicio de sus atribuciones, acom­
pañando como pruebas documentales de su di­
cho las siguientes: 

i) El escrito del 13 de abril de 2000, suscrito por 
el señor Pablo Rodríguez Hoyos, funcionario ads­
crito a la Gerencia de Servicios Sociales Valla­
dolid de la Junta de Castilla y León, en el cual se 
menciona la posible asignación de los menores 
Sánchez Ruvalcaba a una familia española. 

ii) El escrito del 1 de junio de 2000, signado por 
la licenciada Blanca Aurora Zamora Horta, psi­
cóloga de la Casa Hogar Protección a los Hijos de 
los Presos, A. C., mediante el cual informó al Con­
sejo Estatal de Familia que elaboró el programa 
para el acoplamiento e integración de una familia 
adoptiva para los niños Diego Alejandro y Abraham 
de Jesús Sánchez Ruvalcaba, que le fuera soli­
citado. 

En este contexto, es pertinente mencionar que 
los servidores públicos del Consejo Estatal de 
Familia, al otorgar, el 19 de junio de 1998, la cus­
todia temporal de los menores a su tío, señor En­
rique Sánchez González, presumiblemente tenían 
pleno conocimiento de que éstos contaban con fa­

miliares que pudieran atenderlos, en tanto se de­
terminaba la situación jurídica de la señora Blan­
ca Estela Ruvalcaba, por lo cual no debían ini­
ciar los trámites preparatorios para su adopción 
internacional, desconociendo que conforme a lo 
dispuesto por los artículos 1o. y 23 de la Ley 
para la Protección de los Derechos de Niñas, Ni­
ños y Adolescentes, en su carácter de norma de 
interés social, de orden público y de observancia 
general en toda la República Mexicana, los me­
nores sólo podían ser separados de sus familia­
res mediante una sentencia u orden preventiva 
judicial que así lo declarara. 

De lo anterior se desprende que el Consejo Es­
tatal de Familia, no obstante saber que los meno­
res contaban con familiares, quienes podían ejer­
cer la custodia sobre ellos, solicitó la declaración 
de estado de minoría, así como la tutela institu­
cional en su favor y, sin observar el cumplimiento 
de los requisitos señalados por el artículo 4o. del 
Convenio Relativo a la Protección del Niño y a 
la Cooperación en Materia de Adopción Interna­
cional, inició los trámites para la adopción inter­
nacional de los menores. 

Por lo anterior, esta Comisión Nacional ad­
vierte que las autoridades administrativas que 
atendieron el presente caso ejercieron indebida­
mente el cargo que les fue conferido como inte­
grantes del Registro Civil y del Consejo Estatal 
de Familia, toda vez que restringieron a los me­
nores de edad el derecho de disfrutar de sus pre­
rrogativas más elementales, lo cual conlleva una 
violación a los derechos fundamentales de lega­
lidad y seguridad jurídica consagrados en los ar­
tículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como en los nu­
merales 4o.; 7o.; 9o.; 23, párrafo segundo, y 44 
de la Ley para la Protección de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes; 3.1, 8.1 y 27.1 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño; 16 del 
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Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de 
San Salvador”; 4o. del Convenio relativo a la Pro­
tección del Niño y a la Cooperación en Materia 
de Adopción Internacional, parte inicial de la De­
claración de los Derechos del Niño; 3o., 4o., 11 
y 12 de la Declaración sobre los Principios So­
ciales y Jurídicos Relativos a la Protección y el 
Bienestar de los Niños, que en lo sustancial esta­
blecen que el niño gozará de una protección es­
pecial y dispondrá de oportunidades y servicios 
para que pueda desarrollarse física, mental, mo­
ral, espiritual y socialmente en forma saludable y 
normal, así como en condiciones de libertad y dig­
nidad, siendo la consideración fundamental que 
se atenderá siempre el interés superior de la in­
fancia; asimismo, que el niño, para el pleno y ar­
monioso desarrollo de su personalidad, necesita 
amor y comprensión y, siempre que sea posible, 
deberá crecer al amparo y bajo la responsabilidad 
de sus padres y, salvo circunstancias excepciona­
les o por determinación judicial de autoridad com­
petente, no deberá separase al niño de corta edad 
de su madre. 

5. Por otra parte, del estudio de las constancias 
que conforman el expediente 2426/00/IV, esta Co­
misión Nacional pudo constatar que la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco desaten­
dió la vulneración a los Derechos Humanos de 
los menores Diego Alejandro y Abraham de Je­
sús Sánchez Ruvalcaba, en atención a las siguien­
tes apreciaciones: 

El 27 de octubre de 2000 el señor Marcelino 
Sánchez González presentó una queja en contra 
de la Procuraduría General de Justicia, el Conse­
jo Estatal de Familia y el Registro Civil, en agra­
vio de sus menores hijos Diego Alejandro y 
Abraham de Jesús Sánchez Ruvalcaba, toda vez 
que de manera posterior al aseguramiento de que 

fueron objeto por parte de dicha Procuraduría y 
puestos a disposición del Consejo Estatal de Fa­
milia, el representante social solicitó, a petición 
de dicho Consejo, su registro al oficial del Regis­
tro Civil, lo que permitió que el Consejo en co­
mento iniciara los trámites de adopción interna­
cional de los menores. 

Con motivo de tales hechos, la Comisión Es­
tatal dio inicio al expediente 2426/00/IV, y el 30 
de octubre de 2000 acordó de pendiente su ad­
misión, solicitándole, en colaboración, a la Pro­
curaduría General de Justicia, al Consejo Estatal 
de Familia y al Registro Civil información relati­
va al caso que nos ocupa, siendo hasta el 2 de enero 
de 2001 cuando se admirtió la queja de referencia. 

En este orden de ideas, el Registro Civil, al ren­
dir su informe, señaló que para el registro de los 
menores se basó en la documentación que el agen­
te del Ministerio Público le otorgó para tal efecto; 
por su parte, el Consejo Estatal de Familia indi­
có que el registro de los menores fue a petición del 
agente del Ministerio Público número uno, a soli­
citud del propio Consejo, presentando para tal efec­
to las constancias de inexistencia de registro, expe­
didas el 25 de agosto de 1999 por la Subdirección 
del Archivo del Registro Civil; asimismo, indicó 
que, efectivamente, se tramitaba la declaratoria de 
estado de minoridad de los menores Sánchez Ru­
valcaba, pero dado que en el procedimiento se pre­
vé la publicación de edictos, como consecuencia 
de éstos fue que el señor Marcelino Sánchez Gon­
zález se presentó ante el Juez Primero de lo Fa­
miliar, comprobando su parentesco con los cita­
dos menores, por lo que dicha autoridad dejó sin 
efectos el trámite de la jurisdicción voluntaria, y 
el 22 de diciembre de 2000 el representante so­
cial ordenó la entrega de éstos a su progenitor; 
finalmente, la Procuraduría General de Justicia 
del Estado remitió una copia certificada de la ave­
riguación previa 4729/98. 
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El 15 de marzo de 2001 esa Comisión Estatal 
determinó acumular los expedientes 2426/00/IV 
y 2535/00/IV al primero de los citados, toda vez 
que los actos y las autoridades que se señalan en 
los mismos tienen relación entre ellos, aclaran­
do que el 2535/00/IV es relativo al caso de las 
menores Yajaira Montserrat y María Guadalupe 
Lara Godínez. 

Con fechas 15 y 20 de marzo de 2001 emitió 
dos proyectos de conciliación, dirigidos al Con­
sejo Estatal de Familia y al Registro Civil, res­
pectivamente, los cuales, en obvio de repeticio­
nes, se encuentran señalados en el punto D, inciso 
5, del presente capítulo de observaciones, en 
virtud de la acumulación de que fueron objeto 
los expedientes mencionados en el apartado que 
antecede. 

Por todo lo anterior, se llega a la conclusión de 
que la Comisión Estatal se apartó de los princi­
pios rectores que su Ley y Reglamento Interior 
de Trabajo le imponen, al no considerar que los 
servidores públicos mencionados vulneraron el 
Estado de Derecho y la convivencia social, ante 
lo cual debió implantar los mecanismos necesa­
rios tendentes a lograr que las garantías de segu­
ridad jurídica y de procuración de justicia que se 
les vulneraron a los agraviados les fueran resarci­
das y, en cambio, sometieron el presente caso a 
una amigable conciliación desprovista de toda ló­
gica en su pronunciamiento, cuando, ante la gra­
vedad de los actos constitutivos de las quejas, la 
determinación procedente era la emisión de una 
Recomendación, en términos de lo dispuesto por 
el artículo 67 de la Ley de la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de Jalisco. 

E. Por lo que corresponde a la queja presentada 
por el señor Luis Guillermo Álvarez del Castillo 
Guerra, en representación de los señores José En­
rique de Jesús Séptimo y María Ignacia Amezcua 

Reynoso, así como del menor Álvaro Germán de 
Jesús Amezcua, de cinco años de edad, está acre­
ditada la violación a los derechos fundamentales 
de los señores De Jesús Séptimo y Amezcua Rey­
noso, así como del menor en cita, ya que los días 
15 de marzo y 14 de julio de 1999 las trabajado­
ras sociales del Desarrollo Integral de la Familia 
Ana María Guadalupe García Sánchez y Espe­
ranza Bravo Barrera sustrajeron del domicilio del 
quejoso al menor Álvaro Germán de Jesús Amez­
cua, para trasladarlo a la agencia del Ministerio Pú­
blico de Chapala, Jalisco, lugar de donde, en la se­
gunda fecha mencionada, fue puesto a disposición 
del Consejo Estatal de Familia, sin que el represen­
tante social que conocía de estos hechos actuara 
conforme a sus atribuciones legales, en atención 
a los siguientes razonamientos: 

1. El 15 de marzo de 1999 la trabajadora social 
Ana María Guadalupe García Sánchez señaló 
ante la licenciada Elizabeth Gutiérrez Fausto, 
agente del Ministerio Público de Chapala, Jalis­
co, que, derivado de una llamada anónima de esa 
misma fecha, en la que se denunciaba maltrato a 
menores, se presentó en el domicilio de los se­
ñores De Jesús Amezcua y encontró lesionado al 
menor, por lo que lo trasladó a la Cruz Roja, a 
efecto de levantar el parte médico de lesiones, y, 
posteriormente, a la agencia del Ministerio Públi­
co, donde denunció posibles conductas delictivas 
cometidas en agravio del niño Álvaro Germán de 
Jesús Amezcua, quien fue puesto a su disposi­
ción para que se le tomara su declaración, seña­
lando la trabajadora social que se haría cargo del 
niño, comprometiéndose a presentarlo al día si­
guiente para que esa Fiscalía lo canalizara a al­
guna oficina especial para niños maltratados, ya 
que no contaban con un albergue dónde dejarlo, 
motivo por el cual la representante social inició 
la averiguación previa 144/99/II, dentro de la que 
al día siguiente acordó dejarlo en custodia de sus 
padres. 
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Posteriormente, el 14 de julio de 1999 la traba­
jadora social Esperanza Bravo Barrera, al compa­
recer ante la licenciada María Teresa Hernández, 
agente del Ministerio Público en Chapala, Jalisco, 
refirió que, derivado de una llamada anónima en 
la que se denunciaba maltrato a menores, se tras­
ladó nuevamente al domicilio de la familia del me­
nor Jesús Amezcua, constatando que éste pre­
sentaba huellas de violencia física, por lo cual 
procedió a “rescatarlo” para ponerlo a disposición 
de esa Representación Social, la cual, con moti­
vo de los hechos, dio inicio a la averiguación pre­
via 356/99, en contra de los señores José Enri­
que de Jesús Séptimo y María Ignacia Amezcua 
Reynoso, acordando el aseguramiento del menor 
y su traslado al Consejo Estatal de Familia, para 
que fuera ubicado en la institución que le diera el 
cuidado y protección que requería. 

2. En la comparecencia del 7 de junio de 2000 el 
licenciado Guillermo Álvarez del Castillo Gue­
rra, en representación de María Ignacia Amez­
cua Reynoso y del menor Álvaro Germán de Jesús 
Amezcua, presentó una queja ante la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco, en la cual 
refirió los hechos señalados con anterioridad, 
por lo cual se inició el expediente de queja 1163/ 
00/III. 

Asimismo, el 9 de octubre de 2000 el licencia­
do Álvarez del Castillo Guerra presentó un nuevo 
escrito de queja ante dicha Comisión Estatal, de­
nunciando que, al buscar el paradero del menor 
Álvaro Germán de Jesús Amezcua, se presentó en 
el albergue denominado “Portal de Belén del Ni­
ño Jesús”, sito en Arandas, Jalisco, lugar en don­
de no se le permitió a sus padres la visita al me­
nor, no obstante que se encontraba interno en ese 
lugar, iniciándose el expediente 2307/00/IV. 

Por lo anterior, la Comisión Estatal de Dere­
chos Humanos de Jalisco procedió a solicitar los 

informes correspondientes al Consejo Estatal de 
Familia, al Director del Instituto Cabañas, al Di­
rector de la casa hogar “Portal de Belén del Niño 
Jesús” y a la Procuraduría General de Justicia en 
el Estado de Jalisco. 

En tal virtud, el 20 de junio de 2000, por me­
dio del diverso 163/003/2000, el Consejo Estatal 
de Familia rindió el informe requerido por ese 
Organismo Estatal, en el cual señaló que en vir­
tud del maltrato que el menor Álvaro Germán de 
Jesús Amezcua recibía por parte de sus padres, 
personal del Desarrollo Integral de la Familia pro­
cedió a rescatarlo y ponerlo a disposición inmedia­
ta del Ministerio Público de la adscripción, quien 
decretó su aseguramiento y lo derivó a ese Con­
sejo Estatal de Familia, a fin de que se realizaran 
los procedimientos correspondientes “para resol­
ver su situación jurídica”, por lo cual fue cana­
lizado a la Agrupación Social y Cultural de la 
Región de Los Altos, en Atotonilco el Alto, Jalis­
co, para su cuidado y protección; asimismo, que 
al haber realizado diversas gestiones para saber 
si el menor se encontraba legalmente registrado, 
fue localizada su acta de nacimiento, en la cual 
constaba que el menor es hijo de la señora María 
Ignacia Amezcua Reynoso, acompañando a su in­
forme con las copias certificadas del expediente 
interno 159/99. 

Por su parte, el 12 de septiembre de 2000, me­
diante el oficio 261TS/00, la señora Amparo Gon­
zález Morfín, Directora del Instituto Cabañas, 
refirió que el 7 de diciembre de 1999 el Consejo 
Estatal de Familia le solicitó, mediante el diver­
so 284/99, que el menor de referencia ingresara 
a ese instituto para atenderlo sólo en el periodo 
vacacional, informándole que se encontraba rela­
cionado con la averiguación previa 356/99 de la 
Agencia del Ministerio Público Investigadora en 
Chapala, Jalisco, siendo reintegrado a dicho Con­
sejo el 18 de enero de 2000, y el 10 de abril del 
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año en cita se le recibió nuevamente, solicitando 
su egreso el 2 de mayo del año mencionado. 

Mediante un oficio sin número, del 4 de octu­
bre de 2000, la señora Antonia López Donaire, Di­
rectora de la Casa para el Desarrollo de la Niñez 
y la Atención del Anciano Arandense, A. C., infor­
mó a esa Comisión Estatal que el menor ingresó 
al albergue infantil de la ciudad de Atotonilco el 
Alto, Jalisco, el 10 de julio de 1999 (sic) y que el 1 
de octubre del año mencionado ingresó a esa ins­
titución, agregando que las salidas de vacacio­
nes que disfrutó el menor nunca fueron con algún 
familiar, sino que éste las pasó en otra institu­
ción de campamento. 

Por medio del oficio 426/2000, del 27 de octu­
bre de 2000, la licenciada María Teresa Hernán­
dez Hernández, agente del Ministerio Público en 
Chapala, Jalisco, remitió el informe requerido por 
la Comisión Estatal, al igual que el licenciado Ma­
nuel Dávila Flores, supervisor de Derechos Hu­
manos de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado de Jalisco, quien remitió el diverso 1763/ 
2000, del 13 de noviembre de 2000; asimismo, por 
medio del diverso 1719/2000, del 8 del mes y año 
citados, la licenciada Elizabeth Gutiérrez Faus­
to, Subprocuradora de Concertación Social “C”, 
rindió el informe solicitado, en el cual señaló su 
intervención en la integración de las averiguacio­
nes previas 144/99 y 356/99, acompañando con 
copias de las mismas. 

3. El 11 de enero de 2001 el licenciado Luis Gui­
llermo Álvarez del Castillo presentó ante esta 
Comisión Nacional el recurso de queja por vio­
lación a los Derechos Humanos de María Ignacia 
Amezcua Reynoso y del menor Álvaro Germán 
de Jesús Amezcua, en el cual señaló la inactivi­
dad en el tratamiento de la queja 1163/00/III, ins­
taurada ante la Comisión Estatal de Derechos Hu­
manos de Jalisco, motivo por el cual se inició la 

queja 2001/6/Q ante esta Comisión Nacional, 
solicitándose los informes correspondientes. 

4. Del análisis efectuado a las constancias remi­
tidas por las autoridades señaladas como respon­
sables, esta Comisión Nacional pudo constatar: 

a) Que la trabajadora social Ana María Guada­
lupe García Sánchez, al llevar al menor de edad 
ante la presencia ministerial el 15 de marzo de 1999, 
sin contar con atribuciones legales suficientes que 
le permitieran retener consigo al menor, solicitó 
y obtuvo de la Representación Social la autoriza­
ción para presentarlo al día siguiente ante el agente 
investigador, en virtud de que, según su dicho, “no 
había albergues disponibles en ese momento”, y 
quien, al no objetar el pedimento que le fuera formu­
lado, también contribuyó a que se lesionaran los 
intereses del menor al haber sido indebidamente 
retenido y apartado de la custodia materna, de la 
cual gozaba la señora María Ignacia Amezcua 
Reynoso. 

Para esta Comisión Nacional no pasa desaper­
cibido que si bien, de acuerdo con lo dispuesto 
por el artículo 88 del Código de Procedimientos 
Penales para el Estado de Jalisco, toda persona 
que tenga conocimiento de la comisión de algu­
na conducta delictiva está obligada a denunciar 
los hechos ante el agente del Ministerio Público 
correspondiente, esa obligación no faculta al de­
nunciante a retener a la víctima del delito para 
ponerla a disposición de la autoridad ministerial, 
y menos a un menor que cuenta con la custodia y 
tutela de sus padres, por lo cual la conducta de­
sarrollada por la trabajadora social transgrede la 
garantía de seguridad jurídica contenida en el ar­
tículo 16 de la Constitución Política de los Esta­
dos Unidos Mexicanos, en detrimento de los seño­
res José Enrique de Jesús Séptimo y María Ignacia 
Amezcua Reynoso, a quienes, de manera indepen­
diente a que hayan sido señalados como presun­
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tos responsables de cometer una conducta ilícita 
en agravio de su menor hijo, no les había sido de­
clarada por el órgano jurisdiccional competente 
la pérdida de la patria potestad sobre su hijo, y, al 
convalidar tales conductas, la Representación So­
cial incurrió, igualmente, en la conculcación de 
dicha garantía constitucional. 

b) Igualmente, esta Comisión Nacional constató 
que el Consejo Estatal de Familia, al disponer in­
distintamente el internamiento del menor Álvaro 
Germán de Jesús Amezcua en diversos albergues 
del Estado de Jalisco, con el propósito de procu­
rar el cuidado y protección que necesitaba, lo cual 
fue corroborado con los oficios 138/99 y 284/ 
99, del 14 de julio y 7 de diciembre de 1999, res­
pectivamente, suscritos por la Dirección del Área 
de Tutela y Custodia del Consejo Estatal de Fa­
milia, ocasionó con dichos traslados e interna­
mientos que el menor estuviese separado de sus 
padres de manera ilegal por más de un año, pro­
vocando con ello un desequilibrio emocional en 
el menor, por el cual se le tuvo que brindar apoyo 
psicológico, situación que quedó acreditada con 
los reportes psicológicos extendidos, uno el 12 de 
febrero de 2001 y otro sin fecha, por los psicó­
logos Elsie Campos, Rebeca L. Pérez y Juan Carlos 
Múgica, después de que el menor fuera reinte­
grado al seno familiar por disposición judicial. 

De todo lo anterior esta Comisión Nacional 
advierte que los servidores públicos, tanto de la 
Procuraduría General de Justicia en el Estado de 
Jalisco como del Sistema para el Desarrollo In­
tegral de la Familia y del Consejo Estatal de Fa­
milia, quienes participaron en los hechos mate­
ria de la presente queja, que dieron origen a los 
expedientes 1163/0/III y 2307/00/IV, ejercieron 
indebidamente el cargo que tenían conferido y, 
por lo tanto, violaron el derecho a la legalidad y 
a la seguridad jurídica en agravio de los señores 
José Enrique de Jesús Séptimo y María Ignacia 

Amezcua Reynoso, y de su hijo, el menor Álvaro 
Germán de Jesús Amezcua, lo cual conlleva una 
violación a los derechos fundamentales que impe­
ran en un Estado de Derecho, y que se encuentran 
consagrados en los artículos 16 de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
44 de la Ley para la Protección de los Derechos 
de Niñas, Niños y Adolescentes; 3o., inciso a); 
3.1; 7.1; 8.1; 9.1; 16.1, y 27.1, de la Convención 
sobre los Derechos del Niño; 16 del Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre Dere­
chos Humanos en Materia de Derechos Econó­
micos, Sociales y Culturales “Protocolo de San 
Salvador”; 4; 7; 9; 23, párrafo segundo, y 6o., 
parte inicial, de la Declaración de los Derechos 
del Niño; 3o., 4o., 11 y 12, de la Declaración so­
bre los Principios Sociales y Jurídicos Relativos 
a la Protección y el Bienestar de los Niños, que 
en lo sustancial establecen que el niño gozará de 
una protección especial y dispondrá de oportu­
nidades y servicios para que pueda desarrollarse 
física, mental, moral, espiritual y socialmente en 
forma saludable y normal, así como en condicio­
nes de libertad y dignidad, atendiendo siempre el 
interés superior de la infancia; asimismo, que el ni­
ño, para el pleno y armonioso desarrollo de su per­
sonalidad, necesita amor y comprensión y siempre 
que sea posible deberá crecer al amparo y bajo la 
responsabilidad de sus padres, y que no deberá 
separase al niño de corta edad de su madre, sal­
vo por circunstancias excepcionales o por deter­
minación judicial de autoridad competente. 

5. Por otra parte, del estudio practicado a las cons­
tancias que conforman el expediente 1163/00/III, 
esta Comisión Nacional pudo observar que el trámi­
te efectuado por la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Jalisco, no respondió a las expectati­
vas de resarcimiento de los Derechos Humanos del 
menor Álvaro Germán de Jesús Amezcua, de las 
cuales destacan, por su gravedad e impacto en el 
trámite de la queja, las siguientes constancias: 
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El 7 de junio de 2000, el licenciado Luis Gui­
llermo Álvarez del Castillo presentó ante la Co­
misión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco 
una queja en contra de la Procuraduría General 
de Justicia y del Consejo Estatal de Familia, en 
agravio de la señora María Ignacia Amezcua Rey­
noso y del menor Álvaro Germán de Jesús Amez­
cua, toda vez que sin mediar una orden de cateo 
policías investigadores del Estado de Jalisco se 
introdujeron en su domicilio con objeto de apre­
hender al señor José Enrique de Jesús Séptimo, 
e, igualmente, la Trabajadora Social Esperanza 
Bravo Barrera, funcionaria adscrita a dicho Con­
sejo, sin orden de autoridad competente proce­
dió a llevarse al menor antes citado, hechos que 
no obstante eran del conocimiento de la Procu­
raduría antes mencionada, ésta no tomó ninguna 
medida al respecto. 

Con motivo de tales hechos, la Comisión Es­
tatal dio inició al expediente 1163/00/III y, el 9 
de junio de 2000 acordó pendiente su admisión, 
solicitando al Consejo Estatal de Familia que in­
formara la “situación jurídica” del menor Álvaro 
Germán de Jesús Amezcua. El 20 del mes y año 
en cita, dicha autoridad señaló que el Sistema para 
el Desarrollo Integral de la Familia solicitó su in­
tervención para realizar acciones que protegie­
ran y salvaguardaran los derechos del menor, ya 
que era objeto de maltrato por parte de su padre, 
por lo cual el personal de esa institución acudió 
al Municipio de Chapala, Jalisco, con objeto de 
dar seguimiento a la averiguación previa 144/99/ 
II, al tiempo que elementos de la Policía Investi­
gadora cumplimentaban una orden de aprehen­
sión en contra del señor José Enrique de Jesús 
Séptimo; que el personal del Consejo, al ver que 
el menor presentaba diversas lesiones, procedió 
a “rescatarlo” y ponerlo a disposición del agente 
del Ministerio Público en ese municipio, quien 
inició la averiguación previa 356/99/I; también 
señaló que el menor se encontraba en la casa ho­

gar “Portal de Belén del Niño Jesús” en Arandas, 
Jalisco, situación por la que el 23 del mes y año 
citados la Tercera Visitaduría General de dicha 
Comisión Estatal acordó concluir el expediente, 
considerando que no se evidenciaban violaciones 
a los Derechos Humanos de la señora María Igna­
cia Amezcua Reynoso ni del menor antes citado. 

Por lo anterior, mediante el oficio 2716/00/III, 
del 14 de agosto de 2000, la licenciada María Gua­
dalupe Ramos Ponce, Tercera Visitadora Gene­
ral de la Comisión Estatal de Derechos Humanos 
de Jalisco, solicitó a la licenciada María Teresa 
Medina Villalobos, Cuarta Visitadora General, que 
se giraran instrucciones al personal a su cargo para 
que la familia De Jesús Amezcua fuera integrada 
al Programa en contra de la Violencia Intrafami­
liar de esa institución, lo cual nunca se realizó. 

Sin embargo, en virtud de la inconformidad pre­
sentada el 23 de agosto de 2000 ante esa Comi­
sión Estatal por el licenciado Luis Guillermo 
Álvarez del Castillo, en el trámite seguido en el 
expediente de mérito, y tomando en considera­
ción que el 4 de septiembre del año citado los 
señores José Enrique de Jesús Séptimo y María 
Ignacia Amezcua Reynoso ratificaron la queja 
presentada por el licenciado Álvarez del Casti­
llo, el 5 de septiembre de 2000, la Tercera Visi­
taduría acordó continuar con el trámite del expe­
diente y admitió la queja, solicitando los informes 
correspondientes. 

Posteriormente, el 11 de diciembre de 2000 emi­
tió un proyecto de conciliación dirigido a la Pro­
curaduría General de Justicia del Estado de Jalis­
co, en el cual determinó que los señores Francisco 
Javier Aceves Reyes y José Armando Rosas Ruiz, 
elementos de la Policía Investigadora del Estado 
violentaron los Derechos Humanos de los señores 
María Ignacia Amezcua Reynoso y José Enrique 
de Jesús Séptimo, así como del menor Álvaro Ger­
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mán de Jesús Amezcua, toda vez que con la jus­
tificación de cumplimentar una orden de apre­
hensión, sin que mediara orden de cateo de auto­
ridad competente, se introdujeron ilegalmente en 
el domicilio del quejoso para aprehender al señor 
De Jesús Séptimo y auxiliaron para “rescatar” a su 
menor hijo; considerando, igualmente, que la licen­
ciada María Teresa Hernández Hernández, agente 
del Ministerio Público, también incurrió en respon­
sabilidad, ya que en su informe rendido ante esa 
Comisión Estatal aseguró ignorar la forma o la me­
dida de cómo fue asegurado el menor antes men­
cionado y quién o quiénes llevaron a cabo dicho 
acto, por lo que, al no contar con documento algu­
no que acreditara que los agraviados eran sus pa­
dres y sin que hubiere comparecido persona al­
guna legalmente facultada para tener la custodia o 
ejercer la patria potestad, decretó su aseguramien­
to y lo remitió al Consejo Estatal de Familia, contra­
viniendo lo dispuesto por el artículo 14 de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
al permitir tácitamente que personal del Consejo 
Estatal de Familia lo sustrajera de su domicilio 
sin el consentimiento de sus padres, quienes ejer­
cían sobre él la patria potestad y la custodia. 

Del análisis practicado al proyecto de conci­
liación antes señalado pudo establecerse que, si 
bien dicha determinación les fue notificada tan­
to al Procurador General de Justicia como al que­
joso, la misma omitió cubrir las formalidades 
exigidas por los artículos 67, segundo párrafo, de 
la Ley de la Comisión Estatal de Derechos Hu­
manos de Jalisco, así como 84, párrafos segundo 
y tercero, y 86 de su Reglamento Interior de Tra­
bajo, en virtud de que su notificación al quejoso 
tuvo verificativo al mismo tiempo que era pues­
ta en conocimiento de la Procuraduría General 
de Justicia en el Estado, con lo cual se privó a los 
quejosos de ser informados en qué consistía el 
procedimiento de conciliación y sus posibles 
ventajas. 

Resulta oportuno señalar que no obstante que 
el 25 de diciembre de 2000 feneció el término 
concedido a la Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Jalisco para que informara sobre 
la aceptación de la propuesta de conciliación, y 
que en esa fecha la Comisión Estatal acordó, sin 
justificación ni fundamento, conceder seis días 
más para que enviara su respuesta, no fue hasta 
el 9 de enero de 2001 cuando, a través del oficio 
6/2001, el licenciado Manuel Dávila Flores, Di­
rector de Supervisión de Derechos Humanos de 
dicha Procuraduría, notificó su negativa para 
aceptar la propuesta de conciliación; en dicho 
oficio, además, solicitó que la amigable conci­
liación “ofertada al Procurador General de Justi­
cia”, fuera reconsiderada. 

En ese contexto, esta Comisión Nacional con­
sidera que la Comisión Estatal de Derechos Hu­
manos de Jalisco, ante la negativa de la autori­
dad responsable para cumplir con su propuesta 
de conciliación, omitió dar cumplimiento al pá­
rrafo final del artículo 67 de la Ley de la Comi­
sión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco y 
elaborar el proyecto de Recomendación corres­
pondiente, y, contrario a ello, sin dar vista a los 
quejosos de los resultados obtenidos en su pro­
ceso conciliatorio, el 30 de enero de 2001 dirigió 
al titular de la Procuraduría General de Justicia 
el oficio 432/01/III, en el que después de debatir 
las opiniones que fueron esgrimidas para no acep­
tar su propuesta de conciliación, emitió el si­
guiente pronunciamiento: 

En consecuencia, y atendiendo a la petición 
de reconsiderar la propuesta de conciliación 
planteada, se aclara al licenciado Gerardo Oc­
tavio Solís Gómez, Procurador General de Jus­
ticia del Estado, que dicha propuesta no tiene 
como fin sancionar a los tres servidores pú­
blicos involucrados, sino que esa H. Procura­
duría que dignamente dirige inicie un proce­
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dimiento administrativo en su contra, donde 
se analice si su actuación se ajustó o no a De­
recho y si con ello se violaron los Derechos Hu­
manos que los quejosos reclamaron, y, en caso 
afirmativo, se les impongan las sanciones que 
procedan conforme a la Ley de Responsabi­
lidades de los Servidores Públicos del Esta­
do de Jalisco y sus Municipios. 

Por lo anterior, solicito se remita a esta Comi­
sión Estatal de Derechos Humanos las cons­
tancias que acrediten haber dado cumplimien­
to a la presente conciliación dentro de los 10 
días naturales. 

Ahora bien, del estudio realizado a la transcrip­
ción anterior pudo advertirse que esa Comisión 
Estatal no solamente se apartó de los principios 
rectores que la Ley y Reglamento Interior de Tra­
bajo de la Comisión Estatal de Derechos Huma­
nos de Jalisco le obligaban a cumplir, sino que 
“ofertó” a la Procuraduría General de Justicia en 
el Estado una nueva propuesta de conciliación, 
en la que, atendiendo a la petición del licenciado 
Manuel Dávila Flores, reconsideró su inicial pro­
puesta, excluyendo de responsabilidad en la nue­
va proposición a la licenciada María Teresa Her­
nández Hernández, y fue hasta el 5 de marzo del 
año en cita cuando dicha propuesta fue aceptada 
por el Director de Supervisión de Derechos Hu­
manos de dicha dependencia, fuera del término 
de 15 días que señala el artículo 67, párrafo terce­
ro, de la Ley de la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Jalisco, lo cual evidencia que ese Or­
ganismo protector de los Derechos Humanos no 
llevó a cabo las acciones tendentes para que a los 
agraviados les fueran resarcidos sus derechos vul­
nerados. 

En el mismo sentido, resulta oportuno señalar 
que no obstante que dicha autoridad aceptó, fue­
ra del término concedido por la Ley de la Comi­

sión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco, la 
propuesta de conciliación, no existe constancia 
dentro del expediente remitido por la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco, el 27 
de marzo de 2001, a esta Comisión Nacional, que 
acredite que la Procuraduría General de Justicia 
del Estado haya dado cumplimiento a la misma, 
pues hasta la fecha del presente documento ese 
Organismo Estatal no ha manifestado a esta Co­
misión Nacional si dicha autoridad cumplió con 
la propuesta de conciliación formulada. 

Asimismo, pudo comprobarse que la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco incu­
rrió en similares irregularidades al atender el trá­
mite del expediente 2307/00/IV, en razón de las 
siguientes consideraciones: 

El 10 de octubre de 2000, mediante el oficio 
3519/00/III, la licenciada María Guadalupe Ra­
mos Ponce, Tercera Visitadora General en ese Or­
ganismo Estatal, remitió al Director de Quejas y 
Orientación de esa institución el escrito de queja 
suscrito por el licenciado Luis Guillermo Álvarez 
del Castillo, en el cual se señalaron nuevos he­
chos en contra del Consejo Estatal de Familia, 
toda vez que por instrucciones de dicho Consejo 
no se les permitió a los señores De Jesús Amezcua 
visitar a su menor hijo, y que dieron inicio al ex­
pediente antes mencionado. 

Ahora bien, del estudio del expediente respec­
tivo esta Comisión Nacional pudo percatarse que 
no existe constancia de que se hubiesen solicita­
do los informes correspondientes al Consejo Es­
tatal de Familia y, sin embargo, procedió a con­
ciliar los intereses de los agraviados, basándose 
en las constancias que le fueron remitidas por la 
Tercera Visitaduría y relacionadas con el expe­
diente 1163/00/III, en el que, si bien existían infor­
mes del Consejo Estatal de Familia, no estaban 
relacionados con los hechos que motivaron el 
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inicio del presente caso, contraviniendo lo dis­
puesto por el artículo 60 de la Ley de la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco. 

El 10 de diciembre de 2000 emitió un proyec­
to de conciliación al Consejo Estatal de Familia, 
en el cual indicó que la trabajadora social Espe­
ranza Bravo Barrera, servidora pública adscrita 
a dicho Consejo, se excedió en sus funciones al 
tomar en “posesión” (sic) al menor Álvaro Ger­
mán de Jesús Amezcua, sin tener una orden de la 
autoridad que se lo permitiera, debiendo, en lu­
gar de tomar esa determinación, hacer del cono­
cimiento del Ministerio Público los hechos para 
que fuera éste, en su carácter de autoridad com­
petente, quien solicitara al juez las medidas per­
tinentes, proponiendo que se amonestara por es­
crito a dicha funcionaria y se trasladara al menor 
a un albergue más cercano al domicilio de los pa­
dres para que éstos lo pudieran visitar. 

Sin embargo, dicha determinación le fue notifi­
cada al quejoso hasta el 12 de diciembre de 2000, 
con lo cual evidentemente no se dio cumplimien­
to a las formalidades exigidas por los artículos 67, 
segundo párrafo, de la Ley de la Comisión Esta­
tal de Derechos Humanos de Jalisco, así como 
84, párrafos segundo y tercero, y 86 de su Regla­
mento Interior de Trabajo, al omitir escuchar y 
notificar al quejoso el proyecto de conciliación, 
de manera previa que a la autoridad probable res­
ponsable, con lo cual se les hubiese señalado a 
los agraviados en qué consistía dicho procedi­
miento y sus posibles ventajas. 

F. Por cuanto hace a la señora Estela Rodríguez 
Rivas y a su menor hijo Gilberto Ávalos Rodrí­
guez, de nueve meses de edad, está acreditada la 
violación a sus derechos fundamentales, ya que 
sin su consentimiento se registró al menor de edad 
con una fecha y en condiciones distintas a las de 
su nacimiento y a las que legalmente les corres­

pondían, con lo que posteriormente se iniciaron 
los trámites preparatorios para su adopción in­
ternacional, en atención a los siguientes razona­
mientos: 

1. El 9 de octubre de 1998 la trabajadora social Ma­
ría Magdalena Hernández Serna, adscrita al Ayun­
tamiento de Guadalajara, Jalisco, hizo del cono­
cimiento de la licenciada María del Tránsito León 
Saldaña, agente del Ministerio Público de la Agen­
cia 1 de la Dirección General de Averiguaciones 
Previas, que el 8 del mes y año mencionados ha­
bían sido encontrados en calidad de abandona­
dos los menores de nombres Gilberto y Juan José 
Ávalos Rodríguez, de nueve meses y 11 años de 
edad, respectivamente, quienes fueron remitidos 
al Departamento de Trabajo Social de la Direc­
ción de Seguridad Pública de Guadalajara, Ja­
lisco, señalando el menor Juan José que el nom­
bre de su madre era Estela Rodríguez Rivas, la 
cual posteriormente manifestó no tener registra­
dos a sus hijos, por lo que los mismos no le fue­
ron entregados, motivo por el cual la Represen­
tante Social acordó el aseguramiento provisional 
de los menores en el albergue Instituto Caba­
ñas, hasta en tanto fuera resuelta su situación 
jurídica, dando inicio a la averiguación previa 
23470/98. 

En virtud de lo anterior y al contar con la cons­
tancia de inexistencia de registro de nacimiento del 
menor en cuestión, el 2 de agosto de 1999 el Con­
sejo Estatal de Familia solicitó al agente del Mi­
nisterio Público que el Director del Registro Civil 
registrara al menor Gilberto Ávalos Rodríguez, 
lo cual se realizó el 15 de diciembre de 1999, en 
cuya acta se señaló como fecha de su nacimiento 
el 9 de diciembre de 1997, no obstante que la 
señora Estela Rodríguez Rivas, en un escrito di­
rigido el 25 de noviembre de 2000 al Juez Pri­
mero de lo Familiar, dentro de los autos del ex­
pediente 2515/00, iniciado por el Consejo Estatal 
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de Familia para solicitar la declaratoria del esta­
do de minoría del menor Gilberto Ávalos Rodrí­
guez y su reconocimiento como tutor legítimo e 
institucional del mismo, presentó como prueba 
de la acreditación del parentesco del menor un 
acta de identificación de recién nacido del 25 de 
febrero de 1998, expedida por el Hospital Ma­
terno Infantil “Esperanza López Mateos” de la 
Secretaría de Salud en el Estado de Jalisco, de 
fecha 26 del mes y año citados. 

Con el propósito de resolver la “situación ju­
rídica” en cuanto a la custodia del menor Gilberto 
Ávalos Rodríguez, y derivado del aseguramien­
to del que había sido objeto dentro de la averi­
guación previa 22258/98, a la cual fue acumula­
da la indagatoria 23470/98 el 18 de diciembre de 
1998, el Consejo Estatal de Familia acordó, el 27 
de enero de 2000, en sesión ordinaria, la autori­
zación y consentimiento para que Jaime Barbosa 
Gutiérrez y María Carolina Padilla Flores asumie­
ran la custodia temporal del menor Gilberto Áva­
los Rodríguez, en los términos del artículo 561 
del Código Civil del Estado; se notificara al ma­
trimonio Barbosa Padilla dicho acuerdo para 
la aceptación de la custodia y, asimismo, se gira­
ra un oficio a la Agencia del Ministerio Público 
para su conocimiento y efectos jurídicos, sin que 
ésta realizara manifestación alguna, por lo cual, 
el 31 de diciembre de 2000, la licenciada Adriana 
Méndez Arias, agente del Ministerio Público de 
la Agencia Número 14 de la División de Averi­
guaciones Previas en Guadalajara, Jalisco, entre­
gó al menor a los señores Barbosa Padilla, en tanto 
se agotaba el procedimiento de adopción inter­
nacional, y quienes el 31 de marzo del año en cita 
comparecieron ante el Consejo Estatal de Fami­
lia con objeto de poner a su disposición al menor 
de referencia, toda vez que no hubo adaptación 
ni empatía con el mismo, solicitando en dicho 
acto que se les revocara la custodia otorgada para 
todos los efectos a que hubiere lugar. 

2. El 11 de septiembre de 2000 la señora Estela 
Rodríguez Rivas presentó una queja ante la Co­
misión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco, 
en la cual denunció actos que consideró violato­
rios a sus Derechos Humanos y en agravio de su 
menor hijo Gilberto Ávalos Rodríguez, cometi­
dos por la Procuraduría General de Justicia y el 
Consejo Estatal de Familia en esa Entidad Fede­
rativa, por lo cual se inició el expediente de que­
ja 2131/00/IV, donde se solicitaron los informes 
correspondientes. 

En tal virtud, el 1 de noviembre de 2000, me­
diante un oficio sin número, el Consejo Estatal de 
Familia informó que al visitar la Casa Hogar Estan­
cia de María, A. C., en donde se encontraba inter­
no el menor Gilberto Ávalos Rodríguez, solicitó 
copias de la averiguación previa 22258/98 para veri­
ficar su situación, y el 3 de agosto de 1999 soli­
citó el registro del menor, lo cual se llevó a cabo el 
15 de diciembre del año citado, tomando en cuen­
ta el interés superior del niño y que no existía per­
sona que acreditara el ejercicio de la patria po­
testad sobre el menor, por lo que se le consideró 
pupilo de dicho Consejo, y el 18 de septiembre 
de 1998 entregó la Solicitud de Adopción Núme­
ro 005 a los señores Carolina Padilla Flores y 
Jaime Barbosa Gutiérrez, de nacionalidad españo­
la, acordando en sesión ordinaria del 27 de enero 
de 2000, otorgarles la custodia temporal del menor 
en tanto se realizaban los trámites relativos para 
la adopción del mismo. 

3. El 26 de febrero de 2001 la señora Estela Ro­
dríguez Rivas presentó ante esta Comisión Nacio­
nal un recurso de queja señalando la inactividad 
y parcialidad con la que se integró el expediente 
2131/00/IV de la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Jalisco, instaurado en contra de la 
Procuraduría General de Justicia, el Sistema para 
el Desarrollo Integral de la Familia y el Consejo 
Estatal de Familia del Estado de Jalisco, al cual 
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le correspondió el expediente 2001/54/Q ante esta 
Comisión Nacional, solicitándose los informes 
correspondientes. 

4. Del análisis efectuado a las constancias remi­
tidas por el Consejo Estatal de la Familia se ad­
vierte lo siguiente: 

a) Mediante el oficio 308/99, del 2 de agosto de 
1999, el Consejo Estatal de Familia solicitó a la 
licenciada María Soledad Castillo Ortiz, agente 
del Ministerio Público de la Agencia 14 de la Pro­
curaduría General de Justicia del Estado de Jalis­
co, que girara un oficio al Director del Registro 
Civil para que registrara al menor Gilberto Áva­
los Rodríguez, pedimento que fue favorablemen­
te acordado por dicha representante social el 3 del 
mes y año mencionados, dentro de la averiguación 
previa 22258/98. 

Lo anterior propició que al menor Gilberto Áva­
los se le registrara de manera extemporánea, sin 
tomar en consideración que estaba vinculado a una 
averiguación previa en la cual la señora Estela Ro­
dríguez Rivas había acreditado ser su madre, lo 
que se realizó en términos de lo dispuesto por el 
artículo 56 de la Ley del Registro Civil del Estado 
de Jalisco, el 15 de diciembre de 1999, ante el li­
cenciado Gabriel Márquez Torres, titular de la Ofi­
cialía Número 1 del Registro Civil en Guadalajara, 
Jalisco, asentándose en el acta 7049 del libro 830 
como fecha de nacimiento el 9 de diciembre de 
1997, fecha distinta a aquella en la cual efectiva­
mente nació y sin que se asentaran en su conte­
nido los nombres y datos de los progenitores. 

b) Posteriormente, el Consejo Estatal de Familia, 
en sesión ordinaria llevada a cabo el 27 de enero 
de 2000, autorizó la custodia temporal del me­
nor en favor de los señores Jaime Barbosa Gu­
tiérrez y María Carolina Padilla Flores, en tanto 
se promovía el trámite de su adopción, ya que 

sobre éste no existía quien ejerciera la custodia, 
pues en el acta de nacimiento no se desprendían 
ascendientes conocidos y, de acuerdo con lo dis­
puesto por el artículo 639 del Código Civil del 
Estado, el Consejo Estatal de Familia desempe­
ñaba de manera institucional el cargo de tutor. 

Al respecto, cabe mencionar que la señora Es­
tela Rodríguez Rivas, madre del menor, era a quien 
legalmente correspondía, en términos de los ar­
tículos 578 y 581 del Código Civil del Estado de 
Jalisco, ejercer la patria potestad, toda vez que 
no se contaba con determinación judicial alguna 
en la que se decretara la pérdida de la misma en 
su perjuicio y, en cambio, al solicitarse el regis­
tro extemporáneo del menor, se omitió señalar 
como dato relevante que éste tenía una madre 
biológica a quien correspondía el derecho a otor­
garle su nombre. 

Para esta Comisión Nacional no pasa desaper­
cibido que el 4 de septiembre de 2000 el Conse­
jo Estatal de Familia promovió, en la vía de ju­
risdicción voluntaria ante el Juzgado Primero de 
lo Familiar, la solicitud de declaratoria del estado 
de minoría del menor Gilberto Ávalos Rodríguez, 
así como que se reconociera a dicho Consejo co­
mo tutor legítimo e institucional del mismo, por 
lo cual el acuerdo tomado en la sesión ordinaria 
llevada a cabo por dicho Consejo el 27 de enero 
de 2000 carecía de validez, ya que si bien es cierto 
que el artículo 639 del Código Civil señala que el 
Consejo Estatal de Familia desempeñará el cargo 
de tutor sin necesidad de discernimiento del car­
go, también lo es que el menor Gilberto Ávalos 
Rodríguez no se encontraba en los supuestos se­
ñalados por dicho numeral; es decir, no se encon­
traba en estado de abandono, pues no obstante 
que estaba internado en una casa de asistencia, 
existía quien ejerciera la custodia sobre él, de con­
formidad en lo dispuesto por el artículo 578 del 
ordenamiento legal antes citado. 
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Por otra parte, es pertinente mencionar que el 
Consejo Estatal de Familia, al haber solicitado 
mediante el oficio 69/99, del 8 de julio de 1999, 
una copia certificada de la averiguación previa 
22258/98, instruida en contra de la señora Estela 
Rodríguez Rivas, se acredita que tenía pleno co­
nocimiento de que la señora Rodríguez Rivas era 
la madre del menor Gilberto Ávalos Rodríguez, 
por lo cual debió realizar las investigaciones per­
tinentes a fin de verificar si dicho menor contaba 
con familia que pudiera ocuparse de él, en tanto 
se determinaba la situación jurídica de la señora 
Rodríguez Rivas, y no entregarlo en custodia tem­
poral a personas distintas a sus padres, ni some­
terlo a un procedimiento de adopción, pues, de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 23 
de la Ley para la Protección de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes, los menores tienen 
derecho a vivir en familia y sólo pueden ser sepa­
rados de sus padres mediante una sentencia u or­
den preventiva judicial que declare legalmente 
la separación. 

c) Finalmente, para esta Comisión Nacional no 
pasa desapercibido que, conforme a las constan­
cias del expediente 2131/00/IV, proporcionadas 
por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Jalisco, dicho expediente contiene tanto una copia 
de la averiguación previa como diversas documen­
tales relativas al caso del menor Gilberto Ávalos 
Rodríguez, practicadas por el Consejo Estatal de 
Familia, y si bien la entrega del menor en cus­
todia temporal al matrimonio Barbosa Padilla 
tuvo lugar el 31 de diciembre de 2000 ante la li­
cenciada Adriana Méndez Arias, agente del Mi­
nisterio Público de la Agencia Número 14 de la 
División de Averiguaciones Previas en Guada­
lajara, Jalisco, tal y como se desprende de la hoja 
17, anverso, de la averiguación previa 22258/98, 
tramitada ante la Agencia 14 de la División de 
Averiguaciones Previas y Coordinación Metro­
politana de la Procuraduría General de Justicia 

del Estado de Jalisco, también lo es que, extra­
ñamente, el 31 de marzo del año citado los seño­
res Jaime Barbosa Gutiérrez y María Carolina 
Padilla Flores, de nacionalidad española, com­
parecieron ante el Consejo Estatal de Familia con 
objeto de poner a su disposición al menor de re­
ferencia, toda vez que manifestaron que no hubo 
adaptación ni empatía con el mismo, solicitando 
en dicho acto que se les revocara la custodia tem­
poral otorgada, para todos los efectos a que hu­
biera lugar. 

A la irregularidad anterior se suma el hecho de 
que, mediante el oficio 112/2000, del 10 de abril 
de 2000, el Consejo Estatal de Familia comuni­
có al matrimonio Barbosa Padilla que no era po­
sible la solicitud de reintegración del menor que 
le habían dirigido, sugiriendo en cambio que se 
iniciaran en un tratamiento psicológico y, una vez 
concluido éste, su pedimento sería revalorado para 
la adopción de otro menor, así como que, por me­
dio de un escrito del 4 de septiembre del año cita­
do, promovió en la vía de jurisdicción voluntaria 
ante el Juzgado Primero de lo Familiar la solici­
tud de declaratoria del estado de minoría y el re­
conocimiento de dicho Consejo como tutor legíti­
mo e institucional, lo que lleva a considerar que, de 
manera previa a que el Consejo Estatal de Fami­
lia obtuviera la tutoría, el menor había sido entre­
gado indebidamente al matrimonio Barbosa Pa­
dilla, lo cual evidencia la violación a los Derechos 
Humanos del menor y de su madre biológica. 

Las consideraciones anteriormente señaladas 
permiten establecer que las actuaciones practi­
cadas por el Consejo Estatal de Familia fueron mo­
tivadas por la carencia de una reglamentación 
adecuada de los procedimientos internos, que per­
mitieran, en su momento, ajustar la adopción del 
menor Gilberto Ávalos Rodríguez a los lineamien­
tos señalados por la legislación en la materia, pro­
vocando con ello que la adopción internacional 
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del menor se promoviera no obstante los obstá­
culos legales existentes. 

Por lo anterior, esta Comisión Nacional advier­
te que los servidores públicos del Consejo Esta­
tal de Familia que atendieron el presente caso ejer­
cieron indebidamente el cargo, toda vez que con 
su actuación restringieron al menor de edad el 
derecho de disfrutar de sus prerrogativas más ele­
mentales, lo cual conlleva una violación a los de­
rechos fundamentales de legalidad y seguridad 
jurídica consagrados en los artículos 14 y 16 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como en los numerales 44 de la 
Ley para la Protección de los Derechos de Ni­
ñas, Niños y Adolescentes; 3.1, 8.1 y 27.1 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño; 16 del 
Protocolo Adicional a la Convención America­
na sobre Derechos Humanos en Materia de De­
rechos Económicos, Sociales y Culturales “Pro­
tocolo de San Salvador”; 6o., parte inicial, de la 
Declaración de los Derechos del Niño; 3o., 4o., 
11 y 12 de la Declaración sobre los Principios 
Sociales y Jurídicos Relativos a la Protección y 
el Bienestar de los Niños; 4o.; 7o.; 9o.; 23, pá­
rrafo segundo; 4o. del Convenio relativo a la Pro­
tección del Niño y a la Cooperación en Materia 
de Adopción Internacional, que en lo sustancial 
establecen que el niño gozará de una protección 
especial y dispondrá de oportunidades y servicios 
para que pueda desarrollarse física, mental, mo­
ral, espiritual y socialmente en forma saludable 
y normal, así como en condiciones de libertad y 
dignidad, atendiendo siempre el interés superior 
de la infancia y que el niño, para el pleno y, armo­
nioso desarrollo de su personalidad, necesita amor 
y comprensión y, siempre que sea posible, debe­
rá crecer al amparo y bajo la responsabilidad de 
sus padres y, salvo circunstancias excepcionales 
o por determinación judicial de autoridad com­
petente, no deberá separase al niño de corta edad 
de su madre. 

5. Por otra parte, del estudio de las constancias 
que conforman el expediente 2131/00/IV, esta Co­
misión Nacional también observó que el trámite 
efectuado por la Comisión Estatal de Derechos Hu­
manos de Jalisco no atendió las expectativas de 
resarcimiento de los Derechos Humanos del me­
nor Gilberto Ávalos Rodríguez, por las siguientes 
consideraciones: 

El 11 de septiembre de 2000 la señora Estela 
Rodríguez Rivas presentó una queja en contra 
de la Procuraduría General de Justicia y del Con­
sejo Estatal de Familia, en agravio de su menor 
hijo Gilberto Ávalos Rodríguez, toda vez que éste 
fue asegurado por el agente del Ministerio Públi­
co Número 1 en Guadalajara, Jalisco, y puesto a 
disposición del Consejo Estatal de Familia, quien 
no le permitía visitarlo. 

Con motivo de tales hechos la Comisión Es­
tatal dio inicio al expediente 2131/00/IV, y el 27 
de septiembre de 2000 acordó pendiente la ad­
misión de la queja hasta en tanto la quejosa no 
aclarara la misma, lo cual realizó el 9 de octubre 
de 2000, por lo cual ésta fue admitida el 16 del mes 
y año en cita, solicitándole información relativa 
al caso que nos ocupa al Consejo Estatal de Fami­
lia, el cual, el 1 de noviembre de 2000, informó que 
la señora Estela Rodríguez Rivas fue detenida por 
elementos de la Policía Judicial del Estado el 24 
de septiembre de 1998 por vender “tonzol”, y que 
en relación con el menor Gilberto Ávalos Rodrí­
guez éste fue detectado por medio del padrón es­
tatal de menores al visitar la Casa Hogar Estancia 
de María, A. C., en donde se encontraba alber­
gado, por lo que solicitaron copias certificadas 
de la averiguación previa en la que se encontra­
ba involucrada para verificar su situación jurídi­
ca; con base en lo anterior, el 3 de agosto de 1999 
se solicitó, a través del agente del Ministerio Pú­
blico, que fuera registrado ante el oficial del Regis­
tro Civil, lo que se llevó a cabo el 15 de diciem­
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bre de 1999; por otra parte, tomando en conside­
ración el interés superior del menor y al ser pu­
pilo de esa institución, entregó el 18 de septiem­
bre de 1998 la Solicitud de Adopción Número 5 
a los señores Carolina Padilla Flores y Jaime Bar­
bosa Gutiérrez, y fue hasta el 27 de enero de 2000 
cuando, en sesión ordinaria, dicho Consejo apro­
bó la asignación del menor a la pareja de refe­
rencia, así como su custodia temporal; sin em­
bargo, el 30 de marzo del año en cita se revocó la 
custodia otorgada. 

Es importante señalar que el 27 de octubre de 
2000 esa Comisión Estatal determinó acumular 
los expedientes 996/00/IV, relacionado con el caso 
de la queja presentada por la señora María Elena 
Alvarado Rodríguez, y 2131/00/IV, abierto con 
motivo de la presentación de la queja de la seño­
ra Estela Rodríguez Rivas, al diverso 930/00/IV, 
iniciado por la queja presentada por el ma­
trimonio Barbosa Padilla, toda vez que los actos 
y las autoridades que se señalan en los mismos 
tienen relación entre ellos, aclarando que el expe­
diente 996/00/IV se encuentra referido al caso del 
menor Jaime Jonathan Alvarado Rodríguez. 

Posteriormente, el 27 de octubre de 2000, emi­
tió un proyecto de conciliación dirigido al Con­
sejo Estatal de Familia, en el cual determinó que 
dicho Consejo, a pesar de haber considerado via­
ble conseguirle una familia adoptiva a los meno­
res Gilberto Ávalos Rodríguez y Jaime Jonathan 
Alvarado Rodríguez, buscando el interés superior 
de éstos, su situación jurídica no podía estar re­
suelta si ningún procedimiento legal se había lle­
vado a cabo hasta su culminación, donde se inves­
tigara, citara y gozaran del derecho de audiencia 
quienes tenían la presunción de ser la madre o los 
familiares en la averiguación previa, por lo cual 
la adopción solamente debía ser admisible en vis­
ta de la situación jurídica de los menores en rela­
ción con sus padres, parientes y representantes le­

gales, y sobre la base de toda la información per­
tinente y fidedigna; por lo anterior, se propuso vi­
gilar la actuación del Ministerio Público así como 
los datos que proporcionara la averiguación pre­
via como requisito previo para iniciar procedi­
mientos de adopción, aclarando el origen del niño 
y si cuenta o no con familia y si ésta puede ser 
responsable de su cuidado y desarrollo. 

Del análisis practicado al proyecto de conci­
liación antes señalado pudo establecerse que si 
bien dicha determinación fue notificada tanto al 
Consejo Estatal de Familia como a los quejosos, 
la misma omitió cubrir las formalidades exigi­
das por los artículos 67, segundo párrafo, de la 
Ley de la Comisión Estatal de Derechos Huma­
nos de Jalisco, así como 84, párrafos segundo y ter­
cero, y 86 de su Reglamento Interior de Trabajo, 
en virtud de que la notificación a los quejosos tuvo 
verificativo al mismo tiempo que era puesta en 
conocimiento de dicho Consejo y no con antela­
ción, con lo cual se les privó de ser informados en 
qué consistía el procedimiento de conciliación y 
sus posibles ventajas. 

Ahora bien, el 16 de noviembre del año en cita 
el Consejo Estatal de Familia aceptó en sus térmi­
nos los puntos de conciliación, y el 9 de febrero 
de 2001 presentó pruebas de cumplimiento, las cua­
les fueron calificadas por esa Comisión Estatal 
como parciales, toda vez que, en relación con las 
actividades que convergen con las de la Procu­
raduría General de Justicia, el compromiso con­
sistía en verificar que en las averiguaciones pre­
vias se cite y comparezcan los presuntos padres 
o familiares, y que éstos recibieran una adecua­
da y oportuna orientación por parte del agente 
del Ministerio Público. 

De manera adicional, cabe mencionar que no 
obstante que la señora Estela Rodríguez Rivas 
acudió en diversas ocasiones a la Comisión Es­
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tatal de Derechos Humanos de Jalisco a referir una 
serie de irregularidades en contra de la Repre­
sentación Social de esa Entidad Federativa, toda 
vez que no le entregaban a su menor hijo Gilberto 
Ávalos Rodríguez ni le permitían verlo, la Co­
misión Estatal no realizó ninguna actividad ten­
dente a esclarecer los hechos de referencia, a pe­
sar de las comparecencias que la quejosa efectuó 
los días 11 de septiembre y 9 de octubre de 2000, 
y de la promoción que presentó el 15 de noviem­
bre del año citado, la cual fue admitida hasta el 
13 de diciembre del año en cita, y hasta el 9 de 
enero de 2001 fue cuando se ordenó correr tras­
lado a la Representación Social para que infor­
mara al respecto, de lo cual se desprende que el 
citado Organismo Local indebidamente incurrió 
en dilación en la integración de la queja, en con­
travención de los artículos 48 de la Ley de la Co­
misión Estatal de Derechos Humanos y 6o. de su 
Reglamento Interior de Trabajo y no procuró que 
fueran salvaguardados los intereses del menor. 

G. Por cuanto hace a la señora María Elena Al-
varado Rodríguez y a su sobrino, el menor Jaime 
Jonathan Alvarado Rodríguez, de siete años de 
edad, está acreditada la violación a sus derechos 
fundamentales, ya que el Consejo Estatal de Fa­
milia inició indebidamente los trámites para su 
adopción internacional, sin que dicho Consejo 
Estatal ni el agente del Ministerio Público pro­
curaran la defensa y asistencia de los intereses 
del menor, en atención a los siguientes razona­
mientos: 

1. Con motivo de la detención de que fue objeto la 
señora Delfina Alvarado Rodríguez, madre del me­
nor Jaime Jonathan Alvarado Rodríguez, el agente 
del Ministerio Público ordenó el aseguramiento de 
éste, poniéndolo a disposición del Consejo Esta­
tal de Familia y quedando bajo el resguardo del 
albergue “Ramón Aguirre”; en virtud de que el 26 
de junio de 1999 la señora Delfina Alvarado Ro­

dríguez falleció, el Consejo Estatal de Familia ini­
ció los trámites correspondientes a la adopción 
internacional del menor con una familia española, 
sin que el agente del Ministerio Público objetara 
dicho trámite ante el Juez Cuarto de lo Familiar. 

2. Mediante una comparecencia del 17 de mayo de 
2000, la señora María Elena Alvarado Rodríguez 
presentó queja ante la Comisión Estatal de De­
rechos Humanos de Jalisco, abriéndose el expe­
diente de queja 996/00/IV, donde se solicitaron 
los informes correspondientes al Consejo Esta­
tal de Familia y a la Procuraduría General de Jus­
ticia en el Estado de Jalisco. 

En tal virtud, el 9 de junio de 2000, mediante 
el oficio 866/2000, el licenciado Manuel Dávila 
Flores, Director de Supervisión de Derechos Hu­
manos de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado de Jalisco, remitió una copia certificada de 
la averiguación previa 19096/98/E, iniciada con 
motivo de la detención de la señora Delfina Al-
varado Rodríguez, en cuya integración la traba­
jadora social Georgina Gámez Hernández, de la 
Dirección General de Comunicación y Trabajo 
Social de la Procuraduría General de Justicia en 
el Estado, solicitó al encargado del albergue “Ra­
món Aguirre” que admitiera en dichas instala­
ciones al menor Jaime Jonathan Alvarado en tan­
to era resuelta su situación legal. 

Posteriormente, el 26 del mes y año en cita, el 
Consejo Estatal de Familia remitió el informe re­
querido por la Comisión Estatal, en el que comu­
nicó que en tanto el Juez de lo Familiar no de­
terminara lo contrario, el menor Jaime Jonathan 
Alvarado Rodríguez se encontraba en los supues­
tos de ser pupilo de dicho Consejo, resaltando 
que ante el Juzgado Cuarto de lo Familiar, den­
tro del expediente 1520/2000, se ventilaba la so­
licitud de custodia promovida por la señora Ma­
ría Elena Alvarado Rodríguez. 
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3. El 26 de febrero de 2001 la señora María Ele­
na Alvarado Rodríguez presentó un escrito de re­
curso de queja por la inactividad en la que incu­
rrió la Comisión Estatal de Derechos Humanos 
del Estado de Jalisco en el trámite de la queja 996/ 
00/IV, a la cual ante esta Comisión Nacional le co­
rrespondió el número 2001/56/Q, solicitándose 
los informes correspondientes. 

4. Del análisis efectuado a las constancias remi­
tidas por las autoridades señaladas como respon­
sables se advierte lo siguiente: 

a) Mediante el oficio 11073/98, del 18 de agosto 
de 1998, el licenciado Salvador Plascencia Díaz, 
Director Jurídico de la Oficina de Consignación de 
la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Jalisco, puso a disposición del Director de Ave­
riguaciones Previas de la misma institución a la 
señora Delfina Alvarado Rodríguez, señalando que 
el menor Jaime Jonathan Alvarado Rodríguez que­
daba adisposición del Departamento de Trabajo So­
cial de dicha dependencia, quien con esa misma 
fecha fue remitido al albergue “Ramón Aguirre”, 
a través del oficio 39/98, suscrito por la licenciada 
Georgina Gámez Hernández. Derivado de loante­
rior, el licenciado Ezequiel Pérez Magaña, agente 
del Ministerio Público en Guadalajara, Jalisco, dio 
inició a la averiguación previa 19096/98, en cuyas 
actuaciones ordenó, el 20 del mes y año citados, la 
libertad de la indiciada, al no reunirse los elemen­
tos del tipo penal ni su presunta responsabilidad 
en la comisión de delito alguno. 

Posteriormente, el 29 de septiembre de 1998 
la señora Delfina Alvarado Rodríguez se presentó 
ante la licenciada María del Pilar Verdín Álvarez, 
agente del Ministerio Público en Guadalajara, Ja­
lisco, con objeto de manifestar su voluntad en el 
sentido de que su hermana María Elena, de los mis­
mos apellidos, se hiciera cargo de su menor hijo 
Jaime Jonathan Alvarado Rodríguez, aceptando 

la señora María Elena Alvarado Rodríguez, en com­
parecencia de la fecha en cita ante la misma repre­
sentante social, su disposición de hacerse cargo 
del menor; asimismo, el 9 de julio de 1999 la se­
ñora Alvarado Rodríguez compareció ante la li­
cenciada Adriana Méndez Arias, agente del Mi­
nisterio Público, con objeto de notificarle que el 
26 de junio del año en cita su hermana Delfina, de 
los mismos apellidos, había fallecido, por lo que 
reiteró su deseo de hacerse cargo del menor de 
referencia. 

En este contexto cabe indicar que la agente del 
Ministerio Público, al no acreditar la responsabili­
dad penal de la señora Delfina Alvarado Rodrí­
guez en el delito previsto en el artículo 136 del 
Código Penal para el Estado de Jalisco, no soli­
citó nuevamente su comparecencia para que, con 
fundamento en lo señalado en el numeral 555 del 
Código Civil en esa Entidad Federativa promo­
viera lacustodia del menor, omitiendo tomar en con­
sideración que la señora Delfina Alvarado Rodrí­
guez había externado su voluntad para que el 
menor Jaime Jonathan Alvarado Rodríguez fue­
ra cuidado por su hermana María Elena, sobre 
quien en términos del artículo 572, fracción IV, 
del ordenamiento legal antes citado, recaería la cus­
todia del menor, contraviniendo así lo dispuesto 
por el artículo 6o. transitorio de la Ley Orgánica 
de la Procuraduría General de Justicia en el Es­
tado, al no procurar que el menor referido fuera 
reintegrado a su familia, lesionando con ello los 
intereses del menor y de sus familiares, pues no 
contempló que la afectación a los derechos más 
esenciales de los menores, como lo son, entre otros, 
los relativos a su permanencia en su entorno fa­
miliar y su seguridad jurídica, se encuentran re­
conocidos por el sistema jurídico mexicano, cuyo 
objetivo principal es asegurarles un desarrollo ple­
no e integral, lo que implica la oportunidad de for­
marse física, mental, emocional, social y moralmen­
te en condiciones de igualdad, bajo los principios 
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rectores de vivir en familia como espacio primor­
dial de desarrollo así como el de la tutela plena e 
igualitaria de los Derechos Humanos y de las ga­
rantías constitucionales. 

b) No obstante lo anterior, mediante un acuerdo 
del 26 de agosto de 1999, la licenciada Adriana 
Méndez Arias, agente del Ministerio Público de 
la División de Averiguaciones Previas y Coor­
dinación Metropolitana, acordó girar un oficio 
al Director del Registro Civil para que procedie­
ra a registrar al menor Jaime Jonathan Alvarado 
Rodríguez, por lo cual el 31 de enero de 2000 fue 
registrado de manera extemporánea por el ofi­
cial del Registro Civil en Guadalajara, Jalisco. 

Posteriormente, a través de un oficio sin núme­
ro, del 2 de febrero de 2000, el Consejo Estatal 
de Familia solicitó a la psicóloga Blanca Zamo­
ra Orta, de “Protección a los Hijos de los Presos, 
A. C.”, que realizara sesiones de trabajo con el 
menor Jaime Jonathan Alvarado Rodríguez, tan­
to para la asimilación de la muerte de su madre, 
acaecida el 26 de junio de 1999, como para el 
tema de la adopción, y, mediante el diverso 75/ 
2000, del 29 de marzo de 2000, dicho Consejo le 
solicitó que “trabajara” con el menor para que 
aceptara la adopción, ya que los señores Diego 
Chamizo y María Luisa Calvet, de nacionalidad 
española, habían decidido adoptarlo. 

En tal virtud, el 16 de mayo de 2000, el Con­
sejo Estatal de Familia comunicó al agente del 
Ministerio Público adscrito a la agencia 14 de la 
División de Averiguaciones Previas y Coordina­
ción Metropolitana que una vez que el 31 de enero 
de 2000 se había registrado al menor por acuer­
do de esa Fiscalía, y que la madre había fallecido 
el 26 de junio de 1999, éste se encontraba en el 
supuesto de ser huérfano, no existiendo quién ejer­
ciera la custodia sobre el mismo, encontrándose 
internado en el albergue “Protección a los Hijos 

de los Presos”, por lo que, sin necesidad de que 
se discerniera el cargo, el Consejo de Familia, al 
conocer la situación jurídica del menor, fungi­
ría como su tutor legítimo y, tomando en consi­
deración lo establecido en la Convención de los 
Derechos del Menor y en la Convención de la Ha­
ya, en uso de las facultades conferidas por la le­
gislación local y toda vez que no existían elemen­
tos que permitieran mantener al menor con su 
familia de origen, la figura jurídica de la adopción 
constituiría una opción al interés superior del me­
nor, señalando, además, que en razón de su edad 
la adopción internacional presentaba la ventaja 
de darle una familia permanente, por lo cual el 
16 de marzo de 2000, mediante el oficio 159, la 
licenciada Rocío Vega de Rodríguez, Directora 
General del Sistema para el Desarrollo Integral 
de la Familia en el Estado de Jalisco, le informó 
a la señora Esperanza García García, Presidenta 
de la Comisión de Tutela del Menor de la Comu­
nidad de Madrid, España, que los señores Diego 
Chamizo Campano y María Luisa Calvet Tervel, 
de nacionalidad española, fueron considerados 
idóneos para la adopción del menor Jaime Jo­
nathan Alvarado Rodríguez. 

Cabe mencionar que antes del informe referi­
do, el 17 de abril de 2000, las licenciadas Elvira 
Villalobos Chaparro y Doria Padilla Corona, apo­
deradas legales de Diego Chamizo Campano y 
María Luisa Calvet Teruel, promovieron en la vía 
de jurisdicción voluntaria ante el Juez Cuarto de 
lo Familiar la adopción plena internacional del me­
nor Jaime Jonathan Alvarado Rodríguez, inicián­
dose el expediente 1171/2000, dentro del cual el 
Consejo Estatal de Familia, en su carácter de tu­
tor institucional, señaló que de la investigación 
efectuada por la Representación Social no se des­
prendieron elementos que permitieran mantener 
al menor con su familia de origen, por lo que la 
figura jurídica de la adopción obedecía al interés 
superior del niño. 
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En este contexto, esta Comisión Nacional ad­
vierte que dicho Consejo Estatal de Familia, en 
su carácter de tutor institucional, omitió consi­
derar que en el juicio de adopción plena interna­
cional 1171/2000, tramitado ante el Juez Cuarto 
de lo Familiar, no se reunían todos los requisitos 
exigidos por el artículo 4o. del Convenio relativo 
a la Protección del Niño y a la Cooperación en 
Materia de Adopción Internacional, en virtud de 
que no fueron examinadas las posibilidades de co­
locación del niño en su Estado de origen y que 
en términos de lo dispuesto por la fracción IV del 
artículo 572 del Código Civil para el Estado de 
Jalisco, siendo interés superior de la niñez desa­
rrollarse en un sano ambiente familiar, la custo­
dia podía ser confiada a cualquier pariente den­
tro del cuarto grado y, sin embargo, consintió que 
se siguiera promoviendo la adopción internacio­
nal del menor. 

En este sentido, el Consejo Estatal de Familia 
ignoró que sobre la señora María Elena Alvara­
do Rodríguez, tía del menor Jaime Jonathan Al-
varado Rodríguez, podría recaer la custodia, lo 
cual era de su conocimiento en virtud de que el 16 
de junio de 2000 solicitó una copia certificada de 
la averiguación previa 19096/98/E, en la cual la 
propia señora Alvarado Rodríguez había solici­
tado al representante social hacerse cargo del me­
nor, y, asimismo, desconoció que conforme a lo 
dispuesto por los artículos 1o. y 23 de la Ley para 
la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes, en su carácter de norma de interés 
social, de orden público y de observancia gene­
ral en toda la República Mexicana, los menores 
sólo podían ser separados de sus familiares me­
diante sentencia u orden preventiva judicial que 
así lo declare. 

A la consideración anterior debe sumarse el 
hecho de que, si bien es cierto que de conformi­
dad con lo dispuesto por el artículo 639 del Có­

digo Civil del Estado de Jalisco, el Consejo Esta­
tal de Familia desempeña el cargo de tutor sin nece­
sidad de discernimiento del cargo, el menor Jaime 
Jonathan Alvarado Rodríguez no se encontraba 
en los supuestos señalados por dicho numeral, pues 
no se acreditaba que estuviera en calidad de aban­
donado, y, a pesar de que efectivamente se en­
contraba internado en una casa de asistencia, sí 
existían familiares que ejercieran su custodia. 

c) Cabe mencionar que el 19 de mayo de 2000, 
ante el Juzgado Cuarto de lo Familiar en el Estado 
de Jalisco, el licenciado Espiridión Cuevas Ra­
mírez, agente del Ministerio Público de la ads­
cripción, se opuso al trámite de la adopción in­
ternacional en virtud de que la misma no reunía 
los requisitos establecidos por los artículos 80 y 
959 del Código de Procedimientos Civiles del Es­
tado de Jalisco, y 533, fracción IV, del Código 
Civil en esa Entidad Federativa; no obstante, el 
juez del conocimiento declaró improcedente di­
cha manifestación, dejando a salvo sus derechos 
para que los ejercitara en la vía y forma que esti­
mara convenientes; sin embargo, no hizo valer el 
derecho concedido por la autoridad jurisdiccio­
nal en el juicio de adopción internacional en per­
juicio del propio menor y de sus familiares, pues 
éste no se encontraba huérfano y existían, en tér­
minos de la legislación civil local, personas que 
podían ejercer la custodia sobre el mismo. 

De lo anterior pudo observarse que dicho repre­
sentante social omitió cumplir las obligaciones que 
le imponía el artículo 6o. transitorio de la Ley 
Orgánica de la Procuraduría General de Justicia 
en el Estado, en el cual se establece que la repre­
sentación de los intereses sociales y la tutela de 
la legalidad en asuntos del orden familiar, civil y 
mercantil, así como la protección de los derechos 
en intereses de los menores, incapaces, ausentes, 
ancianos y la de otros de carácter individual o so­
cial, quedaban a su cargo. 
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En consecuencia, esta Comisión Nacional ad­
vierte que los servidores públicos de la Procuradu­
ría General de Justicia en el Estado de Jalisco, del 
Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia 
y del Consejo Estatal de Familia, que participaron 
en los hechos materia de la presente queja y que 
dieron origen al expediente 996/00/IV, ejercieron 
indebidamente el cargo que tenían conferido y, por 
lo tanto, violaron el derecho a la legalidad, a la segu­
ridad jurídica y a la procuración de justicia, en agra­
vio del menor Jaime Jonathan Alvarado Rodrí­
guez, lo cual conlleva una violación a los derechos 
fundamentales que imperan en un Estado de De­
recho, y que se encuentran consagrados en los ar­
tículos 16 y 21 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como en los nume­
rales 1o., 3o. y 44 de la Ley para la Protección de 
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; 
3.1, 3.2, 7.1, 8.1, 9.1, 9.3, 9.4, 16.1, 21 y 27.1 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño; 1o., in­
ciso a); 3o., inciso a); 8o.; 10; 12, y 29, de la Con­
vención sobre los Aspectos Civiles de la Sustrac­
ción Internacional de Menores; 16 del Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre De­
rechos Humanos en Materia de Derechos Econó­
micos, Sociales y Culturales “Protocolo de San 
Salvador”; 1o., inciso a); 4o.; 16; 29, y 33, del Con­
venio Relativo a la Protección del Niño y a la Coo­
peración en Materia de Adopción Internacional; 
6o., parte inicial, de la Declaración de los Dere­
chos del Niño; 3o., incisos a), d) y g); 4o.; 5o.; 
7o.; 11; 12; 23, y 24, de la Declaración sobre los 
Principios Sociales y Jurídicos Relativos a la Pro­
tección y el Bienestar de los Niños, con particular 
referencia a la adopción y la colocación en hoga­
res de guarda, en los planos nacional e internacio­
nal, que en lo sustancial establecen que el niño 
gozará de una protección especial y dispondrá de 
oportunidades y servicios para que pueda desarro­
llarse física, mental, moral, espiritual y socialmente 
en forma saludable y normal, así como en condicio­
nes de libertad y dignidad, siendo la consideración 

fundamental que se atenderá siempre el interés 
superior de la infancia; asimismo, que el niño, para 
el pleno y armonioso desarrollo de su personali­
dad, necesita amor y comprensión y, siempre que 
sea posible, deberá crecer al amparo y bajo la res­
ponsabilidad de sus padres y, salvo circunstan­
cias excepcionales o por determinación judicial 
de autoridad competente, no deberá separase al ni­
ño de corta edad de su madre. 

5. Por otra parte, el estudio de las constancias que 
conforman el expediente 996/00/IV permiten con­
firmar a esta Comisión Nacional que el trámite 
efectuado por la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Jalisco no consideró la vulneración 
de los Derechos Humanos del menor Jaime Jona­
than Alvarado Rodríguez, en atención a las si­
guientes consideraciones: 

El 17 de mayo de 2000 la señora María Elena 
Alvarado Rodríguez presentó una queja en con­
tra del agente del Ministerio Público adscrito a 
la Agencia 14 de la Coordinación de Averigua­
ciones Previas de la Procuraduría General de Jus­
ticia, del personal del DIF y del Consejo Estatal 
de Familia de esa Entidad Federativa, en la que 
refirió que no se le permitía ver a su sobrino Jai-
me Jonathan Alvarado Rodríguez e ignoraba el 
lugar en donde éste se encontraba, ya que había 
sido removido del albergue por órdenes del Con­
sejo Estatal de Familia. 

Con motivo de tales hechos la Comisión Es­
tatal dio inicio al expediente 996/00/IV, y el 22 
de mayo de 2000 acordó pendiente la admisión de 
la queja hasta en tanto se contara con mayores 
elementos para determinar la procedencia de la 
misma, por lo cual solicitó, en colaboración, in­
formación relativa al caso que nos ocupa al Con­
sejo Estatal de Familia y al agente del Ministerio 
Público adscrito a la Agencia 14 de la División 
de Averiguaciones Previas y Coordinación Metro­
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politana. Así las cosas, dicho Consejo presentó 
una copia certificada del expediente que se inte­
gra en dicha institución en relación con el menor 
Jaime Jonathan Alvarado Rodríguez, y, por su 
parte, el Director de Supervisión de Derechos Hu­
manos de la Procuraduría de referencia remitió, 
igualmente, una copia certificada de la averigua­
ción previa 19096/98/E, motivo por el cual el 26 
de junio del año en cita se admitió la queja, soli­
citando a las licenciadas María Luisa de Obeso 
de López, Eurídice Paredes Jaramillo, Rocío Ve­
ga de Rodríguez, María del Pilar Verdín Álvarez 
y Adriana Méndez Arias, Secretaría Ejecutiva, Di­
rectora de Adopciones del Consejo Estatal de Fa­
milia, Directora del Sistema DIF Jalisco y agentes 
del Ministerio Público, respectivamente, un infor­
me relativo al caso de mérito; en relación con las 
representantes sociales, el Director de Supervisión 
de Derechos Humanos de la Procuraduría Gene­
ral de Justicia del Estado de Jalisco indicó que am­
bas habían dejado de ser servidoras públicas de 
esa institución; por su parte, la licenciada Rocío 
Vega Rodríguez indicó que toda vez que en las 
actuaciones existentes en la averiguación previa 
19096/98/E nadie acreditó entroncamiento algu­
no con el menor, se buscó el interés superior del 
niño y, en consecuencia, se consideró la adopción 
internacional, tomando en cuenta su edad; asimis­
mo, el Consejo Estatal de Familia indicó que la se­
ñora Alvarado Rodríguez incurrió en una serie de 
imprecisiones al presentarse ante ellas y, aunado 
a lo anterior, ésta no acreditó entroncamiento al­
guno con documento idóneo. 

El 27 de octubre de 2000 esa Comisión Estatal 
determinó acumular los expedientes 930/00/IV, 
996/00/IV y 2131/00/IV al primero de los citados, 
toda vez que los actos y las autoridades que se 
señalan en los mismos tienen relación entre ellos, 
aclarando que los expedientes 930/00/IV y 2131/ 
00/IV son relativos al caso del menor Gilberto 
Ávalos Rodríguez. 

Posteriormente, el 27 de octubre de 2000 emitió 
un proyecto de conciliación dirigido al Consejo Es­
tatal de Familia, el cual, en obvio de repeticiones, 
se encuentra señalado en el punto C, inciso 5, del 
presente capítulo de observaciones, en virtud de 
la acumulación de que fueron objeto los expedien­
tes mencionados en el apartado que antecede. 

De manera adicional, se desprende que la con­
ciliación formulada por esa Comisión Estatal 
solamente contempló al Consejo Estatal de Fa­
milia, no así al agente del Ministerio Público de 
la Agencia 14 de la Dirección General de Averi­
guaciones Previas de la Procuraduría General de 
Justicia del Estado, como autoridad responsable 
señalada por la quejosa en su escrito del 17 de ma­
yo de 2000, y que al retener indebidamente al me­
nor y no oponerse al trámite de la adopción in­
ternacional del menor Jaime Jonathan Alvarado 
Rodríguez contravino lo establecido por el artícu­
lo 6o. transitorio de la Ley Orgánica de la Procu­
raduría General de Justicia del Estado de Jalisco, 
y que sin considerar la afectación a los derechos 
más esenciales de los menores, como lo son los re­
lativos a su permanencia en su entorno familiar, 
procedió a conciliar los intereses del menor, desco­
nociendo la existencia de intereses superiores de 
protección a la infancia, por lo cual esa Comisión 
Estatal debió considerar como de gravedad el pre­
sente asunto por la calidad del afectado, las condi­
ciones en que éste se encontraba, la actuación ile­
gal de la autoridad y las consecuencias de sus actos. 

H. En virtud de que los hechos contenidos en los 
expedientes que esta Comisión Nacional sustan­
ció guardan íntima relación con un sinnúmero de 
sucesos similares en los que intervinieron de ma­
nera directa y activa la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Jalisco, el Registro Civil 
de la misma Entidad Federativa y el Consejo Es­
tatal de Familia, en donde se internaron menores 
de edad sin que hubiere una causa legal suficiente 
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para ello, estos asuntos resultan de una especial 
gravedad, ya que existen intereses superiores de 
los menores que requieren y demandan el máxi­
mo nivel de protección, así como apoyo y solida­
ridad de los órganos e instituciones públicas, pri­
vadas y de la sociedad en general involucradas 
con esos intereses, por el alto grado de vulnerabili­
dad en el que se encuentran, derivado de su esca­
so desarrollo y crecimiento, lo que ha sido causa 
y motivo suficiente para la conformación de un 
sistema protector de sus derechos que parte de la 
suplencia de todo tipo de deficiencias que pudie­
ran identificarse en los planteamientos y solici­
tudes formuladas en relación con los derechos 
de los menores de edad. 

No obstante lo anterior, esta Comisión Nacio­
nal, al sustanciar las quejas que de manera ini­
cial fueron puestas en conocimiento de la Comi­
sión Estatal de Derechos Humanos del Estado 
de Jalisco, pudo percatarse que sin considerar la 
gravedad de los hechos que les dieron origen, esa 
Comisión Estatal limitó sus actuaciones a pro­
poner a las autoridades señaladas como responsa­
bles de la violación de Derechos Humanos diver­
sos documentos de conciliación, cuyo contenido y 
alcance no salvaguardaba los Derechos Huma­
nos de los menores afectados, al solicitar en la 
mayoría de los casos, que el Consejo Estatal de Fa­
milia “impusiera amonestaciones por escrito a los 
servidores públicos involucrados; procurara que 
los menores fueran integrados en albergues cer­
canos con el propósito de que sus padres tuvie­
ran la oportunidad de visitarlos y que revisara la 
actuación del Ministerio Público y datos arrojados 
por la averiguación previa como requisito pre­
vio para iniciar cualquier procedimiento de adop­
ción, asegurándose en la solicitud de registro del 
menor que los datos obtenidos de la indagatoria 
fue lo más precisos posible”; al Registro Civil “que 
al asignar a los menores de edad los apellidos por 
no constar quién es el padre, la madre o ambos, 

se le dé preferencia a los datos que aparecen en 
la averiguación previa con la anotación de que 
fueran registrados conforme al artículo 62 del Có­
digo Civil del Estado, haciendo las correspondien­
tes testaduras a los espacios de los progenitores, 
debiendo tener cuidado de que las constancias que 
obren en el expediente integrado con motivo de 
un registro extemporáneo cuenten con todos los 
requisitos de forma que prevé la ley”, y respecto 
de la Procuraduría General de Justicia del Estado 
“que se inicie un procedimiento administrativo, 
analizando la posibilidad de la suspensión de la­
bores sin goce de sueldo por el término que co­
rresponda de tres a 30 días”. 

En ese contexto, esta Comisión Nacional ob­
servó, como ha quedado señalado, que tales com­
promisos por sí mismos no lograban restablecer 
los Derechos Humanos de los quejosos y, a pesar 
de ello, fueron planteados por la Comisión Esta­
tal de Derechos Humanos de Jalisco y aceptados 
por las autoridades señaladas como responsables, 
sin existir evidencia alguna, hasta el momento en 
que esta Comisión Nacional recibió los expedien­
tes integrados por dicha Comisión Estatal, que de­
muestre fehacientemente su debido cumplimien­
to, por lo que estas autoridades no resarcieron los 
intereses legítimos de los quejosos y de los meno­
res cuyos derechos fueron lesionados, lo cual deja 
en manifiesto la subsistencia de la materia para el 
presente pronunciamiento. 

En el caso que nos ocupa es indudable el gra­
do de vulnerabilidad en el que se colocó a los me­
nores de edad, utilizando como argumento un pre­
tendido respeto de sus derechos, para realizar una 
flagrante violación a las prerrogativas más ele­
mentales que corresponden a un menor de edad, 
como es el poder desarrollarse en el seno de su 
familia y el ser protegido contra cualquier acto 
tendente a privarlo de la misma, lo que no acon­
teció en lo específico. 
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Por otra parte, al existir constancia de que el 2 
de marzo de 1994 la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Jalisco, al resolver la queja CEDHJ/ 
931/142/JAL, emitió una Recomendación que diri­
gió al Gobernador Constitucional y al Procurador 
General de Justicia de aquella Entidad Federativa, 
por las irregularidades que se detectaron al Insti­
tuto Cabañas en los trámites de adopción, donde 
solicitó a esta Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos su apoyo para abatir dichas prácticas, 
y toda vez que ante esta Institución Nacional se 
radicaron siete expedientes que involucraron a nue­
ve menores de edad en trámites de adopción y 
procedimientos de defensa, así como en interna­
mientos injustificados, en agravio a su derecho a 
la legalidad y seguridad jurídica, es que se hace 
necesaria la intervención del Ejecutivo estatal, 
para que solicite al Congreso del Estado la implan­
tación de los mecanismos necesarios tendentes a 
supervisar las actuaciones de las dependencias ad­
ministrativas de esa Entidad Federativa y relacio­
nadas con los trámites de adopción, así como con 
la guarda, custodia y cuidado de los menores cu­
yos padres estén involucrados en procedimien­
tos administrativos y judiciales que les impidan 
la atención y asistencia inmediata de sus hijos. 

Por tales circunstancias y por las observaciones 
que quedaron vertidas en el presente capítulo, esta 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
se permite formular a ustedes las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

A usted, señor Gobernador Constitucional del Es­
tado de Jalisco: 

PRIMERA. En virtud las consideraciones verti­
das en el cuerpo del presente documento, solicite 
al H. Congreso del Estado la constitución de una 
Comisión Especial dentro de la Comisión de De­

rechos Humanos del Poder Legislativo del Esta­
do de Jalisco, a efecto de que vigile y supervise las 
actuaciones de las dependencias administrativas 
de esa Entidad Federativa relacionadas con los trá­
mites de adopción, así como con la guarda y custo­
dia de los menores cuyos padres estén involucra­
dos en procedimientos administrativos y judiciales 
que les impidan la atención y asistencia inmedia­
ta de sus hijos. 

SEGUNDA. Gire sus instrucciones al Procura­
dor General de Justicia en esa Entidad Federativa 
a efecto de que ordene se inicie una línea de in­
vestigación en contra de los servidores públicos 
involucrados en el presente documento y que se 
detallan en el capítulo de observaciones, a efec­
to de que, si se determinan responsabilidades de 
carácter penal, dé inicio la averiguación previa 
correspondiente y se determine conforme a De­
recho; asimismo, se ordene lo conducente a fin 
de que con oportunidad se dé cuenta a esta Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos sobre 
las actuaciones que practique la citada autoridad, 
desde el inicio de su intervención hasta la conclu­
sión de la misma. 

TERCERA. Se dé vista al órgano de control in­
terno que corresponda, a fin de que inicie y de­
termine, conforme a Derecho, un procedimiento 
administrativo de investigación en contra de los 
servidores públicos involucrados en el presente 
caso, que incurrieron en las acciones y omisiones 
precisadas en el capítulo de observaciones; asi­
mismo, se ordene lo conducente, a fin de que con 
puntualidad se dé cuenta a esta Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos sobre las actuacio­
nes que practique la citada autoridad, desde el 
inicio de su intervención, hasta la conclusión de 
la misma. 

CUARTA. Gire sus instrucciones tanto al Procu­
rador General de Justicia del Estado como al Ór­
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gano de Control Interno correspondiente, a efec­
to de que determinen conforme a Derecho la ave­
riguación previa 121/2000/V, así como el procedi­
miento administrativo de investigación 53/2001/ 
B, abiertos en contra de la licenciada María de 
Lourdes Álvarez González, por su presunta res­
ponsabilidad en el caso de la menor Diana Jaz­
mín Álvarez González; asimismo, se ordene lo con­
ducente a fin de que con oportunidad se dé cuenta 
a esta Comisión Nacional de los Derechos Hu­
manos, sobre las actuaciones que practiquen las 
citadas autoridades, desde el inicio de su inter­
vención hasta la conclusión de las mismas. 

QUINTA. Dicte las medidas pertinentes a efec­
to de que sean reintegrados los menores de edad 
relacionados con la presente Recomendación a 
su seno familiar, atendiendo al interés superior de 
éstos, previa la resolución del trámite legal co­
rrespondiente, y, para tal efecto, se proporcione 
la asesoría jurídica adecuada a los padres o fa­
miliares biológicos. 

A usted, señor Presidente del H. Congreso del 
Estado de Jalisco: 

SEXTA. En razón de la gravedad de los hechos 
en que se encuentran involucrados el Consejo Es­
tatal de Familia, el Registro Civil y la Procuradu­
ría General de Justicia del Estado de Jalisco, los 
cuales lesionaron los Derechos Humanos de los me­
nores, así como de sus familiares, se le solicita, 
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
24, fracción XIV; 29; 31; 48, y 49, de la Ley Or­
gánica del Congreso de esa Entidad Federativa, 
se sirva girar sus instrucciones a efecto de que pue­

dan tomarse las medidas correspondientes por esa 
H. Legislatura, a fin de realizar una investigación 
con plena independencia y autonomía por los ac­
tos que dieron origen a la presente Recomenda­
ción y se establezcan las acciones legales perti­
nentes para evitar en lo sucesivo la realización 
de actos que vulneren los Derechos Humanos de 
menores de edad y de sus familiares. 

De conformidad con el artículo 46, segundo 
párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, solicito a ustedes que la res­
puesta sobre la aceptación de esta Recomenda­
ción se envíe a esta Comisión Nacional dentro 
del término de 15 días hábiles siguientes a su noti­
ficación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, 
se solicita que, en su caso, las pruebas correspon­
dientes al cumplimiento de la presente Recomen­
dación sean enviadas a esta Comisión Nacional 
dentro del término de 15 días hábiles siguientes a 
la fecha en que haya concluido el plazo para in­
formar sobre su aceptación. 

La falta de presentación de las pruebas dará lu­
gar a que se interprete que la Recomendación no 
fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos quedará en libertad de ha­
cer pública esta circunstancia. 

Atentamente
 

El Presidente de la Comisión Nacional
 
Rúbrica
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Recomendación 21/2001
 

Síntesis: El 21 de diciembre de 2000 en esta Comisión Nacional se recibió el escrito de queja del 
señor Cruz González Loaiza, en el cual denunció presuntas violaciones al derecho a la protección 
de la salud en agravio de su hija Jéssica Mariana González Castro y del hijo de ésta, cometidas por 
servidores públicos del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
(ISSSTE), por actos consistentes en una negativa o inadecuada prestación del servicio público de 
salud y ejercicio indebido de la función pública. En su escrito de queja, el señor González Loaiza 
manifestó que el 11 de abril de 2000 su hija acudió al Hospital Regional “Gral. Ignacio Zaragoza” 
del ISSSTE, ingresando al área de Urgencias y de ahí la trasladaron a la sección de Tococirugía, 
donde dio a luz a las 06:40 horas. 

Más tarde, un médico del área de Urgencias le informó al quejoso que el niño presentaba sínto­
mas de deficiencia respiratoria y que requería atención y aparatos del área de Pediatría, pero que 
no lo podían trasladar a dicha sección por no ser derechohabiente y que era necesario que acudiera a 
la oficina de relaciones públicas, hiciera una carta responsiva y depositara la cantidad de $1,000.00 
(Mil pesos 00/100 M. N.). El quejoso considera que debido al tiempo que le tomó realizar dichos trámi­
tes la atención médica que requería su nieto no le fue proporcionada en forma inmediata, lo que proba­
blemente provocó que dos días después falleciera. 

El 12 de abril un doctor, sin mencionar el nombre, le informó que a su hija le practicarían diversos 
estudios debido a que se encontraba muy débil, con fiebre, y que probablemente le tendría que realizar 
una transfusión sanguínea. Al día siguiente la dieron de alta, pese a que Jéssica Mariana refería dolor 
y sentirse débil. 

Agregó que el estado de salud de su hija no mejoró, por lo que el 15 de abril reingresó al Hospital 
Regional “Gral. Ignacio Zaragoza”, lugar en el que le comunicaron que requería tratamiento al­
tamente especializado, y toda vez que en ese hospital no había lugar para atenderla sería traslada­
da a la unidad de Terapia Intensiva del Centro Médico Nacional 20 de Noviembre, el cual se efectuó 
siete horas después debido a que en ese momento no contaban con ambulancias para realizar el 
traslado. Añadió que en el Centro Médico Nacional 20 de Noviembre le informaron que era nece­
sario operarla urgentemente; sin embargo, falleció durante la intervención quirúrgica. 

El 4 de mayo de 2000 el señor Cruz González Loaiza compareció al área de Quejas de la Contraloría 
General en el ISSSTE, a fin de denunciar probables irregularidades, cometidas en agravio de su hija 
Jéssica Mariana González y de su nieto, por personal del Hospital Regional “Gral. Ignacio Zara­
goza” de ese Instituto. 

El Órgano de Control Interno en el ISSSTE inició el procedimiento de investigación QD/501/2000 por 
la probable comisión de actos u omisiones constitutivos de una responsabilidad administrativa, en con­
tra de quien resultara responsable. Con la finalidad de realizar la investigación conducente solicitaron 
a la Comisión Nacional de Arbitraje Médico (Conamed) la elaboración de un dictamen médico. 
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Con base en el dictamen 530/00, elaborado por la Conamed, el citado Órgano de Control Interno 
determinó, el 3 de noviembre de 2000, el archivo del citado expediente, argumentando falta de elemen­
tos para aplicar la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos al personal médico 
que intervino en la atención médica brindada a los agraviados. 

Con objeto de integrar debidamente el expediente, se solicitó información y documentación rela­
cionada con el caso a la Contraloría Interna en el ISSSTE, a la Conamed y a la Coordinación de 
Atención al Derechohabiente del ISSSTE; asimismo, se pidió a la Coordinación de Servicios Periciales 
de esta Comisión Nacional la elaboración de un dictamen médico respecto de la atención que se 
brindó a los agraviados en el Hospital Regional “Gral. Ignacio Zaragoza” y en el Centro Médico 
Nacional 20 de Noviembre, así como una opinión técnica médico-legal sobre el dictamen médico elabo­
rado por la Conamed. 

Del análisis de los hechos y de las evidencias que integran el expediente de queja que nos ocupa, 
esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos contó con elementos que acreditaron violaciones a 
los Derechos Humanos de Jéssica Mariana González Castro y de su hijo, consistentes en violaciones al 
derecho a la protección de la salud, cometidas por servidores públicos del ISSSTE, mediante actos 
consistentes en una negativa o inadecuada prestación del servicio público de salud y ejercicio in­
debido de la función pública. 

Por lo anterior, el 21 de septiembre de 2001 se emitió la Recomendación 21/2001, dirigida al licen­
ciado Benjamín González Roaro, Director General del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado, y al doctor Carlos Tena Tamayo, Comisionado Nacional de Arbitraje Médico. 
Al primero de ellos para que d‚ vista al Órgano de Control Interno en el ISSSTE a fin de que se inicie el 
procedimiento administrativo de investigación en contra del jefe del servicio de Urgencias (se desconoce 
el nombre); del jefe del servicio de Obstetricia y Perinatología, doctor Ramón Carpio Solís, y de los 
médicos Juárez y Alonso, del servicio de Obstetricia, todos adscritos al Hospital Regional “Gral. Igna­
cio Zaragoza” de ese Instituto, quienes brindaron atención médica a Jéssica Mariana González Castro 
y a su hijo. Asimismo, para que gire sus instrucciones a efecto de que se realice el pago por concepto de 
indemnización al señor Cruz González Loaiza, como consecuencia de los actos y omisiones realizados 
por ese Instituto en agravio de su hija Jéssica Mariana González Castro y de su nieto. 

Al titular de la Comisión Nacional de Arbitraje Médico se le recomendó que gire sus instrucciones a 
quien corresponda para que se dé vista al Órgano de Control Interno con objeto de que se inicie un 
procedimiento administrativo en contra del servidor público que elaboró el dictamen médico 530/00, así 
como del doctor Rafael Güemes García, Presidente de la Tercera Sala de Arbitraje Médico. 

México, D. F., 21 de septiembre de 2001 Sociales de los Trabajadores 
del Estado, 

Sobre el caso de Jéssica Mariana Ciudad; 
González Castro 

Dr. Carlos Tena Tamayo, 
Lic. Benjamín González Roaro, Comisionado Nacional de 
Director General del Instituto Arbitraje Médico, 
de Seguridad y Servicios Ciudad 
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Distinguidos señores: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
con fundamento en los artículos 102, apartado B, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 1o.; 6o., fracciones I, II y III; 15, 
fracción VII; 24, fracción IV; 44; 46; 47, y 51, de 
la Ley de la Comisión Nacional de Derechos Hu­
manos, ha examinado los elementos contenidos 
en el expediente 2000/3901/1, relacionados con 
la queja interpuesta por el señor Cruz González 
Loaiza, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 21 de diciembre de 2000 en esta Comisión 
Nacional se recibió el escrito de queja del señor 
Cruz González Loaiza, en el cual denunció pre­
suntas violaciones al derecho a la protección de 
la salud en agravio de su hija Jéssica Mariana 
González Castro y del hijo de ésta, cometidas por 
servidores públicos del Instituto de Seguridad 
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Es­
tado (ISSSTE), por actos consistentes en una ne­
gativa o inadecuada prestación del servicio pú­
blico de salud y ejercicio indebido de la función 
pública. En su escrito de queja, el señor Cruz 
González Loaiza manifestó que el 11 de abril de 
2000 su hija Jéssica Mariana González Castro 
acudió al Hospital Regional “Gral. Ignacio Za­
ragoza” del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado, ingre­
sando a las 06:30 horas del día mencionado al 
área de Urgencias y de ahí la trasladaron al área 
de Tococirugía, en donde dio a luz a las 06:40 
horas. 

Aproximadamente 15 minutos después una en­
fermera le comunicó que sus familiares se encon­
traban en buen estado de salud; sin embargo, una 
hora después un médico del área de Urgencias le 

informó que el niño presentaba síntomas de de­
ficiencia respiratoria y que requería atención y 
aparatos del área de Pediatría, pero que no lo po­
dían trasladar a dicha sección por no ser derecho­
habiente; le indicó, además, que era peligroso 
que el recién nacido permaneciera en Urgencias. 
Agregó que el mismo doctor le refirió que para 
poder seguir atendiendo a su nieto era necesario 
que acudiera a la oficina de relaciones públicas, 
hiciera una carta responsiva y depositara la canti­
dad de $1,000.00 (Mil pesos 00/100 M. N.). El 
quejoso considera que debido al tiempo que le 
tomó realizar dichos trámites la atención médi­
ca que requería su nieto no le fue proporcionada 
en forma inmediata, lo que probablemente pro­
vocó que dos días después falleciera. 

El 12 de abril acudió al mencionado nosoco­
mio y se entrevistó con un doctor, sin mencio­
nar el nombre, quien le informó que a su hija le 
practicarían diversos estudios, debido a que se 
encontraba muy débil, con fiebre, y que proba­
blemente le tendría que realizar una transfusión 
sanguínea. 

Al día siguiente los médicos de ese hospital 
dieron de alta a su hija, informándole que estan­
do en su casa y alimentándose bien se recupera­
ría, lo anterior pese a que su hija refería dolor 
y sentirse débil. 

Agregó que el estado de salud de Jéssica Ma­
riana no mejoró, por lo que el 15 de abril regresó 
al Hospital Regional “Gral. Ignacio Zaragoza”, 
lugar en el que le comunicaron que su hija reque­
ría tratamiento altamente especializado y que, 
toda vez que en ese hospital no había lugar para 
atenderla, sería trasladada a la unidad de Tera­
pia Intensiva del Centro Médico Nacional 20 de 
Noviembre, el cual se efectuó siete horas des­
pués debido a que en ese momento no contaban 
con ambulancias para realizar el traslado. 
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A su ingreso al Centro Médico Nacional 20 de 
Noviembre le informaron que debido a la extre­
ma gravedad en que se encontraba su hija era ne­
cesario operarla urgentemente; sin embargo, fa­
lleció durante la intervención quirúrgica. 

B. En atención a lo aseverado por el señor Cruz 
González Loaiza en su escrito de queja, en el sen­
tido de que la muerte de Jéssica Mariana y de su 
nieto se debieron a una negligencia médica, y con 
el fin de que precisara si solicitó la intervención 
de la Comisión Nacional de Arbitraje Médico (Co­
named), los días 8 y 9 de enero de 2001 una visi­
tadora de esta Institución se entrevistó telefónica 
y personalmente con ‚l, refiriendo que el 3 de 
mayo de 2000 acudió a la Conamed, en donde 
lo asesoraron respecto de las instancias y auto­
ridades a las que podía acudir. 

C. En atención a la orientación que le proporcio­
naron en la Conamed, el 4 de mayo de 2000 acu­
dió al área de Quejas de la Contraloría General 
en el Instituto de Seguridad y Servicios Socia­
les de los Trabajadores del Estado, en donde de­
nunció probables irregularidades cometidas por 
personal médico del Hospital Regional “Gral. 
Ignacio Zaragoza” del ISSSTE, en agravio de su 
hija Jéssica Mariana González Castro y del hijo 
de ésta, consistentes en la negligente atención 
médica y administrativa que se les brindó. 

Con motivo de la comparecencia del señor 
Cruz González Loaiza, el citado Órgano de Con­
trol en el ISSSTE inició el expediente QD/501/ 
2000, notificándole mediante el oficio CG/SQD/ 
UC/00/637/18797/2000, del 7 de noviembre de 
2000, que de las investigaciones realizadas por 
esa área de Quejas se desprendió que las irregu­
laridades por ‚l aducidas no fueron comproba­
das fehacientemente, en consecuencia no era po­
sible determinar la responsabilidad administrativa 
en contra de servidores públicos del Hospital Re­

gional “Gral. Ignacio Zaragoza” y del Centro 
Médico Nacional 20 de Noviembre, ambos del 
ISSSTE. 

D. A fin de integrar el expediente, este Organis­
mo Nacional solicitó al ingeniero Roberto Alor 
Terán, entonces titular del Órgano de Control 
Interno en el ISSSTE, un informe sobre los he­
chos constitutivos de la queja, en el que se fun­
damentaran y motivaran las causas por las cua­
les se concluyó el procedimiento administrativo 
QD/501/2000; una copia certificada del referido 
expediente administrativo, así como la declara­
ción de los servidores públicos involucrados en 
el asunto planteado. 

En respuesta a la solicitud de informes, el 16 
de enero de 2001 en esta Comisión Nacional se 
recibió el oficio CG/CAJ/UC/00/637/457/2001, 
suscrito por el licenciado Roberto Alor Terán, 
entonces titular del Órgano de Control Interno en 
el ISSSTE, a través del cual manifestó que con 
base en al dictamen médico elaborado por la Co­
named el 3 de noviembre de 2000 emitieron el 
acuerdo de archivo del expediente administra­
tivo QD/501/2000, por falta de elementos para 
aplicar la Ley Federal de Responsabilidades de 
los Servidores Públicos a personal médico ads­
crito al Hospital Regional “Gral. Ignacio Zarago­
za” y al Centro Médico Nacional 20 de Noviem­
bre del ISSSTE; asimismo, anexó una copia del 
expediente clínico de Jéssica Mariana González 
Castro y del dictamen médico elaborado por la 
Conamed. 

E. Con objeto de contar con una opinión de tipo 
técnico en torno al caso, se solicitó la interven­
ción del Coordinador de Servicios Periciales de 
esta Comisión Nacional, para que efectuara un 
análisis respecto de la atención médica otorgada a 
Jéssica Mariana González Castro y a su hijo por 
parte del personal médico adscrito al Hospital 
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Regional “Gral. Ignacio Zaragoza” y al Centro 
Médico Nacional 20 de Noviembre. 

En el dictamen respectivo se concluyó que la 
atención brindada los días 11, 12 y 13 de abril 
de 2000 a la agraviada Jéssica Mariana Gonzá­
lez Castro, por médicos adscritos al servicio de 
Obstetricia y Perinatología del Hospital Regio­
nal “Gral. Ignacio Zaragoza”, fue superficial 
y rutinaria. 

Respecto de la atención que se le brindó al re­
cién nacido en el servicio de Urgencias Pediátri­
cas del mismo nosocomio concluyó que al reque­
rirle al señor Cruz González Loaiza que realizara 
ciertos trámites administrativos para poder tras­
ladar a su nieto a una unidad de Terapia Intensiva, 
y mantener al niño durante 11 horas en el área de 
Urgencias Pediátricas, sin considerar que era pre­
maturo y de bajo peso, se omitió brindar la aten­
ción adecuada de manera oportuna. 

F. Para la debida integración del expediente de 
queja se solicitó al doctor Carlos Tena Tamayo, 
Comisionado Nacional de Arbitraje Médico, un 
informe en el que se fundamentaran y motiva­
ran las causas por las cuales en el dictamen mé­
dico 530/00, del 31 de octubre de 2000, firmado 
por el doctor Rafael Güemes García, Presidente 
de la Tercera Sala de Arbitraje de esa Comisión, 
no se advirtió responsabilidad por parte del per­
sonal médico adscrito al Hospital Regional “Gral. 
Ignacio Zaragoza” del ISSSTE que atendió a Jé­
ssica Mariana González Castro y a su hijo; asi­
mismo, se le pidió el informe de los peritos médi­
cos que elaboraron el dictamen. 

En atención a la solicitud formulada por esta 
Comisión, el 2 de abril de 2001 en este Organis­
mo se recibió el oficio DGA/230/0452/01, del 28 
de marzo del año citado, suscrito por el licen­
ciado Octavio Casa Madrid Mata, Director Ge­

neral de Arbitraje en la Conamed, a través del 
cual informó que el dictamen médico 530/00, re­
lativo a la atención proporcionada a Jéssica Ma­
riana González Castro en el Hospital Regional 
“Gral. Ignacio Zaragoza” del ISSSTE, se ela­
boró en atención a la petición que el entonces 
titular del Órgano de Control en el ISSSTE les 
formuló; en consecuencia, su gestión pericial no 
resolvió ninguna instancia, no generó actos de 
privación ni de molestia y sólo tuvo por objeto 
ilustrar, desde el ángulo médico, a la autoridad 
peticionaria. 

G. Por otra parte, al licenciado Jorge Alberto 
Hernández Castillón, Coordinador General de 
Atención al Derechohabiente del Instituto de Se­
guridad y Servicios Sociales de los Trabajado­
res del Estado, se le solicitó que remitiera a esta 
Comisión Nacional un informe sobre los hechos 
constitutivos de la queja, en el que se fundamen­
taran y motivaran las causas por las cuales, se­
gún el dicho del quejoso, no se proporcionó la 
atención adecuada a la agraviada por parte del 
personal médico adscrito al Hospital Regional 
“Gral. Ignacio Zaragoza” de ese Instituto, así 
como la relación de los doctores y servidores 
públicos que recibieron y atendieron a la seño­
ra Jéssica Mariana González Castro y a su hijo 
los días 11, 12 y 13 de abril de 2000, y un in­
forme que rindiera cada uno de ellos. 

En respuesta a la petición que le formuló esta 
Comisión Nacional, el 3 de abril de 2001 en este 
Organismo se recibió el oficio CGADH/957/01, 
del 30 de marzo del año citado, firmado por el 
licenciado Jorge Alberto Hernández Castillón, 
Coordinador General de Atención al Derechoha­
biente del ISSSTE, anexando los informes sobre 
la atención médica brindada a la agraviada, sus­
critos por el doctor Ramón Carpio Solís, jefe del 
servicio de Obstetricia, y por la doctora Herlinda 
Torres Olivos, jefa del servicio de Pediatría. 
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H. Con la finalidad de determinar si el dictamen 
médico 530/00, realizado el 31 de octubre de 2000 
por la Conamed, fue debidamente elaborado y sus 
conclusiones fueron acordes al manejo médico 
proporcionado a Jéssica Mariana González Cas­
tro y a su hijo por parte del personal médico ads­
crito al Hospital Regional “Gral. Ignacio Zarago­
za” y Centro Médico Nacional 20 de Noviembre, 
ambos del ISSSTE, se solicitó una opinión téc­
nica médico-legal a la Coordinación de Servi­
cios Periciales de esta Comisión Nacional. 

En la opinión técnica suscrita por un perito mé­
dico adscrito a la referida Coordinación se con­
cluyó que no obstante que el dictamen elaborado 
por la Conamed estructuralmente fue correcto, 
técnicamente existieron deficiencias sustancia­
les en la valoración de algunos aspectos de la 
atención que se les brindó a los agraviados. 

II. EVIDENCIAS 

En este caso las constituyen: 

1. El escrito de queja del señor Cruz González 
Loaiza, recibido en esta Comisión Nacional el 
21 de diciembre de 2000. 

2. Las actas circunstanciadas del 8 y 9 de enero 
de 2001, elaboradas por una visitadora adjunta 
adscrita a esta Comisión Nacional, realizadas con 
la finalidad de que el quejoso precisara si soli­
citó la intervención de la Conamed. 

3. El oficio CG/CAJ/UC/00/637/457/2001, del 15 
de enero de 2001, por medio del cual el ingeniero 
Roberto Alor Terán, entonces titular del Órga­
no de Control Interno en el Instituto de Seguri­
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, dio respuesta a la solicitud de informa­
ción formulada por esta Comisión Nacional, al 

que anexó una copia certificada del expediente 
administrativo QD/501/2000 que contiene las di­
ligencias practicadas para la investigación e in­
tegración del mismo, así como el expediente clí­
nico de la paciente y el dictamen médico emitido 
por la Conamed. 

4. La opinión médica del 23 de febrero de 2001, 
suscrita por un perito médico adscrito a la Coor­
dinación de Servicios Periciales de esta Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, respecto 
del análisis de la atención médica otorgada a Jé­
ssica Mariana González Castro y a su hijo por 
parte del personal médico adscrito al Hospital 
Regional “Gral. Ignacio Zaragoza” y al Centro 
Médico Nacional 20 de Noviembre. 

5. El oficio DGA/230/0452/01, del 28 de marzo 
de 2001, por medio del cual el licenciado Octa­
vio Casa Madrid Mata, Director General de Ar­
bitraje de la Conamed, dio respuesta a la solici­
tud de información formulada por esta Comisión 
Nacional. 

6. El oficio CGADH/957/01, por medio del cual 
el licenciado Jorge Alberto Hernández Castillón, 
Coordinador General de Atención al Derechoha­
biente en el Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado, remi­
tió el informe solicitado y anexó una copia del 
oficio CASM/123/01, del 22 de marzo de 2001, 
signado por el doctor Enrique Granja Posada, Di­
rector del Hospital Regional “Gral. Ignacio Za­
r a g o z a ” .  

7. La opinión técnica médico-legal, suscrita el 
9 de mayo de 2001 por un perito médico adscri­
to a la Coordinación de Servicios Periciales de 
la Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos, relativa a la valoración del dictamen médi­
co 530/00, realizado el 31 de octubre de 2000 
por la Conamed. 
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III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 4 de mayo de 2000 el señor Cruz González 
Loaiza compareció al área de Quejas de la Con­
traloría General en el ISSSTE a fin de denunciar 
probables irregularidades, cometidas en agravio 
de su hija Jéssica Mariana González y de su nieto, 
por personal del Hospital Regional “Gral. Ig­
nacio Zaragoza” de ese Instituto. 

El Órgano de Control Interno en el Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado­
res del Estado inició el procedimiento de inves­
tigación QD/501/2000 por la probable comisión 
de actos u omisiones constitutivos de una respon­
sabilidad administrativa, en contra de quien re­
sultara responsable. Con la finalidad de realizar 
la investigación conducente solicitaron al Coordi­
nador de las Unidades de Auditoría Interna Zona 
Centro un informe sobre los hechos, con el de­
bido soporte documental, así como el expediente 
clínico de Jéssica Mariana González Castro, in­
formación que esa Contraloría Interna remitió a 
la Conamed para que emitiera el dictamen mé­
dico correspondiente. 

Con base en el dictamen médico 530/00, ela­
borado por la Comisión Nacional de Arbitraje 
Médico, el citado Órgano de Control Interno de­
terminó, el 3 de noviembre de 2000, el archivo 
del expediente QD/501/2000, argumentando fal­
ta de elementos para aplicar la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos al 
personal médico que intervino en la atención mé­
dica brindada a los agraviados. 

En consecuencia, no se inició un procedimien­
to administrativo a través del cual se sancionara 
al personal médico que intervino en la atención 
médica de Jéssica Mariana González Castro y del 
hijo de ésta, violentando con ello sus Derechos 
Humanos. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis de los hechos y de las evidencias que 
integran el presente expediente de queja, esta Co­
misión Nacional de los Derechos Humanos cuen­
ta con elementos que acreditan violaciones a los 
Derechos Humanos de Jéssica Mariana González 
Castro y de su hijo, consistentes en violaciones 
al derecho a la protección de la salud, cometidas 
por servidores públicos del Instituto de Seguri­
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, mediante actos consistentes en una nega­
tiva o inadecuada prestación del servicio público 
de salud y ejercicio indebido de la función pú­
blica, por las siguientes consideraciones: 

En la opinión técnica médico-legal elaborada 
por un perito médico adscrito a la Coordinación 
de Servicios Periciales de esta Comisión Nacio­
nal se establece que en las puérperas existen cir­
cunstancias que aumentan la susceptibilidad de 
sufrir procesos infecciosos, como son la ruptura 
de membranas, vaginitis o cervicitis preexisten­
tes, anemia durante el embarazo y posparto, así 
como nutrición deficiente. En las mujeres, den­
tro de las primeras horas después del parto, tan­
to la fiebre temprana como la hipotensión y el 
útero blando e hipersensible son los signos clí­
nicos más notables de endometritis, que puede 
agravarse con un ataque al estado general y sig­
nos de sepsis generalizada. 

Jéssica Mariana González Castro presentó va­
rios de los factores descritos en el párrafo que 
antecede, los cuales la hicieron susceptible de de­
sencadenar el proceso infeccioso y posteriormen­
te el choque séptico, tales como el mal estado ge­
neral durante su internamiento posparto, fiebre, 
presión baja, desnutrición y anemia, factores que 
no se valoraron adecuadamente por personal del 
área de Obstetricia del Hospital Regional “Gral. 
Ignacio Zaragoza”, en específico por los médi­
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cos Ramón Carpio Solís, Juárez y Alonso, jefe 
del servicio de Obstetricia y Perinatología, y mé­
dicos adscritos al mismo servicio. Sin advertir lo 
anterior, como se observa en una nota médica, los 
doctores Ramón Carpio Solís y Alonso ordena­
ron su egreso hospitalario el 13 de abril, prescri­
biéndole antipiréticos y ampicilina; no obstante 
que se le ordenó esto, sólo se identifica una receta 
con sulfato ferroso y dipirona, dejándola a la ru­
tina de su propia capacidad fisiológica de recu­
peración. Es evidente que la paciente no fue va­
lorada en forma individualizada, puesto que no se 
tomaron en cuenta los referidos factores, auna­
do al hecho de que no se investigó la etiología. 

De acuerdo con el citado dictamen se conclu­
yó que fue negligente dar de alta a la agraviada, 
puesto que debieron tomarse en cuenta los facto­
res referidos en el párrafo anterior, mantenerla 
bajo vigilancia, tratamiento hospitalario estre­
cho, suministrarle antibioticoterapia profunda 
y efectiva, transfusión de al menos dos unidades 
de sangre, además de los cuidados de Enferme­
ría. Como consecuencia de esto, Jéssica Mariana 
reingresó al mismo hospital regional a las 19:00 
horas del 15 del mes y año citados, y por no po­
derle brindar en ese momento el tratamiento es­
pecializado que requería, fue trasladada al Centro 
Médico Nacional 20 de Noviembre hasta la una 
de la mañana del día siguiente, ya que tampoco 
contaban con ambulancias disponibles para rea­
lizar el traslado, como se desprende de la docu­
mentación que se allegó esta Comisión. 

De lo expuesto se desprende que no se aplicó 
debidamente lo dispuesto por la Norma Oficial 
Mexicana NOM-007-SSA2-1993 (Atención de la 
Mujer Durante el Embarazo, Parto y Puerperio 
y del Recién Nacido), que refiere que cuando el 
paciente acude a una institución de salud y requie­
re atención médica como usuario se le deben brin­
dar todos los elementos técnicos y humanos para 

la correcta solución de sus problemas de salud, 
involucrando acciones preventivas, curativas y 
de rehabilitación. La realización de actividades 
preventivas y la eliminación o racionalización 
de algunas prácticas rutinarias disminuyen los 
riesgos de daños obstétricos para la salud de la 
madre y del niño. 

Respecto de la atención que se brindó al re­
cién nacido, de la misma opinión técnica se ad­
virtió que hubo falta de previsión del problema 
que podría presentar un producto pretérmino y 
de bajo peso, ya que no fue oportunamente aten­
dido, sino hasta que el cuadro se había agudizado 
e instaurado en una fase irreversible. Tal y como 
se desprende de una nota médica, al recién naci­
do se le mantuvo en el área de Urgencias duran­
te 11 horas, por no ser derechohabiente. 

La Norma Oficial Mexicana NOM-007-SSA2­
1993, mencionada en el párrafo que antecede, 
señala que todo recién nacido pretérmino debe 
ser enviado a una unidad hospitalaria y/o pasar 
a Terapia Intensiva, de acuerdo con su condición, 
y en este caso el recién nacido se mantuvo en el 
área de Urgencias Pediátricas durante un perio­
do crítico para su atención, siendo trasladado, 
como se advierte de las notas médicas, 11 horas 
después al servicio de Cuidados Intensivos, sin 
considerar que requería de vigilancia en una uni­
dad de Cuidados Intensivos, en donde existen 
los recursos tecnológicos idóneos, fármacos ade­
cuados, así como atención continua y de mejor 
calidad. 

De lo anterior resulta evidente que el jefe del 
servicio de Urgencias Pediátricas del Hospital 
Regional “Gral. Ignacio Zaragoza” debió in­
sistir en que se realizara de forma inmediata el 
traslado del recién nacido al área de Cuidados 
Intensivos, ya que ‚tica e institucionalmente está 
obligado a brindar atención máxima a todo pa­
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ciente. Con su actuación transgredió lo dispues­
to por los artículos 4o. y 47 del Reglamento de 
Servicios Médicos del Instituto de Seguridad 
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Es­
tado, en los cuales se establece que todo paciente 
que demande atención médica de urgencia en 
los hospitales del Instituto deberá ser atendido, 
independientemente de que sea o no sea dere­
chohabiente. 

De los hechos descritos se desprende que la 
atención médica proporcionada a Jéssica Ma­
riana González Castro y a su hijo por parte del 
personal del Hospital Regional “Gral. Ignacio 
Zaragoza” no se realizó con diligencia, siendo 
deficiente la prestación del servicio que como de­
pendencia de salud tiene encomendado, la presta­
ción no fue eficaz y oportuna, ni le otorgaron una 
atención profesional y éticamente responsable, 
infringiendo con ello lo dispuesto por los artícu­
los 4o., párrafo tercero, de la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos, así como 
los artículos 1o.; 2o.; 27; 32; 33, fracciones I 
y II; 51, y 61, fracciones I y II, de la Ley Ge­
neral de Salud, que disponen que toda persona 
tiene derecho a la protección de la salud, así como 
al disfrute de servicios de salud y de asistencia 
social que satisfagan eficaz y oportunamente las 
necesidades de la población. Las actividades de 
atención deben ser preventivas, curativas y de re­
habilitación, incluyendo la atención de Urgen­
cias, que tiene como fin efectuar un diagnóstico 
temprano y proporcionar tratamiento oportuno. 
Por último, que el cuidado materno-infantil tie­
ne carácter prioritario y comprende la vigilan­
cia de la mujer durante el embarazo, el parto y 
el puerperio, así como la atención del niño. 

Asimismo, también se infringió lo señalado por 
los artículos 12.1 del Pacto Internacional de De­
rechos Económicos, Sociales y Culturales; 10, 
inciso 1, del Protocolo Adicional a la Conven­

ción Americana sobre Derechos Humanos en Ma­
teria de Derechos Económicos, Sociales y Cul­
turales, así como 24.1 de la Convención sobre 
los Derechos del Niño, los cuales reconocen el 
derecho de toda persona al disfrute del más alto 
nivel posible de salud, así como a los servicios 
para el tratamiento de enfermedades y rehabili­
tación de la salud. 

Esta Comisión Nacional comprobó que la aten­
ción que se brindó a Jéssica Mariana González 
Castro y a su hijo en el Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Es­
tado no fue adecuada por lo siguiente: 

En relación con Jéssica Mariana González Cas­
tro, los médicos que la atendieron ordenaron su 
alta hospitalaria, sin valorar los factores a los que 
se hace referencia en el presente capítulo; por úl­
timo, el 15 de abril de 2000, al reingresar en esta­
do crítico al Hospital Regional “Gral. Ignacio 
Zaragoza”, y al no poderle brindar en ese mo­
mento la atención que requería en el área de Cui­
dados Intensivos, se ordenó su traslado al Centro 
Médico Nacional 20 de Noviembre, mismo que 
no se efectuó en forma inmediata, ya que tampo­
co tenían ambulancias disponibles para realizarlo. 

Por el estado de salud crítico que presentó el 
recién nacido era necesario que se le trasladara 
urgentemente a una unidad de Cuidados Inten­
sivos Neonatales, lo cual se retrasó por no ser de­
rechohabiente. 

Por lo antes mencionado, este Organismo Na­
cional considera procedente que el Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja­
dores del Estado indemnice al señor Cruz Gon­
zález Loaiza por la muerte de su hija Jéssica Ma­
riana González Castro y de su nieto, en términos 
de los artículos 44, párrafo segundo, de la Ley de 
la Comisión Nacional de Derechos Humanos, 
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y 77 bis, último párrafo, de la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

Cabe referir que no obstante que el Órgano de 
Control Interno en el Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Es­
tado inició el procedimiento de investigación QD/ 
501/2000 por la probable comisión de actos u 
omisiones constitutivos de una responsabilidad 
administrativa, en contra de quien resultara res­
ponsable, éste fue concluido el 3 de noviembre de 
2000 argumentando falta de elementos para apli­
car la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos al personal médico que inter­
vino en la atención médica brindada a los agravia­
dos; sin embargo, en el citado procedimiento ad­
ministrativo no se investigó la conducta de ningún 
servidor público en específico. 

En consecuencia, y toda vez que este Orga­
nismo Nacional advirtió irregularidades come­
tidas por los médicos que atendieron a Jéssica 
Mariana González Castro y a su hijo, se consi­
dera procedente iniciar la investigación admi­
nistrativa correspondiente, a fin de determinar la 
responsabilidad del jefe del servicio de Urgencias 
Pediátricas (se desconoce el nombre); del jefe del 
servicio de Obstetricia y Perinatología, doctor 
Ramón Carpio Solís; así como de los médicos Juá­
rez y Alonso, adscritos al servicio de Obstetricia, 
todos ellos del Hospital Regional “Gral. Ignacio 
Zaragoza” del ISSSTE. Lo anterior con funda­
mento en lo dispuesto por los artículos 1; 2; 3, 
fracción II; 46; 47, fracciones I, V y XXII; 48, 
y 60, de la Ley Federal de Responsabilidades 
de los Servidores Públicos, así como 37, frac­
ción XVII, de la Ley Orgánica de la Adminis­
tración Pública Federal. 

En relación con el dictamen médico 530/00, 
realizado el 31 de octubre de 2000 por la Cona­
med, en el que se concluyó que en la atención 

de los agraviados no se observó mala práctica por 
parte del personal que los atendió, es de seña­
larse que toda vez que esta Comisión Nacional 
elaboró una opinión médica en la que advirtió 
irregularidades en la atención de Jéssica Maria­
na González Castro y de su hijo por parte de 
médicos adscritos al Hospital Regional “Gral. 
Ignacio Zaragoza”, se solicitó a la Coordinación 
de Servicios Periciales de esta Institución una va­
loración sobre el dictamen realizado por la Co­
named, para determinar si fue debidamente ela­
borado y si sus conclusiones fueron acordes al 
manejo médico proporcionado a los agraviados. 

Al respecto, el perito médico adscrito a este Or­
ganismo señaló que no obstante que el dictamen 
elaborado por la Conamed cumplió con los re­
quisitos de estructura recomendados por dife­
rentes autores, técnicamente existieron deficien­
cias en la valoración de algunos aspectos de la 
atención médica brindada tanto a Jéssica Maria­
na González Castro como a su hijo recién naci­
do, siendo éstas las siguientes: 

No consideraron los factores predisponentes 
en la agraviada, que la hacían candidata a iniciar 
un proceso infeccioso durante el puerperio me­
diato; no se valoró la fiebre moderada que presen­
tó desde el puerperio inmediato hasta su egreso 
hospitalario, ni los resultados de los estudios de 
laboratorio que se le realizaron durante las prime­
ras 24 horas de estancia hospitalaria, y, al dar 
de alta a la paciente, se impidió el diagnóstico y 
tratamiento oportuno del proceso infeccioso que 
padecía y las complicaciones secundarias de éste, 
que finalmente derivaron en su muerte. 

En el referido dictamen de la Conamed tampo­
co se señaló que la conducta de los médicos que 
atendieron a la paciente durante el puerperio y 
hasta su egreso hospitalario fue inadecuada, debi­
do a que no consideraron que era necesario man­
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tenerla internada con la finalidad de establecer, 
por medio de estudios complementarios y vigi­
lancia estrecha, el real estado de su salud, con el 
objetivo primordial de detectar en forma exacta 
y oportuna cualquier complicación y, en su caso, 
iniciar el tratamiento específico. Por el contrario, 
indican que la paciente no presentó complicacio­
nes que hubieran requerido la prolongación de 
su estancia hospitalaria y que su atención se ape­
gó a lex artis. 

La Conamed concluyó que no se observó mala 
práctica médica en la atención del recién nacido, 
lo cual es inexacto, ya que quedó demostrado que 
existió retraso en su atención al no enviarlo en 
forma inmediata al servicio de Terapia Intensi­
va Neonatal, ya que se trababa de un niño pre­
maturo y de bajo peso, y si bien el hecho de que 
fuera atendido en un servicio de Terapia Intensiva 
no garantizaba una evolución favorable, si era 
evidente que en este servicio se le podrían haber 
proporcionado mejores cuidados, un diagnóstico 
y tratamiento en caso de que se presentaran com­
plicaciones, en síntesis, mayores esperanzas de 
vida. 

De lo expuesto se concluye que tanto el ser­
vidor público responsable de la elaboración del 
dictamen médico 530/00 como el doctor Rafael 
Güemes García, Presidente de la Tercera Sala de 
Arbitraje, ambos adscritos a la Comisión Nacio­
nal de Arbitraje Médico, transgredieron lo dis­
puesto por los artículos 1; 2; 3, fracción II; 46; 
47, fracciones I, V y XXII; 48, y 60, de la Ley 
Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos, así como 37, fracción VII, de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Fede­
ral, y, en consecuencia, su conducta debe ser 
investigada con en base en los numerales 12 del 
Decreto de Creación de la Comisión Nacional de 
Arbitraje Médico, y 25, fracciones III y IV, de su 
Reglamento Interno. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos formula respetuosamente 
a ustedes las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

A usted, señor Director General del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja­
dores del Estado: 

PRIMERA. Con motivo de las observaciones re­
señadas en la presente Recomendación, se dé vis­
ta al Órgano de Control Interno en el Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado­
res del Estado, a fin de que se inicie el procedi­
miento administrativo de investigación en contra 
del jefe del servicio de Urgencias (se desconoce 
el nombre); del jefe del servicio de Obstetricia y 
Perinatología, doctor Ramón Carpio Solís, y de 
los médicos Juárez y Alonso, facultativos del ser­
vicio de Obstetricia, todos adscritos al Hospital 
Regional “Gral. Ignacio Zaragoza” de ese Insti­
tuto, quienes brindaron atención médica a Jéssica 
Mariana González Castro y a su hijo. 

SEGUNDA. Gire sus instrucciones a efecto de 
que se realice el pago por concepto de indemniza­
ción al señor Cruz González Loaiza, como conse­
cuencia de los actos y omisiones realizados en 
agravio de su hija Jéssica Mariana González Cas­
tro y de su nieto por ese Instituto. 

A usted, señor Comisionado Nacional de Arbi­
traje Médico: 

TERCERA. Gire sus instrucciones a quien co­
rresponda para que se dé vista al Órgano de Con­
trol Interno con objeto de que se inicie un proce­
dimiento administrativo en contra del servidor 
público que elaboró el dictamen médico 530/00, 
así como del doctor Rafael Güemes García, Pre­
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sidente de la Tercera Sala de Arbitraje Médico, 
por lo descrito en el capítulo de observaciones 
del presente documento. 

De acuerdo con lo señalado por el artículo 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Es­
tados Unidos Mexicanos, la presente Recomen­
dación tiene el carácter de pública y se emite con 
el propósito fundamental tanto de hacer una de­
claración respecto de una conducta irregular co­
metida por servidores públicos en el ejercicio de 
las facultades que expresamente les confiere la ley, 
como de obtener la investigación que proceda por 
parte de las dependencias administrativas o cua­
lesquiera otras autoridades competentes para que, 
dentro de sus atribuciones, apliquen las sancio­
nes conducentes y se subsane la irregularidad 
de que se trate. 

De conformidad con el artículo 46, segundo 
párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, solicito a ustedes que la res­
puesta sobre la aceptación de esta Recomenda­

ción, en su caso, nos sea informada dentro del 
término de 15 días hábiles siguientes a esta no­
tificación. 

Igualmente, con base en el mismo fundamen­
to jurídico, solicito a ustedes que, en su caso, las 
pruebas correspondientes al cumplimiento de la 
Recomendación se envíen a esta Comisión Na­
cional dentro de un término de 15 días hábiles si­
guientes a la fecha en que haya concluido el plazo 
para informar sobre la aceptación de la Reco­
mendación de mérito. 

La falta de presentación de pruebas dará lu­
gar a que se interprete que la Recomendación no 
fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos quedará en libertad de ha­
cer pública esta circunstancia. 

Atentamente
 

El Presidente de la Comisión Nacional
 
Rúbrica
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Recomendación 22/2001
 

Síntesis: El 10 de noviembre de 2000 en esta Comisión Nacional se recibió el oficio 0891/2000, me­
diante el cual el licenciado Gabriel García Correa, Segundo Visitador General de la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Sonora, remitió el expediente CEDH/II/22/1/534/2000, así como el escrito de 
queja presentado por la señora Luz Divina Castillo López, en el que denunció hechos presuntamente 
violatorios a su derecho a la salud y a la vida de su menor hijo, cometidos por servidores públicos del 
Instituto Mexicano del Seguro Social, consistentes en una inadecuada prestación del servicio público 
de salud en agravio de ambos, que dio origen al expediente 2000/3657 en este Organismo Nacional. 

Del análisis de los hechos y evidencias, consistentes en la diversa documentación e información 
proporcionada por el Instituto Mexicano del Seguro Social y la Procuraduría General de la Repúbli­
ca, así como de la opinión médica emitida por la Coordinación de Servicios Periciales de este Organis­
mo que obran en el expediente 2000/3657/1, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos con­
sidera que cuenta con elementos que acreditan violaciones a los Derechos Humanos de la señora Luz 
Divina Castillo López y de su fallecido hijo, consistentes en la violación al derecho a que se proteja su 
salud y su integridad física y moral, por parte de los ginecólogos Colín, Jesús M. Rivera Prado, Elia 
Gómez Rodríguez, Héctor Salgado Figueroa y Víctor Manuel Fimbres Ortega; de los Subdirectores 
médicos Joel Alberto Chuc López y Germán Espinoza Ruiz, y del Director José del Carmen Flores Cas­
tillo, todos adscritos al Hospital General de Zona Número 5 en Nogales, Sonora, al transgredir en el 
cumplimiento de sus funciones el derecho a la protección de la salud previsto en el artículo 4o., pá­
rrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; además contravinieron 
los artículos 1; 2, fracción V; 23; 27, fracción IV; 32; 33, fracción II; 34, fracción II; 37; 51, y 61, 
fracción I, de la Ley General de Salud; 48 y 49 del Reglamento de la Ley General de Salud en Materia 
de Prestación de Servicios de Atención Médica; 1; 2; 3; 4; 251, fracción II, y 303 de la Ley del Seguro 
Social; 6o. del Reglamento de Servicios Médicos a los Derechohabientes del Instituto Mexicano del Se­
guro Social, así como 47, fracciones I, XX y XXII, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servi­
dores Públicos, toda vez que procedieron de manera indebida y no proporcionaron a los agraviados 
la valoración y vigilancia médica adecuada, oportuna, profesional y de calidad, como es su obligación, 
puesto que de ello dependían su salud y la vida del producto. 

En consecuencia este Organismo Nacional emitió la Recomendación 22/2001, dirigida al Director 
General del Instituto Mexicano del Seguro Social para que gire sus instrucciones a quien corresponda 
para que se dé vista al Órgano de Control Interno en el Instituto Mexicano del Seguro Social, con 
objeto de que la investigación que se realiza dentro del expediente Q185/01 se integre y resuelva 
conforme a Derecho a la mayor brevedad y se contemple la posible responsabilidad administrativa en 
que incurrieron los ginecólogos Colín, Jesús M. Rivera Prado, Elia Gómez Rodríguez, Héctor Salgado 
Figueroa y Víctor Manuel Fimbres Ortega; los Subdirectores médicos Joel Alberto Chuc López y Ger­
mán Espinoza Ruiz, y el Director José del Carmen Flores Castillo, todos adscritos al Hospital Gene­
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ral de Zona Número 5 en Nogales, Sonora. Por último, con motivo de la responsabilidad de la Insti­
tución, se ordene y realice el pago de la indemnización que proceda conforme a Derecho, en favor de la 
señora Luz Divina Castillo López, por la muerte de su hijo y el daño físico que se le ocasionó. 

México, D. F., 21 de septiembre de 2001 

Caso de la señora Luz Divina 
Castillo López 

Dr. Santiago Levy Algazi, 
Director General del Instituto 
Mexicano del Seguro Social, 
Ciudad 

Distinguido señor Director General: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, y 1o.; 6o., frac­
ciones I y III; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 
44; 46, y 51 de la Ley de la Comisión Nacional 
de Derechos Humanos, ha examinado los ele­
mentos contenidos en el expediente 2000/3657/ 
1, relacionados con la queja interpuesta por la 
señora Luz Divina Castillo López, y vistos los si­
guientes: 

I. HECHOS 

A. El 10 de noviembre de 2000 en esta Comi­
sión Nacional se recibió el oficio 0891/2000, me­
diante el cual el licenciado Gabriel García Co­
rrea, Segundo Visitador General de la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Sonora, remitió 
el expediente CEDH/II/22/1/534/2000, así como el 
escrito de queja presentado por la señora Luz 
Divina Castillo López, en el que denunció he­
chos presuntamente violatorios a su derecho a la 

salud y a la vida de su menor hijo, cometidos por 
servidores públicos del Instituto Mexicano del Se­
guro Social, consistentes en una inadecuada pres­
tación del servicio público de salud en agravio 
de ambos. 

B. La quejosa manifestó que se presentó a las 
23:30 horas del viernes 20 de octubre de 2000 
en el Hospital General de Zona Número 5 en la 
ciudad de Nogales, Sonora, donde, según su di­
cho, el doctor Valdés Banda le diagnosticó un cen­
tímetro de dilatación y que el producto venía muy 
arriba, por lo cual la tuvieron en observación y 
le pusieron suero para inducirle el parto. Que esa 
situación prevaleció hasta las 23:30 horas del sá­
bado 21 del mes y año citados, cuando se le reven­
tó la fuente y nuevamente le suministraron suero 
con el mismo fin. 

Que posteriormente en el área de Ginecología 
la revisó la doctora Norma Castellanos, quien le 
dijo que el corazón del bebé venía bien, que le ad­
ministraría un medicamento para agilizar el par­
to, pero si no dilataba le realizaría la cesárea el 
domingo por la mañana. 

A las 10:00 horas del domingo 22 de octubre 
el doctor Víctor Manuel Fimbres le suminis­
tró un medicamento que ingirió por la vía oral 
y le provocó fuertes dolores, expresándole di­
cho profesional que a las 18:00 horas se “ali­
viaría”, ya que tenía dos o tres centímetros de 
dilatación. 

A las 14:00 horas de esa misma fecha refirió 
que sentía dolores muy intensos y le pidió al refe­
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rido doctor que le practicara la cesárea. Posterior­
mente, sin precisar la hora, cuando la introduje­
ron al quirófano y la intervinieron se percataron 
de que el niño había fallecido por asfixia; asi­
mismo le sacaron la matriz y un ovario sin que 
ella tuviera conocimiento de eso, hasta que el 
doctor Fimbres enteró a su esposo de que el niño 
tenía seis horas de muerto y le mostraron la ma­
triz destrozada. 

Debido a lo anterior, el señor Armando Valen­
zuela Molina, esposo de la señora Luz Divina Cas­
tillo López, presentó una denuncia el 27 de octu­
bre de 2000 ante el agente del Ministerio Público 
de la Federación encargado de la Agencia Sex­
ta de Procedimientos Penales en Nogales, Sonora, 
quien inició la averiguación previa 713/00NPP/ 
VI, denuncia que ratificó la quejosa el 31 del mes 
y año citados. 

C. Para la debida integración del expediente, esta 
Comisión Nacional solicitó al licenciado José de 
Jesús Díez de Bonilla Altamirano, Coordinador 
General de Atención y Orientación al Derecho­
habiente del Instituto Mexicano del Seguro So­
cial, un informe detallado y completo sobre los 
hechos constitutivos de la queja, así como una 
copia del expediente clínico. 

Igualmente, en vía de colaboración se solicitó 
al licenciado Joaquín González-Casanova Fer­
nández, entonces Director General de Protección 
a los Derechos Humanos de la Procuraduría Ge­
neral de la República, un informe sobre el esta­
do de integración de la citada averiguación pre­
via y una copia certificada de la misma. 

Ambas autoridades dieron respuesta a lo solici­
tado por este Organismo Nacional, proporcionan­
do la información y la documentación correspon­
diente, cuya valoración se realiza en el capítulo de 
observaciones del presente documento. 

II. EVIDENCIAS 

A. El escrito de queja presentado por la señora Luz 
Divina Castillo López el 1 de noviembre de 2000 
ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos 
de Sonora, el cual fue remitido por razones de com­
petencia a esta Comisión Nacional, en donde se 
recibió el 10 del mes y año mencionados. 

B. El escrito de ampliación de la queja, del 21 de 
noviembre de 2000, suscrito por la agraviada. 

C. Los oficios 0954/06/0545/000014, 0954/06/ 
0545/000499, 0954/06/0545/002069, recibidos 
en este Organismo Nacional el 5 y 19 de enero, y 
23 de febrero del año en curso, respectivamente, 
a través de los cuales la Coordinación General 
de Atención al Derechohabiente de ese Instituto 
rindió el informe solicitado y lo acompañó con 
una copia fotostática del expediente clínico que 
contiene las notas médicas de la atención otor­
gada a la señora Luz Divina Castillo López en el 
Hospital General de Zona Número 5 de Nogales 
y la Unidad de Medicina Familiar Número 10 en 
Benjamín Hill, ambos del Instituto Mexicano del 
Seguro Social en el Estado de Sonora, de las que 
sobresalen por su relevancia: 

1. Del Hospital General de Zona Número 5, reali­
zadas el 21 de octubre de 2000. 

a) La elaborada a la 01:20 horas por el doctor 
Colín, en la cual se asienta que a la quejosa se le 
administraron dos unidades de oxitocina a 30 go­
tas por minuto. 

b)La elaborada a las 09:15 horas, que sólo cuenta 
con una firma ilegible, y establece que se adminis­
traron tres unidades de oxitocina a la agraviada. 

c) La que aparece sin hora de elaboración, sus­
crita por el médico interno de pregrado de ape­
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llido Romero Ortiz, en la que hace constar el tras­
lado de la paciente del área de Tococirugía a la de 
Ginecología, al normalizarse el trabajo de parto. 

d) La elaborada a las 22:20 horas por la doctora 
Gómez, señalando que prescribió a la señora Luz 
Divina Castillo López cinco unidades de oxitoci­
na a 20 gotas por minuto. 

e) La hoja del recién nacido, del 21 de octubre de 
2000, en la que se asienta que se recibió paciente 
óbito, sin poderse determinar el tiempo preciso del 
fallecimiento intrauterino, misma que cuenta con 
una firma ilegible y el número de matrícula 8566135. 

2. Las realizadas el 22 de octubre de 2000. 

a) La autorización, la solicitud y el registro de 
intervención quirúrgica que carece de las firmas 
del jefe del servicio, del cirujano y del aneste­
siólogo, así como de la hora de elaboración. 

b) La posquirúrgica, elaborada a las 17:55 ho­
ras, que aparece con una firma ilegible y el nú­
mero de matrícula incompleta 625027, en la que 
se establece rotura uterina, producto óbito valo­
rado por los datos de cianosis, flacidez y colora­
ción de seis horas de muerto. 

c) La elaborada a las 19:45 horas, la cual precisa 
que se realizó histerectomía y ooforectomía de­
recha a la paciente. 

3. La copia de las hojas de registros clínicos, tra­
tamientos y observaciones de Enfermería de los 
días 21 y 22 de octubre de 2000, en la que se asien­
ta que en la última fecha se suministró a la que­
josa el medicamento Citotec (oxitocina). 

4. La copia del partograma donde se registró el 
trabajo de parto de la señora Luz Divina Castillo 
López los días 21 y 22 de octubre de 2000. 

5. La copia del certificado de muerte fetal, del 22 
de octubre de 2000, suscrito por el doctor Víctor 
Manuel Fimbres Ortega, el que establece como 
causa de la muerte del producto la interrupción 
de la circulación materno-fetal. 

6. La nota elaborada a las 09:45 horas del 31 de 
octubre de 2000 por los doctores Jesús Ramón 
Ojeda Castillo, encargado de la Unidad de Medi­
cina Familiar Número 10 en Benjamín Hill, So­
nora, y José Hugo Ontiveros González, Director 
de la misma, en la que señala que la señora Luz 
Divina Castillo López acudió el 20 de octubre al 
área de Urgencias de dicha Unidad. 

D. La copia de los memorandos internos del 23 
de octubre de 2000, suscritos por el licenciado 
Daniel Parra Gaxiola, Coordinador de Atención 
y Orientación al Derechohabiente en el Hospi­
tal General de Zona Número 5 en Nogales, So­
nora, dirigidos a los doctores José del Carmen 
Flores Castillo, Director del hospital; Joel Al­
berto Chuc López y Germán Espinoza Ruiz, 
Subdirectores médicos; Jesús M. Rivera Prado, 
Elia Gómez Rodríguez y Víctor Manuel Fimbres 
Ortega, ginecólogos, requiriéndoles una opinión 
respecto de la atención que se le brindó a la agra­
viada en el servicio de Ginecología de dicho no­
socomio los días 20, 21 y 22 del mes y año men­
cionados. 

E. La copia de las opiniones médicas rendidas 
por los servidores públicos señalados en el inci­
so anterior: 

1. La del 25 de octubre de 2000, suscrita por el 
doctor Germán Espinoza Ruiz, la cual precisa que 
se presentó a las 11:30 horas del 22 del mes y año 
citados al servicio de Tococirugía y fue informado 
de que el doctor Héctor Salgado Figueroa se en­
contraba valorando a dos pacientes, el cual le ma­
nifestó al salir que no existía problema, pues el tra­
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bajo de parto era bueno y el binomio se encon­
traba bien; que posteriormente el médico interno 
no le reportó anomalías. 

2. La del 25 de octubre de 2000, suscrita por el 
doctor Víctor Manuel Fimbres Ortega, en la que 
afirma que atendió a la señora Luz Divina Casti­
llo López el 21 de octubre a las 15:00 horas, encon­
trándola sin trabajo de parto; que el 22 de octu­
bre de 2000 se enteró, por medio del personal de 
Enfermería, de la inasistencia del ginecólogo del 
turno matutino Jesús M. Rivera Prado, y de que 
por instrucciones verbales del doctor Salgado Fi­
gueroa se le administró a la paciente una table­
ta de Citotec (oxitocina) por la vía oral a las 10:00 
horas. Que en su valoración a la agraviada en la 
última fecha no escuchó la frecuencia cardiaca fe­
tal, por lo que decidió realizar una cesárea de ur­
gencia, encontrando un óbito y rotura uterina, sien­
do por ello necesario realizar una histerectomía y 
ooforectomía derecha. 

3. La del 30 de octubre de 2000, suscrita por el 
doctor Joel Alberto Chuc López, en la que mani­
festó que estuvo encargado de la guardia del hos­
pital el sábado 21 de octubre del año citado, de 
las 08:00 a las 20:00 horas, contando con los dos 
ginecólogos del turno matutino y vespertino, y 
con un anestesiólogo; que la paciente evolucio­
nó satisfactoriamente sin necesidad de un trata­
miento o estudio especial para su manejo, y fue 
informado de que no hubo problema en las áreas 
de Tococirugía y Ginecología. 

4. La del 30 de octubre de 2000, suscrita por el 
doctor Jesús M. Rivera Prado, en la que precisa 
que el 21 de octubre de 2000 recibió en el área 
de Tococirugía a la agraviada, detectando, al re­
visarla, que se trataba de una paciente con un em­
barazo de aproximadamente 40.5 semanas con 
producto único, vivo, con frecuencia cardiaca de 
142 por minuto, cérvix grueso de multípara con 

un centímetro de dilatación, por lo que decidió 
hidratar y conducir a la paciente con oxitocina; 
señalando, además, que en la evolución posterior 
no estuvo presente. 

5. La del 7 de noviembre de 2000 suscrita por el 
doctor José del Carmen Flores Castillo, quien 
asegura que al revisar el expediente clínico pre­
senta irregularidades en el formato de vigilancia 
y atención del parto, con un llenado incompleto; 
igualmente, el registro clínico de Enfermería no 
está firmado por algunas enfermeras de los dife­
rentes turnos. Que el 22 de octubre de 2000 hubo 
ausentismo no programado sin cobertura del 
obstetra del turno matutino; asimismo, que el re­
ferido nosocomio no cuenta con una plantilla de 
médicos de guardia de sábados, domingos y días 
festivos. 

6. La del 8 de noviembre de 2000, suscrita por la 
doctora Elia Gómez Rodríguez, en la que afir­
ma que el 21 de octubre del año en cita, durante 
su guardia nocturna, exploró a la paciente encon­
trando contracciones uterinas irregulares y rotu­
ra de membranas; que durante esa noche reali­
zó otras cirugías cesáreas de urgencia, por lo que 
sólo se mantuvo a la quejosa en observación y 
bajo inducción de oxitocina; que al momento de 
finalizar su turno no se presentó ningún ginecó­
logo a recibirlo, y lo entregó al médico interno de 
guardia. 

F. La copia del memorando del 8 de diciembre de 
2000, suscrito por el doctor Gilberto Pérez Ro­
dríguez, jefe de Prestaciones Médicas, por el cual 
informa a la licenciada Jesús Alicia Montes Al-
varado, jefa de la Oficina de Investigaciones Admi­
nistrativas y Laborales, ambos adscritos a la De­
legación Sonora de ese Instituto, que en relación 
con la queja presentada por el cónyuge de la que­
josa se encontró que sí existió responsabilidad 
profesional e institucional. 
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G. La copia del acta de la diligencia administra­
tiva llevada a cabo el 19 de enero de 2001 por el 
personal de la Sección de Investigaciones del De­
partamento de Relaciones Contractuales de la 
Delegación Sonora de ese Instituto, dentro de 
la cual la quejosa ratificó que el doctor Víctor 
Manuel Fimbres Ortega le suministró el medi­
camento Citotec (oxitocina). 

H. La copia del oficio 0954/06/0545/001539, del 
9 de febrero de 2001, suscrito por el doctor Mario 
Barquet Rodríguez, Coordinador de Atención 
al Derechohabiente del Instituto Mexicano del 
Seguro Social, dirigido al licenciado Eduardo Or­
tega y Carreón, encargado del Despacho de la 
Contraloría Interna de la Secretaría de Contralo­
ría y Desarrollo Administrativo en ese Instituto, 
mediante el cual le remitió una copia de la docu­
mentación del expediente abierto con motivo de 
la queja presentada ante esta Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos, mismo que se tra­
mitaba con el número QD/SON/008/01/2001 en 
su Coordinación en la Delegación Sonora, inves­
tigación que se suspendió al estarse integrando 
la averiguación previa 713/000NPP/VI en la Agen­
cia Sexta de Procedimientos Penales de la Procu­
raduría General de la República, en esa Entidad 
Federativa. 

I. Las actas circunstanciadas del 8 de marzo 
y 16 de mayo de 2001, en las que la visitadora 
adjunta responsable del trámite de la queja hizo 
constar que entabló una comunicación telefó­
nica con el licenciado Juan Godoy del Monte, 
abogado adscrito a la Coordinación de Quejas 
de la Contraloría Interna en el Instituto Mexi­
cano del Seguro Social, encargado de la queja 
Q185/01, quien le informó que había solicitado 
el expediente clínico de la agraviada para remi­
tirlo a la Comisión Nacional de Arbitraje Mé­
dico, a efecto de que emitiera una opinión téc­
nica, pero aún no se recibía. 

J. Los oficios 71/01DGPDH y 001495/01DGPDH, 
recibidos en este Organismo Nacional el 5 de ene­
ro y 23 de marzo del presente año, respectivamen­
te, a través de los cuales la Procuraduría General 
de la República rindió el informe solicitado y lo 
acompañó con una copia certificada de la averi­
guación previa 713/2000/NPP/VI, destacando por 
su importancia las siguientes actuaciones: 

1. La denuncia del señor Armando Valenzuela Mo­
lina, del 27 de octubre de 2000, ante el agente del 
Ministerio Público de la Federación encargado de 
la Agencia Sexta de Procedimientos Penales en No­
gales, Sonora. 

2. La comparecencia de la señora Luz Divina 
Castillo López, sin precisar el día del mes de 
noviembre de 2000, quien ratificó los hechos de­
nunciados por su esposo. 

3. La comparecencia del doctor Héctor Salgado 
Figueroa, del 13 de marzo de 2001, en la que ma­
nifestó que aproximadamente a las 21:30 horas 
del 22 de octubre de 2000 fue la primera vez que 
vio a la señora Luz Divina Castillo López, y exhi­
bió la copia de un contrato para establecer que 
trabajó el turno nocturno del 3 al 23 de octubre de 
2000 los días martes, jueves y domingos, por lo 
que sólo intervino después de la operación a la que­
josa, como se desprende de su nota médica ela­
borada a las 21:30 horas del 22 del mes y año 
citados. 

4. La comparecencia del doctor Víctor Manuel 
Fimbres Ortega, del 13 de marzo de 2001, en la 
que declaró en términos similares a lo asentado 
en su opinión médica del 25 de octubre de 2000. 

5. La diligencia de confrontación, del 15 de mar­
zo de 2001, entre la agraviada y los doctores Héc­
tor Salgado Figueroa y Víctor Manuel Fimbres 
Ortega, donde la quejosa señaló al segundo de 
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los mencionados como el que le suministró el me­
dicamento Citotec (oxitocina). 

K. La opinión médica del 6 de marzo de 2001, 
emitida por la Coordinación de Servicios Peri­
ciales de esta Comisión Nacional, en la que se 
establecen las consideraciones técnicas sobre la 
atención medica otorgada a la señora Luz Divi­
na Castillo López en el Hospital General de Zona 
Número 5 de ese Instituto en Nogales, Sonora, 
los días 21 y 22 de octubre de 2000. 

L. El acta circunstanciada elaborada el 19 de sep­
tiembre de 2001, en la que la visitadora adjunta 
responsable del trámite de la queja hace constar 
que entabló comunicación telefónica con el licen­
ciado Juan Godoy del Monte, adscrito a la Coor­
dinación de Quejas de la Contraloría Interna en 
el Instituto Mexicano del Seguro Social, respon­
sable de la queja Q185/01, quien le informó que el 
21 de agosto del año citado recibió el expediente 
clínico de la agraviada, pero aún no se había remi­
tido a la Comisión Nacional de Arbitraje Médico. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 27 de octubre de 2000 el señor Armando Va­
lenzuela Molina presentó una denuncia ante el 
agente del Ministerio Público de la Federación 
en Nogales, Sonora, en contra de quien o quienes 
resulten responsables por las conductas cometi­
das en agravio de su esposa Luz Divina Castillo 
López y su fallecido hijo, motivo por el que se ini­
ció la averiguación previa 713/00NPP/VI, la cual 
se encuentra en integración. 

La Coordinación de Atención al Derechoha­
biente en la Delegación Sonora del Instituto Me­
xicano del Seguro Social inició el expediente 
QD/SON/008/11/2001, con motivo de la queja pre­
sentada ante esta Comisión Nacional de los De­

rechos Humanos, mismo que al radicarse se acor­
dó suspender en su investigación, de conformi­
dad con el artículo 19 del Reglamento para el 
Trámite de Resolución de las Quejas Adminis­
trativas ante el IMSS, al estarse sustanciando la 
referida indagatoria. 

La Contraloría Interna de la Secretaría de la 
Contraloría y Desarrollo Administrativo en el Ins­
tituto Mexicano del Seguro Social inició, el 12 de 
marzo de 2001, el expediente de queja Q185/01, 
y en la misma fecha solicitó a la Coordinación 
General de Atención y Orientación al Derechoha­
biente el expediente clínico de la agraviada, el 
cual se recibió el 21 de agosto de 2001; en certi­
ficación del 19 de septiembre del año mencionado 
se hace constar, por personal de este Organismo 
Nacional, que a esa fecha dichas constancias no se 
han remitido a la Comisión Nacional de Arbitra­
je Médico para que emita el dictamen correspon­
diente a la atención médica que se brindó a la seño­
ra Luz Divina Castillo López. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis de los hechos y evidencias, consisten­
tes en la diversa documentación e información pro­
porcionada por el Instituto Mexicano del Seguro 
Social y la Procuraduría General de la Repúbli­
ca, así como de la opinión médica emitida por la 
Coordinación de Servicios Periciales de este Or­
ganismo, que obran en el expediente 2001/3657/1, 
esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
considera que cuenta con elementos que acredi­
tan violaciones a los Derechos Humanos de la se­
ñora Luz Divina Castillo López y de su fallecido 
hijo, consistentes en la violación al derecho a que 
se proteja su salud y su integridad física y moral, 
al efectuarse, por parte de servidores públicos del 
Instituto Mexicano del Seguro Social, actos que 
constituyen una inadecuada prestación del ser­
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vicio público de salud, por las siguientes consi­
deraciones: 

A. La atención que se le proporcionó a la señora 
Luz Divina Castillo López en el Hospital Gene­
ral de Zona Número 5 en Nogales, Sonora, desde 
su ingreso a dicho nosocomio con un embarazo en 
término, hasta la interrupción del mismo por vía 
cesárea, fue deficiente en todas las áreas en las 
que se le valoró en el trabajo de parto, al no ceñir­
se a los procedimientos regulados para el trata­
miento de los casos obstétricos, circunstancias que 
en su conjunto impidieron a los responsables ad­
vertir oportunamente las causas que produjeron 
el fallecimiento del producto, consecuencia que 
a través de la aplicación de medidas preventivas 
y un tratamiento adecuado se hubiese evitado. 

En el caso específico se evidenció que en el de­
sarrollo de la atención médica que se le brindó a 
la quejosa se dejaron de observar los criterios y pro­
cedimientos establecidos, desde el mes de enero 
de 1995, por la Norma Oficial Mexicana NOM­
007-SSA2-1993, que prevé los lineamientos bási­
cos para la atención de la mujer durante el embara­
zo, parto y puerperio del recién nacido; lo que se 
evidencia con la falta de la historia clínica que de­
bió elaborarse al ingreso de la paciente, documento 
en el que se hacen constar los antecedentes he-
redo-familiares, patológicos y padecimientos ac­
tuales de la paciente; los datos que arroja su ex­
ploración física, los diagnósticos obtenidos y los 
tratamientos aplicables de acuerdo con el punto 
5.4.1.1 de la Norma Oficial invocada, en relación 
con el 6.1 de la Norma Oficial Mexicana NOM­
168-SSA1-1998 del Expediente Clínico, situación 
que por sí sola revela y demuestra una indebida 
valoración clínica. 

Otra circunstancia que indica la inadecuada 
atención médica de la agraviada, por parte de los 
doctores que la valoraron durante el trabajo de 

parto, fue el reiterado suministro de oxitocina, me­
dicamento que no debe aplicarse de manera ruti­
naria en el trabajo de parto normal con el sólo mo­
tivo de adelantarlo, ya que para la atención de un 
alumbramiento en esas condiciones el despren­
dimiento de la placenta y las membranas debe ser 
espontáneo. En consecuencia, al haberse indu­
cido y conducido el parto artificialmente por me­
dio del referido medicamento, en todos los casos 
en que aparece su suministro a la paciente en las 
notas médicas se debieron asentar también las ra­
zones que lo justificaran, es decir, la necesidad de 
su aplicación y los resultados que se pretendía ob­
tener, datos que no se registraron en las notas 
elaboradas a la 01:20, 09:15 y 22:20 horas del 21 
de octubre de 2000, lo que refleja un descono­
cimiento de las reservas y disposiciones para su 
administración, de acuerdo con la Norma Ofi­
cial Mexicana NOM-007-SSA2-1993 en su pun­
to 5.4.1.4, regulación que se generó, según su ex­
posición de motivos, debido a que la mayoría de 
los daños obstétricos y riesgos para la salud de la 
madre y del niño pueden ser detectados con éxi­
to mediante procedimientos que tiendan en favore­
cer el desarrollo normal de las etapas del proceso 
gestacional, a prevenir la aparición de complica­
ciones y mejorar la sobrevivencia materno-infan­
til, precisando, además, que la aplicación de oxito­
cina ha sido revalorada, pues no aporta beneficios 
y sí contribuye a aumentar la mortalidad del bi­
nomio. 

En términos de lo previsto por el punto 5.4.2.1 
de la referida Norma Oficial para la atención del 
parto, la verificación y registro de la contractili­
dad uterina y la frecuencia cardiaca fetal debe 
realizarse 30 minutos después de cada contrac­
ción, y de los registros de vigilancia obstétrica del 
partograma se desprende que la atención médica 
a la señora Luz Divina Castillo López no fue opor­
tuna, que se realizó de manera parcial a las 13:20 
horas del 21 de octubre de 2000, así como a las 
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08:30 y 12:30 horas del día siguiente, limitándo­
se a anotar la frecuencia cardiaca fetal sin asen­
tar el número de contracciones, lo que era una exi­
gencia preponderante, habida cuenta de que el 
suministro de oxitocina, como agente externo en 
el proceso previo al alumbramiento, seguramen­
te alteraría la labor normal de parto. 

En el presente caso también se observó que los 
médicos obstetras que atendieron a la agraviada 
en los diferentes turnos descartaron ordenar la rea­
lización de estudios de ultrasonido y pelvimetría 
radiológica, que en forma complementaria les ha­
brían aportado la posibilidad de constatar en for­
ma veraz las condiciones de salud del producto, 
con antelación al momento en el que se detectó su 
falta de frecuencia cardiaca, consideración que se 
encuentra apoyada en la opinión médica emitida 
por la Coordinación de Servicios Periciales de esta 
Comisión Nacional. 

Asimismo, en la hoja de registro de Enfermería 
se hace constar que a la agraviada se le adminis­
tró, a las 10:00 horas del 22 de octubre de 2000, 
una pastilla del medicamento Citotec (oxitocina), 
anotación que no cuenta con el nombre y la firma 
del médico que lo prescribió, ni su justificación, 
registro que no cumple con lo ordenado por la mul­
ticitada Norma Oficial de control del parto, en sus 
puntos 5.1.2 y 5.4.2.5, de lo que se infiere que el 
responsable lo suministró sin afrontar las conse­
cuencias de su aplicación en la salud de la pacien­
te, a pesar de que sobre ese particular la quejosa 
señaló al doctor Víctor Manuel Fimbres Ortega, 
quien manifestó que, de acuerdo con los datos pro­
porcionados por las enfermeras en turno, lo indi­
có el doctor Héctor Salgado Figueroa, el cual a su 
vez negó haberlo ordenado. 

Finalmente, es posible establecer fundadamen­
te que a la señora Luz Divina Castillo López no se 
le proporcionó una atención médica de calidad, 

debido a la ausencia de actuaciones tan importan­
tes y trascendentes como la valoración clínica de 
ingreso, la verificación continua de la contracti­
lidad uterina y de la frecuencia cardiaca fetal, que 
debió ser más estrecha por el uso de oxitocina, ade­
más de la falta de una vigilancia profesional del 
trabajo de parto por la inasistencia del ginecólo­
go encargado del turno matutino del 22 de octu­
bre de 2000, factores que incidieron para interrum­
pir el embarazo a través de la operación cesárea 
hasta que se detectó la falta de actividad cardiaca 
fetal a las 14:45 horas de ese día, lo que motivó 
que se extrajera un producto obitado a las 16:40 
horas a causa de una interrupción en la circula­
ción materno-fetal, como lo establece el certifi­
cado de muerte fetal expedido en esa misma fecha, 
suceso que se describe en la opinión médica de la 
Coordinación de Servicios Periciales de este Or­
ganismo Nacional, como la suspensión de la circu­
lación sanguínea entre el cordón umbilical y la 
placenta, que impidió que llegara oxígeno al pro­
ducto, sometiéndolo a un sufrimiento fetal agu­
do que condujo finalmente a la muerte. 

Asimismo, la rotura uterina, que se dio como 
consecuencia de la mala atención, puso en peli­
gro la vida de la madre, lo cual provocó la realiza­
ción de una histerectomía y ooforectomía dere­
cha, lo que se corrobora con la nota posquirúrgica 
elaborada a las 19:45 horas de esa misma fecha. 

B. Por otro lado, este Organismo Nacional consi­
dera que hubo un inadecuado manejo de los re­
gistros, anotaciones y certificaciones del expe­
diente clínico de la señora Luz Divina Castillo 
López, puesto que de su simple lectura se despren­
de la ausencia de datos básicos o elementales de 
su llenado, previstos por la Norma Oficial Mexi­
cana NOM-168-SSA1-1998, como la falta de la 
hora de su elaboración, el nombre completo y la fir­
ma de quien las suscribe, el uso de abreviaturas 
y letra ilegible en algunos casos, omisiones que 
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contravienen la mencionada norma y demues­
tran el desconocimiento de la importancia de ta­
les documentos que están orientados a garantizar 
la eficiencia en la práctica médica y, principal­
mente, a dejar constancia de los antecedentes que 
permitan conocer la calidad del servicio otorga­
do a los pacientes. 

Además de lo anterior se detectó que el expe­
diente no cuenta con la hoja de historia clínica; 
que una nota se suscribe por un médico interno de 
pregrado no autorizado para elaborarla; la falta 
de registro de la cantidad y el tiempo de contrac­
ciones y la frecuencia cardiaca fetal en el parto-
grama; la fecha errónea que aparece en la hoja 
del recién nacido del 21 de octubre de 2000, sien­
do que el producto se extrajo el 22 del mes y año 
mencionados, así como la nota elaborada hasta 
el 31 del mes y año en cita, que establece el tras­
lado de la agraviada de la Unidad Médica Fami­
liar de Benjamín Hill al Hospital General de Zo­
na Número 5, a las 17:20 horas del 20 de octubre 
de 2000. 

Las deficiencias apuntadas permiten afirmar 
que se generaron responsabilidades de tipo ad­
ministrativo por el llenado incompleto de los for­
matos preestablecidos para el registro de las la­
bores de los servidores públicos que intervinieron 
en la atención y vigilancia del trabajo de parto de 
la quejosa. 

C. En el presente caso también se acredita que el 
personal directivo del Hospital General de Zona 
Número 5 en Nogales, Sonora, responsable de la 
supervisión y vigilancia de las actividades médicas 
que se desarrollan en dicho nosocomio, no cum­
plió con las obligaciones previstas por la legisla­
ción que rige sus funciones, de acuerdo con lo dis­
puesto por los artículos 18, y 19, fracción I, del 
Reglamento de la Ley General de Salud en Mate­
ria de Prestación de Servicios de Atención Mé­

dica, y 47, fracción XX, de la Ley Federal de Res­
ponsabilidades de los Servidores Públicos, al no 
verificar en forma directa y permanente la pres­
tación del servicio que se brindó a la agraviada, 
a fin de asegurarle una oportuna y eficiente aten­
ción por parte de los médicos que intervinieron 
en la valoración y diagnóstico del trabajo de par­
to los días 21 y 22 de octubre de 2000. Asimismo, 
no advirtieron que la guardia del turno matutino 
del día señalado en segundo término la cubrió un 
médico interno por la inasistencia del ginecólogo 
responsable, por lo que no se tomaron las medi­
das pertinentes para suplir tal contingencia al mo­
mento de entregarse la guardia; tampoco se efec­
tuó un control sobre la veracidad de los registros 
del expediente clínico, puesto que en el partogra­
ma y las notas médicas de las fechas antes se­
ñaladas aparecen asientos de actuaciones que 
debieron vigilarse y remediarse a tiempo por el Di­
rector y los Subdirectores médicos del mencio­
nado hospital. 

D. También se acreditó la responsabilidad institu­
cional de la dependencia a su cargo, toda vez que 
el Instituto Mexicano del Seguro Social, como or­
ganismo público descentralizado, tiene entre sus 
finalidades de administración de la seguridad social 
garantizar el derecho a la salud de los asegurados 
y sus beneficiarios por medio de la asistencia mé­
dica, función que no cumplió en la prestación del 
servicio médico que se otorgó a la señora Luz Di­
vina Castillo López, como quedó establecido en 
los párrafos anteriores, específicamente frente al 
incumplimiento de las Normas Oficiales Mexi­
canas NOM-007-SSA2-1993 y NOM-168-SSA1­
1998, antes señaladas, así como por la falta de 
cobertura del servicio con personal idóneo en el 
área de Ginecoobstetricia, en los términos de lo 
dispuesto por los artículos 18; 19, fracción I; 21; 
48; 70, fracción I; 97; 99, y 111, fracción I, del Re­
glamento la Ley General de Salud en Materia de 
Prestación de Servicios de Atención Médica. 
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Por todo lo anteriormente expuesto se conclu­
ye que se violaron los Derechos Humanos de la 
señora Luz Divina Castillo López y de su hijo en 
la atención médica que se les proporcionó, actua­
ción de la que deriva la responsabilidad médica 
y administrativa de los ginecólogos Colín, Jesús 
M. Rivera Prado, Elia Gómez Rodríguez, Héctor 
Salgado Figueroa y Víctor Manuel Fimbres Or­
tega; de los Subdirectores médicos Joel Alberto 
Chuc López y Germán Espinoza Ruiz, y del Di­
rector José del Carmen Flores Castillo, todos ads­
critos al Hospital General de Zona Número 5 en 
Nogales, Sonora, al transgredir en el cumplimien­
to de sus funciones el derecho a la protección de 
la salud, previsto en el artículo 4o., párrafo terce­
ro, de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos; además contravinieron los artícu­
los 1; 2, fracción V; 23; 27, fracción IV; 32; 33, 
fracción II; 34, fracción II; 37; 51, y 61, fracción 
I, de la Ley General de Salud; 48 y 49 del Regla­
mento de la Ley General de Salud en Materia de 
Prestación de Servicios de Atención Médica; 1; 
2; 3; 4; 251, fracción II, y 303 de la Ley del Seguro 
Social; 6o. del Reglamento de Servicios Médi­
cos a los Derechohabientes del Instituto Mexi­
cano del Seguro Social, así como 47, fracciones 
I, XX y XXII, de la Ley Federal de Responsabi­
lidades de los Servidores Públicos, toda vez que 
procedieron de manera indebida y no proporcio­
naron a los agraviados la valoración y vigilancia 
médica adecuada, oportuna, profesional y de ca­
lidad, como es su obligación, puesto que de ello 
dependían su salud y la vida del producto. 

Igualmente, se infringieron las disposiciones 
relacionadas con el derecho a la salud, previstas en 
los instrumentos internacionales celebrados por 
el Ejecutivo Federal y ratificados por el Senado 
de la República, en términos del artículo 133 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que establecen el margen mínimo de 
calidad en los servicios médicos que proporciona 

el Estado Mexicano a su población, de confor­
midad con los artículos 12.1, y 12.2, inciso d), del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales; 10.1, y 10.2, inciso a), del 
Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en Materia de Dere­
chos Económicos, Sociales y Culturales, que ra­
tifican lo dispuesto por nuestra Carta Magna en 
su artículo 4o., en cuanto al reconocimiento, por 
parte del Estado, del derecho de las personas al 
disfrute del más alto nivel posible de salud, adop­
tando para ello las medidas necesarias para la ple­
na efectividad de ese derecho. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos se permite formular res­
petuosamente a usted, señor Director General, las 
siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se sirva instruir a quien corresponda 
para que se dé vista al Órgano de Control Interno 
en el Instituto Mexicano del Seguro Social, con 
objeto de que la investigación que se realiza den­
tro del expediente Q185/01 se integre y resuelva 
conforme a Derecho a la mayor brevedad, y se con­
temple la posible responsabilidad administrati­
va en que incurrieron los ginecólogos Colín, Jesús 
M. Rivera Prado, Elia Gómez Rodríguez, Héctor 
Salgado Figueroa y Víctor Manuel Fimbres Orte­
ga; los Subdirectores médicos Joel Alberto Chuc 
López y Germán Espinoza Ruiz, y el Director 
José del Carmen Flores Castillo, todos adscritos 
al Hospital General de Zona Número 5 en Noga­
les, Sonora, e institucional que deriva de su ac­
tuación. 

SEGUNDA. Se ordene y se realice el pago de la 
indemnización que proceda conforme a Derecho, 
en favor de la señora Luz Divina Castillo López, 
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por el daño físico que se le ocasionó y haber puesto 
en peligro su salud e integridad física y ocasionar 
la muerte de su hijo, en los términos de las con­
sideraciones planteadas en el capítulo de obser­
vaciones de esta Recomendación. 

La presente Recomendación, de acuerdo con lo 
señalado en el artículo 102, apartado B, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, tiene el carácter de pública y se emite con el 
propósito fundamental tanto de hacer una decla­
ración respecto de una conducta irregular come­
tida por servidores públicos en el ejercicio de las 
facultades que expresamente les confiere la ley, 
como de obtener la investigación que proceda por 
parte de las dependencias administrativas o cua­
lesquiera otras autoridades competentes para que, 
dentro de sus atribuciones, apliquen las sancio­
nes conducentes y se subsane la irregularidad de 
que se trate. 

De conformidad con el artículo 46, segundo pá­
rrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de Dere­

chos Humanos, solicito a ustedes que la respuesta 
sobre la aceptación de esta Recomendación, en 
su caso, nos sea informada dentro del término de 
15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, 
solicito a usted que, en su caso, las pruebas co­
rrespondientes al cumplimiento de la Recomen­
dación se envíen a esta Comisión Nacional dentro 
de un término de 15 días hábiles siguientes a la fe­
cha en que haya concluido el plazo para informar so­
bre la aceptación de la Recomendación de mérito. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar 
a que se interprete que la presente Recomendación 
no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos quedará en libertad de 
hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente 

El Presidente de la Comisión Nacional 
Rúbrica 
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Recomendación 23/2001
 

Síntesis: El 19 de junio de 2001 esta Comisión Nacional inició el expediente 2001/140/1/I, con motivo 
del escrito de impugnación presentado por la señora Gloria Salazar Valdez por el incumplimiento de 
la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila a la Recomendación 045/2000, emitida 
por la Comisión de Derechos Humanos de esa Entidad Federativa el 29 de diciembre de 2000. 

Del análisis de las constancias que integraron el expediente del recurso se desprende que en la Re­
comendación en comento el Organismo Local sugirió al Procurador General de Justicia del Estado 
de Coahuila que tramitara un procedimiento administrativo en contra de los licenciados Hermán Mier 
Acosta, agente del Ministerio Público de Delitos contra la Vida y la Salud Personal; María Teresa 
Sosa Urbina, agente del Ministerio Público adscrita al Juzgado Cuarto de Primera Instancia en Mate­
ria Penal; Jesús A. Cabrera Hernández, Coordinador de agencias, y de los elementos de la Policía 
Ministerial encargados del cumplimiento de la orden de aprehensión girada en contra de Vicente 
Humberto Vázquez Pereyra; además, que diera inmediato cumplimiento a la orden de aprehensión 
girada en contra de Vicente Humberto Vázquez Pereyra, como presunto responsable de la comisión del 
delito de lesiones gravísimas por enfermedad segura o probablemente incurable. 

De la investigación realizada por este Organismo Nacional se comprobó que en el caso del menor 
Rafael Salazar Salazar existió violación a la debida procuración de justicia por parte del personal de 
la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila, al actuar irregularmente en la integra­
ción de la averiguación previa L1/H2/031/2000/1, que se inició con motivo del delito de lesiones co­
metidas en agravio del citado menor, así como en la tramitación y determinación del procedimiento 
administrativo 026/2001, que llevó a cabo la Contraloría Interna de dicha Representación Social en 
contra de servidores públicos de esa institución; además, por el incumplimiento de la orden de apre­
hensión girada en contra del agente de la Policía Ministerial Vicente Humberto Vázquez Pereyra, 
presunto responsable de la comisión del delito de lesiones gravísimas por enfermedad segura o proba­
blemente incurable. Por ello, se consideró que existió una transgresión a lo dispuesto por los artículos 
5, inciso c, fracción VII, y 45 de la Ley Orgánica del Ministerio Público del Estado de Coahuila; 52, 
fracción I, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos de esa Entidad Federativa, y por 
el punto sexto del Acuerdo entre las Procuradurías de Justicia y las Comisiones Públicas de Derechos 
Humanos, celebrado en abril de 1996. En consecuencia, se estimó una insuficiencia en el cumpli­
miento de la Recomendación 045/2000, en términos de lo previsto por los artículos 66, inciso d, de la 
Ley de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, y 166 de su Reglamento Interno. 

Por ello, el 25 de septiembre de 2001 esta Comisión Nacional emitió la Recomendación 23/2001, diri­
gida al Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila, para que, como superior jerárquico, gire 
sus instrucciones para que se dé cumplimiento al punto número dos de la Recomendación 045/2000, 
emitida por la Comisión de Derechos Humanos de esa Entidad Federativa, consistente en que se dé 
inmediato cumplimiento a la orden de aprehensión girada en contra de Vicente Humberto Vázquez 
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Pereyra; asimismo, para que se inicie un procedimiento administrativo en contra de los servidores 
públicos que tienen a su cargo el cumplimiento de la orden de aprehensión girada en contra de 
Vicente Humberto Vázquez Pereyra, y en contra de los funcionarios de la Contraloría Interna de la 
Procuraduría General de Justicia de ese Estado que tuvieron a su cargo la tramitación del procedi­
miento administrativo 026/2001. 

México, D. F., 25 de septiembre de 2001 

Sobre el caso del recurso de impugnación 
de la señora Gloria Salazar Valdez 

Lic. Enrique Martínez y Martínez,
 
Gobernador Constitucional del Estado
 
de Coahuila,
 
Coahuila, Coah.
 

Muy Distinguido señor Gobernador: 

La Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos, con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos 102, apartado B, de la Constitución Po­
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, y 1o.; 
3o., párrafo segundo; 6o., fracción IV; 15, frac­
ción VII; 55; 61; 62; 63; 65, y 66, de la Ley de 
esta Comisión Nacional, ha examinado los ele­
mentos contenidos en el expediente 2001/140/1/ 
I, relacionados con el recurso de impugnación 
de la señora Gloria Salazar Valdez, y vistos los 
siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 9 de junio de 2001 esta Comisión Nacio­
nal recibió el oficio SV/2056/2001, suscrito por 
el licenciado Ramón González Pérez, Segundo 
Visitador de la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Coahuila, por medio del cual remi­
tió una copia certificada del expediente de queja 
CDHEC/TORR/448/2000/PGJE, que contiene el 

acta circunstanciada del 1 de junio de 2001 que 
elaboró una visitadora adjunta de esa Comisión 
Estatal, en la cual la señora Gloria Salazar Valdez 
interpuso un recurso de impugnación en contra 
de la Procuraduría General de Justicia de esa En­
tidad Federativa, por el incumplimiento de la Re­
comendación 045/2000, emitida por ese Orga­
nismo el 29 de diciembre de 2000. Asimismo, en 
dicho documento la recurrente refirió que no está 
de acuerdo con la determinación que se emitió den­
tro del procedimiento administrativo que se ini­
ció en contra de los servidores públicos de esa Re­
presentación Social. 

Por otra parte, el 3 de julio de 2001 la señora 
Gloria Salazar Valdez refirió, por la vía telefóni­
ca, al personal de esta Comisión Nacional que su 
agravio también consistía en el hecho de que no 
se ha dado cumplimiento a la orden de aprehen­
sión librada por la autoridad judicial en contra 
de Vicente Humberto Vázquez Pereyra. 

B. El recurso de referencia se radicó en esta Co­
misión Nacional con el expediente 2001/140/1/I, 
y, previa solicitud de los informes a esa Procuradu­
ría General de Justicia del Estado de Coahuila, se 
obsequiaron éstos, cuya valoración se precisa en 
el capítulo de observaciones del presente docu­
mento. 

C. Del contenido de las constancias que integran 
el presente recurso destaca que el 8 de agosto de 
2000 la señora Gloria Salazar Valdez presentó 
una queja ante la Comisión de Derechos Huma­

134 



 

 

 
 

 

 

 

Recomendaciones 

nos del Estado de Coahuila, por presuntas viola­
ciones a los Derechos Humanos cometidas en agra­
vio de su menor hijo Rafael Salazar Salazar, en 
la cual señaló que el 14 de enero del año citado 
su referido descendiente fue herido gravemente 
con un arma de fuego por Vicente Humberto Váz­
quez Pereyra, agente de la Policía Ministerial, 
quien le provocó diversas lesiones a la altura del 
cuello y del brazo derecho, así como en ambas 
manos, las cuales le provocaron diversos tras­
tornos en su salud, ya que quedó con una dis­
función orgánica permanente a nivel del esófago 
y la laringe. 

Refirió que se inició la averiguación previa L1/ 
H2/031/2000/1, en la cual el agente del Ministe­
rio Público del conocimiento no arraigó a Vicente 
Humberto Vázquez Pereyra, lo que permitió que 
éste se sustrajera de la acción de la justicia; asi­
mismo, indicó que esa indagatoria no se integra­
ba con la agilidad debida, y hasta el 29 de abril de 
2000 se consignó ante la autoridad judicial com­
petente y se radicó bajo la causa penal 86/00; pero 
a pesar de que se giró una orden de aprehensión 
en contra de dicha persona, esa orden no ha sido 
ejecutada, situación que estima que es imputable 
a los funcionarios que tuvieron a su cargo la inte­
gración de la mencionada indagatoria, ya que no 
detuvieron a Vicente Humberto Vázquez Pereyra, 
no obstante que ella, en diversas ocasiones, se los 
requirió y además les manifestó que lo estaban 
protegiendo. 

El 29 de diciembre de 2000 el Organismo Lo­
cal emitió la Recomendación 045/2000, dirigida 
al Procurador General de Justicia del Estado de 
Coahuila, para que tramitara un procedimiento 
administrativo en contra de Hermán Mier Acosta, 
agente investigador del Ministerio Público de De­
litos contra la Vida y la Salud Personal; María 
Teresa Sosa Urbina, agente del Ministerio Pú­
blico adscrita al Juzgado Cuarto de Primera Ins­

tancia en Materia Penal; Jesús A. Cabrera Hernán­
dez, Coordinador de Agencias, y de los elemen­
tos de la Policía Ministerial encargados del cum­
plimiento de la orden de aprehensión girada en 
contra de Vicente Humberto Vázquez Pereyra; 
además, para que se diera inmediato cumplimien­
to a la orden de aprehensión girada en contra de 
Vicente Humberto Vázquez Pereyra, presunto 
responsable de la comisión del delito de lesiones 
gravísimas por enfermedad segura o probable­
mente incurable. 

II. EVIDENCIAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. El oficio SV/2056/2001, del 7 de junio de 2001, 
recibido en esta Comisión Nacional el 19 del mes 
y año citados, mediante el cual la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de Coahuila remi­
tió una copia certificada del expediente de queja 
CDHEC/TORR/448/2000/PGJE. 

B. La copia certificada del expediente de queja 
CDHEC/TORR/448/2000/PGJE, integrado en 
la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de Coahuila, de cuyo contenido destacan los si­
guientes documentos: 

1. Los oficios 2164/2000, 2239/2000, 2655/2000 
y 2881/2000, del 21 de agosto, 12 de septiembre, 
16 de octubre y 13 de noviembre de 2000, suscri­
tos por el licenciado Raúl Mario Mijares Jiménez, 
Delegado de la Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Coahuila, Región Laguna I, y SDH/ 
087/2000 y SDH/166/2000, del 22 de septiembre 
y 7 de noviembre de 2000, signados por la licen­
ciada Lilia Esthela Martínez Asís, Subdirectora 
de Derechos Humanos, adscrita a la referida Re­
presentación Social, respectivamente, en los que 
informaron a la Comisión Estatal respecto de los 
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hechos contenidos en el expediente de queja 
CDHEC/TORR/448/2000/PGJE. 

2. El oficio 3132/2000, del 18 de septiembre de 
2000, suscrito por la licenciada María Isabel 
Garza Herrera, Juez Cuarto de Primera Instancia 
en Materia Penal, con residencia en Torreón, 
Coahuila, a través del cual proporcionó una co­
pia certificada de la causa penal 86/2000, de cuyo 
contenido se desprenden: 

a) La copia del acuerdo de inicio de la averigua­
ción previa L1/H2/031/2000/1, por el delito de 
lesiones en agravio del menor Rafael Salazar 
Salazar, en contra de Vicente Humberto Vázquez 
Pereyra. 

b)El acuerdo de determinación, del 8 de junio 
de 2000, a través del cual la autoridad ministe­
rial del conocimiento ejercitó acción penal en con­
tra de Vicente Humberto Vázquez Pereyra como 
probable responsable del delito de lesiones gra­
vísimas por enfermedad segura o probablemen­
te incurable. 

c) El auto del 15 de junio de 2000, mediante el 
cual la Juez Cuarto de Primera Instancia en Ma­
teria Penal, con residencia en Torreón, Coahuila, 
radicó la causa penal 86/00. 

d)El auto del 22 de junio de 2000, a través del cual 
la citada autoridad judicial obsequió la orden de 
aprehensión en contra del probable responsable 
Vicente Humberto Vázquez Pereyra. 

3. La copia de la Recomendación 045/2000, del 
29 de diciembre de 2000, emitida por la Co­
misión de Derechos Humanos del Estado de 
Coahuila. 

C. El oficio SDH/045/2001, del 26 de enero de 
2001, suscrito por la licenciada Lilia Esthela Mar­

tínez Asís, Subdirectora de Derechos Humanos 
de la Procuraduría General de Justicia del Es­
tado de Coahuila, mediante el cual informó a la 
Comisión Estatal la aceptación de la Recomen­
dación 045/2000, e indicó que el 26 de enero del 
año mencionado se tramitaba el procedimiento 
administrativo disciplinario número 026/2001, en 
contra de los servidores públicos señalados en la 
Recomendación en comento, y que se habían 
girado instrucciones al licenciado Miguel Jorge 
Ramírez Castro, Director de la Policía Ministe­
rial de esa Procuraduría, para que se diera inme­
diato cumplimiento a la orden de aprehensión 
girada por la Juez Cuarto de Primera Instan­
cia en Materia Penal, con residencia en Torreón, 
Coahuila. 

D. El acta circunstanciada del 1 de junio de 2001, 
que levantó personal de la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de Coahuila, en la cual se 
hizo constar que a la señora Gloria Salazar Valdez 
se le notificó la resolución que emitió la Procu­
raduría General de Justicia del Estado de Coa-
huila, dentro del procedimiento administrativo 
que inició en contra de los servidores públicos de 
esa Representación Social, por lo que en la mis­
ma fecha la mencionada señora interpuso su in-
conformidad con dicha resolución. 

E. El acta circunstanciada del 3 de julio de 2001, 
elaborada por un abogado de la Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos, en la cual se asentó 
que la señora Gloria Salazar Valdez estaba incon­
forme por el incumplimiento de los puntos suge­
ridos en la Recomendación 045/2000. 

F. Los oficios SDH/308/2001, SDH/315/2001 y 
SDH/322/2001, recibidos en esta Comisión Nacio­
nal los días 20 y 31 de julio, y 6 de agosto de 2001, 
mediante los cuales la licenciada Lilia Esthela 
Martínez Asís, Subdirectora de Derechos Huma­
nos de la Procuraduría General de Justicia del 
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Estado de Coahuila, proporcionó una copia de la 
resolución emitida dentro del procedimiento ad­
ministrativo 026/2001, y de los oficios de colabo­
ración que se han enviado a diversas Procuradu­
rías estatales para el cumplimiento de la orden de 
aprehensión girada en contra de Vicente Hum­
berto Vázquez Pereyra. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 15 de enero de 2000 el agente del Ministerio 
Público de Delitos contra la Vida y la Salud Per­
sonal en la ciudad de Torreón, Coahuila, inició 
la averiguación previa L1/H2/031/2000/1, por el deli­
to de lesiones cometidas en agravio del menor 
Rafael Salazar Salazar, en contra de quien resul­
tara responsable, en la cual el 8 de junio del año 
citado se ejercitó acción penal en contra de Vi­
cente Humberto Vázquez Pereyra, elemento de 
la Policía Ministerial, adscrito a la Procuraduría 
General de Justicia de esa Entidad Federativa, por 
el delito de lesiones gravísimas por enfermedad 
segura o probablemente incurable, previsto y 
sancionado por los artículos 337, y 341, fracción 
IV, del Código Penal vigente en esa Entidad Fe­
derativa. 

El 22 de junio del año mencionado la Juez Cuar­
to de Primera Instancia en Materia Penal en To­
rreón, Coahuila, inició la causa penal 86/00, en la 
cual libró una orden de aprehensión por el men­
cionado delito en contra del presunto respon­
sable. 

El 9 de agosto de 2000 la Comisión de Dere­
chos Humanos del Estado de Coahuila inició el 
expediente CDHEC/TORR/448/2000/PGJE, con 
motivo de la queja presentada por la señora Glo­
ria Salazar Valdez, en la cual señaló presuntas vio­
laciones a los Derechos Humanos cometidas en 
agravio de su menor hijo Rafael Salazar Salazar 

por servidores públicos de la Procuraduría Ge­
neral de Justicia de esa Entidad Federativa. 

El 29 de diciembre de 2000 la Comisión Esta­
tal emitió la Recomendación 045/2000, dirigida 
al titular de la Procuraduría General de Justicia 
de esa Entidad Federativa, en la cual le sugirió 
instruir un procedimiento administrativo disci­
plinario en contra de los licenciados Hermán Mier 
Acosta, María Teresa Sosa Urbina, Jesús A. Ca­
brera Hernández y de los elementos de la Policía 
Ministerial encargados de dar cumplimiento a la 
orden de aprehensión girada en contra de Vicen­
te Humberto Vázquez Pereyra. 

El 26 de enero de 2001, por medio del oficio 
SDH/045/2001, la licenciada Lilia Esthela Mar­
tínez Asís, Subdirectora de Derechos Humanos de 
la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Coahuila, informó al Organismo Local la acep­
tación de la Recomendación 045/2000. 

El 1 de junio de 2001 la señora Gloria Salazar 
Valdez presentó ante la Comisión Estatal de De­
rechos Humanos de Coahuila su inconformidad 
por el incumplimiento de la Recomendación 045/ 
2000. 

IV. OBSERVACIONES 

De conformidad con los ordenamientos legales 
invocados en la parte inicial de la presente Reco­
mendación, esta Comisión Nacional considera 
que son procedentes los agravios expresados por 
la señora Gloria Salazar Valdez en atención a las 
siguientes consideraciones: 

En los razonamientos efectuados por la Comi­
sión de Derechos Humanos del Estado de Coa-
huila, dentro de la Recomendación 045/2000, del 
29 de diciembre de 2000, dirigida al Procurador 
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General de Justicia de esa Entidad Federativa, se 
destacó la existencia de violaciones a los Dere­
chos Humanos en agravio del menor Rafael Sa­
lazar Salazar, cometidas por el licenciado Hermán 
Mier Acosta, agente investigador del Ministerio 
Público de Delitos contra la Vida y la Salud Per­
sonal, encargado de integrar la averiguación pre­
via L1/H2/031/2000/1, toda vez que, en opinión de 
ese Organismo, omitió solicitar a la autoridad ju­
risdiccional el arraigo de Vicente Humberto Váz­
quez Pereyra, quien se desempeñaba como agente 
de la Policía Ministerial adscrito a esa Represen­
tación Social, ya que contaba con indicios sufi­
cientes para presumir que dicha persona había 
cometido el delito de lesiones gravísimas por en­
fermedad segura o probablemente incurable en 
agravio de Rafael Salazar Salazar, lo cual permi­
tió que el inculpado se sustrajera a la acción de la 
justicia. 

Asimismo, el Organismo Local consideró que 
el licenciado Jesús A. Cabrera Hernández, Coor­
dinador de Agencias, adscrito a los juzgados pe­
nales, incurrió en una omisión por la falta de no­
tificación inmediata al agente “A” de la Policía 
Ministerial del Estado de Coahuila del libramien­
to de la orden de aprehensión emitida dentro del 
proceso penal 86/00 por la Juez Cuarto de Pri­
mera Instancia en Materia Penal con residencia 
en la citada ciudad, en contra de Vicente Hum­
berto Vázquez Pereyra, ya que de las documenta­
les recabadas se observó que desde el 23 de junio 
de 2000 se notificó al referido servidor público di­
cha orden de aprehensión, y hasta el 7 de agosto 
del año mencionado ordenó, a través de un ofi­
cio dirigido a la Policía Ministerial, que se diera 
cumplimiento. 

Igualmente, la Comisión Estatal indicó que la 
Policía Ministerial omitió el cumplimiento de la ci­
tada orden de aprehensión, ya que, si bien es cier­
to, dicha corporación policiaca señaló que acu­

dió a diversos domicilios donde posiblemente pu­
dieran encontrar al inculpado, y que tenía conoci­
miento de que Vicente Humberto Vázquez Pereyra 
no se encontraba en la ciudad de Torreón, Coahui­
la, sin embargo, no proporcionó una copia de los 
informes que debieron rendirse por escrito, ni apor­
tó las evidencias con las cuales se acreditaba que 
el probable responsable no estaba en la referida 
ciudad. Por lo tanto, presumió que los mismos no 
efectuaron una investigación o búsqueda exhaus­
tiva para localizar y aprehender a dicha persona 
y, en consecuencia, dar cumplimiento al manda­
to judicial. 

Por lo anterior, el Organismo Local recomendó 
que se tramitara un procedimiento administrati­
vo disciplinario en contra de los licenciados Her­
mán Mier Acosta, agente investigador del Minis­
terio Público de Delitos contra la Vida y la Salud 
Personal; María Teresa Sosa Urbina, agente del 
Ministerio Público adscrita al Juzgado Cuarto de 
Primera Instancia en Materia Penal; Jesús A. Ca­
brera Hernández, Coordinador de agencias, y de 
los elementos de la Policía Ministerial encargados 
del cumplimiento de la orden de aprehensión gi­
rada en contra de Vicente Humberto Vázquez Perey­
ra; además, que se diera inmediato cumplimiento 
a la orden de aprehensión girada en contra de Vi­
cente Humberto Vázquez Pereyra como presunto 
responsable de la comisión del delito de lesiones 
gravísimas por enfermedad segura o probable­
mente incurable, tomándose para ello las medidas 
necesarias para evitar que dicha responsabilidad 
recayera en personas que fueron compañeros de 
trabajo del inculpado. 

El 26 de enero de 2001, mediante el oficio SDH/ 
045/2000, la licenciada Lilia Esthela Martínez 
Asís, Subdirectora de Derechos Humanos de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de 
Coahuila, informó a la Comisión Estatal que esa 
Representación Social aceptaba la Recomenda­
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ción 045/2000, y, para dar cumplimiento a la mis­
ma, se había iniciado el procedimiento adminis­
trativo disciplinario 026/2001, en contra de los 
servidores públicos señalados en el documento 
recomendatorio. Por otra parte, refirió que se 
giró un oficio al Director de la Policía Ministe­
rial de ese Estado para que se diera inmediato 
cumplimiento a la orden de aprehensión girada 
por la Juez Cuarto de Primera Instancia en Ma­
teria Penal, en contra de Vicente Humberto Váz­
quez Pereyra. 

El 1 de junio de 2001 la Comisión Estatal no­
tificó personalmente a la señora Gloria Salazar 
Valdez el contenido de la determinación emitida 
por la Contraloría Interna en la Procuraduría Ge­
neral de Justicia del Estado de Coahuila dentro 
del procedimiento administrativo 026/2000, que 
se siguió en contra de los servidores públicos de 
esa Representación Social, en la cual resolvió que 
dichos funcionarios no incurrieron en responsa­
bilidad administrativa y, por lo tanto, no era pro­
cedente sancionarlos. 

Una vez efectuadas las precisiones anteriores, 
es conveniente destacar que esta Comisión Na­
cional, además de las consideraciones del Orga­
nismo Local protector de los Derechos Huma­
nos referidas en su Recomendación, observó que 
en la integración de la averiguación previa L1/ 
H2/031/2000/1 existieron diversas irregularida­
des, por lo que resulta necesario destacar lo si­
guiente: 

El 15 de enero de 2000 el licenciado Hermán 
Mier Acosta, agente del Ministerio Público de De­
litos contra la Vida y la Salud Personal, se trasla­
dó a la Clínica Número 16 del Instituto Mexicano 
del Seguro Social en la ciudad de Torreón, Coa-
huila, lugar donde se encontraba el menor Ra­
fael Salazar Salazar, a quien le tomó su declara­
ción ministerial con relación a los hechos en los 

que resultó lesionado, y el cual le precisó que el 
14 del mes y año citados, al caminar por la calle 
de El Salvador de la colonia Latinoamericana de 
esa ciudad, peleaban unas personas, momento en 
el cual de una casa salió un sujeto, quien gritó 
“policía judicial”, y sacó un arma de fuego con 
la cual efectuó varios disparos, lesionándolo a él 
en el cuello. 

En la misma fecha, el mencionado agente del 
Ministerio Público, asistido por el doctor José Da­
niel Enríquez Macías, perito médico-legista ads­
crito a la Procuraduría General de Justicia en esa 
Entidad Federativa, dio fe ministerial de las le­
siones que presentaba el menor Rafael Salazar Sa­
lazar, a quien se le apreciaron dos de ellas produ­
cidas por arma de fuego, una en la cara anterior 
del cuello, a la izquierda de la línea media, de 10 
milímetros, y otra en la región deltoidea derecha, 
de dos centímetros, así como una abrasión en la 
cara dorsal de la mano derecha y en la cara fron­
tal de la mano izquierda, y otra producida por un 
instrumento contuso en la región frontal dere­
cha, descubierta de pelo, no suturada. 

Asimismo, en esa fecha el perito médico refe­
rido emitió un dictamen inicial, en el cual preci­
só que el multicitado agraviado presentaba las 
lesiones antes referidas, sin embargo, destacó que 
las mismas eran de las que por su naturaleza, hasta 
ese momento, “no habían puesto en peligro in­
minente de muerte”, tardaban en sanar para su 
curación más de 15 días y las secuelas de las mis­
mas serían descritas en el certificado médico de­
finitivo. 

Sin embargo, durante la integración de la averi­
guación previa, al momento en el que el mencio­
nado perito ratificó su dictamen, el agente del Mi­
nisterio Público del conocimiento no le preguntó 
si las lesiones eran graves, o bien si podían dejar 
secuelas irreversibles, y hasta el 7 de abril de 2000, 
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después de casi tres meses, solicitó que se elabo­
rara el certificado definitivo, el cual se emitió por 
el mismo perito médico, en el cual se concluyó que 
las lesiones que presentó el menor Rafael Salazar 
Salazar le provocaron una secuela permanente e 
irreversible en su salud, y como consecuencia de 
la traqueostomía, esofagostomía y la gastrosto­
mía que se le practicaron se provocó una dismi­
nución en la función de los aparatos respiratorio y 
digestivo, lo cual constituye una enfermedad se­
gura o probablemente incurable. Además, la au­
toridad investigadora en mención tampoco tomó 
en cuenta las declaraciones testimoniales que el 1 
de febrero del año en cita rindieron los señores Fran­
cisco Javier Rivera Pérez y Luis Fernando Barajas 
Rivera, quienes señalaron en forma coincidente 
y directa a Vicente Humberto Vázquez Pereyra 
como la persona que disparó en contra del mul­
ticitado menor. 

Las anteriores omisiones ocasionaron que el 
probable responsable del delito no fuera deteni­
do en forma inmediata por la autoridad ministe­
rial del conocimiento, en términos de lo dispuesto 
por los artículos 211 y 215 del Código de Procedi­
mientos Penales para el Estado de Coahuila, ya 
que éste había cometido un delito considerado gra­
ve, o bien se solicitara su arraigo conforme a lo 
establecido en el artículo 219 del ordenamiento 
legal referido, para que a la brevedad se ejercita­
ra la acción penal correspondiente y no se sus­
trajera a la acción de la justicia. 

Por otra parte, en el procedimiento administra­
tivo que se inició en contra de los servidores pú­
blicos de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado de Coahuila se determinó que no existió 
responsabilidad administrativa; sin embargo, esta 
Comisión Nacional estima que los funcionarios 
de la Contraloría Interna en esa Representación 
Social encargados de la investigación administra­
tiva 026/2001, al emitir su resolución no tomaron 

en consideración los argumentos y evidencias que 
la Comisión Estatal destacó a través de las obser­
vaciones efectuadas en la Recomendación 045/ 
2000, y las señaladas por este Organismo Nacio­
nal en párrafos anteriores del presente documento. 

Lo anterior hace presumir a esta Comisión Na­
cional que en ese procedimiento los funcionarios 
encargados de su integración y determinación no 
actuaron con apego a los principios de legalidad 
y eficiencia en el desempeño de sus cargos, lo que 
los obligaba a cumplir con la máxima diligencia 
el servicio que les fue encomendado, así como de 
abstenerse de cualquier acto u omisión que cau­
sara la suspensión o deficiencia de dicho servicio, 
o de incumplir cualquier disposición jurídica re­
lacionada con el servicio público; omisiones que 
propiciaron la impunidad de los servidores públi­
cos responsables de violaciones a los Derechos 
Humanos, además de que no observaron lo pre­
visto en el artículo 52 de la Ley de Responsabili­
dades de los Servidores Públicos de ese Estado, 
situación que en términos de los artículos 54, en 
relación con el 63, fracción III, del mismo orde­
namiento legal corresponderá conocer e investi­
gar a la Contraloría General en esa Entidad Fe­
derativa. 

Por lo que se refiere al incumplimiento de la or­
den de aprehensión en contra de Vicente Humber­
to Vázquez Pereyra, de las documentales recaba­
das por esta Comisión Nacional quedó evidenciado 
que los servidores públicos de la Dirección Ge­
neral de la Policía Ministerial, adscritos a la Pro­
curaduría General de Justicia en esa Entidad Fe­
derativa, y encargados de dar cumplimiento a la 
referida orden, desde la aceptación de la Reco­
mendación 045/2000 hasta la fecha de solicitud 
de informes requeridos por parte de esta Comi­
sión Nacional, no habían realizado investigación 
alguna para localizar y conocer el paradero del in­
culpado y tampoco solicitaron la colaboración de 
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otras Procuradurías estatales para la aprehensión 
de dicha persona, pues de las constancias propor­
cionadas por la Representación Social se observó 
que sólo a partir del 20 de julio de 2001 el perso­
nal de la Dirección General de la Policía Ministe­
rial de esa Representación Social se dio a la tarea 
de enviar oficios de colaboración a sus homólo­
gos adscritos a las Procuradurías de los Estados 
de Chihuahua; Nuevo León; Tamaulipas; Zacate­
cas, y a la Agregaduría Jurídica de la Procuraduría 
General de la República en San Antonio, Texas, 
Estados Unidos de América, para la búsqueda 
del inculpado, mas no a los de la totalidad de En­
tidades de la República Mexicana, contravinién­
dose con ello lo dispuesto en el artículo 5, inciso 
c, fracción VII, de la Ley Orgánica del Ministe­
rio Público del Estado de Coahuila, y en el pun­
to sexto del Acuerdo entre las Procuradurías de 
Justicia y las Comisiones Públicas de Derechos 
Humanos, celebrado en abril de 1996. 

Lo anterior hace presumir a esta Comisión Na­
cional que los funcionarios de la Dirección Gene­
ral de la Policía Ministerial de esa Procuraduría, 
a quienes les fue encomendado el cumplimiento 
o ejecución de dicho mandato judicial, no han 
cumplido con su deber y con ello violentan la ade­
cuada procuración de justicia en favor del agra­
viado Rafael Salazar Salazar, situación que tiene 
como consecuencia la impunidad en beneficio 
del presunto responsable de la conducta delictiva, 
lo cual es inaceptable en el marco del Estado de 
Derecho. 

Resulta claro que los servidores públicos de la 
Dirección General de la Policía Ministerial de esa 
Procuraduría, encargados de ejecutar el manda­
miento judicial, no han actuado con apego a los 
principios de legalidad y eficiencia en el desem­
peño de su cargo, que los obliga a cumplir, con 
la máxima diligencia, el servicio que tienen enco­
mendado y abstenerse de cualquier acto u omi­

sión que cause la suspensión o deficiencia de di­
cho servicio, o de incumplir cualquier disposición 
jurídica relacionada con el servicio público; por 
lo que, con su actuación, dejaron de observar lo 
previsto en los artículos 45 de la Ley Orgánica 
del Ministerio Público del Estado de Coahuila, 
y 52, fracción I, de la Ley de Responsabilidades 
de los Servidores Públicos de esa Entidad Fede­
rativa. 

En atención a lo expuesto en párrafos prece­
dentes, esta Comisión Nacional considera que el 
motivo de la inconformidad planteada por la re­
currente Gloria Salazar Valdez se encuentra acre­
ditado y, por lo tanto, existe una insuficiencia en 
el cumplimiento de la Recomendación 045/2000, 
emitida por la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Coahuila, por parte de la Procura­
duría General de Justicia de esa Entidad Federa­
tiva, lo que demuestra una falta de colaboración 
con el compromiso institucional y social del res­
peto a los Derechos Humanos. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional se 
permite formular respetuosamente a usted, señor 
Gobernador del Estado de Coahuila, no como au­
toridad responsable sino como superior jerárqui­
co, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se sirva instruir a quien corresponda 
a efecto de que se dé cumplimiento al punto nú­
mero dos de la Recomendación 045/2000, emi­
tida por la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de Coahuila. 

SEGUNDA. Tenga a bien girar sus instruccio­
nes para que se inicie un procedimiento adminis­
trativo en contra de los servidores públicos que 
tienen a su cargo el cumplimiento de la orden de 
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aprehensión, a partir de la aceptación de la Reco­
mendación 045/2000, por las omisiones e irregu­
laridades en que han incurrido para su ejecución. 

TERCERA. Se sirva instruir al contralor general 
de esa Entidad Federativa para que se inicie un pro­
cedimiento administrativo en contra de los ser­
vidores públicos de la Contraloría Interna de la 
Procuraduría General de Justicia de ese Estado, 
que tuvieron a su cargo la tramitación del procedi­
miento administrativo 026/2001, por las irregu­
laridades en que incurrieron y que se destacaron 
en el capítulo de observaciones del presente do­
cumento. 

La presente Recomendación, de acuerdo con lo 
señalado en el artículo 102, apartado B, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, tiene el carácter de pública y se emite con el 
propósito fundamental tanto de hacer una decla­
ración respecto de una conducta irregular come­
tida por servidores públicos en el ejercicio de las 
facultades que expresamente les confiere la ley, 
como de obtener la investigación que proceda 
por parte de las dependencias administrativas o 
cualesquiera otras autoridades competentes para 
que, dentro de sus atribuciones, apliquen las san­
ciones conducentes y se subsane la irregularidad 
cometida. 

De conformidad con el artículo 46, segundo 
párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de De­
rechos Humanos, solicito a usted que la respues­
ta sobre la aceptación de esta Recomendación se 
envíe a esta Comisión Nacional dentro del tér­
mino de 15 días hábiles siguientes a esta notifi­
cación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, 
solicito a usted que, en su caso, las pruebas corres­
pondientes al cumplimiento de la Recomenda­
ción se envíen a esta Comisión Nacional dentro de 
un término de 15 días hábiles siguientes a la fe­
cha en que se haya concluido el plazo para infor­
mar sobre la aceptación de la Recomendación de 
mérito. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar 
a que se interprete que la presente Recomen­
dación no fue aceptada, por lo que la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos quedará en 
libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente
 

El Presidente de la Comisión Nacional
 
Rúbrica
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